
LEY FEDERAL DEL TRABAJO

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
con proyecto de decreto por el que se reforma el párrafo se-
gundo del artículo 3o. de la Ley Federal del Trabajo

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Trabajo y Previsión Social de la Cámara
de Diputados del H. Congreso de la Unión en la LXIII Le-
gislatura, le fue turnada, para análisis y Dictamen la inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma el artículo 3o. de
la Ley Federal del Trabajo, presentada por la C. Diputada
Luz Argelia Paniagua Figueroa, perteneciente al Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Esta Comisión, con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 39, numerales 1, 2, fracción XLVIII y 3; 45, nume-
ral 6 incisos e), f) y g) de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; así como en los
artículos 80; 82 numeral 1; 84; 85; 157 numeral 1, fracción
I y 158, numeral 1, fracción IV y demás aplicables del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, se abocó al análisis,
discusión y valoración del asunto de mérito.

En esa tesitura, las y los integrantes de esta Comisión de
Trabajo y Previsión Social formulamos y sometemos a
consideración del honorable Pleno de la Cámara de Dipu-
tados el presente Dictamen, al tenor de los siguientes:

ANTECEDENTES

1. En fecha 3 de diciembre del año 2015, la C. Legisla-
dora Luz Argelia Paniagua Figueroa, perteneciente al
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pre-
sentó la iniciativa de mérito, objeto del presente dicta-
men.

2. En fecha 4 de diciembre del mismo año, esta Comi-
sión de Trabajo y Previsión Social recibió el oficio iden-
tificado con alfanumérico “DGPL 63-II-5-350” de la
Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados, mediante
el cual se comunicó el turno de la iniciativa de mérito

para su análisis y la elaboración del dictamen corres-
pondiente.

3. Con fecha 18 de febrero 2016, mediante oficio
CTyPS/LXIII/053/2016 esta dictaminadora solicitó a la
Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados, prórroga
para emitir el dictamen correspondiente.

4. En fecha 24 de febrero del mismo año, la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados notificó a esta dicta-
minadora, a través del oficio DGPL 63-II-5-675, la au-
torización de la prórroga referida en el numeral
inmediato anterior.

CONTENIDO DE LA INICIATIVA

Para elaborar el presente dictamen, las y los integrantes de
esta dictaminadora analizaron los argumentos vertidos por
el promovente, mismos que se plasman a continuación en
las partes que interesan:

Para la proponente, el principio de no discriminación en el
trabajo por razones de edad se encuentra sustentada jurídi-
camente en nuestra carta magna: el artículo 1o. prohíbe la
discriminación por edad; asimismo, la Ley Federal del Tra-
bajo define que el trabajo digno o decente no existe discri-
minación por edad (artículo 2o.) ni tampoco puede estable-
cerse condiciones que impliquen discriminación entre los
trabajadores por motivo de edad (artículo 3o.).

Así mismo menciona que la discriminación por edad en el
empleo es una constante en nuestro país, pero sus mayores
víctimas son: los adultos mayores, las mujeres y las perso-
nas mayores de 40 años.

Refiere que el Consejo Nacional para Prevenir la Discrimi-
nación (Conapred) define la “discriminación en el ámbito
laboral” como:

El trato diferenciado dado por las y los empleadores o
las o los empleados hacia personas de ciertos grupos
poblacionales durante los procesos de reclutamiento,
selección, desempeño o promoción practicados por la
organización. Esta diferenciación no se funda en crite-
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rios objetivos de cualificación, capacitación o de méri-
to requeridos para desempeñar la actividad laboral, si-
no en preconcepciones y prejuicios relacionados con al-
gún grupo social que posee una “diferencia” con los
“demás”1.

Por otra parte, menciona que, en México, de acuerdo a la
Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE) la po-
blación económicamente activa, al segundo trimestre de
2015, es de más de 52 millones de personas en edad de tra-
bajar, de las cuales hay 2.2 millones que están desocupa-
das2. Para efectos ilustrativos, la proponente inserta el si-
guiente cuadro:

Complementariamente al cuadro anterior, menciona que de
los más de 2.2 millones de personas sin empleo, la ENOE
indica que las mujeres y hombres desocupadas o sin em-
pleo, en el rango de edad de 30 años en adelante, ascienden
a más de un millón de personas; sin embargo, la misma en-
cuesta muestra que más de un millón de ellas, en ese rango
de edad, perdió o terminó su empleo. Así mismo, cuando se
analiza la parte de la experiencia laboral se puede afirmar,
según la proponente, que del universo de estas personas
con esa característica (205 mil 511), sólo 14 mil no tienen
experiencia laboral de los 30 años en adelante, lo que
muestra que las personas mayores de 30 años suman su ex-
periencia laboral para tener un mejor empleo pero sin en-
contrarlo.

Prosigue argumentando que en nuestro país la búsqueda de
empleo, independientemente de si es a través de medios
impresos como el periódico o yendo directamente al centro
laboral, se imponen requisitos para la contratación. Por lo
general, se solicita el comprobante de estudios, experiencia
laboral, carta de recomendación y no contar con antece-
dentes penales; sin embargo, menciona que la edad es un
requisito común.

A manera de ejemplo acerca de la discriminación por edad
en el empleo, cita lo establecido en la sección de empleos
conocida como “Aviso Oportuno” de un medio impreso de
circulación nacional, denominado “El UNIVERSAL”, de
fecha viernes 16 de octubre de 2015:

• Telefonista 18-35 años, facilidad de palabra, ortogra-
fía, con prestaciones.

• Estamos solicitando plomero y/o electricista con expe-
riencia, edad 30 a 45 años. Puntual y responsable.

Así mismo, afirma que no sólo los medios de comunica-
ción solicitan la edad, sino que este requisito también es re-
querido en la página electrónica del Servicio Nacional de
Empleo de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social. De
igual forma, a manera de ejemplo, hace notar que, en la
búsqueda de empleo en el municipio de Mexicali, Baja Ca-
lifornia, los empleadores solicitan las siguientes caracterís-
ticas:

• Operado(sic.) de embarque: Experiencia: 2 años. Idio-
mas: Ninguno. Rango de edad: 20 - 25 años.

• Documentador: Conocimientos y habilidades genera-
les: Windows server 2012, paquetería office. Experien-
cia: 2 años. Idiomas: No es requisito. Rango de edad:
21-35 años.

De lo anterior, la proponente enfatiza que las propuestas de
trabajo tienen tres cosas en común:

1) El conocimiento;

2) La experiencia; y,

3) La edad.

De ello, la proponente considera que es válido solicitar por
parte de los empleadores tener el conocimiento y la expe-
riencia, para ser aceptado en un empleo, sin embargo, di-
fiere respecto al requisito de la edad. 

En ese sentido, concluye que la discriminación por edad
para ser aceptado en un empleo es una constante en la bús-
queda de trabajo decente en nuestro país.

La legisladora proponente señala que, en el caso de las
personas adultas mayores, la búsqueda de empleo puede
ser un problema muy serio, para ejemplificarlo, alude a la
“Encuesta Nacional sobre Discriminación en México
2010. Resultados sobre personas adultas mayores” (Ena-
dis 2010), la cual menciona que la discriminación laboral
en las personas adultas mayores presenta los siguientes
datos:



• El 75.6 por ciento de la población en México no justi-
fica de ninguna manera negarle a una persona mayor un
trabajo que sí podría hacer, pero la realidad muestra que
más de la mitad de la población en México opina que,
en la realidad, esto sucede con mucha frecuencia.

• Las personas adultas mayores señalan el 36 por ciento
las dificultades relacionadas con la cuestión laboral co-
mo uno de los principales problemas para las personas
de su edad en el país.

• A nueve de cada diez hombres y mujeres adultas ma-
yores les parece difícil conseguir trabajo.

Por otra parte, manifiesta que la Organización de la Nacio-
nes Unidas presentó en 2002 la Declaración Política y Plan
de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimien-
to, cuyo artículo 12 menciona:

“Las personas de edad deben tener la oportunidad de
trabajar hasta que quieran y sean capaces de hacerlo,
en el desempeño de trabajos satisfactorios y producti-
vos, y de seguir teniendo acceso a la educación y a los
programas de capacitación. La habilitación de las per-
sonas de edad y la promoción de su plena participación
son elementos imprescindibles para un envejecimiento
activo. Es necesario ofrecer sistemas adecuados y sos-
tenibles de apoyo social a las personas de edad.3”

Respecto a la discriminación de las mujeres en el empleo
por razón de edad, la proponente expone que también es
una constante en el país, ya que de acuerdo a la Encuesta
Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Ho-
gares 2011, del Instituto Nacional de las Mujeres y el Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía, la discrimina-
ción por razones de edad es la siguiente4*:

* Mujeres que declararon haber sufrido al menos un inci-
dente de discriminación laboral en los últimos 12 meses.

Según manifiesta la proponente, lo anterior muestra que 1
de 4 mujeres no fue contratada debido a su edad o a su es-
tado civil.

Adicionalmente, refiere que la Convención sobre la Elimi-
nación de Todas las formas de Discriminación contra la
Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés) establece en su
artículo 11:

“1. (Sic.) Los Estados parte adoptarán todas las medidas
apropiadas para eliminar la discriminación contra la
mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la mu-
jer, en condiciones de igualdad con los hombres, los
mismos derechos, en particular:

...

b) El derecho a las mismas oportunidades de empleo, in-
clusive a la aplicación de los mismos criterios de selec-
ción en cuestiones de empleo”.5

Igualmente, refiere que la Suprema Corte de Justicia de la
Nación (SCJN) se ha sumado al tema de discriminación la-
boral y ha presentado tres tesis aisladas con respecto al te-
ma de ésta iniciativa:

“1. En septiembre de 2010, estableció que la “Discri-
minación en el derecho de acceso al empleo. Tiene co-
mo presupuesto la prueba de las aptitudes o calificacio-
nes para su desempeño”.

La interpretación del artículo 1o., párrafo tercero,
constitucional, visto a la luz del principio de igualdad,
en relación con los instrumentos internacionales suscri-
tos por el Estado mexicano respecto a la no discrimina-
ción, y concretamente respecto al derecho a la admisión
en el empleo, reconocido en el convenio 111 de la OIT,
y lo establecido en los artículos 4o. y 5o. de la Ley Fe-
deral para Prevenir y Eliminar la Discriminación, lleva
a considerar que la discriminación que tenga por ob-
jeto anular o menoscabar el mencionado derecho la-
boral tiene lugar cuando el interesado demuestra reu-
nir las aptitudes o calificaciones necesarias para
desempeñar cierto empleo y, sin embargo, se le exclu-
ye con base en criterios ajenos a dichas aptitudes o ca-
lificaciones. Esto, pues el derecho fundamental a la no
discriminación tiene su base en el principio de igual-
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dad, que impone la necesidad de comparar si la perso-
na se encuentra en condiciones de igualdad respecto a
cierta circunstancia fáctica prevista en la ley para la
concesión de un derecho, de tal manera que primero de-
be verificarse si la persona guarda relación de igualdad
con el conjunto de personas con las aptitudes necesa-
rias para el desempeño de cierto empleo, para determi-
nar si se vulnera ese principio con base en un criterio
de exclusión injustificado. De lo contrario, el interesa-
do no comprobará este presupuesto necesario para es-
tablecer la existencia de la discriminación en su con-
tra.6

2. En diciembre de 2014, la SCJN en una tesis aislada
sobre “Discriminación por razón de edad en el ámbito
laboral. Se actualiza una discriminación múltiple cuan-
do dicho factor se combina con otros aspectos como el
género y la apariencia física”, donde indica que:

A consideración de esta Primera Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, en un buen número de
casos, de la mano de la discriminación por razón de
edad se suele actualizar la denominada discriminación
múltiple, es decir, cuando se combinan varios factores
discriminatorios en un mismo supuesto. Especialmente
grave por sus efectos en la exclusión en el mundo labo-
ral, y relevante para la resolución de este caso, es la
conjunción de la edad, el género y la apariencia física.
En este sentido, como los estudios lo demuestran, la fi-
jación de un determinado límite de edad en una oferta
de trabajo va dirigida, en el imaginario del empresario
y de buena parte de nuestra sociedad, a la obtención de
una imagen comercial sexista. La trabajadora joven y
con determinada apariencia y estado físico se utiliza,
desgraciadamente, en muchas ocasiones, como un sim-
ple reclamo comercial, haciendo a un lado cualquier re-
ferencia a su valía profesional, lo que provoca que
aquellas trabajadoras que no cumplen con ese estándar
se consideren no aptas para un puesto de trabajo, inde-
pendientemente de su preparación, y bajo la excusa de
tener una determinada edad y no cumplir con los requi-
sitos de buena imagen. Debe señalarse también, que el
prejuicio en torno a la edad del trabajador normal-
mente está relacionado con una concepción de renta-
bilidad económica que parte de premisas no del todo
ciertas. Si el patrón presume que el trabajador madu-
ro es menos apto que el trabajador joven para ciertos
puestos de trabajo, piensa que su empresa, antes o des-
pués, sufrirá pérdidas económicas por su contrata-
ción. Y en similar sentido, si parte de la premisa de que

las ausencias al trabajo de las personas maduras al-
canzan un mayor índice por entender que éstas son
quienes asumen las responsabilidades familiares, pen-
sará que le generarán costes, que no existirían si con-
tratara a trabajadores jóvenes. Si además, por último,
añadimos el género del trabajador, el empresario pien-
sa que la mujer madura dedicará una buena parte de
sus esfuerzos a las tareas familiares y que por ello
abandonará tarde o temprano su empleo, por lo que de-
ja de ser para él económicamente rentable invertir en su
formación. Todas estas consideraciones llevan a la
conclusión de que la mujer madura trabajadora no es
valorada como un activo desde el punto de vista profe-
sional, sino como un coste.7

3. Finalmente, en enero de 2015, la tesis aislada refe-
rente a la “Discriminación en el ámbito laboral. Las
consecuencias que ello puede generar son independien-
tes entre sí y requieren ser analizadas por el juzgador en
cada caso en concreto”, a la letra dice:

Contrario a lo que sucede con los daños físicos o tangi-
bles, el estudio de los daños de índole moral en un caso
concreto tiene ciertas particularidades, precisamente
por el componente de abstracción del que gozan los
mismos. Sin embargo, y a pesar de los diversos criterios
que se han emitido en torno al daño moral, la manera
de probar y evaluar el daño en cuestión, los intereses
que deben ser protegidos y los elementos que deben ser
tomados en consideración para cuantificar el monto de
la indemnización -en caso de que la misma proceda-,
esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación considera que cuando el daño moral alegado
provenga de un acto discriminatorio y, por tanto, de una
violación directa al derecho fundamental a la no discri-
minación contenido en el artículo 1o. constitucional, es
posible advertir cuatro tipos de consecuencias que pue-
de acarrear tal discriminación: (i) la nulidad del acto;
(ii) la indemnización de los daños causados; (iii) la im-
posición de medidas reparatorias de carácter disuaso-
rio; y (iv) en caso de que la legislación aplicable lo pre-
vea, el establecimiento de sanciones penales. Al
respecto, es necesario indicar que tales consecuencias
gozan de plena justificación en nuestro sistema jurídico,
pues tal y como lo establece el artículo 63 de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, ante la
existencia de una violación a un derecho protegido por
la propia Convención -como lo es el derecho a la no
discriminación contenido en su artículo 1o.- se garanti-
zará el goce del mismo, y si resulta procedente, se re-



pararán las consecuencias generadas, así como el pago
de una justa indemnización a quien hubiese sufrido una
lesión. Adicionalmente, las cuatro consecuencias antes
indicadas gozan de independencia entre sí; esto es, a
pesar de que las mismas se originan ante la existencia
de un acto discriminatorio, lo cierto es que cada una
responde a una determinada intención en torno a dicho
acto, y son diversos los elementos que generan su ac-
tualización. Por tanto, si bien ante la presencia de un
acto discriminatorio y, por ende, violatorio del artículo
1o. constitucional, el órgano jurisdiccional deberá de-
jar sin efectos el mismo, lo cierto es que ello no implica
que deba decretar la procedencia de una indemnización
por daño moral o la imposición de una medida disua-
soria, toda vez que cada consecuencia responde a una
dinámica específica y requiere del estudio de elementos
diversos8.

Derivado de los argumentos esgrimidos por la Diputada
Luz Argelia Paniagua Figueroa, es de advertirse la pro-
puesta de reforma del artículo 3o de la Ley Federal del Tra-
bajo, con la siguiente redacción:

“Decreto

Artículo Primero. Se reforma el artículo 3o. de la Ley
Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 3o. El trabajo es un derecho y un deber socia-
les. No es artículo de comercio.

No podrán establecerse condiciones que impliquen dis-
criminación en el ingreso, permanencia, promoción y
ascenso entre los trabajadores por motivo de origen ét-
nico o nacional, género, edad, discapacidad, condición
social, condiciones de salud, religión, condición migra-
toria, opiniones, preferencias sexuales, estado civil o
cualquier otro que atente contra la dignidad humana.

No se considerarán discriminatorias las distinciones,
exclusiones o preferencias que se sustenten en las cali-
ficaciones particulares que exija una labor determina-
da. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social regla-
mentará cuales son las distinciones, exclusiones o
preferencias que exijan una labor determinada.

...

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor
el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Artículo Segundo. El reglamento de esta ley, deberá
expedirse en un plazo no mayor a noventa días natura-
les, contados a partir de la entrada en vigor de la pre-
sente ley.”

Una vez analizados los argumentos y el texto normativo
propuesto por el C. Diputada proponente, las y los Dipu-
tados integrantes de esta Comisión dictaminadora analiza-
ron a fondo su viabilidad, producto de lo cual emiten los si-
guientes:

CONSIDERANDOS

PRIMERO. Que esta dictaminadora considera que la dis-
criminación en el ámbito laboral es un tema sensible y de
suma importancia, ya que su erradicación de las relaciones
laborales, afectará positivamente a un sector vulnerable de
la población económicamente activa de nuestro país.

SEGUNDO. Que, por lo anterior, la propuesta en estudio
debe ser analizada detenidamente a efecto de poder contar
con los elementos de orden técnico que permitan a este ór-
gano colegiado pronunciarse respecto a la viabilidad de in-
cluirla dentro del marco jurídico laboral vigente en nuestro
país.

Para ello, resulta necesario indagar cuáles son las disposi-
ciones que actualmente resultan aplicables en la materia. 

N Que, para lo anterior, las y los legisladores integrantes de
esta Comisión se dieron a la tarea de realizar un examen in-
tegral de la normativa vigente en materia de no discrimina-
ción en lo general y particularmente en el ámbito laboral,
producto de lo cual se plasma enunciativa, más no limitati-
vamente, lo siguiente:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Nuestra Carta Magna posee diversas disposiciones en ma-
teria de no discriminación, destacando las siguientes:

El Artículo 1, párrafo quinto, establece expresamente la
prohibición de toda discriminación motivada por origen ét-
nico o nacional, el género, la edad, las capacidades dife-
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rentes, la condición social, las condiciones de salud, la re-
ligión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y ten-
ga por objeto anular o menoscabar los derechos y liberta-
des de las personas.

El Artículo 5, párrafo primero, se señala que a ninguna per-
sona se le podrá impedir que se dedique a la profesión, in-
dustria, comercio o trabajo que le acomode, siempre y
cuando sean lícitos.

El Artículo 123, párrafo primero, se prescribe que toda per-
sona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil.

Ley Federal del Trabajo (LFT)

Por lo que respecta a las normas secundarias, esta dictami-
nadora encontró en la Ley Federal del Trabajo, también po-
see diversas disposiciones en materia de no discriminación,
a saber:

El Artículo 2 fomenta las relaciones de trabajo conducen-
tes a propiciar el trabajo digno o decente, el cual es carac-
terizado por no dar cabida a ningún tipo de discriminación
por origen étnico o nacional, género, edad, discapacidad,
condición social, condiciones de salud, religión, condición
migratoria, opiniones, preferencias sexuales o estado civil.
Promueve la mejora de la productividad vía capacitación y
la prevención riesgos de trabajo. Además, considera los de-
rechos colectivos de los trabajadores y trabajadoras sin dis-
tinción de género; así mismo hace énfasis en la igualdad de
oportunidades de mujeres y hombres.

En su Artículo 3, objeto de la propuesta de reforma en es-
tudio, define al trabajo como un derecho y un deber socia-
les, en el cual no se podrán establecer condiciones de dis-
criminación.

Por su parte, el Artículo 4, párrafo primero del ordena-
miento en comento, prescribe que no se podrá impedir el
trabajo a ninguna persona cuando este sea lícito, salvo los
casos que menciona el mismo artículo, como lo son: el da-
ño a intereses de terceros o cuando se ofenda a la sociedad.

El Artículo 51, fracción IX señala que los actos, conductas
o comportamientos que menoscaben o ataquen la dignidad
del trabajador, serán causas de rescisión de trabajo sin res-
ponsabilidad para el trabajador.

El Artículo 86 impone la premisa de: a trabajo igual, des-
empeñado en puesto, jornada y condiciones de eficiencia
también iguales, debe corresponder salario igual.

El Artículo 133 prohíbe a los patrones o a sus representan-
tes negarse a aceptar trabajadores por razón de origen étni-
co o nacional, género, edad, discapacidad, condición so-
cial, condiciones de salud, religión, opiniones, preferencias
sexuales, estado civil o cualquier otro criterio que pueda
dar lugar a un acto discriminatorio. Así también, prohíbe a
los patrones o a sus representantes realizar, permitir o tole-
rar actos de hostigamiento y/o acoso sexual en el centro de
trabajo.

Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discrimina-
ción

En cuando al ordenamiento específico en materia de erra-
dicación de la discriminación, se encontró lo siguiente:

El Artículo 4, menciona que se entenderá por discrimina-
ción toda distinción, exclusión o restricción que, basada en
el origen étnico o nacional, sexo, edad, discapacidad, con-
dición social o económica, condiciones de salud, embara-
zo, lengua, religión, opiniones, preferencias sexuales, esta-
do civil o cualquier otra, tenga por efecto impedir o anular
el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la igual-
dad real de oportunidades de las personas.

En su Artículo 9 se establece expresamente la prohibición
de toda práctica discriminatoria que tenga por objeto impe-
dir o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos y
la igualdad real de oportunidades. A efecto de lo anterior,
las fracciones IV, V, XXVI y XXVII consideran como con-
ductas discriminatorias:

“IV. Establecer diferencias en la remuneración, las
prestaciones y las condiciones laborales para trabajos
iguales;

V. Limitar el acceso a los programas de capacitación y
de formación profesional;

XXVI. Realizar o promover el maltrato físico o psicoló-
gico por la apariencia física, forma de vestir, hablar,
gesticular o por asumir públicamente su preferencia se-
xual, y

XXVII. Incitar al odio, violencia, rechazo, burla, difa-
mación, injuria, persecución o la exclusión.”



Por su parte, el Artículo 13 prescribe que los órganos pú-
blicos y las autoridades federales llevarán a cabo las si-
guientes medidas a favor de la igualdad de oportunidades
para las personas con discapacidad.

Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores

Respecto a este ordenamiento, esta dictaminadora encontró
lo siguiente:

Su Artículo 5 de esta Ley define como su objeto el garan-
tizar a las personas adultas mayores los siguientes dere-
chos:

“V. Del trabajo: A gozar de igualdad de oportunidades en
el acceso al trabajo o de otras opciones que les permitan
un ingreso propio y desempeñarse en forma productiva
tanto tiempo como lo deseen, así como a recibir protección
de las disposiciones de la Ley Federal del Trabajo y de
otros ordenamientos de carácter laboral.”

El Artículo 19 prescribe que corresponde a la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social, garantizar en beneficio de los
adultos mayores:

“I. La implementación de los programas necesarios a
efecto de promover empleos y trabajos remuneradores,
así como actividades lucrativas o voluntarias, conforme
a su oficio, habilidad o profesión, sin más restricción
que su limitación física o mental declarada por la auto-
ridad médica o legal competente.

II. Impulso al desarrollo de programas de capacitación
para que las personas adultas mayores adquieran co-
nocimientos y destrezas en el campo de formulación y
ejecución de proyectos productivos;

IV. La organización de una bolsa de trabajo mediante la
cual se identifiquen actividades laborales que puedan
ser desempeñadas por las personas adultas mayores y
orientarlas para que presenten ofertas de trabajo.”

ÁMBITO INTERNACIONAL

Por lo que hace al ámbito internacional, esta dictaminado-
ra destaca el siguiente instrumento:

Convenio sobre la discriminación en materia de empleo
y ocupación (C111), Ratificado el 11 de noviembre de
1961.

El Artículo 1 de este instrumento, comprende como actos
discriminatorios cualquier distinción, exclusión o preferen-
cia basada en motivos de raza, color, sexo, religión, opi-
nión política, ascendencia nacional u origen social; así co-
mo cualquier otra distinción, exclusión o preferencia que
tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunida-
des o de trato en el empleo y la ocupación.

El Artículo 2 del mismo instrumento menciona que todo
Estado miembro se obliga a formular y llevar a cabo una
política nacional que promueva, por métodos adecuados a
las condiciones y a la práctica nacionales, la igualdad de
oportunidades y de trato en materia de empleo y ocupa-
ción, con objeto de eliminar cualquier discriminación a es-
te respecto.

CUARTO. Que, vista la principal normatividad existente y
aplicable en el territorio nacional en materia de no discri-
minación, las y los legisladores integrantes de esta comi-
sión ordinaria, se dieron a la tarea de evaluar la factibilidad
de reformar el artículo 3 de la Ley Federal de Trabajo Vi-
gente, en la inteligencia de que dicha modificación afecta
los párrafos segundo y tercero del mismo.

Para ello cabe enfatizar en el contenido vigente del Artícu-
lo 3 del ordenamiento en comento en las partes que intere-
san, mismo que a la letra establece:

“Artículo 3o. El trabajo es un derecho y un deber so-
ciales. No es artículo de comercio.

No podrán establecerse condiciones que impliquen dis-
criminación entre los trabajadores por motivo de origen
étnico o nacional, género, edad, discapacidad, condi-
ción social, condiciones de salud, religión, condición
migratoria, opiniones, preferencias sexuales, estado ci-
vil o cualquier otro que atente contra la dignidad hu-
mana.

No se considerarán discriminatorias las distinciones, ex-
clusiones o preferencias que se sustenten en las califica-
ciones particulares que exija una labor determinada.

...”

Como se aprecia de la lectura del precepto de mérito, la fi-
nalidad de su existencia es la prohibición expresa de con-
diciones de discriminación, incluyendo aquellas relaciona-
das con la edad de los individuos. Lo cual es materia de
interés para la legisladora proponente.
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Ahora bien, del análisis de los términos de la reforma plan-
teada al párrafo segundo de dicho artículo, misma que fue
plasmada en la página 13 del presente Dictamen, esta dic-
taminadora considera que es viable. Ello en virtud de que,
a pesar de que como se expuso en el considerando inme-
diato anterior, existen diversas disposiciones vigentes en
materia de no discriminación, la redacción propuesta resul-
ta conveniente ya que su intensión es especificar que la
prohibición de las condiciones de discriminación que pres-
cribe dicho artículo será aplicable en el ingreso, permanen-
cia, promoción y ascenso de las y los trabajadores.

Sin un análisis detenido, la propuesta en estudio podría
considerarse como una redundancia jurídica, en cuyo caso
aplicaría el principio jurídico quod abundat non nocet (lo
que abunda no daña), sin embargo, esta dictaminadora con-
sidera que el hecho de precisar en qué supuestos quedan
prohibidas las condiciones o actos de discriminación tipifi-
cados en diversos ordenamientos, lo que se está haciendo
es complementar el sentido de dicho párrafo.

QUINTO. Que por lo que respecta a la propuesta de re-
dacción del párrafo tercero del multicitado Artículo, plas-
mada en la página 14 del presente Dictamen, este órgano
colegiado la considera poco viable en términos operativos,
ya que la reglamentación de las distinciones, exclusiones o
preferencias de una labor determinada, implicaría someter
tanto a trabajadores como a los patrones a esquemas casu-
ísticos rígidos que en última instancia podrían estar aleja-
dos de la realidad y necesidades inherentes de la vida labo-
ral cotidiana. 

Así mismo, se considera que el hecho de elaborar un catá-
logo de actividades o puestos en donde pueda imperar un
régimen de excepción respecto a la aplicación del artículo
3 de la ley en estudio, podría operar en sentido adverso de
la intención del mismo, que es precisamente, evitar cual-
quier tipo de práctica discriminatoria.

En concatenación con lo anterior, se considera que la actual
redacción del párrafo en comento, da la posibilidad a am-
bas partes de que, en caso necesario, sea la autoridad quien
determine (con base en los supuestos previstos en la diver-
sa normativa en la materia) si existe o no alguna práctica
discriminatoria.

SEXTO. Que, a efecto de mayor claridad, se elaboró un
cuadro comparativo donde se contrasta el texto vigente, la
propuesta de redacción de la Diputada proponente y la pro-
puesta de redacción de esta Comisión dictaminadora:
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Por lo anteriormente expuesto y fundado esta Comisión de
Trabajo y Previsión Social considera que es de aprobarse
con modificaciones y somete a la consideración del pleno
de esta Soberanía, el presente dictamen a la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 3o. de la Ley
Federal del Trabajo, presentada por la C. Diputada Luz Ar-
gelia Paniagua Figueroa, en los siguientes términos:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍ-
CULO 3o. DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.

Artículo Único. Se reforma el párrafo segundo del artícu-
lo 3o de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como si-
gue:

Artículo 3o. ...

No podrán establecerse condiciones que impliquen discri-
minación en el ingreso, permanencia, promoción y as-
censo entre los trabajadores por motivo de origen étnico o
nacional, género, edad, discapacidad, condición social,
condiciones de salud, religión, condición migratoria, opi-
niones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otro
que atente contra la dignidad humana.

...

...

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Notas:

1 Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, “Costos e impac-
tos de la discriminación laboral hacia los adultos mayores en la econo-
mía familiar”, Documento de Trabajo, diciembre de 2006, p. 7, en:
http://www.conapred.org.mx/documentos_cedoc/E-12-2006.pdf

2 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, “Encuesta Nacional de
Ocupación y Empleo”, en: 

http://www.inegi.org.mx/lib/olap/consulta/general_ver4/MDXQuery-
Datos_Colores.asp? roy=enoe_pe_pda

3 Organización de las Naciones Unidas, Informe de la Segunda Asam-
blea Mundial sobre el Envejecimiento Madrid, 8 a 12 de abril de 2002,
en: http://www.cinu.org.mx/eventos/especiales/envejecimiento/infor-
me2asambl eavejez.pdf

4 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Encuesta Nacional so-
bre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares 2011, en:
http://www3.inegi.org.mx/sistemas/microdatos/encuestas.aspx?c=335
31&s=est



5 Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer, Instituto Nacional de las Mujeres, en:
http://www.inmujeres.gob.mx/inmujeres/images/stories/cedaw/ce-
daw.pdf

6 Época: Novena Época, Registro: 163824, Instancia: Tribunales Co-
legiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario Judicial
de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXII, septiembre de 2010, Ma-
teria(s): Civil, Tesis: I.4o.C.295 C, Página: 1251, Cuarto Tribunal Co-
legiado en Materia Civil Del Primer Circuito. Amparo directo
144/2010. Rosario del Carmen Pacheco Mena. 8 de abril de 2010. Una-
nimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretaria: Mó-
nica Cacho Maldonado. En: 

http://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?ID=1638
24&Clase=DetalleTesisBL

7 Época: Décima Época, Registro: 2008095, Instancia: Primera Sala,
Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fe-
deración, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitu-
cional Tesis: 1a. CDXXXI/2014 (10a.), Página: 229. Amparo directo
en revisión 992/2014. Rosario del Carmen Pacheco Mena y otros. 12
de noviembre de 2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Artu-
ro Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su
derecho para formular voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de
García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Ma-
rio Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto par-
ticular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mi-
jangos y González. Esta tesis se publicó el viernes 5 de diciembre de
2014 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

8 Época: Décima Época, Registro: 2008261, Instancia: Primera Sala,
Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fe-
deración, Libro 14, enero de 2015, Tomo I, Materia(s): Constitucional,
Civil, Tesis: 1a. II/2015 (10a.), Página: 760, Amparo directo en revi-
sión 992/2014. Rosario del Carmen Pacheco Mena y otros. 12 de no-
viembre de 2014. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zal-
dívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto
concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gu-
tiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente en el que se apar-
tó de las consideraciones contenidas en la presente tesis. Disidente:
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente:
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y Gonzá-
lez. Esta tesis se publicó el viernes 23 de enero de 2015 a las 9:00 ho-
ras en el Semanario Judicial de la Federación. En: 

http://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2. aspx? ID=
2008261&Clase=DetalleTesisBL

Así lo acordaron las y los diputados secretarios e integrantes de la Co-
misión de Trabajo y Previsión Social, en su cuarta reunión ordinaria,
celebrada en las instalaciones del Palacio Legislativo de San Lázaro a
los 20 días del mes de abril del año 2016.

La Comisión de Trabajo y Previsión Social, diputados: Ana Geor-
gina Zapata Lucero (rúbrica), presidenta; Marco Antonio Aguilar Yu-
nes (rúbrica), Gabriel Casillas Zanatta (rúbrica), José del Pilar Córdo-
va Hernández (rúbrica), Rafael Yerena Zambrano, Enrique Cambranis
Torres (rúbrica), Juan Corral Mier, Enrique Pérez Rodríguez (rúbrica),
Julio Saldaña Morán (rúbrica), Mario Ariel Juárez Rodríguez (rúbrica),
Soralla Bañuelos de la Torre (rúbrica), Miguel Ángel Sedas Castro (rú-
brica), secretarios; Roberto Alejandro Cañedo Jiménez (rúbrica), César
Flores Sosa, Sandra Méndez Hernández, Luz Argelia Paniagua Figue-
roa (rúbrica), José Luis Sáenz Soto (rúbrica), Pedro Alberto Salazar
Muciño (rúbrica), David Aguilar Robles (rúbrica), Marbella Toledo
Ibarra (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
De conformidad con lo que establece el artículo 87 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados se cumple con la de-
claratoria de publicidad.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Dictamen de la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, con proyecto de decreto por el
que se adiciona el numeral 2 del artículo 97 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados

Honorable Asamblea:

La Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias de esta Cámara de Diputados de la LXIII Legis-
latura del Honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en los artículos 40, numerales 1 y 2; y 45, numeral
6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artí-
culos 80, numeral 1, fracción II; 157, numeral 1, fracción I
y 158 numeral 1, fracción IV, del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de este Pleno el
presente dictamen al tenor de los siguientes:

ANTECEDENTES

PRIMERO. En sesión de fecha miércoles dieciséis de
marzo de dos mil dieciséis, el diputado Santiago Torre-
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blanca Engell, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional (PAN), presentó ante el Pleno de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión de esta
LXIII Legislatura, la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el numeral 1. y adiciona el numeral 2. del artículo
97 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

SEGUNDO. El jueves diecisiete de marzo de dos mil die-
ciséis, la Mesa Directiva de esta Cámara, turno mediante
oficio número D.G.P.L. 63-II-7-689, a esta Comisión de
Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias dicha
iniciativa, para continuación de su proceso legislativo y la
elaboración de su respectivo dictamen.

TERCERO. Mediante oficio número CRRPP/225-LXIII,
de fecha jueves 17 de marzo de 2016, la Presidencia de la
Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamen-
tarias, envió copia de la Iniciativa turnada, a las Diputadas
y Diputados integrantes de la Comisión, con el fin de que
emitieran sus observaciones y comentarios a la misma.

CUARTO. A efecto de cumplir con lo dispuesto por el ar-
tículo 84 del Reglamento de la Cámara de Diputados, los
integrantes de la Comisión, se reunieron el martes 5 de
abril de dos mil dieciséis, para dictaminar la iniciativa se-
ñalada con anterioridad, con el fin de someterla a la consi-
deración del Pleno de esta Cámara de Diputados, al tenor
de los siguientes:

CONSIDERACIONES

PRIMERA. Que esta Comisión es competente para cono-
cer y resolver respecto de la iniciativa con Proyecto de De-
creto que reforma el numeral 1. y adiciona el numeral 2.,
ambos del artículo 97 del Reglamento de la Cámara de
Diputados.

SEGUNDA. Que acorde con el objeto del Reglamento de
la Cámara de Diputados de normar la actividad parlamen-
taria en la Cámara de Diputados, así como establecer los
procedimientos internos que hagan eficiente su estructura y
funcionamiento, la iniciativa propone dotar de mayor pre-
cisión, oportunidad y eficacia al proceso parlamentario, es-
tableciendo la adición de un numeral 2. al artículo 97 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, para que los dic-
támenes aprobados por las comisiones, se circulen a las le-
gisladoras y legisladores, dentro de las veinticuatro horas
siguientes a su aprobación, por la o las Comisiones res-
ponsables del Dictamen, en forma impresa o electrónica.

Así también propone la supresión en el numeral 1. del mis-
mo artículo, el término iniciativas.

TERCERA. Como antecedentes, el Diputado autor de la
Iniciativa que se dictamina refiere que de acuerdo con el
Sistema de Información Legislativa, el dictamen es la re-
solución escrita de una o varias Comisiones legislativas,
tomada por la mayoría de sus miembros, sobre una Inicia-
tiva de ley, decreto, asunto o petición, sometido a su consi-
deración por acuerdo del Pleno de la Cámara a la que per-
tenecen; dicho documento está sujeto a lecturas previas, así
como a discusión, modificación -en su caso-, votación y
aprobación de la Cámara respectiva.

Que la Cámara de Diputados, concibe al dictamen como
una opinión técnica calificada emitida por escrito por una
o varias comisiones, para aprobar total o parcialmente, o
desechar minutas, iniciativas de ley o decreto, observacio-
nes hechas ya sea por el Ejecutivo Federal (sic) a proyec-
tos de ley o decreto, o por la colegisladora en términos de
la fracción E del artículo 72 constitucional, así como la
Cuenta Pública, proposiciones con punto de acuerdo y so-
licitudes de permiso constitucional en términos del artícu-
lo 37 constitucional, inciso c, de las fracciones II a la IV.

Que actualmente, el Poder Legislativo Federal y en con-
creto, la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión, conoce de un gran número de Iniciativas, puntos de
acuerdo y asuntos en general, razón por la que consecuen-
temente los dictámenes son igualmente numerosos.

Que los legisladores, tienen la responsabilidad de estar
bien informados acerca de los asuntos que discuten y votan
en el Pleno de la Cámara y que, en caso de aprobarse y con-
vertirse en Ley, impactarán en la vida de las y los ciudada-
nos, sin embargo, la forma en que en ocasiones se da el
proceso legislativo, complica esta labor.

Manifiesta el diputado autor de la Iniciativa, que el artícu-
lo 97 del Reglamento de la Cámara de Diputados establece
que “Las iniciativas, minutas e iniciativas con vencimiento
de plazo a discusión, dictámenes, votos particulares, actas,
proposiciones o acuerdos deberán publicarse en la Gaceta
a más tardar, a las 22:00 horas del día anterior a la Sesión
en la que se presenten”. No obstante, esta publicidad gene-
ra que los legisladores desconozcan total o parcialmente el
contenido de los documentos que se votarán en la Sesión
del Pleno el día siguiente.



El diputado Torreblanca Engell señala que por ello, se pro-
pone incluir en el Reglamento de la Cámara de Diputados,
la obligación de las Comisiones dictaminadoras y de opi-
nión, de turnar a las oficinas de los diputados y las diputa-
das, ya sea en formato impreso o electrónico y en un plazo
máximo de 24 horas a partir de su aprobación en el seno de
la Comisión, el dictamen o la opinión que se turnará a la
Mesa Directiva para, posteriormente, ser llevado al Pleno
de la Cámara para su discusión y eventual aprobación.

Que así, la inclusión de esta reforma, permitiría la publici-
dad necesaria a los dictámenes, para que los legisladores
puedan analizarlos en su totalidad, previo a emitir un voto
en el Pleno, pues el dictamen se daría a conocer en las ofi-
cinas de las y los legisladores, con la finalidad de que se
vote de manera informada, todos y cada uno de los asuntos
de trascendencia nacional.

Para ilustrar los contenidos de su Iniciativa de reforma al
numeral 1 del artículo 97 del referido Reglamento, así co-
mo la adición de un numeral 2 al citado artículo, se pre-
senta el siguiente cuadro: 

CUARTA. La elaboración de leyes que regulan la conviven-
cia social, implica que legisladoras y legisladores, asuman en
cada una de las tareas y fases del proceso legislativo, gran
responsabilidad, tanto en la presentación de Iniciativas en be-
neficio de los gobernados, como en la argumentación de su
posición y definición del sentido de su voto.

Por ello, esta Dictaminadora comparte los argumentos y
fundamentos contenidos en la iniciativa en comento, ya
que se trata de reformar la normatividad reglamentaria de
la vida parlamentaria de la Cámara de Diputados, a fin de

contribuir a que los representantes populares estén infor-
mados a cabalidad de los distintos argumentos en torno a
dictámenes con proyectos de ley o decreto que se someten
a discusión y se votan en el Pleno de la Cámara; los que en
caso de aprobarse y convertirse en Ley o Decreto, impac-
tarán en la vida de las y los ciudadanos.

QUINTA. Que la Gaceta Parlamentaria es el medio de di-
fusión oficial interno de la Cámara de Diputados en el que
se publican las iniciativas presentadas por los diputados,
por el Poder Ejecutivo o por las legislaturas de los estados;
las proposiciones con punto de acuerdo; las votaciones y
asistencias de los diputados en el Pleno; los dictámenes; las
convocatorias, actas, informes y planes de trabajo de las
Comisiones, así como las Comunicaciones o Acuerdos en-
viados o presentados por el Senado de la República, los
Congresos Estatales, la Mesa Directiva y la Junta de Coor-
dinación Política, entre otros documentos. 

SEXTA. Esta Dictaminadora no pierde de vista, que es ob-
jeto del Reglamento de la Cámara de Diputados, establecer
procedimientos internos que hagan eficiente su estructura y
funcionamiento. El diputado Torreblanca Engell propone
adicionar un numeral 2 al artículo 97 del Reglamento arri-
ba mencionado, para prever la obligación de las Comisio-
nes dictaminadoras y de opinión, de turnar a las oficinas de
los diputados y las diputadas, ya sea en formato impreso o
electrónico y en un plazo máximo de 24 horas a partir de
su aprobación en el seno de la Comisión, el dictamen o la
opinión que se turnará al Pleno de la Cámara para su dis-
cusión y eventual aprobación.

Esta Dictaminadora coincide en que la adición, permitiría
la publicidad necesaria a los Dictámenes, para que los le-
gisladores puedan analizarlos en su totalidad, previo a emi-
tir un voto en el Pleno, pues el dictamen se daría a conocer
en las oficinas de las y los legisladores, con la finalidad de
que se estudie oportunamente y, de esta forma, se voten de
manera informada, todos y cada uno de los asuntos de tras-
cendencia nacional.

Sin embargo, también es necesario mantener la eficiencia
en la estructura y funcionamiento de las Comisiones de la
Cámara de Diputados, por lo que esta Comisión Dictami-
nadora considera, que los propósitos enmarcados en la ini-
ciativa que se analiza, se consiguen con la circulación del
formato de Dictamen aprobado por la correspondiente Co-
misión, en forma electrónica. Por lo que se aprueba la adi-
ción, con modificaciones.
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SÉPTIMA. En lo que respecta a la propuesta de reforma al
numeral 1. del mismo artículo, la Dictaminadora advierte
que la redacción actual se refiere a una serie de productos
legislativos que deberán ser publicados en tiempo y forma
en la Gaceta Parlamentaria, órgano oficial interno de la Cá-
mara de Diputados. Ahora bien, entre esos productos legis-
lativos están las iniciativas que presentan al pleno las y los
legisladores, así como las iniciativas con vencimiento de
plazo, que son aquellas que prevé el artículo 82 numeral 2,
fracción II del Reglamento de la Cámara de Diputados, re-
ferente a que un asunto podrá ser sometido a discusión y
votación del Pleno sin que se presente el Dictamen de co-
misión respectivo cuando: se trate de iniciativas y minutas
que no hubieran sido dictaminadas por la Comisión res-
ponsable, en los plazos establecidos en este Reglamento y
deban ser presentadas en sus términos ante el Pleno, sólo
cuando hayan cumplido el requisito de declaratoria de pu-
blicidad que deberá hacerse, con una anticipación de al me-
nos, dos sesiones previas a la que se discuta.

Por los términos de la redacción del precepto, se trata de
dos diferentes productos legislativos, las iniciativas de las
y los legisladores; y las iniciativas que no hubieran sido
dictaminadas por la Comisión responsable en los plazos es-
tablecidos. Por lo tanto, resulta improcedente suprimir las
primeras de su publicación en la Gaceta Parlamentaria de
la Cámara de Diputados.

Con base en los razonamientos anteriormente expuestos, y
debidamente fundados y motivados, la Comisión de Régi-
men, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, somete a la
consideración de esta Asamblea, el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍ-
CULO 97 DEL REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE
DIPUTADOS 

Artículo Único. Se adiciona el numeral 2 del artículo 97
del Reglamento de la Cámara de Diputados, para quedar
como sigue:

Artículo 97.

1. ...

2. La Junta Directiva de cada Comisión, deberá circu-
lar a los diputados en formato electrónico, en un plazo
máximo de 24 horas a partir de su aprobación en el se-
no de la Comisión, el dictamen o la opinión que se tur-

nará al Pleno de la Cámara para su discusión y even-
tual aprobación.

Transitorio

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Así lo resolvieron las y los diputados integrantes de la Comisión de Ré-
gimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, en su reunión de fecha
martes 5 de abril de 2016, en el Palacio Legislativo de San Lázaro.

La Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamenta-
rias, diputados: Jorge Triana Tena (rúbrica), presidente; Mario Brau-
lio Guerra Urbiola (rúbrica), Cristina Sánchez Coronel (rúbrica), San-
tiago Torreblanca Engell (rúbrica), Francisco Martínez Neri (rúbrica),
Jesús Sesma Suárez (rúbrica), secretarios; Antonio Amaro Cancino
(rúbrica), Rogerio Castro Vázquez (rúbrica), Samuel Alexis Chacón
Morales (rúbrica), María Gloria Hernández Madrid (rúbrica), Omar
Ortega Álvarez (rúbrica), Ivonne Aracelly Ortega Pacheco (rúbrica),
Esthela de Jesús Ponce Beltrán (rúbrica), Macedonio Salomón Tamez
Guajardo (rúbrica), Oscar Valencia García, Diego Valente Valera Fuen-
tes.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
De conformidad con lo que establece el artículo 87 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados se cumple con la de-
claratoria de publicidad.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Dictamen de la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, con proyecto de decreto por el
que se reforman los artículos 239 y 241 del Reglamento de
la Cámara de Diputados

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 40 nu-
merales 1 y 2; y 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como los artículos 80 numeral 1, fracción II,
157 numeral 1, fracción I y 158 numeral 1, fracción IV, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, la Comisión de



Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, de esta
Cámara de Diputados de la LXIII Legislatura del Honora-
ble Congreso de la Unión, somete a la consideración de es-
te Pleno, el presente Dictamen al tenor de los siguientes:

ANTECEDENTES

1. Con fecha martes diez de noviembre de dos mil quin-
ce, la diputada Mirza Flores Gómez, integrante del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano, presentó
ante el Pleno de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión de esta LXIII Legislatura, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma los artícu-
los 239 y 241 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados.

2. La Mesa Directiva de esta Cámara, mediante oficio
número DGPL 63-II-5-242 de fecha martes diez de no-
viembre de dos mil quince, acordó turnar a esta Dicta-
minadora la Iniciativa de mérito, con la finalidad de es-
tudiarla y elaborar su respectivo dictamen.

3. Mediante oficio número CRRPP/079-LXIII/15 de fe-
cha miércoles dieciocho de noviembre de dos mil quin-
ce, este órgano de apoyo legislativo, envió copia de la
Iniciativa turnada a las y los Diputados que le confor-
man, con la intención de que emitieran sus observacio-
nes y sus comentarios sobre el asunto en análisis.

4. A efecto de cumplir con lo dispuesto por el artículo 84
del Reglamento de la Cámara de Diputados, los inte-
grantes esta Comisión Dictaminadora, se reunieron el
jueves 14 de abril de dos mil dieciséis, para discutir el
dictamen correspondiente a la Iniciativa comentada, por
lo que con la finalidad de someterla a la consideración
del Pleno de esta Cámara de Diputados, se emite el pre-
sente al tenor de las siguientes:

CONSIDERACIONES

PRIMERA. Que esta Comisión es competente para cono-
cer y resolver respecto de la Iniciativa con Proyecto de De-
creto que reforma los artículos 239 y 241 del Reglamento
de la Cámara de Diputados.

SEGUNDA. Que la Iniciativa busca modificar el Regla-
mento de la Cámara de Diputados, para realizar en las ins-
talaciones de la Cámara de Diputados las acciones necesa-
rias para cumplimentar las recomendaciones emitidas por
la Universidad Nacional Autónoma de México a la LXII

Legislatura en materia de manejo de residuos sólidos y go-
bierno digital.

TERCERA. En la Iniciativa, la Diputada proponente se-
ñala que actualmente existe una omisión en la estructura
orgánica de la Secretaría de Servicios Administrativos y Fi-
nancieros, que no ha permitido que el edificio sede de la
Cámara de Diputados cumpla con las recomendaciones
emitidas por la Universidad Nacional Autónoma de Méxi-
co (UNAM) respecto del manejo de residuos sólidos y la
implementación de un gobierno digital.

Que la Cámara de Diputados de la LXII Legislatura del
Honorable Congreso de la Unión y la Universidad Nacio-
nal Autónoma de México celebraron un convenio con la fi-
nalidad de implementar el “Programa Distintivo Ambiental
UNAM de la Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión”.

Que el objetivo del Programa consiste en realizar un diag-
nóstico en la Cámara de Diputados y proponer una serie de
recomendaciones para mejorar el desempeño ambiental en
su edificio sede, en los siguientes temas de estudio: ener-
gía, agua, residuos sólidos urbanos y consumo responsable,
y que el principal objetivo del convenio es emitir el “dis-
tintivo ambiental UNAM”, que consta de tres niveles: bá-
sico, azul y oro.

Señala que el diagnóstico y distintivo ambiental UNAM,
constituyen en conjunto, un proceso dinámico de búsque-
da, organización y manejo de información ambiental para
la identificación, priorización y análisis de las potenciali-
dades y problemáticas ambientales que orientan la selec-
ción de escenarios adecuados de gestión, así como la for-
mulación de objetivos específicos y soluciones requeridas
para optimizar el desempeño ambiental de dependencias y
organizaciones educativas y administrativas.

Que las instalaciones del recinto obtuvieron el distintivo
Puma-UNAM básico, y que gracias al diagnóstico, se
cuenta con información detallada sobre la infraestructura y
operación de los 10 edificios que la conforman, definiendo
una línea base sobre la cual se puede comparar el impacto
de las acciones a realizar, identificando las principales
áreas de oportunidad para dar seguimiento a los indicado-
res ambientales y evaluar el beneficio ambiental de las ac-
ciones recomendadas.

Que en la actualidad, existe una tendencia mundial que
obedece al compromiso de las empresas y los gobiernos
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con la conservación del medio ambiente; y que la imple-
mentación de un Sistema de Gestión Documental para el
manejo automatizado de la información, obedece a la ne-
cesidad y a los beneficios que ofrecen una oficina sin pa-
pel, los cuales se traducen en productividad, eficiencia y
ahorro.

Que varias empresas de investigación se han dedicado a es-
tudiar el impacto del uso del papel en el mundo empresa-
rial, como el caso de Coopers & Lybrand, Nolan Norton
Institute, Ernst & Young, Sandy Schiele y Betsy Delfosse,
Lee Mantelman y Nucleus Research entre otras, y que han
publicado los resultados de sus estudios, presentando las
siguientes estadísticas:

• El 90 por ciento de las tareas típicas de una empresa
giran alrededor de la búsqueda y distribución de docu-
mentos en papel.

• El 60 por ciento de los empleados invierten una hora
diaria o más en duplicar el trabajo de otros.

• El 30 por ciento del tiempo de los empleados se in-
vierte en buscar información para hacer el trabajo.

• El documento promedio es copiado 19 veces.

• El 50 por ciento de los documentos que archivan las
empresas son copias o fotocopias de los documentos.

• El 7,5 por ciento de los documentos archivados en pa-
pel se pierden.

• El 3 por ciento de los documentos están mal archiva-
dos.

• El 85 por ciento de los documentos generados nunca
vuelven a utilizarse.

Que en el recinto legislativo se ha instrumentado parcial-
mente un Sistema de Gestión Documental para el manejo
automatizado de la información, donde la Gaceta Parla-
mentaria y el Diario de los Debates se encuentran disponi-
bles en formato digital. Sin embargo, refiere la Diputada
que aún se tienen grandes áreas de oportunidad como la
aplicación de la Ley de Firma Electrónica Avanzada en los
trámites legislativos internos y en el resguardo físico de do-
cumentación.

En este sentido, la proponente menciona que en la Legisla-
tura anterior, se implementó el sistema electrónico de vota-
ción en la Cámara de Diputados, y que por ello, se tendrá
un ahorro neto en papel, consumibles, equipos de talleres
gráficos y ediciones compradas por alrededor de 63 millo-
nes de pesos, a los que se les agrega el ahorro en horas de
trabajo para imprimir el orden del día, la Gaceta Parlamen-
taria y documentos de último minuto.

Que en días pasados, el presidente del Senado, Roberto Gil
Zuarth anunció que la cámara alta dejara de imprimir su
Gaceta Parlamentaria, generando un ahorro de 35 millones
de pesos anuales en su presupuesto.

Menciona la Diputada que, de acuerdo al capítulo 3360 del
Techo Presupuestal 2015 de la Cámara de Diputados, se
destinaron 37 millones de pesos en servicios de apoyo ad-
ministrativo, fotocopiados e impresión de órganos y unida-
des vinculadas al quehacer legislativo.

Que se estima que este órgano legislativo consume un mi-
llón cuatrocientos cincuenta mil millares de hojas anual-
mente, de las cuales, una parte de ellas se utilizan para la
impresión de la Gaceta Parlamentaria, por ello, al publicar
únicamente de forma electrónica se traduciría en un ahorro
en los gastos operativos.

Que por ello, resulta necesario realizar en las instalaciones
de la Cámara de Diputados las acciones necesarias para
cumplimentar las recomendaciones emitidas por la Univer-
sidad Nacional Autónoma de México a la LXII Legislatura
en materia de manejo de residuos sólidos y gobierno digi-
tal, siendo un ejemplo para las demás dependencias guber-
namentales y empresas privadas, en el respeto al derecho a
un medio ambiente sano consagrado en el artículo 4o.
constitucional, dando un paso importante para la obtención
del “distintivo Puma-UNAM oro”.

CUARTA. A lo largo de la historia, el ser humano ha utili-
zado los recursos naturales para la satisfacción de sus ne-
cesidades, sin embargo, su aprovechamiento desmedido ha
provocado un desequilibrio en nuestro entorno. Frenar el
deterioro ambiental, se ha convertido en uno de los mayo-
res retos que tienen los gobiernos y sociedad, en la actuali-
dad.

En el ámbito internacional, se han suscrito diversos instru-
mentos, como la Convención Marco de Naciones Unidas
sobre Cambio Climático, cuyo objetivo es generar los me-



canismos de acuerdos vinculantes, para atender el proble-
ma de cambio climático; o el Protocolo de Kyoto, que vin-
cula jurídicamente a los países desarrollados a los objetivos
de reducción de emisiones. El primer período del compro-
miso del Protocolo, inició en el año 2008 y finalizó en
2012. El segundo período se estableció del 1 de enero de
2013 y concluirá en 2020.

Para el estudio de esta Iniciativa, debemos considerar que
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en el artículo 4, párrafo quinto, establece que toda persona
tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo
y bienestar. El daño o deterioro ambiental, generará res-
ponsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dis-
puesto por la ley.

En este sentido, la Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico, presentó a la Cámara de Diputados, el “Programa
Universitario de Medio Ambiente”, un estudio ambiental
en el cual informa sobre la infraestructura de este órgano
legislativo, relacionada con la eficiencia energética, la ges-
tión del agua y de residuos y el consumo responsable, otor-
gándole el Distintivo Ambiental Básico.

Este distintivo tiene una vigencia de tres años y se pueden
implementar acciones complementarias, a fin de obtener
créditos que le permitan mejorarlo.

Dicho Programa evaluó el desempeño ambiental de los 10
edificios que conforman la Cámara de Diputados, por lo
que se emitieron recomendaciones específicas, así como un
plan de acción.

Al efecto, el 26 de noviembre de 2015, la Comisión de
Cambio Climático aprobó un punto de acuerdo para la
creación de un grupo de trabajo para dar seguimiento a las
recomendaciones de la Universidad Nacional Autónoma de
México, a fin de reducir la huella de carbono en las insta-
laciones del Recinto Legislativo y combatir el cambio cli-
mático.

QUINTA. En la última década se han realizado esfuerzos
por integrar el uso de la tecnología en el desempeño gu-
bernamental, para paulatinamente convertirse en un go-
bierno digital, al utilizar equipo de cómputo que supondría
podía sustituir el uso del papel, sin embargo, la mayoría de
documentos que en ellos se elaboran, son impresos poste-
riormente, ya sea para dejar constancia física o por reque-
rimiento normativo para acreditar la validez legal de su
contenido.

En el caso que nos ocupa, la Gaceta Parlamentaria es “el
medio de difusión oficial interno de la Cámara de Dipu-
tados en el que se publican las iniciativas presentadas por
los diputados, por el Poder Ejecutivo o por las legislaturas
de los estados; las proposiciones con punto de acuerdo; las
votaciones y asistencias de los diputados en el Pleno; los
dictámenes; las convocatorias, actas, informes y planes de
trabajo de las Comisiones, así como las comunicaciones o
acuerdos enviados o presentados por el Senado de la Re-
pública, los congresos estatales, la Mesa Directiva y la
Junta de Coordinación Política, entre otros documentos.”1

Cuanta también con una versión electrónica, en donde se
pueden consultar las bases de datos de iniciativas y de dic-
támenes de las legislaturas LVII, LVIII y LIX, así como un
motor de búsqueda para la localización de documentos.

Esta Comisión Dictaminadora considera que, al contar ac-
tualmente con la versión electrónica de la Gaceta, no hace
necesaria su impresión y esta Cámara de Diputados contri-
buiría a impulsar acciones y medidas que contribuyan a la
mitigación del deterioro ambiental, y al mismo tiempo,
permitirían dar cumplimiento a las recomendaciones emi-
tidas por la Universidad Nacional Autónoma de México a
la LXII Legislatura.

Por las razones expuestas y debidamente fundadas, las di-
putadas y diputados que conformamos la Comisión de Ré-
gimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, conveni-
mos en emitir el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LOS ARTÍ-
CULOS 239 Y 241 DEL REGLAMENTO DE LA CÁ-
MARA DE DIPUTADOS

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el numeral 1. del artí-
culo 239 y el numeral 4. del artículo 241 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, para quedar como sigue:

Artículo 239.

1. La Gaceta Parlamentaria es el órgano oficial de difu-
sión electrónico de la Cámara y su propósito es divulgar
sus actividades como:

I. a XXIX. ...

Artículo 241.

1. a 3. ...
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4. Los días de sesión la Gaceta Parlamentaria estará dis-
ponible en el sistema electrónico de cada curul. Sólo se
imprimirá la gaceta a petición de las diputadas y dipu-
tados que lo soliciten.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. En un plazo no mayor a sesenta días a partir de
la entrada en vigor del presente Decreto, la Secretaría de
Servicios Parlamentarios realizará las acciones pertinentes
a efecto de cumplimentar lo dispuesto en el artículo 241
numeral 4. del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Nota:

1 H. Cámara de Diputados. http://www3.diputados.gob.mx/cama-
ra/001_diputados/007_destacados/d_accesos_directos/006_glosario_d
e_terminos/v_la_gaceta_parlamentaria

Así lo resolvieron las y los diputados integrantes de la Comisión de Ré-
gimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, en su reunión de fecha
jueves 14 de abril de 2016, en el Palacio Legislativo de San Lázaro.

La Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamenta-
rias, diputados: Jorge Triana Tena (rúbrica), presidente; Mario Brau-
lio Guerra Urbiola (rúbrica), Cristina Sánchez Coronel (rúbrica), San-
tiago Torreblanca Engell (rúbrica), Francisco Martínez Neri (rúbrica),
Jesús Sesma Suárez (rúbrica), secretarios; Antonio Amaro Cancino,
Rogerio Castro Vázquez (rúbrica), Samuel Alexis Chacón Morales (rú-
brica), María Gloria Hernández Madrid (rúbrica), Omar Ortega Álva-
rez (rúbrica), Ivonne Aracelly Ortega Pacheco (rúbrica), Esthela de Je-
sús Ponce Beltrán (rúbrica), Macedonio Salomón Tamez Guajardo
(rúbrica), Oscar Valencia García (rúbrica), Diego Valente Valera Fuen-
tes.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
De conformidad con lo que establece el artículo 87 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados se cumple con la de-
claratoria de publicidad.

REGLAMENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Dictamen de la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, con proyecto de decreto por el
que se adiciona un numeral 3 al artículo 261 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, en materia de mérito
deportivo

Honorable Asamblea:

La Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias, de esta Cámara de Diputados de la LXIII Legis-
latura del Honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en los artículos 40 numerales 1 y 2; y 45, numeral 6,
incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artícu-
los 80, numeral 1, fracción II; 157, numeral 1, fracción I y
158 numeral 1, fracción IV, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de este Pleno el pre-
sente dictamen al tenor de los siguientes:

ANTECEDENTES

PRIMERO. Con fecha siete de abril de dos mil dieciséis,
el diputado Jorge Ramos Hernández del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, presentó ante el Pleno
de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión de esta LXIII Legislatura, la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adiciona un numeral 3, al artículo
261 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

SEGUNDO. Con fecha siete de abril de dos mil dieciséis,
la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados mediante
Oficio No. D.G.P.L. 63-II-2-719, turnó a la Comisión de
Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias la Ini-
ciativa de mérito, para su respectivo dictamen.

TERCERO. Mediante oficio número CRRPP/LXIII-250
de fecha lunes 11 de abril de 2016, la Comisión de Régi-
men, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, envió copia
de la Iniciativa turnada, a los Diputados integrantes de la
Comisión, con el fin de que emitieran sus observaciones y
comentarios a la misma.

CUARTO. A efecto de cumplir con lo dispuesto por el ar-
tículo 84 del Reglamento de la Cámara de Diputados, los
integrantes esta Comisión Dictaminadora, se reunieron el
jueves 14 de abril de dos mil dieciséis, para dictaminar la



Iniciativa señalada con anterioridad, con el fin de someter-
la a la consideración del Pleno de esta Cámara de Dipu-
tados, al tenor de las siguientes: 

CONSIDERACIONES

PRIMERA. Que esta Comisión es competente para cono-
cer y resolver respecto de la iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adiciona un numeral 3, al artículo 261
del Reglamento de la Cámara de Diputados.

SEGUNDA. Que la Iniciativa busca establecer en el Re-
glamento de la Cámara de Diputados, que de manera anual,
en sesión solemne, se otorgue la medalla de reconocimien-
to al mérito deportivo a ciudadanos nacionales, pero tam-
bién que lo haga con aquellos que se constituyen volunta-
riamente en promotores ciudadanos y comunitarios del
Deporte Social.

TERCERA. En la Exposición de Motivos, el Diputado
proponente menciona que en la Ley de Cultura Física y De-
porte, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7
de junio de 2013, se incluyeron preceptos que pretenden
incrementar la participación de los Estados, Municipios y
de la Ciudad de México, en la consolidación del derecho a
la cultura física y a la práctica del deporte, como lo esta-
blece el artículo 4 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Que el mismo precepto constitucional establece que co-
rresponde al Estado la promoción, fomento y estímulo de
la cultura física y el deporte, conforme a las leyes en la ma-
teria.

Que el artículo 73, fracción XXIX-J de la Carta Magna,
concede al Congreso de la Unión la facultad para legislar
en materia de cultura física y deporte con el objeto de dar
cumplimiento a lo previsto en el artículo 4 de la Constitu-
ción, estableciendo la concurrencia entre la Federación, los
Estados, la Ciudad de México y los Municipios, así como
la participación de los sectores social y privado.

Que de acuerdo con la Organización para la Cooperación y
el Desarrollo Económico (2010), México ocupa el primer
mundial en sobrepeso y el segundo en obesidad. 

Que resulta incuestionable que la cultura física y el depor-
te son instrumentos insustituibles para lograr una vida más
sana y para el control del sobrepeso y la obesidad. 

Señala el Diputado que en nuestro país, 58% de la pobla-
ción mayor de 18 años no realiza actividad física, y el 30%
de este grupo nunca la ha realizado. 

Que para lograr la activación física de los jóvenes y de la
población en general, es necesario que las autoridades de-
portivas incluyan a los ciudadanos en sus estrategias y po-
líticas públicas y que los promotores del deporte comunita-
rio deben recibir el estímulo correcto y el reconocimiento
justo, para que continúen realizando su labor e incorporen
a más personas a las acciones de deporte social.

Por otra parte, que de acuerdo con el artículo 5, fracción VI
de la Ley General de Cultura Física y Deporte, se entiende
como Deporte Social: el deporte que promueve, fomenta y
estimula el que todas las personas sin distinción de género,
edad, discapacidad, condición social, religión, opiniones,
preferencias o estado civil, tengan igualdad de participa-
ción en actividades deportivas con finalidades recreativas,
educativas y de salud o rehabilitación.

Que el deporte promueve valores y hábitos, como herra-
mienta de convocatoria e integración para acompañar a un
crecimiento saludable de las personas de la comunidad en
torno al desarrollo de un proyecto comunitario basado en la
inclusión y la tolerancia. 

Que las cualidades inclusivas de la actividad física, la recre-
ación, el juego y el deporte, requieren la articulación de tra-
bajo interdisciplinario y, por lo tanto, es necesario incluir en
ellas, tareas de alfabetización, de promoción de la salud, así
como actividades lúdicas encuadradas en un marco de dis-
frute, colaboración y desarrollo colectivo, por lo que la fun-
ción de los promotores de la salud resulta fundamental.

Que de acuerdo con el Fondo de las Naciones Unidas para
la Infancia (UNICEF), la obesidad infantil sigue siendo un
problema a solucionar en México, pues ha crecido alar-
mantemente en los últimos años y actualmente ocupa el
primer lugar mundial en obesidad infantil y en obesidad en
adultos.

Que la Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económico (OCDE) en el estudio “Obesidad y la economía
de la prevención”, en México 30% de los adultos padecen
obesidad y 69.5% tiene sobrepeso.

Que la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición (ENSA-
NUT) indica que uno de cada tres adolescentes de entre 12
y 19 años presenta sobrepeso u obesidad.
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Que para los escolares, la prevalencia combinada de sobre-
peso y obesidad ascendió un promedio de 26% para ambos
sexos, lo cual representa más de 4.1 millones de escolares
en México, conviviendo con este problema. 

Señala que la principal causa a la que se apunta son los ma-
los hábitos en la alimentación que acaban desembocando
en una prevalencia del sobrepeso de un 70% en la edad
adulta y el sedentarismo. A largo plazo, la obesidad favo-
rece la aparición de enfermedades tales como diabetes, in-
fartos, altos niveles de colesterol o insuficiencia renal, en-
tre otros.

Que actualmente, la diabetes es el mayor problema al que
se enfrenta el sistema nacional de salud, siendo la principal
causa de muerte en adultos, la primera causa de demanda
de atención médica y la enfermedad que consume el mayor
porcentaje de gastos en las instituciones públicas.

El diputado proponente, considera necesario el reconoci-
miento a los deportistas destacados del país, por el esfuerzo
que hayan realizado para lograr y conservar una trayectoria
exitosa en el deporte, pues con ello, se constituyen en figu-
ras ejemplares para las generaciones presentes y futuras.

Propone que en el Reglamento de la Cámara de Diputados,
de manera anual, en sesión solemne, se otorgue la medalla
de reconocimiento al mérito deportivo a ciudadanos nacio-
nales, pero también, no excluye a aquellas y aquellos que
se constituyen voluntariamente en promotores ciudadanos
y comunitarios del Deporte Social.

CUARTA. Esta Comisión Dictaminadora comparte los
motivos del Diputado autor de la Iniciativa, ya que actual-
mente, la obesidad es un problema que ha alcanzado pro-
porciones epidémicas a nivel mundial.

La obesidad y el sobrepeso se definen como la acumula-
ción anormal o excesiva de grasa que puede ser perjudicial
para la salud y la causa fundamental es un desequilibrio
energético entre calorías consumidas y gastadas; es decir,
un aumento en la ingesta de alimentos hipercalóricos y un
descenso en la actividad física de quienes los consumen.

Anteriormente era un problema asociado a los países de al-
tos ingresos, pero en la actualidad también prevalece en los
países de ingresos bajos y medianos.

En cifras de la Organización Mundial de la Salud (OMS),
en el año 2014, más de 1,900 millones de adultos de 18 o

más años tenían sobrepeso, de los cuales, más de 600 mi-
llones eran obesos.

En el mismo año, alrededor del 13 por ciento de la pobla-
ción adulta mundial (11 por ciento hombres y un 15 por
ciento mujeres) eran obesos. El 39 por ciento de los adul-
tos de 18 o más años (38 por ciento hombres y un 40 por
ciento mujeres) tenían sobrepeso, por lo que la prevalencia
mundial de la obesidad se ha multiplicado por más de dos
entre 1980 y 20141.

Se estima que cada año mueren, como mínimo, 2.8 millo-
nes de personas a causa de la obesidad o sobrepeso, ya que
son un factor de riesgo de enfermedades no transmisibles
como las cardiovasculares (principalmente cardiopatía y
accidente cerebrovascular); la diabetes; los trastornos del
aparato locomotor (en especial la osteoartritis); y algunos
cánceres (del endometrio, la mama y el colon).

Entre las medidas para hacer frente a este problema mun-
dial, la Organización Mundial de la Salud adoptó en mayo
de 2004 la “Estrategia Mundial sobre Régimen Alimenta-
rio, Actividad Física y Salud”, cuya meta general es pro-
mover y proteger la salud a través de la alimentación sana
y la actividad física.

La Estrategia consta de cuatro objetivos principales2:

1. Reducir los factores de riesgo de enfermedades cró-
nicas asociados a las dietas malsanas y a la inactividad
física a través de medidas de salud pública.

2. Incrementar la concienciación y los conocimientos
acerca de la influencia de la dieta y de la actividad físi-
ca en la salud, así como de los efectos positivos de las
intervenciones preventivas.

3. Establecer, fortalecer y aplicar políticas y planes de
acción mundiales, regionales y nacionales para mejorar
las dietas y aumentar la actividad física para que sean
sostenibles e integrales, y cuenten con la participación
activa de todos los sectores.

4. Seguir de cerca los datos científicos y fomentar la in-
vestigación sobre la dieta y la actividad física.

Además, exhorta a las partes interesadas (Estados miem-
bros, la Organización Mundial de la Salud, asociados in-
ternacionales, sociedad civil y organizaciones no guberna-
mentales, y el sector privado) a adoptar medidas en los



planos mundial, regional y local, para mejorar los regíme-
nes de alimentación y actividad física entre la población.

Cabe destacar, que nuestro país se adhirió a la Estrategia
Mundial en el 2004, ya que desde hace algunos años ocu-
pa el primer lugar mundial en obesidad infantil y el segun-
do en obesidad en adultos; situación que se ha convertido
en un problema de salud pública, que ha obligado al go-
bierno a establecer políticas públicas y crear instrumentos
como el “Acuerdo Nacional para la Salud Alimentaria: Es-
trategia Contra el Sobrepeso y la Obesidad”, en el año
2010; la “Estrategia Nacional para la Prevención y el Con-
trol del Sobrepeso, la Obesidad y la Diabetes”, en 2013;
por mencionar algunos, con el objetivo de prevenir la obe-
sidad, el sobrepeso y combatir las diversas enfermedades
que se presentan a consecuencia de estos.

Por otra parte, el sobrepeso y la obesidad, así como sus en-
fermedades no transmisibles asociadas, son en la mayoría
de los casos prevenibles si se toman las decisiones adecua-
das y se cuenta con un entorno favorable.

En este sentido, el Estado está obligado a proporcionar los
instrumentos necesarios para que cada individuo pueda te-
ner acceso a una vida saludable, como lo establece la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos en el ar-
tículo 4, párrafos tercero, cuarto y décimo tercero, que a la
letra dicen:

“Artículo 4°. ...

...

“Toda persona tiene derecho a la alimentación nutriti-
va, suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará.”

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud.
La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso
a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de
la Federación y las entidades federativas en materia de
salubridad general, conforme a lo que dispone la frac-
ción XVI del artículo 73 de esta Constitución.

...

...

...

...

...

...

...

...

Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la
práctica del deporte. Corresponde al Estado su promo-
ción, fomento y estímulo conforme a las leyes en la ma-
teria.”3

Por su parte, la Ley General de Cultura Física y Deporte
que reglamenta el derecho a la cultura física y el deporte
contenido en el artículo 4 de la Carta Magna, estipula en su
artículo 2, que la Ley y su Reglamento tienen por objeto es-
tablecer las bases generales para la distribución de compe-
tencias, la coordinación y colaboración entre la Federa-
ción, los Estados, el Distrito Federal (sic) y los Municipios
en materia de cultura física y deporte, bajo el principio de
concurrencia previsto en el artículo 73, fracción XXIX-J de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como la participación de los sectores social y privado
en esta materia.

Una adecuada coordinación y colaboración que garantice
el acceso a este derecho, representa la oportunidad de im-
plementar estrategias eficaces que permitan reducir facto-
res de riesgo de enfermedades, así como la contención de
los índices de obesidad, sobrepeso y de mortalidad.

Esta Dictaminadora coincide con el Diputado en el sentido
de que el deporte promueve valores y hábitos, por lo que es
necesario fomentar el desarrollo de la activación física pa-
ra preservar la salud y como medio importante en la pre-
vención de conductas antisociales y delitos.

QUINTA. Esta Comisión Dictaminadora considera que la
iniciativa es loable, al reconocer a quienes contribuyen pú-
blicamente a fomentar una cultura de activación física, que
repercute en la mejora de calidad de vida de los individuos
y, que al mismo tiempo, se traduce en acciones positivas
dentro de la sociedad.

Estamos ciertos que la actividad física y el deporte se han
convertido en una necesidad social que involucra el com-
promiso de autoridades, organizaciones no gubernamenta-
les, sociedad civil y sector privado, por lo que es merecido
el reconocimiento a ciudadanos nacionales y a quienes vo-
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luntariamente son promotores comunitarios del Deporte
Social, ya que constituyen un ejemplo para generaciones
presentes y futuras.

Con base en los razonamientos anteriormente expuestos, y
debidamente fundados y motivados, la Comisión de Régi-
men, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, somete a la
consideración de esta Asamblea, el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL ARTÍ-
CULO 261 DEL REGLAMENTO DE LA CÁMARA
DE DIPUTADOS

ARTÍCULO ÚNICO. Se adiciona un numeral 3 al artícu-
lo 261 del Reglamento de la Cámara de Diputados, para
quedar como sigue:

Artículo 261.

1. a 2. ...

3. La Cámara otorgará anualmente la medalla de reco-
nocimiento al mérito deportivo a ciudadanos naciona-
les, destacados por su actuación y trayectoria en el de-
porte mexicano, o a aquellos destacados por el fomento,
la protección o el impulso del deporte social, de confor-
midad con lo que establece el decreto de su creación, así
como el Reglamento que regula su entrega.

Transitorio

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. La Comisión de Régimen Reglamentos y Prácti-
cas Parlamentarias, emitirá en los sesenta días siguientes a
la aprobación del presente Decreto, el Reglamento que re-
gula la entrega de esta condecoración.

Notas:

1 Organización Mundial de la Salud. http://www.who.int/mediacen-
tre/factsheets/fs311/es/

2 Organización Mundial de la Salud. http://www.who.int/dietphysica-
lactivity/goals/es/

3 H. Cámara de Diputados. http://www.diputados.gob.mx/LeyesBi-
blio/index.htm

Así lo resolvieron las y los diputados integrantes de la Comisión de Ré-
gimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, en su reunión de fecha
jueves 14 de abril de 2016, en el Palacio Legislativo de San Lázaro.

La Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamenta-
rias, diputados: Jorge Triana Tena (rúbrica), presidente; Mario Brau-
lio Guerra Urbiola (rúbrica), Cristina Sánchez Coronel (rúbrica), San-
tiago Torreblanca Engell (rúbrica), Francisco Martínez Neri (rúbrica),
Jesús Sesma Suárez (rúbrica), secretarios; Antonio Amaro Cancino,
Rogerio Castro Vázquez (rúbrica), Samuel Alexis Chacón Morales (rú-
brica), María Gloria Hernández Madrid (rúbrica), Omar Ortega Álva-
rez (rúbrica), Ivonne Aracelly Ortega Pacheco (rúbrica), Esthela de Je-
sús Ponce Beltrán (rúbrica), Macedonio Salomón Tamez Guajardo
(rúbrica), Oscar Valencia García (rúbrica), Diego Valente Valera Fuen-
tes.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
De conformidad con lo que establece el artículo 87 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados se cumple con la de-
claratoria de publicidad.

LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Dictamen de la Comisión de Cambio Climático, con pro-
yecto de decreto por el que se reforman diversas disposi-
ciones de la Ley General de Cambio Climático

Honorable Asamblea:

La Comisión de Cambio Climático, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, inciso e), am-
bos de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en relación con los diversos 80, nu-
meral 1, fracción I; 85 y 157, numeral 1, fracción I, todos
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta Honorable Asamblea el presente dic-
tamen, al tenor de los siguientes:

I. Antecedentes:

1. Con fecha 2 de octubre de 2014, la Mesa Directiva de la
Cámara de Senadores recibió la Iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman las fracciones VII del artí-
culo 28, XV del artículo 29 y II del artículo 30, todos de la
Ley General de Cambio Climático, presentada por la sena-
dora Silvia Guadalupe Garza Galván y el senador Feman-



do Herrera Ávila, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. Para su dictamen fue turnada a
las comisiones unidas de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales y de Estudios Legislativos.

2. Con fecha 28 de abril de 2015 se sometió a discusión el
dictamen de la iniciativa, el cual fue aprobado por el Pleno
de la Cámara de Senadores y remitido a la Cámara de
Diputados.

3. En sesión celebrada en esta Cámara de Diputados el 30
de abril de 2015, los CC. Secretarios de la misma dieron
cuenta al Pleno de esta soberanía de la Minuta proyecto de
decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Cambio Climático.

4. El Presidente de la Mesa Directiva determinó dictar el
siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Cambio Cli-
mático para dictamen”.

5. Mediante oficio Núm. DGPL.62-II-3-2540 de la Mesa
Directiva, fue notificada la Presidencia de la Comisión de
Cambio Climático.

II. Contenido y objeto de la Minuta:

De acuerdo con la iniciativa señalada en el punto 1 del
apartado anterior, así como del dictamen de la misma que
formularon las comisiones unidas de Medio Ambiente y
Recursos Naturales y de Estudios Legislativos del Senado,
se expone a continuación el contenido y objeto de la minu-
ta que aquí se dictamina.

La senadora iniciante cita datos de los informes de 2008 y
2010 de la Organización Internacional para las Migracio-
nes en relación con las migraciones debidas a presiones
medioambientales, desastres naturales relacionados con e!
cambio climático, principalmente inundaciones y tormen-
tas; habiendo llegado a 2010 a 42 millones de personas.

Así mismo menciona que en 2013 el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía publicó que los desastres naturales
ya han provocado en México migraciones ambientales en
Veracruz, Chiapas y Zacatecas. Refiere también los desas-
tres provocados por en 2013 en 14 estados por los fenóme-
nos Ingrid y Manuel.

Agrega la legisladora que se prevé que el cambio climáti-
co aumente la frecuencia e intensidad de este tipo de fenó-

menos, por lo que a los factores normales por los que las
personas tienden a emigrar, habrá que sumar el cambio cli-
mático.

Las migraciones originadas por el cambio climático van
desde aquellas derivadas de la afectación de actividades
económicas sensibles al clima como las actividades prima-
rias que se ven seriamente afectadas por sequía, precipita-
ciones, etcétera. Los riesgos ambientales son otra causa de
desplazamientos de población como las llanuras costeras,
zonas susceptibles de padecer derrumbes, deslaves e inun-
daciones.

Adicionalmente, las poblaciones más afectadas, son las
más vulnerables por su localización, tienen una condición
económica desfavorecida y, por consiguiente, no cuentan
con capacidad de respuesta. A este respecto, la senadora se-
ñala, citando el Quinto informe de evaluación del Grupo
Intergubernamental de expertos sobre cambio climático,
que al tiempo que se acrecienta el desplazamiento de per-
sonas, el riesgo de desplazamiento aumenta cuando las po-
blaciones que carecen de recursos para realizar una migra-
ción planificada experimentan una mayor exposición a
fenómenos climáticos extremos, sobre todo en países de in-
gresos bajos.

Estas migraciones, si no son previstas o no son gestionadas
de manera adecuada, empeoran los indicadores sanitarios,
educativos y sociales, además de que a los lugares que lle-
gan sufren marginación, exclusión social, discriminación y
violencia; y las regiones a las que arriban sufren sobrepo-
blación, falta de empleos, sobreexplotación de recursos, in-
suficiencia de infraestructura y servicios y, eventualmente,
conflictos sociales.

Si se considera la condición de alta vulnerabilidad de nues-
tro país en relación a las consecuencias del cambio climá-
tico que se prevén, debemos tomar las medidas que permi-
tan enfrentar esta situación ante esta contingencia.

La iniciativa que dio lugar a la minuta que aquí se dictami-
na proponía reformar los artículos 28, 29 y 30 de la Ley
General de Cambio Climático a fin de que:

- La federación, las entidades federativas y los munici-
pios, en el ámbito de sus competencias, ejecuten accio-
nes para la adaptación en la elaboración de las políticas,
la Estrategia Nacional, el Programa y los programas en
el ámbito de la migración.
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- Se consideren acciones de adaptación, entre otros, los
programas sobre migración.

- Las dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal centralizada y paraestatal, las entidades fe-
derativas y los municipios, en el ámbito de sus compe-
tencias, implementen acciones para la adaptación
utilizando la información contenida en los atlas de ries-
go para prevenir y atender posibles migraciones ocasio-
nadas por el cambio climático (sic), reglamentos de
construcción y ordenamiento territorial en las entidades
federativas y municipios.

Las comisiones dictaminadoras de la Cámara de Senadores
modificaron esta propuesta, bajo consideraciones que más
adelante se detallan para aprobar el siguiente proyecto de
decreto:

Proyecto de Decreto

Por el que se reforman diversas disposiciones de la
Ley General de Cambio Climático

Artículo Único. Se reforman las fracciones VII del ar-
tículo 28 y II del artículo 30, todos de la Ley General de
Cambio Climático, para quedar como sigue:

Artículo 28. ...

I. a VI. ...

VII. Ordenamiento ecológico del territorio, desplaza-
miento interno de personas provocado por fenómenos
relacionados con el cambio climático, asentamientos
humanos y desarrollo urbano;

VIII. a IX. ...

Artículo 30. ...

I. ...

II. Utilizar la información contenida en los atlas de ries-
go para la elaboración de tos planes de desarrollo urba-
no, reglamentos de construcción y ordenamiento territo-
rial de las entidades federativas y municipios; y para
prevenir y atender el posible desplazamiento interno de
personas provocado por fenómenos relacionados con el
cambio climático;

III. a XXIII. ...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Una vez establecido el contenido y objeto de la minuta su-
jeta a dictamen, los integrantes de esta comisión dictami-
nadora fundamentan el presente dictamen en las siguientes:

III. CONSIDERACIONES:

Primera. Los diputados integrantes de la Comisión de
Cambio Climático, comparten la preocupación que dio ori-
gen al proyecto de decreto que aquí se revisa, por lo que el
análisis de la misma se ha realizado con máximo deteni-
miento e interés pues alrededor del tema que se aborda se
encuentra en juego la toma de decisiones que incidirán en
el destino de grupos humanos.

Segunda. Las comisiones dictaminadoras de la colegisla-
dora señalaron, con respecto de las migraciones internas
que pudieran provocar los efectos del cambio climático,
que es claro que se trata de un fenómeno complejo y mul-
ticausal, algunos estudios confirman que los factores am-
bientales son estadísticamente significativos en la decisión
de migrar en México.

Hay que recordar que nuestro país es altamente vulnerable
por su posición geográfica. A este respecto, la Estrategia
Nacional de Cambio Climático diagnostica que 1385 mu-
nicipios y 27 millones de personas se encuentran en riesgo
ante los desastres naturales y que por la misma razón las
condiciones climáticas serán cada vez más severas.

Tercera. Los diputados integrantes de esta comisión dicta-
minadora coinciden en los cambios realizados a la iniciati-
va que dio lugar a la minuta que se analiza, los cuales se
centran en los siguientes puntos:

- Sustituir el término migración en las reformas propuestas
para los artículos 28 y 30 (que la Ley de Migración lo re-
fiere a la movilidad de personas de un país a otro) por des-
plazamiento interno de personas provocado por fenómenos
relacionados con el cambio climático, pues de esta manera
como lo señala el dictamen de la iniciativa “se mantiene
congruencia con las disposiciones de la Ley General de



Protección Civil y se ajusta al marco de la política interna
en materia de adaptación al cambio climático”.

- Por la misma razón se desechó la propuesta de reforma al
artículo 29. No obstante, se considera que el objetivo de los
iniciantes queda a salvo si se toma en cuenta que el mismo
artículo dispone en su fracción XIV que “Se considerarán
acciones de adaptación (...) los programas del Sistema Na-
cional de Protección Civil” y que la Ley General de Pro-
tección Civil, que establece el Sistema Nacional de Protec-
ción Civil, señala en su artículo 15 que “El objetivo general
del Sistema Nacional es el de proteger a la persona y a la
sociedad y su entorno ante la eventualidad de los riesgos y
peligros que representan los agentes perturbadores y la vul-
nerabilidad en el corto, mediano o largo plazo, provocada
por fenómenos naturales o antropogénicos, a través de la
gestión integral de riesgos y el fomento de la capacidad de
adaptación, auxilio y restablecimiento en la población”.

En atención a las consideraciones anteriormente vertidas,
los integrantes de esta Comisión de Cambio Climático con-
sideran adecuados los argumentos de la colegisladora para
la valoración del proyecto de decreto aquí dictaminado y,
en consecuencia, los diputados integrantes de esta Comi-
sión de Cambio Climático y, para los efectos del apartado
A del artículo 72 constitucional, sometemos al Pleno de es-
ta Honorable Asamblea el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY
GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO

Artículo Único. Se reforman las fracciones VII del artícu-
lo 28 y II del artículo 30, todos de la Ley General de Cam-
bio Climático, para quedar como sigue:

Artículo 28. ...

I. a VI. ...

VII. Ordenamiento ecológico del territorio, desplaza-
miento interno de personas provocado por fenómenos
relacionados con el cambio climático, asentamientos
humanos y desarrollo urbano;

VIII. a IX. ...

Artículo 30. ...

I. ...

II. Utilizar la información contenida en los atlas de ries-
go para la elaboración de los planes de desarrollo urba-
no, reglamentos de construcción y ordenamiento territo-
rial de las entidades federativas y municipios; y para
prevenir y atender el posible desplazamiento interno de
personas provocado por fenómenos relacionados con el
cambio climático;

III. a XXIII. ...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de abril de 2016.

La Comisión de Cambio Climático, diputados: María de los Ánge-
les Rodríguez Aguirre (rúbrica), Tomás Roberto Montoya Díaz (rúbri-
ca), Álvaro Rafael Rubio (rúbrica), María Chávez García (rúbrica), Ja-
vier Octavio Herrera Borunda, César Flores Sosa (rúbrica), Laura
Mitzi Barrientos Cano (rúbrica), Alex Le Baron González (rúbrica),
Sergio Emilio Gómez Olivier, César Augusto Rendón García, Elva Li-
dia Valles Olvera (rúbrica), Patricia Elena Aceves Pastrana (rúbrica),
Vitalico Cándido Coheto Martínez (rúbrica), Olga María Esquivel Her-
nández, José Ignacio Pichardo Lechuga (rúbrica), Mirza Flores Gó-
mez, Cecilia Guadalupe Soto González, Braulio Mario Guerra Urbiola
(rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
De conformidad con lo que establece el artículo 87 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados se cumple con la de-
claratoria de publicidad.

LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Dictamen de la Comisión de Cambio Climático, con pro-
yecto de decreto por el que se reforman la fracción VII del
artículo 33 y el inciso b) de la fracción II del artículo 34 de
la Ley General de Cambio Climático

HONORABLE ASAMBLEA:

La Comisión de Cambio Climático, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71 y 72 de la Constitución Polí-
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tica de los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 39, nu-
merales 1 y 2 y, 45, numeral 6, inciso e) y f), ambos de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, en relación con los diversos 80, numeral 1,
fracción II; 85 y 157, numeral 1, fracción I, todos del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la conside-
ración de esta Honorable Asamblea el presente dictamen,
al tenor de los siguientes: 

I. ANTECEDENTES.

1. En sesión celebrada en esta Cámara de Diputados de fe-
cha 15 de diciembre de 2015, la diputada María de los Án-
geles Rodríguez Aguirre, integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional en la LXIII Legislatura de
la Cámara de Diputados, presentó la Iniciativa con proyec-
to de decreto por el que reforma la fracción VII del artícu-
lo 33 y adiciona el inciso H de la fracción II del artículo 34
de la Ley General de Cambio Climático.

2. El Presidente de la Mesa Directiva determinó dictar el
siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Cambio Cli-
mático, para dictamen”.

3. Se recibió en las oficinas de la Presidencia de la Comi-
sión de Cambio Climático duplicado del expediente de la
iniciativa en comento mediante oficio Núm. DGPL-63-II-
7-359, con fecha 19 de enero de 2016.

II. OBJETO Y CONTENIDO DE LA INICIATIVA.

Inicia la diputada proponente señalando los graves daños a
la salud humana provocados por la contaminación del aire
urbano y haciendo énfasis en que la población más afecta-
da es la de los países con los ingresos más bajos.

De acuerdo con el inventario de emisiones de 2013, las
fuentes móviles aportan el 26 por ciento de las emisiones
totales, siendo el autotransporte el aportador del 23 por
ciento.

La diputada proponente hace referencia a los siguientes
puntos en su exposición de motivos:

1. Existen compromisos de nuestro país en materia de
cambio climático, como es el caso de las metas aspira-
cionales plasmadas en la de la Ley General de Cambio
Climático, o bien, el compromiso incorporado en la
Contribución prevista y determinada a nivel nacional de
México de reducir de manera no condicionada el 25%

de sus emisiones de gases de efecto invernadero y de
contaminantes climáticos de vida corta al año 2030. Es-
te compromiso implica una reducción del 22% de GEI y
una reducción del 51% de carbono negro.

Por otra parte, existen compromisos y metas programáti-
cos, como aquellos plasmados en el Plan Nacional de De-
sarrollo 2013-2018, los cuales, si se plasmaran en políticas
públicas concretas y medidas concretas, permitirían al país
avanzar en un camino de desarrollo sustentable.

Desafortunadamente, han crecido los costos por degrada-
ción ambiental, al grado que representan el 5.3 por ciento
del PIB.

Para cumplir los compromisos ambientales y reducir los
costos ambientales hay que transitar hacia una economía
baja en carbono.

A partir de los elementos presentados en su exposición de
motivos, la diputada María de los Ángeles Rodríguez
Aguirre plantea su iniciativa en los siguientes términos:

Decreto

Único. Se modifica la fracción VII del artículo 33 y se
adiciona el inciso h de la fracción II del artículo 34 de la
Ley General de Cambio Climático, para quedar como
sigue:

Artículo 33. ...

I. a VI.

VII. Medir, reportar, verificar y homologar los crite-
rios de medición para los niveles máximos permisi-
bles de emisión de contaminantes a la atmósfera por
fuentes, áreas, zonas o regiones, de tal manera que
no se rebasen las capacidades de asimilación de las
cuencas atmosféricas y se cumplan las normas ofi-
ciales mexicanas de calidad del aire.

VIII a XVI. ...

Artículo 34. ...

I. ...

II. ...



a) al g) ...

h) Promover la creación de mecanismos e incentivos
que lleven a la sustitución gradual y progresiva de
medios de autotransporte y no carreteros que utili-
zan combustibles fósiles por aquellos que usan ener-
gías limpias y renovables.

III. a VI. ...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Una vez planteados los antecedentes, objetivo y contenido
de la iniciativa con proyecto de decreto que promueve la
diputada María de los Ángeles Rodríguez Aguirre, la Co-
misión de Cambio Climático funda el presente dictamen
con base en las siguientes:

III. CONSIDERACIONES:

Primera. Los diputados integrantes de la Comisión de
Cambio Climático coinciden en la preocupación por que se
diseñen políticas públicas que partan de normas precisas,
que no sean vagas o ambiguas. Así mismo, causan preocu-
pación los niveles de contaminación alcanzados en las últi-
mas semanas en la ciudad de México que ponen en riesgo
severo la salud de la población.

Segunda. Plantea la diputada Rodríguez la reforma a dos
artículos, el 33 y el 34 de la Ley General de Cambio Cli-
mático. En el caso de la modificación propuesta al artículo
33, cabe hacer la siguiente observación.

La diputada iniciadora retoma el concepto de cuencas at-
mosféricas el cual a continuación se expone1: 

Una cuenca atmosférica es un volumen de aire que está se-
parado de otro por factores geográficos o meteorológicos y
es afectada por emisiones de origen urbano, suburbano,
marino, o agrícola, así como por fuentes naturales, las cua-
les sufren transformaciones que afectan la calidad del aire.

La calidad del aire está determinada en gran medida por los
patrones de viento y estos, a su vez, están influidos por la
topografía de la región. El aire se mueve y dispersa sustan-

cias químicas en suspensión que se emiten a partir de una
variedad de fuentes humanas y fuentes naturales, tanto de
dentro como fuera de la cuenca.

Es conveniente el uso del concepto de cuenca atmosférica,
si:

- Las fuentes de emisión y los impactos asociados están
localizados en un área geográfica extendida.

- Los problemas de calidad del aire se relacionan a con-
diciones ecológicas, meteorológicas y topográficas que
son comunes a un área.

- El transporte atmosférico de los contaminantes hacia
adentro y hacia fuera de un área definible ocurre de ma-
nera regular.

- Se requieren esquemas regionales de gestión, comple-
mentarios a los definidos en la normatividad vigente.

- Se requiere de la participación de tomadores de deci-
siones de más de una división política.

La gestión de la calidad del aire por cuenca atmosférica tie-
ne varias ventajas:

- Es de carácter preventivo

- Permite mantener una buena calidad del aire en el lar-
go plazo

- Se basa en la dinámica atmosférica y no en fronteras
políticas

- Contempla a todas las fuentes de emisión de contami-
nantes al mismo tiempo

- Propicia el desarrollo de agendas ambientales conjun-
tas en varias delimitaciones políticas

- Permite el establecimiento de un mercado de emisio-
nes

Las características de las cuencas atmosféricas y las venta-
jas antes señaladas permiten afirmar que, en materia de po-
líticas públicas, el enfoque de gestión de cuenca atmosféri-
ca debe incorporarse de inmediato a la legislación en
materia ambiental.
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Se considera que la redacción actual de la fracción VII que
se modifica deja de manera abierta la medición, reporte y
verificación de las emisiones. El análisis de la adición pro-
puesta por la iniciante permite concluir que ésta es necesa-
ria; sin embargo, se rehace la redacción para dar precisión
en cuanto al marco conceptual de la gestión de cuencas at-
mosféricas.

De este modo, la fracción VII del artículo 33 queda en los
siguientes términos:

VII. Medir, reportar y verificar las emisiones contaminan-
tes con criterios homologados respecto de la definición de
los niveles máximos permisibles y de su concentración en
las cuencas atmosféricas, de modo que no se rebase la ca-
pacidad de asimilación de éstas.

Tercera. Por lo que concierne a la modificación del artícu-
lo 34, se considera que actualmente se deja fuera de las ac-
ciones de mitigación que pueden emprender la federación,
los estados y los municipios, el impulso al uso extendido
de los automóviles eléctricos e híbridos.

Los vehículos eléctricos, sin embargo, aún están fuera del
alcance de una parte importante de la población, lo cual
impide su incorporación masiva, por lo que se requiere de
la aplicación de estímulos fiscales que permitan su uso ex-
tendido para contribuir a la reducción efectiva de emisio-
nes.

En consideración a que la promoción y apoyo a esta opción
de transporte no se considera en la Ley General de Cambio
Climático como una acción de mitigación, se considera
viable su aprobación bajo la consideración de que, en lugar
de incorporar un inciso más en la fracción II (Reducción de
emisiones en el sector transporte), se inserte en el inciso b
referida a los sistemas de transporte y programas de movi-
lidad.

Por los razonamientos vertidos en las consideraciones an-
teriormente expuestas, los diputados integrantes de esta
Comisión de Cambio Climático consideran viable la ini-
ciativa que aquí se dictamina y, por consiguiente, somete-
mos al Pleno de esta honorable Asamblea el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODI-
FICAN LA FRACCIÓN VII DELARTÍCULO 33 Y EL
INCISO b) DE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 34
DE LA LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO.

Artículo Único. Se modifican la fracción VII del artículo
33 y el inciso b) de la fracción II del artículo 34 de la Ley
General de Cambio Climático, para quedar como sigue:

Artículo 33. Los objetivos de las políticas públicas para la
mitigación son:

I. a VI. ...

VII. Medir, reportar y verificar las emisiones, conside-
rando a través del enfoque de cuenca atmosférica,
los valores de concentración permisibles respecto de
la calidad del aire, con el objetivo de no rebasar su
capacidad de asimilación.

VIII. a XVI. ...

Artículo 34. ...

I. ...

II. ...

a) ...

b) Diseñar e implementar sistemas de transporte pú-
blico integrales, y programas de movilidad sustenta-
ble en las zonas urbanas o conurbadas para dismi-
nuir los tiempos de traslado, el uso de automóviles
particulares, los costos de transporte, el consumo
energético, la incidencia de enfermedades respirato-
rias y aumentar la competitividad de la economía re-
gional. Así mismo, la creación de mecanismos que
lleven a la sustitución progresiva del transporte
que utiliza combustibles fósiles por eléctricos e
híbridos.

c) al g)...

III. a VI. ...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.



Nota:

1 Identificación de las cuencas atmosféricas en México, Caetano, E. e
Iniestra, R, INE-UNAM, s.f.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de abril de 2016.

La Comisión de Cambio Climático, diputados: María de los Ánge-
les Rodríguez Aguirre (rúbrica), Tomás Roberto Montoya Díaz (rúbri-
ca), Álvaro Rafael Rubio (rúbrica), María Chávez García (rúbrica), Ja-
vier Octavio Herrera Borunda, César Flores Sosa (rúbrica), Laura
Mitzi Barrientos Cano (rúbrica), Alex Le Baron González (rúbrica),
Sergio Emilio Gómez Olivier, César Augusto Rendón García, Elva Li-
dia Valles Olvera (rúbrica), Patricia Elena Aceves Pastrana (rúbrica),
Vitalico Cándido Coheto Martínez (rúbrica), Olga María Esquivel Her-
nández, José Ignacio Pichardo Lechuga (rúbrica), Mirza Flores Gó-
mez, Cecilia Guadalupe Soto González, Braulio Mario Guerra Urbiola
(rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
De conformidad con lo que establece el artículo 87 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados se cumple con la de-
claratoria de publicidad.

LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Dictamen de la Comisión de Cambio Climático, con pro-
yecto de decreto por el que se adicionan una fracción VII y
un párrafo final al artículo 49 de la Ley General de Cam-
bio Climático

HONORABLE ASAMBLEA:

La Comisión de Cambio Climático, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71 y 72 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 39, nu-
merales 1 y 2 y, 45, numeral 6, inciso e) y f), ambos de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, en relación con los diversos 80, numeral 1,
fracción II; 85 y 157, numeral 1, fracción I, todos del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la conside-
ración de esta Honorable Asamblea el presente dictamen,
al tenor de los siguientes: 

I. ANTECEDENTES:

1. En sesión celebrada en esta Cámara de Diputados de fe-
cha 9 de diciembre de 2015, el diputado Tomás Roberto
Montoya Díaz integrante del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional en la LXIII Legislatura
de la Cámara de Diputados, presentó la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el artículo 49 de la
Ley General de Cambio Climático.

2. El Presidente de la Mesa Directiva determinó dictar el
siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Cambio Cli-
mático de la Cámara de Diputados”.

3. Se recibió en las oficinas de la Presidencia de la Comi-
sión de Cambio Climático duplicado del expediente de la
iniciativa en comento mediante oficio Núm. DGPL-63-II-
7-560, con fecha 18 de enero de 2016.

II. OBJETO Y CONTENIDO DE LA INICIATIVA.

Mediante la iniciativa materia del presente dictamen, el
diputado Roberto Montoya propone que la Comisión Inter-
secretarial de Cambio Climático integre un Grupo de tra-
bajo de Educación en materia de cambio climático enca-
bezado por la Secretaría de Educación Pública (SEP).

En su exposición de motivos el diputado Montoya recono-
ce que en México el desarrollo jurídico en materia de cam-
bio climático ha registrado un avance importante en los úl-
timos años; sin embargo, señala que se requiere del
impulso y diseño de arreglos institucionales apropiados a
fin de lograr políticas públicas integrales y eficientes ante
este fenómeno el cual representa un nuevo reto para el de-
sarrollo de Latinoamérica. 

En el caso concreto de México, el diputado promovente re-
fiere, con base en información obtenida de la Estrategia
Nacional de Cambio Climático, el Programa Especial de
Cambio Climático 2014-2018 y el Consejo Nacional de
Evaluación de la Política de Desarrollo Social, que el im-
pactos económico atribuible al fenómeno del cambio cli-
mático, ha pasado de un promedio anual de 730 millones
de pesos en el periodo de 1980 a 1999 a 21,950 millones
para el periodo 2000-2012. El principal factor de riesgo
frente a los impactos del cambio climático radica en la vul-
nerabilidad de su población frente a los fenómenos hidro-
meteorológicos, aunado a la vulnerabilidad social es decir
la pobreza.
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A decir del diputado Montoya, el cambio climático confi-
gura hoy en día una amenaza inminente y compleja, repre-
sentando uno de los desafíos más importantes para el país
y la comunidad internacional, cuya atención requiere nece-
sariamente del desarrollo de nuevas capacidades. Bajo esta
perspectiva, la educación y desarrollo de conocimiento en
relación con el medio ambiente y, específicamente en ma-
teria de cambio climático, se presenta como una de las
apuestas más progresistas y con mayores beneficios socia-
les, a través del impulso de la participación activa de la po-
blación.

En relación con lo anterior el diputado destaca las siguien-
tes consideraciones:

- Que para la UNESCO la educación es una herramien-
ta que permite fortalecer la base de conocimientos sobre
el cambio climático para crear sociedades ecológicas.

- Que el impacto de la educación en las nuevas genera-
ciones se enfoca en los siguientes aspectos: Comprender
el fenómeno; desarrollo de estrategias para hacer frente,
atenuar y adaptarse a los efectos del cambio climático;
promover los cambios de actitudes y comportamientos
necesarios para poner a nuestro mundo en una senda
más acorde con el desarrollo sostenible y, formar una
nueva generación de ciudadanos conscientes del cambio
climático.

- Que recientemente México presentó sus Contribuciones
Previstas y Determinadas a Nivel Nacional (en inglés In-
tended Nationally Determined Contributions o INDCs),
las cuales se integran por medidas de adaptación y miti-
gación. Estas medidas incluyen un enfoque transversal de
derechos humanos y perspectiva de género.

- Que al respecto el Programa de Naciones Unidas para
el Medio Ambiente ha emitido una serie de recomenda-
ciones a México, entre las que destaca, tomar en cuenta
la importancia de promover y fortalecer la afinidad de la
sociedad y el gobierno hacia los nuevos conocimientos
sobre el cambio climático ya que sólo de esta manera se
incrementará la capacidad de identificar y aprovechar
las ventanas de oportunidad y asignar de forma eficien-
te los recursos financieros para reducir las emisiones a
largo plazo y disminuir la vulnerabilidad del planeta.

Por lo que toca a los diferentes instrumentos que integran
el marco normativo mexicano en materia de cambio climá-
tico y educación, el diputado destaca lo siguiente:

1. Que el Plan Nacional de Desarrollo enuncia dentro de
los enfoques transversales los siguientes objetivos:

México con Educación de Calidad, objetivo 3.5. Hacer
del desarrollo científico, tecnológico y la innovación pi-
lares para el progreso económico y social sostenible.

México Próspero, objetivo 4.4. Impulsar y orientar un
crecimiento verde incluyente y facilitador que preserve
nuestro patrimonio natural al mismo tiempo que genere
riqueza, competitividad y empleo.

2. Que la Ley General de Cambio Climático establece lo
siguiente:

En el artículo 45, que la Secretaría de Educación Públi-
ca forma parte de la Comisión Intersecretarial de Cam-
bio Climático.

El artículo 47 establece las facultades de la Comisión, y
por tanto las acciones en las que la Secretaría de Educa-
ción Pública (SEP) debe colaborar.

El artículo 22 dispone que entre las atribuciones del Ins-
tituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (IN-
ECC) en materia de educación está el fomentar, en coor-
dinación con la SEP y las instituciones de investigación
y educación superior del país, la capacidad científica,
tecnológica y de innovación, en materia de desarrollo
sustentable, medio ambiente y cambio climático, así co-
mo proponer al Sistema Educativo Nacional el conteni-
do educativo de libros, libros de texto y materiales di-
dácticos sobre cambio climático, de conformidad con la
Ley General de Educación.

El artículo 7o. establece que entre las atribuciones de la
federación está el promover la educación y difusión de
la cultura en materia de cambio climático en todos los
niveles educativos, así como realizar campañas de edu-
cación e información para sensibilizar a la población so-
bre las causas y los efectos de la variación del clima;

A decir del diputado Montoya, la participación de la SEP
en las políticas públicas sobre educación en materia de
cambio climático resulta limitada, debido a su participa-
ción tangencial. Lo anterior, pese al margen de acción que
otorga la propia Ley, a través de las facultades concedidas
a la Comisión Intersecretarial de Cambio Climático.



Por lo anterior, el diputado busca mediante la iniciativa en
dictamen fortalecer la participación de la Secretaría de
Educación Pública. Para ello, se respalda en lo dispuesto en
el artículo 7, numeral XI de la Ley General de Educación,
el cual señala que la educación tendrá entre sus fines in-
culcar los conceptos y principios fundamentales de la cien-
cia ambiental, el desarrollo sustentable, la prevención del
cambio climático, así como de la valoración de la protec-
ción y conservación del medio ambiente como elementos
esenciales para el desenvolvimiento armónico e integral
del individuo y la sociedad. También se proporcionarán los
elementos básicos de protección civil, mitigación y adapta-
ción ante los efectos que representa el cambio climático y
otros fenómenos naturales.

Aunado a lo anterior y en el marco del Programa Institu-
cional de la Comisión Nacional de Libros de Texto Gratui-
tos 2014-2018, en el cual se plantea la actualización pro-
gresiva de los materiales educativos, el diputado Tomás
Roberto Montoya presenta la iniciativa con proyecto de

Decreto que propone reformar y adicionar un párrafo y una
fracción al artículo 49 de la Ley General de Cambio Cli-
mático

Único: Se reforma y adiciona la Ley General de Cambio
Climático el artículo 49 (sic), donde se propone adicio-
nar la fracción VII y que la fracción VII de la Ley Ge-
neral Vigente se convierta en VIII, y adicionar un párra-
fo para quedar de la siguiente manera:

Capítulo II

Comisión Intersecretarial de Cambio Climático

Artículo 49. La comisión contará, por lo menos, con los
grupos de trabajo siguientes

I. al VI.

VII. Grupo de trabajo de Educación en materia de cam-
bio climático, el cual deberá ser coordinado por el re-
presentante de la Secretaría de Educación Pública.

VIII. Los demás que determine la comisión.

La Secretaría de Educación Pública impulsará y coordi-
nará las actividades enfocadas a promover la educación
en materia de cambio climático. De manera concreta,
fomentará la inclusión de información sobre la materia

en el contenido de los materiales educativos, de acuerdo
a su normatividad y en atención a lo establecido en el ar-
tículo 22 fracción XIII (sic) de esta Ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Los instrumentos normativos que derivan de
la presente ley, así como los que integran el Plan Nacio-
nal en materia de cambio climático deberán adecuarse a
la presente reforma.

Una vez planteados los antecedentes, objetivo y contenido
de la iniciativa con proyecto de decreto que promueve el
diputado Tomás Roberto Montoya Díaz, la Comisión de
Cambio Climático funda el presente dictamen con base en
las siguientes:

III. CONSIDERACIONES:

Primera. Esta Comisión de Cambio Climático coincide
con la propuesta del diputado Roberto Montoya, misma
que tiene como objetivo fortalecer la participación de la
Secretaría de Educación Pública, a fin de que la educación
en materia de medio ambiente y cambio climático configu-
re una de las principales estrategias frente a la adaptación
y mitigación de este fenómeno.

Segunda. De acuerdo con la Iniciativa de la UNESCO pa-
ra el Cambio Climático1, para hacer frente a este fenóme-
no mundial, es necesaria una acción concertada de todas y
cada una de las partes de la sociedad. La Iniciativa de la
UNESCO sobre el Cambio Climático fue puesta en marcha
por la Directora General, Irina Bokova, en Copenhague,
durante la 15ª Conferencia de las Partes en la Convención
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático
(CMCCNU COP 15). El objetivo de este documento es im-
pulsar el reforzamiento de las capacidades científicas, de
atenuación y de adaptación de los países y comunidades
más vulnerables ante los efectos del cambio climático.

La iniciativa se basa en cuatro ámbitos temáticos: ciencias,
educación, medio ambiente y ética. Por lo que toca al tema
de la educación sobre el cambio climático, en el marco ge-
neral de la Educación para el Desarrollo Sostenible, se
plantea la elaboración de un programa de educación que
aplique enfoques educativos innovadores dirigidos espe-
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cialmente a los jóvenes a comprender, hacer frente, atenuar
y adaptarse a los efectos del cambio climático; promover
los cambios de actitudes y comportamientos necesarios pa-
ra poner a nuestro mundo en una senda más acorde con el
desarrollo sostenible; y formar una nueva generación de
ciudadanos conscientes del cambio climático.

En relación con lo anterior, esta dictaminadora alude al
Programa de Educación en Cambio Climático, Manual del
Docente2, en cuyo contenido destaca que la alfabetización
científica permite responder ante los problemas globales de
manera razonada e informada, dado que el individuo cuen-
ta con las capacidades de análisis necesarias para valorar la
información y tomar una decisión independiente.

A todas luces, se requiere de grandes esfuerzos para aten-
der, con la importancia que lo requiere, el actual escenario
climático, cuya variación y efectos adversos son innega-
bles. La participación conjunta del gobierno y sociedad pa-
ra generar un cambio cultural resultan cruciales y, como lo
refiere el diputado promovente, la educación con el conse-
cuente desarrollo de habilidades, capacidades, así como el
acceso a información adecuada y oportuna, será una de las
estrategias más eficientes para enfrentar la problemática.

Tercera. Esta comisión dictaminadora determina aprobar
en sentido positivo la iniciativa en comento con las si-
guientes modificaciones.

Podría objetarse la reforma que aquí se analiza, puesto que
el mismo artículo 49 de la Ley General de Cambio Climá-
tico, en su fracción IV considera la integración de un gru-
po de trabajo de mitigación.

Así mismo, la fracción II del artículo 47 establece que la
Comisión Intersecretarial de Cambio Climático ejercerá,
entre otras atribuciones, la de “Formular e instrumentar po-
líticas nacionales para la mitigación y adaptación al cam-
bio climático, así como su incorporación en los programas
y acciones sectoriales correspondientes...”

El artículo 34 de la misma ley establece acciones de mitiga-
ción en diferentes sectores y que en materia de educación y
cambios de patrones de conducta, consumo y producción
(fracción VI), se deben considerar las siguientes acciones:

“a) Instrumentar programas que creen conciencia del
impacto en generación de emisiones de gases y com-
puestos de efecto invernadero en patrones de produc-
ción y consumo.

b) Desarrollar programas que promuevan patrones
de producción y consumo sustentables en los sectores
público, social y privado a través de incentivos econó-
micos; fundamentalmente en áreas como la generación
y consumo de energía, el transporte y la gestión integral
de los residuos.

c) Incentivar y reconocer a las empresas e institucio-
nes que propicien que sus trabajadores y empleados
tengan domicilio cercano a los centros de trabajo,
consumo, educación y entretenimiento, así como el es-
tablecimiento de jornadas de trabajo continuas.

d) Desarrollar políticas e instrumentos para promo-
ver la mitigación de emisiones directas e indirectas
relacionadas con la prestación de servicios públicos,
planeación y construcción de viviendas, construcción y
operación de edificios públicos y privados, comercios e
industrias.”

Es claro que no se considera en esta fracción la educación
en el sistema formal y que, en cambio, se hace referencia a
programas de difusión dirigidos a la población en general.

La Ley General de Cambio Climático establece como una
atribución del INECC la de “Proponer al Sistema Educati-
vo Nacional el contenido educativo de libros, libros de tex-
to y materiales didácticos sobre cambio climático, de con-
formidad con la Ley General de Educación”.

Sin embargo, una revisión a los textos que se están utili-
zando actualmente en el sistema educativo nacional mues-
tra que no se abordan de manera clara, con la importancia
que el tema amerita, los conceptos del cambio climático y,
por consiguiente, la forma en que la población puede con-
tribuir con acciones de mitigación y adaptación. Si bien los
temas ambientales aparecen desde los primeros años de la
educación básica, es hasta el sexto grado de la educación
primaria cuando aparece el tema específico, mas no con la
profundidad que en ese nivel educativo se puede abordar.

Por otra parte, la Ley General de Educación le concede a la
Secretaría de Educación Pública, como se puso de relieve
al describir el contenido de la iniciativa del diputado Mon-
toya, como un fin particular el inculcar conceptos y princi-
pios en materia de ciencia ambiental, el desarrollo susten-
table, la prevención del cambio climático y elementos
básicos de protección civil, mitigación y adaptación ante
los efectos que representa el cambio climático.



Como lo considera la UNESCO, la educación es una he-
rramienta que permite fortalecer la base de conocimientos
sobre el cambio climático para crear sociedades ecológi-
cas.

Los diputados integrantes de la Comisión de Cambio Cli-
mático consideran que la educación de niños y jóvenes se-
rá importante para que en el largo plazo se realicen accio-
nes de combate al cambio climático que permitan mantener
el equilibrio climático como lo conocemos y evitará catás-
trofes de magnitudes inimaginables.

Por ello, se estima que la reforma que aquí se dictamina ge-
nerará las condiciones que hagan posible poner en primer
plano el tema de la educación como acción de mitigación
del cambio climático con el impulso que le puede dar la Se-
cretaría de Educación Pública al encabezar los trabajos de
un grupo de trabajo al seno de la Comisión Intersecretarial
de Cambio Climático.

A fin de evitar redundancia en la ley se omite referir en la
fracción VII que la SEP encabezará el Grupo de trabajo de
Educación toda vez que el adicionado último párrafo del
artículo lo establece. 

Por otra parte, con el propósito de armonizar la redacción
y otorgarle claridad a las facultades de las dependencias in-
volucradas, en el texto del párrafo que se adiciona, se con-
sidera establecer que la Secretaria de Educación Pública
encabezará el grupo de trabajo en materia de educación con
el objetivo de promover la educación en materia de cambio
climático y que la misma secretaría impulsará los esfuerzos
encaminados a la inclusión de información sobre cambio
climático en el contenido de los materiales educativos. 

Por lo antes expuesto, la Comisión de Cambio Climático
de la LXIII Legislatura somete a consideración del Pleno
de la Cámara de Diputados el siguiente 

PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA UNA
FRACCIÓN Y UN PÁRRAFO FINAL AL ARTÍCULO
49 DE LA LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTI-
CO.

ÚNICO. Se adiciona una fracción VII, recorriéndose la ac-
tual para quedar como fracción VIII del artículo 49 de la
Ley General de Cambio Climático y se adiciona un último
párrafo del mismo artículo para quedar como sigue:

Artículo 49. ...

I. al VI. ...

VII. Grupo de trabajo de Educación en materia de
cambio climático.

VIII. Los demás que determine la comisión.

...

...

La Secretaría de Educación Pública encabezará el
grupo de trabajo en materia de educación con el ob-
jetivo de promover la educación en materia de cam-
bio climático; así mismo, impulsará los esfuerzos en-
caminados a la inclusión de conocimientos y valores
sobre cambio climático en el contenido de los mate-
riales educativos. Lo anterior de conformidad con lo
establecido en la fracción XII del artículo 22 de esta
Ley.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Iniciativa de la UNESCO para el Cambio Climático, Educación so-
bre el Cambio Climático para el Desarrollo Sostenible, edición digital
2011.

2 Centro Mario Molina para Estudios Estratégicos sobre Energía y
Medio Ambiente Primera edición digital, marzo 2014.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de abril de 2016.

La Comisión de Cambio Climático, diputados: María de los Ánge-
les Rodríguez Aguirre (rúbrica), Tomás Roberto Montoya Díaz (rúbri-
ca), Álvaro Rafael Rubio (rúbrica), María Chávez García (rúbrica), Ja-
vier Octavio Herrera Borunda, César Flores Sosa (rúbrica), Laura
Mitzi Barrientos Cano (rúbrica), Alex Le Baron González (rúbrica),
Sergio Emilio Gómez Olivier, César Augusto Rendón García, Elva Li-
dia Valles Olvera (rúbrica), Patricia Elena Aceves Pastrana (rúbrica),
Vitalico Cándido Coheto Martínez (rúbrica), Olga María Esquivel Her-
nández, José Ignacio Pichardo Lechuga (rúbrica), Mirza Flores Gó-
mez, Cecilia Guadalupe Soto González, Braulio Mario Guerra Urbiola
(rúbrica).»

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 26 de abril de 2016211



Año I, Segundo Periodo, 26 de abril de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados212

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
De conformidad con lo que establece el artículo 87 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados se cumple con la de-
claratoria de publicidad.

LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Dictamen de la Comisión de Cambio Climático, con pro-
yecto de decreto por el que se reforma la fracción X del ar-
tículo 47 de la Ley General de Cambio Climático

HONORABLE ASAMBLEA:

La Comisión de Cambio Climático, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71 y 72 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 39 y
45, numeral 6, inciso e), ambos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y los
diversos 80, numeral 1, fracción II; 85 y 157, numeral 1,
fracción I, todos éstos del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a la consideración de esta Honorable
Asamblea el presente dictamen, al tenor de los siguientes:

I. ANTECEDENTES:

1. En sesión celebrada el 17 de octubre de 2015, el dipu-
tado Braulio Mario Guerra Urbiola del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional presentó la Ini-
ciativa por la que se reforma el artículo 26 de la Ley
General de Cambio Climático.

2. El Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados determinó dictar el siguiente trámite: “Túrnese
a la Comisión de Cambio Climático para dictamen”.

3. Se recibió en las oficinas de la Presidencia de la Comi-
sión de Cambio Climático la iniciativa en comento me-
diante oficio Núm. DGPL-63-II-2-164, con fecha 17 de no-
viembre de 2015.

II. CONTENIDO Y OBJETO DE LA INICIATIVA:

El diputado proponente inicia su exposición de motivos se-
ñalando que el artículo 26 de la Ley General de Cambio
Climático establece los principios que han de regir la polí-
tica nacional en la materia, a lo que agrega que el principio

11 de la Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el
Desarrollo señala que los estados deben promulgar leyes
eficaces sobre el medio ambiente.

Hace posteriormente una relación de las cumbres interna-
cionales, acuerdos y compromisos a los que se ha adherido
nuestro país en materia ambiental y del cambio climático:

1. En la Cumbre de Río de 2012, las naciones ahí reuni-
das renovaron su compromiso a favor del desarrollo
sostenible y de la promoción de un futuro económico y
social sostenible para el planeta y para las generaciones
presentes y futuras.

2. En la Cumbre de Río, se hizo énfasis en la necesidad
de seguir examinando periódicamente el entorno cam-
biante de la Tierra y sus efectos sobre el bienestar de los
seres humanos.

En 2012, los jefes de Estado y de gobierno y los repre-
sentantes de alto nivel, renovaron su compromiso a fa-
vor del desarrollo sostenible y de la promoción de un fu-
turo económico, social y ambientalmente sostenible
para nuestro planeta y para las generaciones presentes y
futuras. Ahí se reconoció que son objetivos y requisitos
generales del desarrollo sostenible la erradicación de la
pobreza, la modificación de las modalidades insosteni-
bles y la promoción de modalidades sostenibles de pro-
ducción y consumo, la protección y ordenación de la ba-
se de recursos naturales del desarrollo económico,
social y humano, la promoción de un crecimiento soste-
nido, inclusivo y equitativo, la protección del medio
ambiente, el respeto a los derechos humanos y el forta-
lecimiento de la cooperación internacional.

A partir del reconocimiento de estos principios, los Es-
tados se comprometieron a fortalecer la función del Pro-
grama de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente
como principal autoridad ambiental mundial que esta-
blece las actividades mundiales en esta materia.

Así mismo, se subrayó la necesidad de seguir exami-
nando periódicamente el entorno cambiante de la Tierra
y sus efectos sobre el bienestar de los seres humanos;
que el desarrollo sostenible debería incorporarse en las
actividades de los programas, fondos y organismos es-
pecializados de las Naciones Unidas, otras entidades
pertinentes como las instituciones financieras interna-
cionales y la Conferencia de las Naciones Unidas sobre
Comercio y Desarrollo; la necesidad de abordar la re-



ducción del riesgo de desastres y el aumento de la resi-
liencia ante los desastres con un renovado sentido de ur-
gencia; se reconoció la importancia de los sistemas de
alerta temprana como parte de una reducción efectiva
del riesgo de desastres para reducir los daños económi-
cos y sociales, incluida la pérdida de vidas humanas, por
lo que se alentó a los Estados a que integren esos siste-
mas en sus estrategias y planes nacionales de reducción
del riesgo de desastres.

En este mismo sentido, se reafirmó que el cambio cli-
mático es uno de los mayores problemas de nuestro
tiempo, por lo que es necesaria la cooperación más am-
plia posible y la participación de todos para acelerar la
reducción de las emisiones de gases de efecto inverna-
dero a escala global, así como movilizar financiación
para apoyar medidas de mitigación nacionales apropia-
das, medidas de adaptación, desarrollo y transferencia
de tecnologías y aumento de la capacidad en los países
en desarrollo.

Por ello se consideró necesaria la formulación de obje-
tivos para la puesta en marcha de medidas concretas y
coherentes sobre el desarrollo sostenible, basados en el
Programa 21 y en el Plan de Aplicación de las Decisio-
nes de Johannesburgo y que respeten todos los Princi-
pios de Río y los Objetivos de Desarrollo de Milenio.
Éstos deben ajustarse al derecho internacional, basarse
en compromisos ya contraídos y estar orientados a la ac-
ción. A su vez, éstos deben ser ambiciosos, tener un ca-
rácter global y ser universalmente aplicables a todos los
países, teniendo en cuenta las diferentes realidades, ca-
pacidades y niveles de desarrollo nacionales y respetan-
do las políticas y prioridades nacionales.

Señala el diputado Guerra un punto muy importante:
“...que el Estado mexicano, por ser parte de diversos
acuerdos, como la Declaración de Río sobre el Medio
Ambiente y el Desarrollo de 1992 y la Declaración de la
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Hu-
mano, aprobada en Estocolmo el 16 de junio de 1972,
está obligado a actuar en consecuencia para la protec-
ción del planeta Tierra y la conservación del ambiente”.

Finaliza esta descripción de los alcances de la Conven-
ción de Río, agregando que en ella “…se reconoció la
gravedad de la pérdida mundial de biodiversidad y la
degradación de los ecosistemas, reafirmando el valor in-
trínseco de la diversidad biológica y el papel primordial
que desempeña en el mantenimiento de ecosistemas que

prestan servicios esenciales, por lo que es importante
consolidar la resiliencia de los ecosistemas e incorporar
la consideración de los efectos y beneficios socioeconó-
micos de la conservación y uso sostenible de la biodi-
versidad y sus componentes, así como los ecosistemas
que proporcionan servicios esenciales en los programas
y políticas pertinentes a todos los niveles”.

3. Refiere el diputado Guerra que “...a partir de la refor-
ma constitucional en materia de derechos humanos del
10 de junio de 2011, se agregó a la visión política y ju-
rídica de nuestro país el principio relativo al respeto, la
protección y la promoción de los derechos humanos;
con ello México se adhirió a la perspectiva mundial en-
torno al respeto de la persona humana como parte fun-
damental de la exigencia internacional, para consolidar
el estado democrático desde la óptica del individuo y su
desarrollo en un marco de libertad, igualdad, respeto y
seguridad jurídica. En este entorno, México ha adopta-
do principios que la Comisión de Derecho Internacional
de la Organización de las Naciones Unidas ha vertido en
sus resoluciones, y que a la par han hecho eco en la
Asamblea General de la institución internacional”.

4. Pasa a continuación a señalar los compromisos que
nuestro país ha adquirido en materia ambiental, los cua-
les se ven reflejados en diversos instrumentos interna-
cionales, como lo son:

• Mecanismo Ambiental Global. México ratificó su
participación en este mecanismo de otorgamiento de
fondos en marzo de 1994.

• Acuerdos paralelos del TLC. Los gobiernos de Ca-
nadá, Estados Unidos y México firmaron los acuer-
dos paralelos del TLC en materia laboral y ambien-
tal el 14 de septiembre de 1993. Esos acuerdos
entraron en vigencia junto con el TLC el 1 de enero
de 1994.

• La Cocef y el BDAN. El Acuerdo entre el Gobier-
no de Estados Unidos de América y el Gobierno de
los Estados Unidos Mexicanos en relación con el Es-
tablecimiento de una Comisión de Cooperación Eco-
lógica Transfronteriza y un Banco de Desarrollo de
América del Norte firmado el 18 de noviembre de
1993 establece una comisión para evaluar y certifi-
car los proyectos de infraestructura que se propon-
gan construir a lo largo de la frontera entre México
y Estados Unidos.
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• Fondo de América del Norte para la Cooperación
Ambiental. Este fondo fue creado bajo los auspicios
del Acuerdo Paralelo de Cooperación Ambiental de
América del Norte, en 1996, entre los gobiernos de
Canadá, Estados Unidos y México, y tiene como fi-
nalidad financiar proyectos comunitarios que pro-
muevan el cumplimiento de las metas de la Comi-
sión para la Cooperación Ambiental.

• Memorándum de Entendimiento sobre Educación
Ambiental. Este memorándum entre Canadá, Méxi-
co y Estados Unidos se firmó el 17 de septiembre de
1992, con miras a promover, desarrollar, coordinar y
crear capacitación educativa y ambiental conjunta,
así como intercambiar información que mejore la
protección del medio ambiente, la calidad de vida y
la conciencia públicas.

Una vez hecho este recuento, el diputado Guerra expone, la
reforma que aquí se dictamina en los siguientes términos:

Decreto

Único. Se adiciona una fracción XIII al artículo 26 de
la Ley General de Cambio Climático, para quedar como
sigue:

Título Cuarto
Política Nacional de Cambio Climático

Capítulo I
Principios

Artículo 26. En la formulación de la política nacional
de cambio climático se observarán los principios de

I. a X. ...

XI. Conservación de los ecosistemas y su biodiversidad,
dando prioridad a los humedales, manglares, arrecifes,
dunas, zonas y lagunas costeras, que brindan servicios
ambientales, fundamental para reducir la vulnerabili-
dad;

XII. Compromiso con la economía y el desarrollo eco-
nómico nacional, para lograr la sustentabilidad sin vul-
nerar su competitividad frente a los mercados interna-
cionales; y

XIII. Generación de acuerdos de colaboración inter-
nacional para promover la inclusión del planeta Tie-
rra como un bien jurídico a tutelar por el derecho in-
ternacional, a fin de lograr el desarrollo sostenible,
minimizar la degradación ambiental y las acciones
humanas que la provoquen.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

III. CONSIDERACIONES.

Durante la formulación del presente dictamen, el cuerpo
técnico de la Comisión de Cambio Climático sostuvo con-
sultas con la oficina del diputado Braulio Guerra. Resulta-
do de dichas consultas, fue la ampliación de información y
conceptos que se han incorporado a este documento.

PRIMERA. Los integrantes de esta comisión dictamina-
dora coinciden y comparten la inquietud del diputado pro-
movente en el sentido que en la lucha contra el cambio cli-
mático se necesita una visión integral planetaria, que
rebasa los límites del estado-nación, de gobierno e incluso
al propio ser humano.

Esta concepción permitiría que en el caso de actos o accio-
nes que atenten contra el medio ambiente, o que se realiza-
ran actos de gran magnitud que propicien las condiciones
que desencadenan el cambio climático se pudiera sancio-
nar a personas físicas o jurídicas.

Actualmente, si alguna persona contamina o daña el medio
ambiente en aguas internacionales, por ejemplo, no es po-
sible sancionarla hasta que este daño afecta al territorio de
un Estado en particular. Este fue el caso del derrame petro-
lero de 2010 en el Golfo de México, que representó una de
las peores catástrofes ecológicas causadas por el hombre y
los grandes intereses de las compañías petroleras multina-
cionales. Millones de barriles de petróleo, alrededor de 5
mil diarios (equivalentes a unos 800 mil litros) fueron ex-
pulsados por un pozo en aguas profundas de la empresa
British Petroleum.

SEGUNDA. El Estatuto de Roma de la Corte Penal Inter-
nacional está limitado ya que, como regla primaria que
prescribe sanciones y que indica las conductas que se con-



sideran deseables, no establece como crimen ante la com-
petencia de la Corte, los asuntos ambientales que afectan la
supervivencia del ecosistema; es decir, como un crimen
que no solo impacta contra la humanidad, sino que altera la
integridad del “todo” y de todas las formas vivientes en el
planeta, por lo que su consideración y jerarquía debe ser
claramente superior.

En el derecho internacional público se han establecido,
de manera reciente, reglas primarias, como lo es el caso
del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional del
17 de julio de 1998, pero aún con una visión orientada
y restringida a los atentados contra la humanidad y a la
guerra. Claro está, que representa un avance altamente
significativo que incorpora, desde una visión moderna,
a la persona como sujeto del derecho penal internacio-
nal; parte del derecho internacional público, que rebasa
a la propia Convención de Viena de 1969, que limita a
los sujetos de este derecho a los estados y a las organi-
zaciones formalmente hasta su protocolo en 1986.1

No obstante el Estatuto de Roma de la Corte Penal Inter-
nacional está limitado, siendo que como regla primaria que
prescribe sanciones y que indica las conductas que se con-
sideran deseables, no establece como competencia de la
Corte, los crímenes relacionados con asuntos ambientales
que afectan la supervivencia del ecosistema que no solo
impacta contra la humanidad sino que altera la integridad
del “todo” y de todas las formas vivientes en el planeta.
Por ello su consideración y jerarquía es claramente supe-
rior. 

En este sentido, el artículo 5.1 del Estatuto de Roma de la
Corte Penal Internacional dispone lo siguiente:

“Artículo 5.1. La competencia de la Corte se limitará a
los crímenes más graves de trascendencia para la comu-
nidad internacional en su conjunto. La Corte tendrá
competencia, de conformidad con el presente Estatuto,
respecto de los siguientes crímenes: a) El crimen de ge-
nocidio; b) Los crímenes de lesa humanidad; c) Los crí-
menes de guerra; d) El crimen de agresión.”2

El proponente de la iniciativa en cuestión considera este
instrumento como regla primaria imperante para todo el
sistema jurídico internacional, y que debería incorporar un
inciso: e) El crimen de atentados graves contra el medio
ambiente como violación al derecho a la coexistencia glo-
bal de todas las especies y formas de vida en la tierra.

Es por estos motivos que a esta comisión aprueba incluir la
propuesta del diputado Guerra en la legislación mexicana
vigente, con el propósito de que el Estado mexicano pro-
mueva en las altas instancias internacionales la incorpora-
ción de esta visión del medio ambiente del planeta Tierra
como un bien jurídico a tutelar por el derecho internacio-
nal.

TERCERA. El derecho regula la actividad humana y que
a la vez protege al género desde un ángulo particular y co-
lectivo. El derecho encuentra en la vida humana el bien ju-
rídico a tutelar por excelencia, por ello, podemos advertir
que la constante en las legislaciones penales en el mundo
es la de interiorizar las sanciones por delitos contra el ho-
nor o bien la propiedad, y maximizar los castigos para
quienes privan de la vida a otra persona.

Es la vida, pues, un valor absoluto; sin embargo, no lo de-
be ser solamente la vida humana, sino que es fundamental
la protección a la vida de todo cuanto vive para que ésta
prevalezca en su conjunto. Así las cosas, la vida ha adqui-
rido el grado máximo de tutelaje por el derecho, siendo que
el punto más alto de la pirámide debe ser el recipiente que
alberga toda la existencia vital: el planeta.

Por tanto, la tutela del ambiente planetario adquiere una
significación principalísima, en razón de que constituye el
recipiente en donde se alojan todas las formas de vida co-
nocidas por el hombre hasta el momento.

CUARTA. La Iniciativa propone modificar el artículo 26
de la Ley General de Cambio Climático. Sin embargo, ca-
be hacer la siguiente reflexión:

La lectura de la redacción del artículo 26 debe hacerse de
manera integral de modo que haya coherencia en la misma,
que sea claro el sentido del mismo. La redacción de dicha
disposición estipula los principios que regirán la política
nacional de cambio climático. Así, entonces, el artículo en
cuestión se lee de la siguiente manera:

“Artículo 26. En la formulación de la política nacional
de cambio climático se observarán los principios
de...sustentabilidad, corresponsabilidad, precaución,
prevención, etcétera”.

La reforma que aquí se analiza no propone un principio
adicional para delinear la política nacional de cambio
climático; propone, en cambio, que se generen acuerdos de
colaboración internacional, lo cual queda fuera del contex-
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to y no es coherente con la redacción del artículo en cues-
tión.

Así, la inclusión de la adición propuesta en la iniciativa que
aquí se dictamina se leería de esta manera: 

“En la formulación de la política nacional de cambio
climático se observarán los principios de (I-XII) XIII.
Generación de acuerdos de colaboración internacional
para promover la inclusión del planeta Tierra como un
bien jurídico a tutelar por el derecho internacional, a fin
de lograr el desarrollo sostenible, minimizar la degrada-
ción ambiental y las acciones humanas que la provo-
quen”.

QUINTA. Las leyes se dictan con carácter indefinido, per-
manente, para un número indeterminado de casos y de he-
chos, y sólo dejará de tener vigencia mediante su abroga-
ción, subrogación y derogación por leyes posteriores. La
propuesta de reforma, en cambio, es una disposición que
eventualmente podría dar lugar a un acto (lograr acuerdos),
a partir del cual dejaría de tener vigencia lo que le da un ca-
rácter temporal.

SEXTA. Por las consideraciones Cuarta y Quinta anterio-
res, esta comisión dictaminadora estima necesario modifi-
car la reforma contenida en la iniciativa en comento, de
modo que se incorpora una adición a la fracción X del ar-
tículo 47, correspondiente a las atribuciones de la Comi-
sión Intersecretarial de Cambio Climático; órgano en el
que participa la Secretaría de Relaciones Exteriores, que es
la secretaría competente en materia de la conducción de la
política exterior y que, por lo tanto, interviene en toda cla-
se de tratados, acuerdos y convenciones en los que el país
sea parte (artículo 28 de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal).

A lo anterior, se agrega que cuando se habla del planeta
Tierra, se alude a un todo impreciso, sin referirse al objeti-
vo exacto que se busca proteger, como sería los recursos
naturales, la biodiversidad, los ecosistemas o todo aquello
que integra el medio en que vive la humanidad, como que-
dó claro en la consideración Tercera.

De esta manera la modificación queda en los siguientes tér-
minos:

Artículo 47. La Comisión ejercerá las atribuciones si-
guientes:

I al IX…

X. Formular propuestas para determinar el posiciona-
miento nacional por adoptarse ante los foros y organis-
mos internacionales sobre el cambio climático, así co-
mo impulsar acuerdos internacionales que
favorezcan la inclusión del medio ambiente global y
la coexistencia global de todas las formas de vida en
el planeta Tierra como un bien jurídico tutelado por
el Derecho Internacional;

XI al XVIII…

Por lo anteriormente expuesto, es que los diputados inte-
grantes de esta Comisión de Cambio Climático sometemos
al Pleno de esta honorable Asamblea el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE MODIFICA LA
FRACCIÓN DEL ARTÍCULO 47 DE LA LEY GENE-
RAL DE CAMBIO CLIMÁTICO.

ÚNICO. Se modifica la fracción X del artículo 47 de la
Ley General de Cambio Climático, para quedar como si-
gue:

Artículo 47. ...

I al IX ...

X. Formular propuestas para determinar el posiciona-
miento nacional por adoptarse ante los foros y organis-
mos internacionales sobre el cambio climático, así co-
mo impulsar acuerdos internacionales que
favorezcan la inclusión del medio ambiente global y
la coexistencia de todas las formas de vida en el pla-
neta Tierra como un bien jurídico tutelado por el De-
recho Internacional;

XI al XVIII…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Cuando se celebra la Convención sobre el Derecho de los Tratados
en su contenido solamente se consideró a los Estados como sujetos de



derecho internacional público, siendo que la ONU ya venía funcionan-
do desde 1945, incurriendo en una grave omisión relativa a la inclusión
de las organizaciones internacionales como sujetos. Frente a tal error,
no fue hasta 1986 cuando se estableció el protocolo a dicha convención
que le dio existencia jurídica a las organizaciones frente al derecho in-
ternacional público.

2 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, disponible en:
http://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute(s).pdf

Consultado el día 27 de agosto de 2010.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 20 de abril de 2016.

La Comisión de Cambio Climático, diputados: María de los Ánge-
les Rodríguez Aguirre (rúbrica), Tomás Roberto Montoya Díaz (rúbri-
ca), Álvaro Rafael Rubio (rúbrica), María Chávez García (rúbrica), Ja-
vier Octavio Herrera Borunda, César Flores Sosa (rúbrica), Laura
Mitzi Barrientos Cano (rúbrica), Alex Le Baron González, Sergio Emi-
lio Gómez Olivier, César Augusto Rendón García, Elva Lidia Valles
Olvera (rúbrica), Patricia Elena Aceves Pastrana (rúbrica), Vitalico
Cándido Coheto Martínez (rúbrica), Olga María Esquivel Hernández,
José Ignacio Pichardo Lechuga (rúbrica), Mirza Flores Gómez, Cecilia
Guadalupe Soto González, Braulio Mario Guerra Urbiola (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
De conformidad con lo que establece el artículo 87 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados se cumple con la de-
claratoria de publicidad.

LEY DEL FOMENTO PARA LA LECTURAY EL LIBRO

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, con proyecto de decreto por el que se re-
forman los artículos 4o., fracción III, y 10, fracción VII, de
la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro

Honorable Asamblea

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
de conformidad con lo enunciado en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
de los artículos 80, 82, numeral 1, 85, 176 y 182, numeral
1, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta honorable asamblea el presente

Dictamen

I. Antecedentes

1. En la sesión de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión celebrada el día 10 de noviembre de
2015, el diputado Matías Nazario Morales, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional en la
LXIII Legislatura, presentó la iniciativa con proyecto de
decreto que modifica los artículos 4, fracción III y 10, frac-
ción VII de la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro.

2. La Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados turnó la iniciativa en comento a la Comisión de
Educación Pública y Servicios Educativos, para su estudio
y elaboración del dictamen correspondiente.

3. La Comisión de Educación Pública y Servicios Educati-
vos dio trámite de recibo e inició el análisis de la iniciati-
va.

II. Contenido de la Iniciativa

1. La iniciativa que es materia del presente dictamen tiene
el propósito de Adicionar el concepto de Biblioteca en la
Ley de Fomento para la Lectura y el Libro, entendida co-
mo el repositorio en el cual se preserva y difunde el cono-
cimiento concentrado en un acervo de libros, revistas, do-
cumentos, o cualquier otro medio, así como el promover la
distribución de libros, en formato físico y digital.

2. La iniciativa en comento propone reformar los artículos
4º, fracción III y 10º, fracción VII, de la Ley de Fomento
para la Lectura y el Libro.

3. La propuesta de reforma refiere que la biblioteca escolar
es una herramienta que se apoya en un proceso didáctico de
aprendizaje, genera una mayor cantidad de estrategias para
los docentes, se generan sujetos informados y que incluso
es una herramienta que puede ser aprovechada por medios
electrónicos.

Expresa el diputado proponente que la biblioteca escolar es
célula elemental de una comunidad educativa para sus dis-
tintas necesidades curriculares y culturales, ofreciendo más
oportunidades para interactuar con los libros de texto y que
el préstamo de libros se puede hacer de manera sencilla,
permitiendo actividades como las lecturas compartidas y la
conservación grupal del acervo.
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Manifiesta la importancia de impulsar la difusión de las bi-
bliotecas en el sistema educativo diseñando acciones co-
lectivas con las organizaciones no gubernamentales, me-
dios de comunicación, órdenes de gobierno, iniciativa
privada y sociedad civil a introducir la lectura dentro de
nuestro país y la mejor manera de hacer es en las escuelas
por medio de bibliotecas físicas o virtuales.

Refiere que la Organización de las Naciones Unidas para la
Educación, la Ciencia y la Cultura, ha señalado que las bi-
bliotecas son la fuerza viva de la educación, generan indi-
viduos con decisiones autónomas, generan progreso cultu-
ral de las personas y que algunos de los resultados de altos
índices de lectura o de buena cobertura de un sistema na-
cional bibliotecario son:

• Garantizar a todos los ciudadanos el acceso a la infor-
mación comunitaria;

• Fomentar el diálogo intercultural y favorecer la diver-
sidad cultural;

• Facilitar el acceso a la expresión cultural de todas las
artes;

• Brindar posibilidades para un desarrollo personal cre-
ativo; y

• Prestar apoyo a la autoeducación y la educación for-
mal en todos los niveles.

Finalmente señala que la biblioteca virtual es un conjunto
de colecciones que se publican vía web, al servicio de una
comunidad específica, que publica material de las propias
instituciones o de un sector en específico, se enfoca en el
modelo open-source, que permite una mayor accesibilidad
al sector que va dirigida la biblioteca virtual.

Resalta que algunos de los beneficios atribuibles a las bi-
bliotecas virtuales son: el acceso desde cualquier punto,
respaldo editorial, texto completo, actualización constante,
múltiples formatos, visibilidad de la institución o gobierno,
reducción de costos, control de accesos, beneficios a las
comunidades marginadas, apoyo a los sectores educativos
con contenidos de alto valor académico.

Concluye con la importancia que tienen las bibliotecas vir-
tuales, ya que el costo de oportunidades de implementar
modelos de bibliotecas abiertas sería oportuno en México
y fortalecería las políticas públicas educativas como “Mé-

xico Conectado” y las tablets a los niños de quinto de pri-
maria que claramente abonan a la disminución de la brecha
digital, de esta forma se estaría sumando a estas directrices
y beneficiaría a todos los niveles de la educación en Méxi-
co, como también brindaría mejores herramientas para la
educación docente.

IV. Consideraciones

Primero: Esta Comisión de Educación y Servicios Educa-
tivos analizó y discutió el contenido de la iniciativa sujeta
a Dictamen y determinó que lo procedente es proponer al
Pleno de la Cámara de Diputados la aprobación de este
Dictamen en sentido positivo, con modificaciones.

Segundo: En efecto, las diputadas y los diputados inte-
grantes de la Comisión de Educación y Servicios Educati-
vos estudiaron la iniciativa, la analizaron y tomaron en
consideración la importancia que tienen las bibliotecas pa-
ra complementar el fomento a la lectura entre los estudian-
tes de los diversos grados académicos, así como la preser-
vación de textos, ya sea de forma física y/o digital.

Tercero: Los integrantes de esta Comisión dictaminadora,
analizaron comparativamente el texto vigente con el pro-
puesto en la forma siguiente:



Con las anteriores adiciones se afirma que las bibliotecas
concentran un gran número de materiales que son de utili-
dad para el desarrollo de los individuos y con la aparición
de las Tecnologías de la Información y la Comunicación
(TIC), se suma la importancia que estén al alcance de todos
a través de las bibliotecas, ya sea para preservar documen-
tos o para facilitar el acceso de la información a todos
aquellos usuarios que asistan a una biblioteca.

Sin embargo en este sentido la Ley de Fomento para la
Lectura y el Libro, en su artículo 2 define a las Bibliotecas
escolares y de aula como: Acervos bibliográficos que la Se-
cretaría de Educación Pública y la Secretaría de Cultura,
con la concurrencia de las autoridades locales, selecciona,
adquiere y distribuye para su uso durante los procesos de
enseñanza y aprendizaje en las aulas y las escuelas públi-
cas de educación básica, mismo que fue modificado en di-
ciembre de 2015, incluyendo la participación de la Secre-
taría de Cultura, por lo que se considera innecesaria la
modificación de adicionar la definición de bibliotecas, to-

da vez que desde su creación las bibliotecas han sido espa-
cios creados para el fomento de la lectura.

Reiteramos, las bibliotecas son espacios que han ayudado
al reforzamiento de la enseñanza y la lectura, favoreciendo
los niveles educativos de las poblaciones, han sido espa-
cios idóneos para el esparcimiento cultural y recreativo y,
sobre todo, han sido instancias que dan solución a proble-
mas y a necesidades de información.1, así mismo de forma
transversal y de apoyo al fortalecimiento de las bibliotecas,
encontramos la creación de la Ley General de Bibliotecas,
expedida el 21 de enero de 1988, que tiene como finalidad
el fomentar la creación de estos espacios, por lo que se su-
ma al manifiesto de la Organización de las Naciones Uni-
das para la Educación la Ciencia y la Cultura (UNESCO)
sobre la biblioteca pública de 1994, define a la Biblioteca,
como un centro de información que facilita a los usuarios
todo tipo de datos y conocimientos. Asimismo entre las fi-
nalidades que puede tener la biblioteca se encuentra el cre-
ar y consolidar el hábito de la lectura en los niños desde los
primeros años, prestar apoyo a la autoeducación y la edu-
cación formal, brindar posibilidades para un desarrollo per-
sona creativa.

Asimismo esta comisión considera necesaria la modifica-
ción que realiza el proponente en los artículos 4 y 10 de la
Ley de Fomento a la Lectura, para armonizar esta ley con
el artículo 2 de la Ley General de Bibliotecas que estable-
ce: “se entenderá por biblioteca pública todo estableci-
miento que contenga un acervo impreso o digital de carác-
ter general superior a quinientos títulos, catalogados y
clasificados, y que se encuentre destinado a atender en for-
ma gratuita a toda persona que solicite la consulta o prés-
tamo del acervo en los términos de las normas administra-
tivas aplicables”, misma que contiene la utilización de los
medios digitales, para preservar y difundir el acervo de las
bibliotecas y que señala el número de contenidos mínimos
que debe tener una biblioteca pública.

En 2005 la UNESCO señaló que un cambio visible en los
mecanismos requeridos para la búsqueda de información y
que permite a cualquier mente humana razonable construir
nuevos saberes, se encuentra en las bibliotecas digitales, ya
que poseen una diversidad de información digitalizada, a la
cual se puede tener acceso y que de una forma física o tra-
dicional sería limitativo, ya que través de la conservación
del acervo de forma digital se puede consultar información
de todas partes del mundo.
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En este sentido en México la Secretaría de Educación Pú-
blica y el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, ma-
nifestaron la necesidad de dar un mayor impulso a la in-
vestigación e innovación y estrategias vinculadas
estrechamente con el trabajo técnico pedagógico, orienta-
das hacia los esfuerzos conjuntos de mejoramiento de los
logros de los alumnos y hacia la consolidación de la for-
mación y capacidades de maestros, directivos y sociedad,
por lo que en el plano tecnológico las bibliotecas deben
contener formatos electrónicos disponibles para la educa-
ción básica, ya que esta cobra vital importancia en el desa-
rrollo de los individuos.

Por lo que sin duda las bibliotecas que contiene acervos
virtuales balancean la familiaridad con novedades, así co-
mo en la aportación de conocimientos para todos aquellos
que hagan uso de las mismas.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comi-
sión de Educación y Servicios Educativos de la LXIII Le-
gislatura someten a consideración del Pleno de esta Hono-
rable Asamblea el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMAN LOS ARTÍCULOS 4 Y 10 DE LA LEY DE
FOMENTO PARA LA LECTURA Y EL LIBRO

Artículo Único. Se reforman los artículos 4, fracción III, y
10, fracción VII, de la Ley de Fomento para la Lectura y el
Libro, para quedar como siguen:

Artículo 4. La presente Ley tiene por objeto:

I. a II. ...

III. Fomentar y apoyar el establecimiento y desarrollo
de librerías, bibliotecas tradicionales y virtuales, y
otros espacios públicos y privados para la lectura y di-
fusión del libro;

IV. a VIII. ...

Artículo 10. Corresponde a la Secretaría de Educación Pú-
blica:

I. a VI. ...

VII. Promover el acceso y distribución de libros, en for-
mato físico y digital, fortaleciendo el vínculo entre es-
cuelas y bibliotecas públicas, en colaboración con las

autoridades educativas locales, las instituciones de edu-
cación superior e investigación, la iniciativa privada y
otros actores interesados, y

VIII. ...

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota:

1 Idem, Federico Hernández Pacheco, Marco Normativo e indicadores
de las bibliotecas públicas de México y Colombia.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2016.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, dipu-
tados: Hortensia Aragón Castillo (rúbrica), presidenta; María Esther
Guadalupe Camargo Félix (rúbrica), Martha Hilda González Calderón
(rúbrica), Miriam Dennis Ibarra Rangel (rúbrica), Matías Nazario Mo-
rales (rúbrica), Adriana del Pilar Ortiz Lanz (rúbrica), Rocío Matesanz
Santamaría (rúbrica), María del Rosario Rodríguez Rubio (rúbrica),
Patricia Elena Aceves Pastrana (rúbrica), Carlos Gutiérrez García, Jor-
ge Álvarez Máynez (rúbrica), María Luisa Beltrán Reyes, Jorgina Ga-
xiola Lezama (rúbrica), secretarios; Laura Mitzi Barrientos Cano (rú-
brica), Manuel Jesús Clouthier Carrillo (rúbrica), Hersilia Onfalia
Adamina Córdova Morán, Juana Aurora Cavazos Cavazos (rúbrica),
Delfina Gómez Álvarez (rúbrica), Gustavo Enrique Madero Muñoz,
Adolfo Mota Hernández (rúbrica), María Guadalupe Murguía Gutié-
rrez, María del Carmen Pinete Vargas (rúbrica), Yulma Rocha Aguilar,
María Guadalupe Cecilia Romero Castillo, Juan Carlos Ruiz García,
Francisco Alberto Torres Rivas (rúbrica), Luis Maldonado Venegas,
Francisco Martínez Neri (rúbrica), Cesáreo Jorge Márquez Alvarado
(rúbrica), Joaquín Jesús Díaz Mena (rúbrica), Virgilio Daniel Méndez
Bazán (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
De conformidad con lo que establece el artículo 87 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados se cumple con la de-
claratoria de publicidad.

El diputado José Erandi Bermúdez Méndez (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul del diputado Erandi Bermúdez, por fa-
vor. 



El diputado José Erandi Bermúdez Méndez (desde la
curul): Gracias, diputado presidente. Para solicitarle a esta
Presidencia que se conceda un minuto de silencio por el
diputado local Ricardo Torres Origel, quien falleció el do-
mingo pasado. Recordando a Ricardo Torres Origel, fue
diputado federal en la LVIII Legislatura. Senador de la Re-
pública, vicepresidente de la Mesa Directiva y un notable
político guanajuatense fallecido el domingo pasado. 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado. En unos minutos más, porque tenemos
varias peticiones en ese mismo sentido con personajes di-
ferentes.

El diputado Roberto Guzmán Jacobo (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul del diputado Roberto Guzmán, por fa-
vor. De la diputada... ¿Los dos? Roberto Guzmán, porque
me pidió la palabra hace unos minutos.

El diputado Roberto Guzmán Jacobo (desde la curul):
Sí, presidente. Buenos días, diputados, diputadas, para ex-
hortar al gobierno federal. Realmente es indignante ver la
inseguridad, la situación que se vive, principalmente en el
estado de Guerrero. 

Exhortamos al gobierno para emprender acciones de fon-
do, que se solucionen las acciones que vive el estado de
Guerrero; principalmente en el puerto de Acapulco. Los su-
cesos que acontecieron el domingo por la noche, donde hu-
bo una terrible balacera y, la verdad, donde ya la gente no
puede transitar por las calles por el miedo y la psicosis que
se vive en el puerto. 

Al mismo tiempo, solicitamos también el esclarecimiento
del militante de Morena que fue ejecutado brutalmente el
pasado jueves en Tecpan de Galeana, igual del estado de
Guerrero. Es cuanto, señor presidente. 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado. Se registran sus expresiones.

La diputada Araceli Damián González (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul de la diputada Araceli Damián. 

La diputada Araceli Damián González (desde la curul):
Para manifestar mi preocupación por la salida del GIEI,
exigiendo al gobierno de México que vea, que incluya en
las investigaciones algún órgano de la Comisión Interame-
ricana de los Derechos Humanos. No confiamos en las in-
vestigaciones realizadas por la Procuraduría General de la
República, han hecho muy mal trabajo y ha sido documen-
tado en el informe del GIEI. Como miembro de la Comi-
sión Especial también recuerdo que la Junta de Coordina-
ción Política no ha establecido fecha para que los padres
vengan a este recinto y estamos a punto de terminar este
periodo de sesiones, y lo están solicitando desde el mes de
febrero.

Así es que solicito que se dé atención a este caso, que es re-
almente lamentable y que necesitamos que haya una inves-
tigación profunda y que se amplíen las investigaciones de
acuerdo a las nuevas recomendaciones del GIEI que invo-
lucran a Policía Federal, a Policía Municipal de Huitzuco y
a muchos más agentes de las fuerzas del orden. Gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Damián. Los integrantes de la Junta de
Coordinación Política entiendo que han escuchado su pre-
ocupación en relación con una petición específica, y desde
luego que yo de cualquier manera le sugiero que a través
de la coordinación de su propio grupo parlamentario insis-
ta en el tema, si es tan amable.

El diputado Ricardo Taja Ramírez (desde la curul): Pre-
sidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Me había pedido la palabra aquí abajo, el diputado Taja.
Por favor.

El diputado Ricardo Taja Ramírez (desde la curul): Qué
tal, buenos días a todos. Pedirle a los tres órdenes de go-
bierno, con los lamentables hechos ocurridos el día domin-
go en el puerto de Acapulco, una mejor coordinación.

Lamentamos y exhortamos a los tres órdenes de gobierno,
al presidente municipal, al gobierno federal y al gobierno
del estado, una mejor coordinación por estos hechos ocu-
rridos, que nos han lacerado y nos han afectado la econo-
mía de Acapulco. Siendo un puerto que fue cuna interna-
cional para que todos hoy en día puedan visitar Acapulco,
que es un estado y un bello puerto. Y pedirles que regrese
la tranquilidad al bello puerto de Acapulco. Es cuanto,
diputado presidente.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Quedan registradas sus expresiones. Ya se había manifes-
tado también por una compañera diputada, en el mismo
sentido. 

La diputada Patricia Sánchez Carrillo (desde la curul):
Presidente, únicamente para llamar la atención de esta ho-
norable Cámara de Diputados, en el sentido de que el pa-
sado fin de semana, el senador por estado de Quintana Roo
y ex gobernador del mismo, se dio a la tarea de destruir los
pendones del candidato de la UNE, PAN-PRD en el esta-
do, provocando con esto la violencia y una falta de respeto
a la democracia y a la sociedad. Hoy día es el embajador,
pero de pendones.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Quedan registradas sus expresiones, diputada Sánchez.

La Cámara de Diputados da la bienvenida a este recinto le-
gislativo al destacado deportista Rommel Pacheco Marru-
fo –quien se encuentra aquí al frente–, quien con dedica-
ción, talento, disciplina y amor a México ha sobresalido
como clavadista en el escenario nacional e internacional.

Entre otros logros importantes, figuran el haber sido gana-
dor del Campeonato Mundial Universitario en 2005, el
cual lo hizo acreedor al Premio Nacional del Deporte en
ese mismo sentido; tres veces campeón panamericano y
único mexicano con un clavado perfecto en los Juegos Pan-
americanos de Guadalajara de 2011.

Ha tenido una brillante participación en los Juegos Olímpi-
cos de Atenas 2004 y en Pekín 2008. Asimismo, reciente-
mente participó en la Copa Mundial de Clavados celebrada
en Río de Janeiro, Brasil, donde obtuvo la medalla de oro.

Viene acompañado por su señora madre, doña Landy Ma-
rrufo; por su hermano Irak Marrufo y su entrenadora –que
no podía faltar–, la profesora Ma Jin.

Con la seguridad del gran papel que habrá de realizar nues-
tro distinguido visitante –el día de hoy– en los próximos
Juegos Olímpicos, le deseamos desde ahora el mejor de los
éxitos.

Desde luego, también sabemos que jugó un papel impor-
tante para que usted, sus familiares y la entrenadora estu-
vieran aquí, el diputado Pablo Gamboa Miner, presidente
de la Comisión de Deporte, a quien también saludamos por
supuesto con afecto.

Enhorabuena, campeón. Enhorabuena, Rommel Pacheco.
Siga dándole muchas glorias a México.

Le pido que pueda hacernos el favor de subir acá a esta tri-
buna para darle un reconocimiento expreso.

A Rommel también le preguntaron si quería ser diputado y
dijo que sí, que por eso quería ver cómo se avizoraba el es-
cenario desde aquí, desde la Mesa Directiva.

Pero antes daremos curso a peticiones que nos han formu-
lado tanto por la diputada Soralla Bañuelos como por el
diputado Erandi Bermúdez. En memoria del licenciado
Néstor de Buen, cuya personalidad y su trayectoria todo
mundo conocemos, ahorita ya hizo una referencia la dipu-
tada Bañuelos, muy breve. Y también en memoria del com-
pañero legislador Ricardo Torres Origel, al que se refirió
también con amplitud el diputado Erandi Bermúdez. Va-
mos a dar curso a estas dos en un solo acto, les pido que se
pongan de pie y luego daremos curso a las otras peticiones
que se nos han formulado.

(Minuto de silencio)

DICTÁMENES A DISCUSIÓN DE LEY Y DECRETO

DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA LA SUSCRIP-
CIÓN DEL CONVENIO CONSTITUTIVO DE LA COR-
PORACIÓN INTERAMERICANA DE INVERSIONES Y
QUE ESTABLECE BASES PARA SU EJECUCIÓN EN
MÉXICO

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El siguiente punto del orden del día es la discusión de dos
dictámenes de la Comisión de Hacienda y Crédito Público.
El primero con decreto por el que se reforma el artículo 9
del decreto por el que se autoriza la suscripción del Con-
venio Constitutivo de la Corporación Interamericana de In-
versiones y que establece bases para su ejecución en Méxi-
co. El segundo con proyecto de decreto por el que se
adiciona un segundo párrafo al artículo 5o de la Ley Orgá-
nica de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente.

La Secretaria diputada Verónica Delgadillo García:
«Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 9



del decreto por el que se autoriza la suscripción del Con-
venio Constitutivo de la Corporación Interamericana de
Inversiones y que establece bases para su ejecución en
México

HONORABLE ASAMBLEA

A la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cáma-
ra de Diputados de la LXIII Legislatura del Honorable
Congreso de la Unión, le fue turnada la minuta con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el artículo 9o. del
Decreto por el que se autoriza la suscripción del Convenio
Constitutivo de la Corporación Interamericana de Inversio-
nes y que establece bases para su ejecución en México,
misma que fue remitida por la Honorable Cámara de Sena-
dores, para sus efectos constitucionales.

Esta comisión legislativa que suscribe, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 39, numerales 1 y 3, y 45, nu-
meral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; así como los
artículos 80, 81, 82, 84, 85, 157, 158 y demás relativos y
aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
abocó al análisis, discusión y valoración del proyecto de
decreto que se menciona.

Asimismo, conforme a las consideraciones de orden gene-
ral y específico, como a la votación sobre el sentido del
proyecto de decreto de referencia realizaron los integrantes
de esta Comisión Legislativa, se somete a la consideración
de esta Honorable Asamblea, el siguiente:

DICTAMEN

ANTECEDENTES

1. En sesión ordinaria del Senado de la República de fe-
cha 19 de febrero de 2015, el Lic. Enrique Peña Nieto,
Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexi-
canos, presentó la iniciativa de decreto por el que se re-
forma el artículo 9o. del Decreto por el que se autoriza
la suscripción del Convenio Constitutivo de la Corpora-
ción Interamericana de Inversiones y que establece ba-
ses para su ejecución en México.

2. En su sesión del 10 de marzo de 2016, la Colegisla-
dora aprobó el dictamen correspondiente a la iniciativa
de referencia por 81 votos en pro, remitiendo la minuta
relativa a esta Cámara de Diputados para sus efectos
constitucionales.

3. En sesión ordinaria del 17 de marzo de 2016, con fun-
damento en el artículo 23, numeral 1, inciso f), de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, la Mesa Directiva de esta H. Cámara de
Diputados turnó la minuta antes señalada a la Comisión
de Hacienda y Crédito Público, para su estudio y dicta-
men mediante oficio DGPL 63-II-3-669.

4. Los Diputados integrantes de esta Comisión Legisla-
tiva, realizaron diversos trabajos, a efecto de contar con
mayores elementos que les permitieran analizar y valo-
rar el contenido de la citada minuta, expresar sus consi-
deraciones de orden general y específico a la misma, e
integrar el presente dictamen.

DESCRIPCIÓN DE LA MINUTA

La minuta tiene como primer objetivo armonizar con la
Constitución, el tratamiento que debe darse a las modifica-
ciones y enmiendas al Convenio Constitutivo de la Corpo-
ración Interamericana de Inversiones (CII), para lo cual se
propone reformar el artículo 9o. del Decreto por el que se
autoriza la suscripción del Convenio Constitutivo de la
Corporación Interamericana de Inversiones y que establece
bases para su ejecución en México, para que el Gobierno
Federal requiera la autorización del Senado de la Repúbli-
ca para aceptar enmiendas al Convenio, en concordancia
con los principios y reglas aplicables a los acuerdos y tra-
tados internacionales que han sido el fundamento jurídico
para que nuestro país participe en organismos financieros
internacionales.

Por su parte, el segundo objetivo que se plantea en la mi-
nuta en análisis, es la autorización al Gobierno Federal, a
través del Banco de México, para suscribir 207 acciones
con un valor total de 2 millones 70 mil dólares de los Esta-
dos Unidos de América, con el propósito de incrementar la
participación y presencia de nuestro país en organismos fi-
nancieros internacionales como los es el Convenio Consti-
tutivo de la Corporación Interamericana de Inversiones.

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN

PRIMERA. La Comisión de Hacienda y Crédito Público
considera oportuno recordar que la Corporación Interame-
ricana de Inversiones (CII) es una parte importante del
Grupo del Banco Interamericano de Desarrollo (BID),
constituida el 19 de noviembre de 1984, con el objeto de
promover el desarrollo económico de los países miembros
en proceso de desarrollo, mediante estímulos al estableci-
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miento, ampliación y modernización de empresas privadas,
prioritariamente de pequeña y mediana escala, de tal ma-
nera que complemente las actividades del Baco Interame-
ricano de Desarrollo.

En México, el H. Congreso de la Unión aprobó la suscrip-
ción del Convenio Constitutivo de la Corporación Inter-
americana de Inversiones y estableció las bases para su eje-
cución, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 10 de enero de 1986.

Posteriormente, en junio de 2001 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación el Decreto que autorizó al Gobier-
no Federal a realizar la suscripción de 3 mil 502 acciones
o partes sociales de organismo, por un monto de 35 millo-
nes 20 mil dólares de los Estados Unidos de América.

SEGUNDA. La Comisión que suscribe reconoce que his-
tóricamente, México ha tenido una participación activa en
la CII, tanto como país inversionista, como receptor de
asistencia técnica y beneficiario de financiamiento.

Específicamente, para México en 2013 la CII comprometió
financiamientos por un monto de 68 millones 900 mil dó-
lares de los Estados Unidos de América para apoyar em-
presas en los ramos de servicios financieros, vivienda, mi-
nería y procesos productivos. Adicionalmente, la CII
aprobó un préstamos de hasta 400 millones de pesos a un
banco de nicho especializado en microfinanzas, el cual
otorgará alrededor de 400 mil créditos a microempresarios
en zonas rurales del país.

Cabe señalar que la CII persigue el cumplimiento de su
mandato a través del apoyo a intermediarios financieros
privados, mismos que a su vez canalizan recursos a las pe-
queñas y medianas empresas, con lo que se han apoyado
más de 100 subproyectos en México.

TERCERA. La Comisión que dictamina tiene en conside-
ración que en el año 1999 la Asamblea de Gobernadores de
la CII aprobó la Resolución por la que se incrementa el ca-
pital accionario autorizado de la CII en 500 millones de dó-
lares, de los cuales Estados Unidos suscribió el 25 por
ciento (12 mil 500 acciones) que, sin embargo, hasta prin-
cipios de 2012 no había pagado en su totalidad y que pos-
teriormente, debido a presiones presupuestales y medidas
de austeridad no estuvo en posibilidades de pagar mil 581
acciones.

Por lo anterior, en octubre de 2012 la Asamblea de Gober-
nadores informó el monto de acciones disponibles, a fin de
realizar una oferta para suscribir dichas acciones. Para el
caso de México se le ofrecieron 207 acciones con valor to-
tal de 2 millones 70 mil dólares de los Estados Unidos de
América.

CUARTA. La que dictamina coincide con la Minuta en
análisis, en el sentido de que en el marco mundial los or-
ganismos financieros internacionales son un referente cla-
ve como una fuente de asistencia técnica de alta calidad y
financiamiento de proyecto s de alto impacto en el desa-
rrollo. Por ello, el propósito de incrementar la participación
y presencia de nuestro país en la CII es una oportunidad pa-
ra fortalecer la participación y liderazgo de México en la
región de América Latina y el Caribe.

Con la suscripción de las acciones que quedaron disponi-
bles y que fueron ofrecidas, el poder de voto de los países
que suscriban dichas acciones se incrementará, y en el ca-
so de México, pasará de 7.22 por ciento a 7.38 por ciento,
por lo que la Comisión que suscribe coincide con los tér-
minos de la Minuta al respecto.

Además, esta Comisión que dictamina considera adecuado
aprobar la Minuta de la Colegisladora al observar que la
propuesta es congruente con el Quinto Eje de Gobierno del
Ejecutivo Federal, que busca “lograr que México sea un
actor con responsabilidad global. Un país con participa-
ción propositiva en el mundo, dispuesto a fomentar la co-
operación entre las naciones, con una diplomacia moder-
na e innovadora. México debe contribuir a la estabilidad
en un mundo convulso, una voz que se escuche, una voz
que defienda la libertad y promueva un orden más justo y
un mundo sustentable en el Siglo XXI.” De igual manera,
la participación de México en la CII es acorde a las accio-
nes propuestas por el Ejecutivo Federal en el Plan Nacio-
nal de Desarrollo 2013-2018.

QUINTA. Por lo que respecta a la armonización de los
principios y reglas aplicables a los acuerdos y tratados in-
ternacionales que han sido el fundamento jurídico para que
nuestro país participe en organismos financieros interna-
cionales como el que nos ocupa, la que dictamina conside-
ra importante mencionar que en el momento en que inició
su vigencia el decreto de la materia, la fracción X del artí-
culo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, disponía como facultades y obligaciones del
Presidente de la República, entre otras, “Dirigir las nego-



ciaciones diplomáticas y celebrar tratados con las poten-
cias extranjeras, sometiéndolos a la ratificación del Con-
greso Federal”.

En este sentido, hasta antes de la reforma constitucional
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de ma-
yo de 1988, la participación de nuestro país en un organis-
mo financiero internacional, como es el caso del BID, se
realizó mediante la expedición de diversos decretos que au-
torizaron la suscripción de los convenios constitutivos de
distintos organismos financieros internacionales.

Consecuentemente, resultó conveniente introducir modifi-
caciones al texto de la fracción X del artículo 89, ajustan-
do la expresión correspondiente a la ratificación de los tra-
tados por “El Congreso Federal”, para hacerla congruente
con los artículos 76, fracción I y 133 de la propia Consti-
tución, que precisan que tal acto aprobatorio corresponde
exclusivamente al Senado.

Por tal motivo y después de las posteriores reformas a di-
cha fracción X de artículo 89 constitucional, aprobadas por
el Constituyente Permanente en los años 2007 y 2011, el
texto actual de la fracción que nos ocupa, a la letra señala:

“Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presi-
dente, son las siguientes:

I. a IX. ...

X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados inter-
nacionales, así como terminar, denunciar, suspender,
modificar, enmendar, retirar reservas y formular decla-
raciones interpretativas sobre los mismos, sometiéndo-
los a la aprobación del Senado. En la conducción de tal
política, el titular del Poder Ejecutivo observará los si-
guientes principios normativos: la autodeterminación de
los pueblos; la no intervención; la solución pacífica de
controversias; la proscripción de la amenaza o el uso de
la fuerza en las relaciones internacionales; la igualdad
jurídica de los Estados; la cooperación internacional pa-
ra el desarrollo; el respeto, la protección y promoción de
los derechos humanos y la lucha por la paz y la seguri-
dad internacionales;

XI. a XX. ...”

De conformidad con lo anterior, esta Comisión que suscri-
be coincide con la Colegisladora en la necesidad de armo-
nizar el tratamiento que debe darse a las modificaciones y

enmiendas al Convenio Constitutivo de la Corporación
Interamericana de Inversiones, en atención a la naturaleza
del instrumento jurídico internacional de que se trata, por
lo que se coincide y considera oportuno reformar el Artí-
culo 9 del Decreto en comento como lo propone la minuta,
para señalar que el Gobierno Federal requerirá la autoriza-
ción expresa del Senado para la terminación, denuncia,
suspensión, modificación, enmienda, retiro de reservas y
formulación de declaraciones interpretativas del Convenio
Constitutivo de la Corporación Interamericana de Inversio-
nes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 76,
fracción I, segundo párrafo, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los miembros de
la Comisión de Hacienda y Crédito Público, de la Cámara
de Diputados de la LXIII Legislatura del Honorable Con-
greso de la Unión, que suscriben, se permiten someter a la
consideración de esta Honorable Asamblea, la aprobación
del siguiente proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCU-
LO 9o. DEL DECRETO POR EL QUE SE AUTORIZA
LA SUSCRIPCIÓN DEL CONVENIO CONSTITUTIVO
DE LA CORPORACIÓN INTERAMERICANA DE IN-
VERSIONES Y QUE ESTABLECE BASES PARA SU
EJECUCIÓN EN MÉXICO.

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforma el artículo 9o. del
decreto por el que se autoriza la suscripción del Convenio
Constitutivo de la Corporación Interamericana de Inversio-
nes y que establece bases para su ejecución en México, pa-
ra quedar como sigue:

ARTÍCULO 9o.- El Gobierno Federal requerirá la aproba-
ción de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 76, fracción
I, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para la terminación, denuncia, sus-
pensión, modificación, enmienda, retiro de reservas y for-
mulación de declaraciones interpretativas del Convenio
Constitutivo de la Corporación Interamericana de Inversio-
nes.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Gobierno Fede-
ral, para que, por conducto del Banco de México, efectúe
la suscripción adicional de 207 acciones de la Corporación
Interamericana de Inversiones, hasta por el equivalente a
2,070,000 (dos millones setenta mil) dólares de los Estados
Unidos de América.
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ARTÍCULO TERCERO. Se autoriza al Ejecutivo Fede-
ral para actualizar la suscripción adicional de acciones de
la Corporación Interamericana de Inversiones que a Méxi-
co corresponde hasta por los montos máximos autorizados,
de conformidad con lo dispuesto en el ARTÍCULO SE-
GUNDO anterior.

TRANSITORIO

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en la sala de comisiones de la Honorable Cámara de Diputados,
en la Ciudad de México, a los trece días del mes de abril de dos mil
dieciséis.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Gina An-
drea Cruz Blackledge (rúbrica), presidenta; Mariana Benítez Tiburcio,
Charbel Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), Ricardo David García Porti-
lla, Miguel Ángel González Salum (rúbrica), Fabiola Guerrero Aguilar
(rúbrica), Noemí Zoila Guzmán Lagunes (rúbrica), María Esther de Je-
sús Scherman Leaño (rúbrica), Herminio Corral Estrada (rúbrica), Car-
los Alberto de la Fuente Flores (rúbrica), Armando Alejandro Rivera
Castillejos (rúbrica), Fidel Calderón Torreblanca, Waldo Fernández
González, Carlos Hernández Mirón, Lucia Virginia Meza Guzmán,
Adriana Sarur Torre (rúbrica), Juan Romero Tenorio (rúbrica en abs-
tención), María Elena Orantes López, Luis Alfredo Valles Mendoza
(rúbrica), Hugo Eric Flores Cervantes (rúbrica), secretarios; Yerico
Abramo Masso (rúbrica), Marco Polo Aguirre Chávez (rúbrica), Ale-
jandro Armenta Mier (rúbrica), Pablo Basáñez García (rúbrica), Jesús
Ricardo Canavati Tafich (rúbrica), Jorge Enrique Dávila Flores (rúbri-
ca), Federico Döring Casar, Óscar Ferrer Ábalos (rúbrica), Javier Oc-
tavio Herrera Borunda, Miguel Ángel Huepa Pérez (rúbrica), Fidel Ku-
ri Grajales (rúbrica), Carlos Lomelí Bolaños (rúbrica), Vidal Llerenas
Morales, Rosa Elena Millán Bueno, Tomás Roberto Montoya Díaz (rú-
brica), Matías Nazario Morales, Javier Antonio Neblina Vega, Jorge
Carlos Ramírez Marín, César Augusto Rendón García (rúbrica), José
Antonio Salas Valencia (rúbrica), Miguel Ángel Salim Alle (rúbrica),
Nancy Guadalupe Sánchez Arredondo (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se informa a la asamblea que la fundamentación de los dos
dictámenes se hará en un solo acto, así como el posiciona-
miento de los grupos parlamentarios.

Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, la diputada Gi-
na Andrea Cruz Blackledge para fundamentar los dictáme-
nes, de conformidad con lo establecido en nuestro Regla-
mento de la Cámara de Diputados. Adelante, diputada.

La diputada Gina Andrea Cruz Blackledge: Gracias.
Con su venia, señor presidente. Compañeras diputadas y
compañeros diputados, el día de hoy vengo a presentar an-
te ustedes dos proyectos de decreto de la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público.

El primero de ellos que se pone a su consideración corres-
ponde a una minuta de la Cámara de Senadores que remi-
tió a esta Cámara de Diputados, por el que se reforma el ar-
tículo 9 del Decreto por el que se autoriza la suscripción
del Convenio Constitutivo de la Corporación Interamerica-
na de Inversiones y que establece las bases para su ejecu-
ción en México, sobre el cual la Comisión de Hacienda y
Crédito Público realizó diversos trabajos de análisis.

La minuta dispone de dos objetivos:

El primero de ellos es el de armonizar con la Constitución
el tratamiento que debe darse a las modificaciones y en-
miendas al Convenio Constitutivo de la Corporación Inter-
americana de Inversiones, para que el gobierno federal re-
quiera la autorización del Senado de la República para
aceptar enmiendas al convenio, en concordancia con los
principios y reglas aplicables a los acuerdos y tratados in-
ternacionales, que han sido el fundamento jurídico para
que nuestro país participe en organismos financieros inter-
nacionales.

El segundo objetivo que se plantea es la autorización al go-
bierno federal, a través del Banco de México, para suscri-
bir 207 acciones de la corporación con el valor total de 2
millones 700 mil dólares de los Estados Unidos de Améri-
ca, a fin de incrementar la participación y presencia de
nuestro país en organismos financieros internacionales, co-
mo lo es el Convenio Constitutivo de la Corporación Inter-
americana de Inversiones.

Quiero mencionar que la Corporación Interamericana de
Inversiones forma parte del grupo del Banco Interamerica-
no de Desarrollo, y tiene por objeto promover el desarrollo
económico de los países miembros en proceso de desarro-
llo mediante estímulos al establecimiento, ampliación y
modernización de empresas privadas, a través de présta-
mos, inversiones de capital, garantías y provisión de asis-
tencia técnica.

En México, el honorable Congreso de la Unión aprobó la
suscripción del Convenio Constitutivo de la Corporación
Interamericana de Inversiones y estableció las bases para



su ejecución mediante decreto publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 10 de enero de 1986.

Desde ese momento México ha tenido una participación
activa en dicho organismo, tanto como país inversionista
como receptor de asistencia técnica y beneficiario de fi-
nanciamiento.

Específicamente para México en 2013 la Corporación
Interamericana de Inversiones comprometió financiamien-
tos por un monto de 68 millones 900 mil dólares de los Es-
tados Unidos de América, para aprobar empresas en los ra-
mos de servicios financieros, vivienda, minería y procesos
productivos, entre otras acciones importantes.

Ahora bien. En el año de 1999 la Asamblea de Gobernado-
res de la Corporación Interamericana de Inversiones apro-
bó la resolución por la que se incrementa su capital accio-
nario en 500 millones de dólares de los Estados Unidos de
América suscribió el 25…, y de los cuales Estados Unidos
de América suscribió el 25 por ciento, pero no estuvo en
posibilidades de pagar mil 581 acciones. Por lo anterior, en
octubre de 2012 la Asamblea de Gobernadores acordó rea-
lizar una oferta para suscribir dichas acciones.

Para el caso de México, se le ofrecieron 207 acciones con
valor total de 2 millones, 700 dólares de los Estados Uni-
dos de América. En ese sentido, el propósito de incremen-
tar la participación y presencia de nuestro país en la Cor-
poración Interamericana de Inversiones representa una
oportunidad para fortalecer la participación y liderazgo de
México en la región de América Latina y el Caribe, ya que
con su suscripción de las acciones que quedaron disponi-
bles y que fueron ofrecidas, el poder de voto de él en el ca-
so de México pasará de 7.22 por ciento a 7.38 por ciento.

Finalmente quisiera resaltar que la participación de Méxi-
co en la Corporación Interamericana de Inversiones se en-
cuentra acorde con las acciones propuestas en el Plan Na-
cional de Desarrollo 2013-2018 y que en este mundo
globalizado las relaciones exteriores y el trabajo conjunto
de los países de la región son cada vez más requeridos pa-
ra lograr un mejor entorno económico y político, más ar-
monioso y con mayor prosperidad.

El segundo dictamen que está a su consideración es el re-
lativo al proyecto de decreto por el que se adiciona un se-
gundo párrafo al artículo 5o de la Ley Orgánica de la Pro-
curaduría de la Defensa del Contribuyente.

Al respecto, los contribuyentes constituyen la principal
fuente de ingresos de todo Estado moderno y la recauda-
ción de estas contribuciones constituye un elemento indis-
pensable y de gran relevancia para el desarrollo de la acti-
vidad ministrativa y la función pública.

Por su parte, debe reconocerse que el sistema tributario en
México tiene una ministración compleja debido en parte a
que la multiplicidad de impuestos, exenciones, tasas dife-
renciadas e impuestos especiales. A esto debe sumársele la
constante evolución en materia fiscal, misma que se actua-
liza anualmente, lo que propicia que los contribuyentes no
cumplan a cabalidad con las obligaciones y ejerzan sus de-
rechos a plenitud.

En 2005 se publicó la Ley Federal de Derechos del Contri-
buyente, la cual sentó las bases para el desarrollo de un ré-
gimen que garantice a los contribuyentes una mayor segu-
ridad jurídica, una simplificación en los trámites fiscales y
la limitación de la discrecionalidad de las autoridades fis-
cales federales, en detrimento de sus derechos.

Asimismo con la publicación del decreto de la Ley Orgá-
nica de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente en
2006, se creó una institución basada en la figura del Om-
budsman para proteger los derechos y las garantías de los
contribuyentes mediante la asesoría, representación y de-
fensa, así como la recepción de quejas y emisión de reco-
mendaciones en materia fiscal.

La Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, surgió de
la necesidad de fortalecer la relación entre las autoridades
fiscales y los contribuyentes, se constituyó como organis-
mo público centralizado, no sectorizado, con autonomía
técnica funcional y de gestión, cuya principal función es la
de observar las acciones de las autoridades, a efecto de ve-
lar en todo momento por la protección, defensa, salvaguar-
da de los derechos de los pagadores de impuestos, además
de investigar incluso de manera oficiosa las violaciones
que pueden llegar a cometerse en este perjuicio.

La fracción XV del artículo 5o. de la Ley Orgánica de la
Procuraduría de la Defensa del Contribuyente establece
que se tendrá la atribución de fomentar y difundir una nue-
va cultura contributiva, realizando campañas de comunica-
ción, difusión social respecto de los derechos y garantías
de los contribuyentes, proponiendo mecanismos que alien-
ten a estos a cumplir voluntariamente con sus obligaciones
tributarias de las atribuciones y límites de las autoridades
fiscales, quienes deberán actuar en estricto apego a la lega-
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lidad. No obstante dichos esfuerzos no han sido suficientes
para las condiciones demográficas de México.

Por lo anterior, el proyecto que se somete a su considera-
ción propone dotar a la Prodecon de la atribución de for-
mular programas educativos y de índole en materia de cul-
tura fiscal y contributiva, con la intención de poder llegar a
los diferentes sectores y niveles de la población, principal-
mente a los jóvenes, niños, para efecto de ir generando una
cultura fiscal contributiva a temprana edad, con la cual co-
nozcan perfectamente sus derechos y obligaciones.

Cabe mencionar que la atribución que se pretende dar a
Prodecon propiciaría la armonización en el actuar de los
órganos especializados en la defensa de los derechos de los
mexicanos, como es el caso de la Comisión Nacional para
la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Fi-
nancieros, la cual está facultada legalmente para elaborar y
proponer a las autoridades competentes en materia finan-
ciera programas educativos y de índole en materia de cul-
tura financiera.

Honorable asamblea, considerando que México es un país
con una presencia importante en el grupo del Banco Inter-
americano de Desarrollo y en la región, solicito su voto
aprobatorio al primer proyecto de decreto, con la finalidad
de fortalecer la posición geoestratégica en el exterior y en
particular en la región de América Latina y el Caribe.

Asimismo, respecto al segundo dictamen, debo destacar
que un ciudadano bien informado fortalece directamente a
la democracia, las instituciones y el entorno social en todas
sus directrices.

Es por ello, que a nombre de la Comisión de Hacienda y
Crédito Público solicito el voto aprobatorio de dichos dic-
támenes a esta asamblea. Por su atención, muchas gracias.
Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Cruz. Saludamos la presencia de estu-
diantes del Centro Educativo Nivel Primaria Mapi, de Sa-
lamanca, Guanajuato, invitados por la diputada Karina Pa-
dilla Ávila.

Igualmente, de alumnos y maestros de la escuela primaria
Melchor Ocampo, del sexto grado, de Texcoco, estado de
México, invitados por la diputada Delfina Gómez Álvarez.
Así como de estudiantes de la universidad Instituto Tecno-
lógico, de la licenciatura de contaduría, San Martín Tex-

melucan, invitados por el diputado Rubén Alejandro Garri-
do Muñoz. Sean todas y a todos ustedes bienvenidos a es-
te recinto parlamentario de San Lázaro.

Y para fijar la posición de su respectivo grupo parlamenta-
rio ya tenemos integrada una lista de una diputada y de
diputados. En consecuencia tiene la palabra el diputado
Manuel Jesús Clouthier Carrillo, diputado independiente.

El diputado Manuel Jesús Clouthier Carrillo: Con su
venia, señor presidente. En el argot del sector empresarial
nos dicen que dirigir es educar. Pudiéramos trasladar esta
idea al ámbito de gobierno diciendo que gobernar es edu-
car, y pocas cosas, compañeros diputados, educan tanto,
como el pago de impuestos, y saben por qué, porque duelo
mucho pagar impuestos, y precisamente por eso es educa-
tivo pagar impuestos, porque nos haría precisamente a los
mexicanos mucho más exigentes con nuestro gobierno si
estuviéramos mejor formados en el ámbito del pago de los
impuestos.

Pero la educación tributaria y fiscal tiene dos vertientes,
tiene la vertiente del ingreso fiscal y tiene la vertiente del
gasto fiscal. Y no educa, compañeros, no educa al ciudada-
no esconder el IVA en el precio.

Al contrario, educa al ciudadano en el pago de impuestos
el desglosárselo y que sepa que cada vez que paga, cuánto
está pagando de impuestos. Eso es educativo, desglosarle
el impuesto, no escondérselo.

Tampoco educa cuando las administraciones municipales
son pésimas cobradoras del impuesto predial, ¿por qué?
Porque si algo tiene la característica del impuesto predial,
que es educativo por excelencia, es que el contribuyente o
el causante del impuesto predial tiene una propiedad raíz,
es decir, tiene un patrimonio.

Pero tampoco educa hacer mal uso del recurso público. Es
decir, tampoco educa lo que permanentemente le ilustra-
mos al ciudadano cuando se derrocha el gasto público, o
peor, cuando se corrompe en el uso de los recursos públi-
cos. Eso tampoco educa.

Así pues, tampoco se educa cuando en el contexto del pa-
go de impuestos en el gobierno federal, muchos de los al-
tos funcionarios reciben sus sueldos por dos partidas, una
por arriba de la mesa y otra por debajo de la mesa. Una
pues sobre la cual se pagan los impuestos y el otro ingreso
no paga impuestos. No educa.
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Queremos pues, fomentar la cultura tributaria, la cultura
fiscal en nuestro país no debe ser exclusivamente a través
de campañas de publicidad. Tampoco exclusivamente a tra-
vés de programas como se pretende hacer, que son necesa-
rios, sino tiene que ser con el criterio de que gobernar es
educar, y cada vez que actuamos o dejamos de actuar es-
tamos educando o maleducando. Es cuanto, señor presi-
dente.

Presidencia del diputado 
Jerónimo Alejandro Ojeda Anguiano

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Clouthier. Tiene el uso de la
voz, hasta por tres minutos, el diputado José Alfredo Fe-
rreiro Velazco, del Partido Encuentro Social.

El diputado José Alfredo Ferreiro Velazco: Con la venia
de la Presidencia. Distinguidos diputadas y diputados, este
día en nombre del Grupo Parlamentario de Encuentro So-
cial vengo a posicionar los dos dictámenes de la Comisión
de Hacienda y Crédito Público, ya que estamos convenci-
dos de la necesidad que tiene nuestro país de un mayor cre-
cimiento económico que permita sostener e impulsar el de-
sarrollo económico y social del país.

De este modo, vemos en la Cooperación Internacional el
instrumento estratégico que tenemos los países de ingresos
medios para acceder a mejores niveles de bienestar, por
medio del flujo de capitales orientados a la inversión pro-
ductiva. 

En ese sentido, nuestro país forma parte de este grupo des-
de 1986, denominado Corporación Interamericana de In-
versiones, que tiene como objetivo promover el desarrollo
de América Latina y el Caribe a través de respaldar pro-
yectos de empresas de propiedad estatal y el sector priva-
do, mediante préstamos, inversiones de capital, garantías, y
también otorga servicios de asesoría y capacitación. 

México se ha visto beneficiado por dicho organismo, toda
vez que además de recibir asistencia técnica de diversos te-
mas, desde 1990 a 2015 se han financiado 97 proyectos por
un monto de 598 millones 395 mil dólares. Es por ello que
para nosotros el presente dictamen representa una oportu-
nidad para continuar impulsando la inversión del país. 

Igualmente, con el presente decreto se armoniza el artículo
9 del decreto por el cual se autoriza la suscripción del con-
venio consultivo de la Corporación Interamericana de In-

versiones, con lo establecido en el artículo 76 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
que el gobierno federal requiera la autorización del Senado
para aceptar enmiendas al convenio. 

Pero también el Grupo Parlamentario de Encuentro Social
ve importantes los esfuerzos que al interior hagamos para
mejorar las condiciones de vida de nuestros ciudadanos. Es
por ello que consideramos que las aportaciones económi-
cas que realizan los particulares del Estado a través de con-
tribuciones con las fuentes de ingresos que mejor consoli-
da y estabiliza, que es el tema de los impuestos. 

Antes, hay que recordar, estaba basado nuestro ingreso en
el tema petrolero. Hoy hemos visto con gran satisfacción
cómo se ha ido mejorando el ingreso del sector guberna-
mental, ya que hemos pasado de cantidades importantes
que teníamos a recibir hoy más de 34 por ciento de incre-
mento en la presentación de impuestos. 

Es por eso que vemos con buenos ojos que México sigue
avanzando y que ve que el incremento en la recaudación
fiscal de 2013 a 2015 haya pasado al 52 por ciento. Y que-
remos decir que vamos a apoyar esta iniciativa porque ve-
mos que entre todos ha sido un esfuerzo. México va a avan-
zar. Que todos podamos contribuir, que todos podamos
decidir el rumbo de nuestro país con nuestra contribución
fiscal y es importante que la Secretaría de Hacienda facili-
te el pago de los impuestos. Hemos avanzado, pero falta
mucho, mucho por hacer. Muchas gracias.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Ferreiro. Es el turno para el
diputado Luis Alfredo Valles Mendoza, del Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza.

El diputado Luis Alfredo Valles Mendoza: Con su per-
miso, diputado presidente. Compañeras y compañeros
diputados, en Nueva Alianza establecimos como estrategia
legislativa fomentar el desarrollo económico que garantiza
el mejoramiento de las condiciones para el crecimiento
personal y el bienestar social de los hogares mexicanos.

Para lograr lo anterior planteamos como eje de acción la
simplificación del sistema fiscal y la protección de los de-
rechos de los contribuyentes con pleno respeto a los prin-
cipios de equidad y proporcionalidad. Los dictámenes que
hoy se ponen a consideración del pleno tienen como finali-
dad fortalecer el marco financiero internacional de nuestro
país, así como mejorar el sistema fiscal mexicano.
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Es por ello, que se ratifica la presencia de México en la
Corporación Interamericana de Inversiones a través del in-
cremento y el ajuste de la participación que se tiene en el
financiamiento de la misma. Nueva Alianza votará a favor,
en atención al principio de reciprocidad internacional. 

Por otro lado, merece mención especial el dictamen que
tiene por objeto fortalecer las facultades de la Procuraduría
de la Defensa del Contribuyente, mejor conocida como
Prodecon, con la finalidad de que pueda llevar a cabo su
misión de protección de los derechos y garantías de los
contribuyentes, mediante la asesoría, representación y de-
fensa jurídica en materia fiscal.

Cabe destacar que la baja recaudación fiscal en México re-
presenta un reto que año con año se ve reflejado en los in-
gresos del estado, mismos que son insuficientes para aten-
der las grandes necesidades sociales que generen bienestar
a los mexicanos. Una de las razones de lo anterior tiene que
ver con la falta de una cultura contributiva, tanto en ciuda-
danos como en servidores públicos que dificultan el pago
de los impuestos.

Bajo dicho contexto, Nueva Alianza presentó la iniciativa
que fue aprobada por el pleno de la Comisión de Hacienda
y Crédito Público, con el objeto de que la Prodecon tenga
la atribución de establecer programas educativos en mate-
ria de cultura fiscal y contributiva.

Lo anterior con el objetivo de poder llegar a los diferentes
sectores y grupos de edades de la población, principalmen-
te a los niños y jóvenes para que al momento de iniciar su
vida contributiva entiendan los alcances y derechos que tie-
nen derivado del pago de sus contribuciones.

En nuestra agenda legislativa establecimos a la educación
como eje estratégico, ya que fomenta la movilidad social y
es capaz de transformar el desarrollo de México. En este
sentido debemos promover un sistema educativo flexible,
tanto en la operación de las escuelas como en la planeación
de los programas de estudio; que cubran todas las áreas del
conocimiento, incluyendo la materia fiscal.

Me permito destacar la suma de voluntades políticas de los
integrantes que conforman la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público que permitieron modificar la Ley Orgánica de
la Procuraduría de la Defensa de los Contribuyentes, efec-
to de que proponga a las autoridades competentes progra-
mas para difundir la cultura tributaria a partir de las bases
que para tales efectos expida su órgano de gobierno.

En Nueva Alianza nos queda claro que la falta de progra-
mas educativos en materia fiscal inhibe el pago voluntario
de impuestos, aunado a la excesiva y compleja regulación
que dificulta el cumplimiento de las obligaciones.

Cabe destacar que la propia Ley Federal de los Derechos
del Contribuyente establece que las autoridades fiscales
deberán realizar campañas de difusión a través de medios
masivos de comunicación para fomentar y generar en la
población mexicana la cultura contributiva y divulgar los
derechos del contribuyente.

En Nueva Alianza votaremos a favor del presente dictamen
porque creemos necesaria la difusión de las obligaciones
tributarias, pero sobre todo para brindar mayor informa-
ción y conocimiento sobre los derechos de los contribu-
yentes. Es decir, impulsar una cultura fiscal y contributiva
en todos los ciudadanos con el propósito de promover una
mejor distribución del ingreso de nuestro país.

Invito a todos ustedes a votar en favor de la educación en
México. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Valles. Es el turno para el
diputado Carlos Lomelí Bolaños, hasta por tres minutos, de
la fracción parlamentaria de Movimiento Ciudadano.

El diputado Carlos Lomelí Bolaños: Muchas gracias.
Con su venia, señor presidente. Compañeras y compañeros
diputados, a nombre del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, hoy venimos a dar un posicionamiento,
por supuesto, a favor, de los dictámenes por el que se re-
forma el artículo 9 del decreto por el que se autoriza la sus-
cripción del convenio constitutivo de la Corporación Inter-
americana de Inversiones que se establece en base para su
ejecución en México, y adiciona de un segundo párrafo al
artículo 5o., de la Ley Orgánica de la Procuraduría de la
Defensa del Contribuyente, porque entendemos que hoy te-
nemos que adecuar y actualizar los convenios establecidos
y suscritos por otros entes internacionales. Es por ello que
en el primer dictamen que habla del artículo 9 que hoy se
vota, el10 de enero de 1986 se aprobó la suscripción del
convenio constitutivo de la Corporación Interamericana de
Inversiones, y estableció las bases para la ejecución me-
diante el decreto publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Se reconoce históricamente México, ha tenido una partici-
pación activa en la Corporación Interamericana de Inver-
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sionistas, tanto como país inversionista como receptor,
asistencia técnica, beneficiario y de financiamiento. Esto
sirve para apoyar a la ciudadanía, para la implementación
de empresas en los aramos de servicios de vivienda, minería,
procesos productivos, y los servicios de financiamiento. El
propósito es incrementar la participación y la presencia de
que nuestro país en la Corporación Interamericana de In-
versiones, siendo una oportunidad para fortalecer el desa-
rrollo, la participación y el liderazgo de México en la re-
gión de América Latina y el Caribe, en la cual se abre un
abanico de oportunidad.

En el segundo dictamen, en lo que se refiere al tema de es-
tablecer que la Procuraduría de la Defensa del contribuyen-
te elaborará y propone a las autoridades correspondientes,
programas educativos a partir de la base de lineamientos
que para tales efectos expida su órgano de gobierno, sien-
do el ente educando la Procuraduría de la Defensa del Con-
tribuyente, Prodecon, el cual tenga las facultades para pro-
poner programas educativos en materia de cultura fiscal.
Es de entenderse que el ciudadano tendrá conocimiento
más claro de sus obligaciones y derechos fiscales a través
de estos programas.

Es por ello que conscientes de las bondades que contienen
los presentes dictámenes, Movimiento Ciudadano vota a
favor de todos los beneficio para los ciudadanos y, sobre
todo, cuidando sus bienes. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Lomelí. La Cámara de
Diputados les brinda un cordial saludo a estudiantes prove-
nientes del Centro Universitario de Tonalá, Jalisco, invita-
dos por la diputada Laura Nereida Plascencia Pacheco. Se-
an ustedes bienvenidos.

Tiene el uso de la voz, hasta por tres minutos, el diputado
Juan Romero Tenorio, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena.

El diputado Juan Romero Tenorio: Con su venia, presi-
dente. Diputadas, diputados, en estos tiempos en que se
discute la transparencia y la rendición de cuentas es positi-
va esta propuesta para dotar de facultades en materia de
educación tributaria. 

Es una propuesta que Morena votará a favor, puesto que
abona fomentar esta cultura de obligaciones y derechos de
los ciudadanos, pero también queremos que abonen no so-
lamente a obligaciones y derechos, sino también que sepan

los educandos que hay información a la que tienen dere-
cho.

Transparentar toda la información hacendaria en cómo se
obtiene el ingreso de la Federación y de los estados y mu-
nicipios y cómo se ejerce, es parte de esta nueva cultura
educativa tributaria. Es loable la propuesta, Morena votará
a favor.

El primer dictamen que se presenta sobre el Convenio pa-
ra la Corporación Interamericana de Inversiones, Morena
va a votar en contra. ¿Por qué? Porque de nueva cuenta
acudimos a la transparencia. Sabemos que todos los orga-
nismos internacionales, los financieros, el Banco Mundial,
el Banco Interamericano de Desarrollo, esta Corporación
Interamericana de Inversiones se fondean con los recursos
de las reservas de los bancos centrales. Esta corporación
está fondeada por bancos europeos y asiáticos, y de los
cuales también fondea el Banco de México, por eso ad-
quieren nuevas acciones o se nivela en su corresponsabili-
dad en las acciones adquiridas.

El problema es, ¿Para qué se destinan estos recursos? En la
misma página de internet se publica a quienes se destinan,
Ecoblock International, Progresemos S.A de CV, una So-
fom, una Sofom que aclara en su propia página que tiene
como objetivo promover microcréditos para que activida-
des productivas y que de conformidad con el artículo 87-J
de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxi-
liares de Crédito, no requiere autorización de Hacienda pa-
ra sus operaciones, ni tampoco está sujeta a supervisión de
la Comisión Nacional Bancaria.

Revisemos a dónde se destinan esos créditos, quiénes ca-
nalizan, quiénes hacen gestión y a qué empresas benefi-
cian, porque no se está atendiendo al fondo, al objetivo del
fondo que se crea.

Se está desviando un recurso para empresas que no necesi-
tan este tipo de financiamiento internacional y, sin embar-
go, lo obtienen para lucrar en tierra nacional, algunas de
esas empresas beneficiadas su matriz es internacional. Te-
nemos que revisar esa parte de a quién beneficia este fi-
nanciamiento internacional.

Como no hay claridad en la información, no hay claridad
de las empresas que se han beneficiado con estos créditos,
no hay claridad ni transparencia en cómo se han utilizado
y qué efecto social tienen en las zonas donde desarrollan su
actividad, pues acudimos de nueva cuenta a este velo que
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cubre la corrupción y el desvío de recursos. No dudamos
de que esas empresas puedan ser transparentes, sin embar-
go no atienden el fin que se estableció en este fondo cor-
porativo internacional. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Jerónimo Alejandro Ojeda
Anguiano: Gracias, diputado Romero. La Cámara de
Diputados les da la bienvenida a estudiantes, padres de fa-
milia y docentes de la Escuela Primaria Narciso Mendoza
de la ciudad de Saltillo, Coahuila, invitados por el diputado
Yerico Abramo Masso. Sean ustedes bienvenidos.

Asimismo esta Presidencia le da la bienvenida a la Escue-
la Primaria Antoni Adirac y Alfonsín, de la colonia Presi-
dentes de México, de la delegación de Iztapalapa, invitados
por esta Vicepresidencia. Sean todos ustedes bienvenidos.

Tiene le uso de la voz hasta por tres minutos la diputada
Adriana Sarur Torre, del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico.

La diputada Adriana Sarur Torre: Con el permiso de la
Presidencia. Diputadas y diputados, la política económica
de un país no se construye en un solo día ni en un solo año,
es el producto de muchos años de trabajo de tomar deci-
siones que en su conjunto generan señales de estabilidad y
congruencia para los mercados internacionales. La partici-
pación de nuestro país en los organismos internacionales
ha representado históricamente beneficios importantes.

Hoy que vivimos lo que significa estar en un mercado in-
ternacional volátil seguimos celebrando que nuestro go-
bierno y las decisiones que hemos tomado aquí en la Cá-
mara, junto con el Ejecutivo, han hecho que seamos vistos
como una economía emergente, estable y responsable, lo
cual nos mantiene con calificación crediticia positiva para
los grandes calificadores y hace que sigamos creciendo
económicamente.

Sí, despacio, pero en concordancia con el crecimiento glo-
bal y arriba de otras economías emergentes y no emergen-
tes que ya hoy en día han perdido esa senda de crecimien-
to por no haber construido una política económica
sustentable y responsable, para ejemplo sírvanse mencio-
nar Brasil o Japón.

Seguir construyendo nuestra política económica es de lo
que tratan estos dos dictámenes que tenemos frente a noso-
tros el día de hoy. En primera instancia tenemos un dicta-

men que hace de la cultura contributiva el pilar del cambio
de la política de recaudación, donde son la difusión de los
principios y los valores de la cultura tributaria lo que pre-
tendemos que se venza en la cultura del no pago y la infor-
malidad.

Con convicción creemos que será un gran acierto de esta
legislatura otorgarle facultades operativas a Prodecon para
promover programas educativos en materia de cultura fis-
cal y contributiva, para multiplicar los espacios de orienta-
ción fiscal. En especial lo apoyamos porque creemos que
es un tema de justicia que logrará mejorar la confianza en
las instituciones y la democracia del sistema tributario.

Es preciso entender que conforme a la reciente reforma a la
Constitución en materia de derechos humanos, los dere-
chos fundamentales del contribuyente hoy son también de-
rechos humanos y por ende le corresponde a toda la auto-
ridad, particularmente a la Prodecon velar por éstos.

La legitimidad social y una adecuada valoración ciudadana
de los impuestos y su importancia para financiar la acción
de Estado requiere del fomento a la cultura fiscal. En se-
gundo término tenemos un dictamen a discusión, el cual, a
iniciativa del presidente Enrique Peña Nieto, sin lugar a
dudas refrenda la responsabilidad global de México y con-
solida nuestro liderazgo en la región, además que mostrará
la más alta responsabilidad de este Congreso por mantener
vigentes los mecanismos de financiamiento, asistencia téc-
nica e inversión en los proyectos que más impactan en el
desarrollo.

El dictamen tiene dos objetivos muy claros: por una parte
armonizar con la Constitución el convenio que debe sus-
cribir el gobierno federal con la Corporación Interamerica-
na de Inversiones. Por otro lado, se trata de impulsar que
nuestro país participe activamente en organismos financie-
ros de América Latina.

La Corporación Interamericana de Inversiones es un orga-
nismo multilateral comprometido en promover el desarro-
llo económico. Dicha institución opera mediante estímulos
al establecimiento, ampliación y modernización de empre-
sas privadas, prioritarias y Pymes.

México, como miembro de la Corporación, ha tenido una
actividad constante y representativa, dado que se encuentra
entre los países que mayores beneficios técnicos y finan-
cieros ha recibido de este organismo.
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Al autorizar la suscripción adicional de 207 acciones de la
Corporación Interamericana de Inversiones, el país elevará
su poder de voto al interior del Banco Interamericano de
Desarrollo, en beneficio del país.

Por ello quiero mencionar algunos de los importantes be-
neficios que hemos tenido derivado de esta relación.

La corporación ha aprobado 647.9 millones de dólares en
financiamiento, mientras que México ha suscrito 50 millo-
nes de dólares de capital, lo que equivale a recibir 12.9 dó-
lares por cada dólar suscrito.

La suscripción de acciones propuesta también permitirá a
México incrementar ligeramente su poder de voto de 7.22
a 7.38 por ciento, siendo el cuarto accionista más impor-
tante de la CII detrás de Estados Unidos, Brasil y Argen-
tina.

De conformidad con lo anterior, el día de hoy, señores le-
gisladores, se nos presenta la iniciativa de decreto por la
que se reforma el artículo 9 del decreto por el que se auto-
riza la suscripción del Convenio Constitutivo de la Corpo-
ración Interamericana de Inversiones, que establece bases
para su ejecución en México.

Asimismo en aras de armonizar el artículo 9 del decreto
por medio del cual se autorizó el origen de la suscripción
del Convenio Constitutivo y que establece las bases para su
ejecución en México, y con base en lo establecido en la
Carta Magna, se solicita se autorice que en subsecuentes
propuestas de modificación a enmiendas el gobierno fede-
ral requiera exclusivamente de la aprobación de la Cámara
de Senadores. Es cuanto, señor presidente.

Presidencia del diputado 
José de Jesús Zambrano Grijalva

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Sarur. Tiene la palabra ahora el diputado
Fidel Calderón Torreblanca, del Grupo Parlamentario del
PRD.

El diputado Fidel Calderón Torreblanca: Con su venia,
diputado presidente. Compañeras y compañeros legislado-
res, a nombre del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática me permito fijar nuestra postura
en relación con sendos dictámenes de la Comisión de Ha-
cienda.

El primer dictamen deriva de una iniciativa cuyo propósito
es otorgar facultades a la Procuraduría de la Defensa del
Contribuyente, para difundir la cultura tributaria a través
de elaborar y proponer a las autoridades competentes la im-
plementación de programas educativos sobre dicha mate-
ria, a partir de las bases y lineamientos que emita la propia
procuraduría.

Mucho ayudaría también incentivar una cultura cívica de
fiscalización ciudadana de los recursos públicos y aprobar
ya las leyes que soporten un Sistema Nacional Anticorrup-
ción eficaz.

El segundo dictamen establece la autorización del Senado
de la República para cualquier cambio en el convenio cons-
titutivo de la corporación interamericana de inversiones.

El PRD emitirá su voto en pro de ambos dictámenes, pues
por un lado, se está en presencia de una modificación que
fortalece la cultura tributaria en el país, y por el otro, se re-
cupera la participación del Senado mexicano en los com-
promisos internacionales que firme el titular del Ejecutivo
federal.

Sin embargo, debemos señalar que ante la situación que en-
frenta el país, estos asuntos no son ni de lejos los temas no-
dales que preocupan a los ciudadanos. Esta Cámara debe-
ría estar abordando ahora mismo los efectos derivados de
la presión que enfrentarán las finanzas públicas nacionales
para el próximo ejercicio fiscal, con una reducción anun-
ciada de más de 300 mil millones de pesos.

Más aún, con una visión estratégica debemos hacernos car-
go de la reingeniería financiera del gobierno, que permita
garantizar a la población el ejercicio de sus derechos so-
ciales como una cobertura universal de salud y un sistema
solidario de pensiones.

También se requiere transparentar el acceso a los fondos de
agencias de cooperación internacionales, los beneficios so-
ciales que se obtienen de estos fondos y los compromisos
que adquiere el Estado mexicano con ello.

Confiamos en que en los próximos meses se abra una dis-
cusión seria y con altura de miras sobre estos y otros temas
de mayor interés nacional. El PRD tiene propuestas y sabrá
responder a las expectativas de las y los mexicanos.

Muchas gracias, por su atención. Es cuanto, ciudadano pre-
sidente.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Calderón. Tiene ahora la palabra el dipu-
tado Carlos Alberto De La Fuente Flores, del Grupo Parla-
mentario del PAN.

El diputado Carlos Alberto De La Fuente Flores: Con
su permiso, señor presidente. Señoras y señores diputados,
a nombre del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional fundamento y razono el sentido de nuestro voto en
torno a los dos dictámenes a discusión que hoy presenta la
Comisión de Hacienda y Crédito Público ante este pleno de
esta Cámara.

Como ya se ha mencionado en intervenciones previas, el
propósito del primer dictamen es armonizar la Constitu-
ción para que el gobierno de México requiera la autoriza-
ción del Senado para aceptar enmiendas al convenio cons-
titutivo de la Corporación Interamericana de Inversiones.

Asimismo, el dictamen autoriza al gobierno federal, a tra-
vés del Banco de México, la suscripción de 207 acciones
con un valor de 2 millones 70 mil dólares para incrementar
la participación de México en organismos financieros in-
ternacionales.

En Acción Nacional reconocemos que este tipo de institu-
ciones internacionales revisten una gran importancia para
la oportunidad que ofrecen a nuestro país en acceder a es-
quemas de financiamiento necesarios para el desarrollo,
principalmente de nuestro sector empresarial en su modali-
dad de pequeña y mediana empresa.

Coincidimos que con la aprobación de este dictamen se po-
drá incrementar la participación y presencia de México en
la corporación, lo que sin duda fortalecerá el liderazgo de
nuestro país en toda la región de América Latina.

Y entrando en materia del segundo dictamen a discusión,
en el PAN hemos obtenido que para el buen funcionamien-
to de la democracia se requiere, entre otros elementos, que
los ciudadanos estén conscientes de sus obligaciones.

La falta de una sólida cultura fiscal y contributiva en nuestro
país ha generado diversas conciencias legales que provocan
que los ciudadanos vean en las contribuciones una mera im-
posición que les impide visualizar los beneficios de la res-
ponsabilidad que tienen de concurrir al gasto público.

Son escasos los programas que fomentan el pago volunta-
rio de los impuestos.

En este sentido, en el Partido Acción Nacional coincidimos
en la posibilidad de que se fomente la conciencia fiscal en-
tre los niños y jóvenes mexicanos, y que les aliente a co-
nocer los derechos tributarios que tendrán y los múltiples
beneficios que obtendrán al pago de todas las contribucio-
nes que tengan a su cargo.

Por ello, invitamos a todas las fuerzas políticas, aquí repre-
sentadas, para que aprobemos facultar a la Procuraduría de
la Defensa del Contribuyente, Prodecon, para que establez-
ca programas educativos en materia de cultura fiscal y con-
tributiva, enfocados en los diferentes sectores y niveles de
la población.

Al aprobar que la Prodecon y las demás instituciones com-
petentes se coordinen para realizar programas educativos
que difundan la cultura tributaria, contribuiremos a la ele-
vación material y humana de la mayor parte de la pobla-
ción, a ordenar mejor la convivencia social, a preservar el
bien común y a brindar efectiva protección a los derechos
humanos.

Una sociedad dotada de cultura tributaria sin duda alguna
impulsará una economía eficiente, moderna y equitativa en
la distribución de oportunidades, responsabilidades y bene-
ficios, y así proporcionará ciudadanos instruidos en temas
fiscales. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado De La Fuente. Tiene ahora la palabra el
diputado Pablo Basáñez García, del Grupo Parlamentario
del PRI.

El diputado Pablo Basáñez García: Con su venia, señor
presidente. Estimados amigos diputados y amigas diputa-
das. Estimados mexicanos que nos ven a través del Canal
del Congreso, el sector privado es un actor clave en el pro-
ceso de desarrollo en el país, siendo el principal generador
de bienes, de servicios, de empleos y de inversión.

En este sentido, la iniciativa privada representa el aliado
más importante; no solo para generar riqueza, sino también
para que en México se sigan creando oportunidades para
que todos los ciudadanos puedan mejorar su ingreso y con-
diciones de vida.

En el caso de México el sector privado está constituido
principalmente por micro, pequeñas y medianas empresas.
De acuerdo con el Inegi, estas son cerca de 4 millones de
unidades empresariales, de las cuales el 99.8 por ciento son
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pequeñas y medianas empresas, las Pymes, que generan
nada más ni nada menos que el 52 por ciento del producto
interno bruto y el 72 por ciento del empleo del país. De ahí
la importancia de instrumentar acciones que permitan me-
jorar el entorno económico y apoyar directamente a las em-
presas mexicanas de manera que se facilite su estableci-
miento, consolidación y crecimiento.

La iniciativa de decreto que hoy se nos propone para su
aprobación busca fortalecer la posición de México en un
organismo financiero internacional que históricamente ha
canalizado recursos importantes, tanto técnicos como fi-
nancieros para el desarrollo de nuestro país.

La Corporación Interamericana de Inversiones, que forma
parte del Grupo del Banco Interamericano de Desarrollo,
en tres décadas ha apoyado la actividad y crecimiento del
sector privado de México y de la región de América Latina
y el Caribe.

Es de resaltar que si bien la Corporación promueve el esta-
blecimiento, crecimiento y modernización de las empresas
privadas en general, tiene un mandato muy especial, con un
claro énfasis hacia las Pyme. La Corporación provee justa-
mente el tipo de instrumentos que el sector privado necesi-
ta y demanda, por un lado otorga asistencia técnica de alta
calidad para mejorar procesos y establecer mejores prácti-
cas empresariales y de gobierno corporativo.

Por otro lado, ofrece instrumentos financieros de mediano
y de largo plazo en forma de préstamos, inversiones de ca-
pital y garantías. México es miembro de la Corporación
Interamericana de Inversiones desde su inicio en 1986. Es-
ta membresía ha sido provechosa para nuestro país y hay
que resaltarlo, hemos sido claramente beneficiados, porque
de cada dólar que se ha aportado en capital a la Corpora-
ción, nuestro país y su sector empresarial, específicamente,
ha recibido 12.9 dólares en financiamiento y asistencia téc-
nica para el sector privado nacional.

Por eso las acciones que aquí se proponen, habrán de con-
solidar a México como el cuarto accionista más importan-
te de la corporación seguido de Estados Unidos, Brasil y
Argentina. Creemos que al fortalecer la posición de Méxi-
co en un organismo internacional con el mandato especial
que tiene la CII, mandaría una señal clara de que los legis-
ladores mexicanos estamos comprometidos con el impulso
al desarrollo de las empresas mexicanas y al desarrollo
económico a través de la iniciativa privada.

Esto es de acuerdo con el segundo dictamen, que se propo-
ne para difundir también la cultura tributaria, herramienta
fundamental para el correcto desarrollo de México. Los
priístas, el grupo parlamentario aquí, queremos un México
de ciudadanos preparados y capacitados para poder inser-
tarnos como una nación próspera en la realidad global que
vivimos.

Queremos un México que se consolide como potencia
emergente del siglo XXI y como actor global. Por ello, mi
fracción parlamentaria votará a favor de ambos dictáme-
nes. Muchas gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Basáñez. Agotada la lista de oradores,
consulte la Secretaría a la asamblea en votación económi-
ca si los dictámenes se encuentran suficientemente discuti-
dos en lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Por instrucciones de la Presidencia, en votación eco-
nómica se consulta a la asamblea si los dictámenes se en-
cuentran suficientemente discutidos en lo general y en lo
particular. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Se-
ñor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Suficientemente discutidos en lo general y en lo particular.

En consecuencia se pide a la Secretaría abra el sistema
electrónico por cinco minutos, para proceder a la votación
en lo general y en lo particular del primer proyecto de de-
creto por el que se reforma el artículo 9 del decreto por el
que se autoriza la suscripción del Convenio Constitutivo de
la Corporación Interamericana de Inversiones y que esta-
blece bases para su ejecución en México.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144,
numeral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados.
Ábrase el sistema electrónico por cinco minutos, para pro-
ceder a la votación en lo general y en lo particular.

(Votación)

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se les recuerda que van a ser dos dictámenes que vamos a
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votar sucesivamente –en términos nominales– para que no
se nos alejen del salón de sesiones.

Aprovechamos para saludar la presencia de integrantes de
los comités directivos estatales del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social, invitados por el diputado Hugo Eric Flo-
res Cervantes, así como de integrantes del Encuentro Esta-
tal de Periodistas y Editores, AC, de Michoacán, invitados
por la diputada Daniela De Los Santos Torres. Sean todas
y todos ustedes bienvenidos a este recinto parlamentario de
San Lázaro.

Saludamos la presencia de alumnos, padres de familia y
docentes, del Tecnológico de Estudios Superiores de Chi-
coloapan, estado de México, invitados por el diputado An-
drés Aguirre Romero; sean todas y todos ustedes bienveni-
dos a este recinto parlamentario de San Lázaro.

También saludamos la presencia de alumnos de la Facultad
de Estudios Superiores Acatlán, de nuestra Máxima Casa
de Estudios, la Universidad Nacional Autónoma de Méxi-
co, invitados por la diputada Evelyn Parra Álvarez. Sean
ustedes bienvenidos a este recinto parlamentario, amigas y
amigos.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: ¿Alguna diputada o diputado que falte de emitir su
voto?

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Ya no se ve movimiento de alguien corriendo. Se encuen-
tra estable el sistema electrónico.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Ciérrese el sistema electrónico de votación. Señor
presidente, se emitieron 412 votos a favor y 31 en contra.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobado en lo general y en lo particular por 412 votos
el proyecto de decreto por el que se reforma el artículo
9 del decreto por el que se autoriza la suscripción del
Convenio Constitutivo de la Corporación Interameri-
cana de Inversiones y que establece bases para su eje-
cución en México. Pasa al Ejecutivo para sus efectos
constitucionales.

LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA DE LA
DEFENSA DEL CONTRIBUYENTE

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito
Público, con proyecto de decreto por el que se adiciona un
segundo párrafo al artículo 5o. de la Ley Orgánica de la
Procuraduría de la Defensa del Contribuyente

HONORABLE ASAMBLEA

A la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cáma-
ra de Diputados de la LXIII Legislatura del Honorable
Congreso de la Unión le fue turnada la iniciativa que re-
forma el artículo 5o. de la Ley Orgánica de la Procuraduría
de la Defensa del Contribuyente.

Los integrantes de esta Comisión de Hacienda y Crédito
Público, con fundamento en lo dispuesto por los artículos
39, 44, 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, 80, 81, 82, 84, 85, 157, 158,
182 y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de
Diputados, se abocó al análisis, discusión y valoración de
la iniciativa que se mencionan.

Asimismo, conforme a las consideraciones de orden gene-
ral y específico, como a la votación que del sentido de la
iniciativa de referencia realizaron los integrantes de esta
Comisión Legislativa, se somete a la consideración de esta
Honorable Asamblea, el siguiente:

DICTAMEN

ANTECEDENTES

1. El 1 de diciembre de 2015, el diputado Luis Alfredo
Valles Mendoza del Grupo Parlamentario del Partido
Nueva Alianza, presentó la iniciativa que adiciona un
segundo párrafo a la fracción XV del artículo 5o. de la
Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del Con-
tribuyente.

2. En sesión ordinaria de la misma fecha, con funda-
mento en el artículo 23, numeral 1, inciso f), de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, la Mesa Directiva de esta H. Cámara de
Diputados turnó la iniciativa antes señalada a la Comi-
sión de Hacienda y Crédito Público, para su estudio y
dictamen mediante oficio DGPL 63-II-1-0211.
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3. Los integrantes de esta comisión legislativa realiza-
ron diversos trabajos a efecto de contar con mayores
elementos que les permitieran analizar y valorar el con-
tenido de la citada iniciativa, expresar sus consideracio-
nes de orden general y específico sobre ella e integrar el
presente dictamen.

DESCRIPCIÓN DE LA INICIATIVA

El Diputado Luis Alfredo Valles Mendoza, plantea en su
iniciativa que para el funcionamiento de un aparato demo-
crático y de cualquier gobierno en general es necesario que
existan los recursos necesarios para sufragar los gastos del
andamiaje administrativo que proporcione las funciones y
servicios públicos que demanda la sociedad, lo cual a su
vez implica que el estado debe instruir a sus ciudadanos en
temas fiscales.

Al respecto, el Diputado Valles Mendoza expone que tra-
bajar la educación fiscal requiere forjar un mayor conoci-
miento de la realidad fiscal de cada país, conocer la cultu-
ra fiscal de los ciudadanos, la legitimidad social de las
administraciones fiscales y valoración ciudadana del fun-
cionamiento de la democracia y de sus instituciones.

Agrega la iniciativa que en la actualidad no existe un ente
de gobierno que tenga a su cargo el establecer programas
educativos en materia de cultura fiscal que efectivamente
logre generar una conciencia de pago en los contribuyentes
y sobre todo que permita llegar a temprana edad a influir en
la concepción que se tiene sobre el pago de los impuestos.

Por lo anterior, el Diputado Alfredo Valles propone que la
Procuraduría de Defensa del Contribuyente (PRODECON)
tenga facultades para proponer los programas educativos
en materia de cultura fiscal y contributiva, y presentarlos
ante las autoridades competentes con la intención de armo-
nizar y coordinar el trabajo.

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN

PRIMERA. Las contribuciones constituyen la principal
fuente de ingresos de todo el Estado moderno. El término
contribución es un concepto genérico que engloba a todo lo
que auxilia a sufragar los gastos del Estado; significa en
esencia, las aportaciones económicas que hacen los parti-
culares al Estado, para que éste pueda realizar sus atribu-
ciones, que a su vez, se traducen en servicios públicos pa-
ra beneficio de la comunidad que los recibe.

En materia tributaria las reglas básicas que deben observar
las autoridades, tanto legislativas como administrativas, en
el ejercicio de sus funciones, están consignadas en el artícu-
lo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y se conocen como Principios Constitu-
cionales de la Tributación. Dicho artículo establece:

“Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

I. a III. …

IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Fede-
ración, como de los Estados, de la Ciudad de México y
del Municipio en que residan, de la manera proporcio-
nal y equitativa que dispongan las leyes.”

Por lo tanto, en la actividad financiera que el Estado reali-
za, la recaudación de las contribuciones constituye un ele-
mento indispensable y de gran relevancia para el desarro-
llo de la actividad administrativa y la función pública.

En tal sentido, la Comisión que suscribe considera que un
gobierno, para cumplir sus atribuciones, requiere de recur-
sos para sus fines: impartir y procurar justicia, proporcio-
nar seguridad pública, salud o educación, y fundamental-
mente las relativas a la promoción del crecimiento y
desarrollo económico, social e integral, entre otras; lo cual,
actualmente deriva de la recaudación de impuestos a cargo
de los contribuyentes.

Es con el pago de los tributos por el que el individuo rati-
fica su adhesión al contrato social, ya que al desprenderse
de ingresos propios para contribuir a la hacienda pública
abonan a la vida en colectividad. Sin embargo, la acción
fiscal del Estado debe ejecutarse en estricto apego a los de-
rechos humanos, a la legalidad y la seguridad jurídica.

SEGUNDA. La Comisión que dictamina considera ade-
cuado exponer que, del texto Constitucional antes citado,
se desprenden los principios constitucionales en materia
fiscal: principio de legalidad, principio de obligatoriedad,
principio de proporcionalidad y equidad.

El principio de legalidad en materia tributaria, implica que
para su validez y eficacia, todo tributo debe estar previsto
en una norma jurídica expedida con anterioridad a los he-
chos o situaciones a los que va a ser aplicado. De otra for-
ma el mismo carecerá de toda validez y su posible aplica-
ción implicara? automáticamente un abuso y una
arbitrariedad por parte del Estado.
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Gracias al principio de legalidad, el contribuyente conoce
con la debida anticipación cual es la naturaleza y cuales
son los alcances de sus obligaciones frente al Fisco, así co-
mo la esfera de derechos ejercitables en contra del mismo
y cuando éste pretende traspasar o exceder los límites de la
esfera jurídica del particular, de tal modo que no deja mar-
gen para la arbitrariedad de las autoridades ejecutoras, ni
para el cobro de impuestos imprevisibles o a título particu-
lar, sino que el sujeto pasivo de la relación tributaria pueda
en todo momento conocer plenamente la forma de contri-
buir para los gastos públicos del Estado.

Por su parte, el principio de obligatoriedad debe entender-
se como una auténtica obligación pública, de cuyo cumpli-
miento pueden derivarse severas consecuencias para los
particulares, con el objeto de que puedan contar con una
serie de servicios públicos y obras de beneficio colectivo,
sin las cuales la vida en sociedad resultaría prácticamente
imposible. Por eso nuestra Constitución le impone el ca-
rácter de obligación pública y por eso faculta expresamen-
te al Estado para llevar a cabo, en las situaciones que así lo
ameriten, el procedimiento económico coactivo.

Respecto del principio de proporcionalidad tributaria, éste
consiste en que los sujetos pasivos de un tributo deben con-
tribuir a los gastos públicos en función de su respectiva ca-
pacidad contributiva. Lo anterior significa que para que un
gravamen sea proporcional, se requiere que el hecho impo-
nible del tributo establecido por el Estado, refleje una au-
téntica manifestación de capacidad económica del sujeto
pasivo, entendida ésta como la potencialidad real de con-
tribuir a los gastos públicos. Ahora bien, tomando en con-
sideración que todos los presupuestos de hecho de los im-
puestos deben tener una naturaleza económica en forma de
una situación o de un movimiento de riqueza y que las con-
secuencias tributarias son medidas en función de esta ri-
queza, debe concluirse que es necesaria una estrecha rela-
ción entre el hecho imponible y la base gravable a la que se
aplica la tasa o tarifa del impuesto.

TERCERA. Esta Comisión que suscribe, reconoce tam-
bién que el sistema tributario en México tiene una admi-
nistración compleja, debido en parte a la multiplicidad de
impuestos, exenciones, tasas diferenciadas e impuestos es-
peciales. A esto debe sumársele la constante evolución en
la materia fiscal, misma que se actualiza anualmente, lo
que propicia que los contribuyentes, no cumplan a cabali-
dad con sus obligaciones y ejerzan sus derechos.

En tal sentido, a la par de la evolución y consolidación de
un sistema que garantice la protección a los derechos hu-
manos a nivel constitucional, es necesario seguir impul-
sando reformas legales que atiendan las mejores prácticas
y los estándares internacionales también en materia fiscal.

Ciertamente, desde hace casi una década se expidieron las
primeras normas para garantizar los derechos de los contri-
buyentes. Sin embargo, estas disposiciones eran esencial-
mente sustantivas. Por ello, en el contexto del nuevo para-
digma de los derechos humanos, es relevante impulsar
garantías institucionales que posibiliten el ejercicio de los
derechos de los contribuyentes, particularmente de las per-
sonas o grupos con más vulnerabilidad.

CUARTA. Con la reforma al Código Fiscal de la Federa-
ción en 2004 se dispuso la protección y defensa de los de-
rechos de los contribuyentes a través de una defensoría del
contribuyente. Sin embargo, esta institución no se concre-
tó, porque para ese tiempo se discutían dos iniciativas en
las comisiones de Cámara de Diputados: una, que impulsa-
ba la creación del Instituto de Protección del Contribuyen-
te; y otra, que proponía la Ley de los Derechos del Contri-
buyente y por una Nueva Cultura Tributaria.

Posteriormente, en junio de 2005, se publicó la Ley Fede-
ral de los Derechos del Contribuyente, la cual sentó a las
bases para el desarrollo de un régimen que garantice a los
contribuyentes de una mayor seguridad jurídica, una sim-
plificación en los trámites fiscales y la limitación de la dis-
crecionalidad de las autoridades fiscales federales en detri-
mento de sus derechos.

Asimismo, con la publicación del decreto de la Ley Orgá-
nica de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente el
4 de septiembre de 2006, se creó una institución, basada
en la figura del ombudsman, para proteger los derechos y
garantías de los contribuyentes, mediante la asesoría, re-
presentación y defensa, así como la recepción de quejas y
emisión de recomendaciones en materia fiscal. Sin embar-
go, su verdadera entrada en vigor se postergó hasta el 2008
por la interposición de una acción de inconstitucional.

La Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (PRO-
DECON) surgió de la necesidad de fortalecer la relación
entre las autoridades fiscales y los contribuyentes, creando
un espacio neutral de encuentro, acuerdos y confianza mu-
tua.

Año I, Segundo Periodo, 26 de abril de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados238



Es así que la PRODECON se constituyó como organismo
público descentralizado, no sectorizado, con autonomía
técnica funcional y de gestión, cuya principal función es la
de observar las acciones de las autoridades, a efecto de ve-
lar en todo momento por la protección, defensa y salva-
guarda de los derechos de los pagadores de impuestos, ade-
más de investigar, incluso de manera oficiosa, las
violaciones que puedan llegar a cometerse en perjuicio de
los mismos.

La PRODECON tiene por objetivo proteger los derechos y
garantías de los contribuyentes mediante asesoría, repre-
sentación y defensa; así como la recepción de quejas y emi-
sión de recomendaciones en materia fiscal; además de otras
importantes facultades como son la identificación de los
problemas endémicos del sistema, celebrar reuniones pe-
riódicas con las asociaciones empresariales y profesiona-
les, con síndicos y contribuyentes organizados, a las que
deberán acudir las autoridades fiscales de alto nivel; pro-
poner medidas correctivas; interpretar normas tributarias y
fomentar la cultura contributiva.

QUINTA. De conformidad con la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, todos los ciudadanos tie-
nen la obligación de contribuir al gasto público, atendien-
do al sentido social de aportar para que el Estado pueda
procurar protección, seguridad, servicios, entre otros; sin
embargo, la Comisión que suscribe considera que esta re-
lación generalmente se limita al pago de las contribuciones
sin conocer su esencia o sus procedimientos, por ello es
importante conocer los derechos como contribuyente, las
facultades de la autoridad Fiscal y los medios de defensa a
los que se puede recurrir.

Al respecto, el artículo 2o.- de la Ley Federal de los Dere-
chos del Contribuyente señala:

“Artículo 2o.- Son derechos generales de los contribu-
yentes los siguientes:

I. Derecho a ser informado y asistido por las autorida-
des fiscales en el cumplimiento de sus obligaciones tri-
butarias, así como del contenido y alcance de las mis-
mas.

II. Derecho a obtener, en su beneficio, las devoluciones
de impuestos que procedan en términos del Código Fis-
cal de la Federación y de las leyes fiscales aplicables.

III. Derecho a conocer el estado de tramitación de los
procedimientos en los que sea parte.

IV. Derecho a conocer la identidad de las autoridades
fiscales bajo cuya responsabilidad se tramiten los pro-
cedimientos en los que tengan condición de interesados.

V. Derecho a obtener certificación y copia de las decla-
raciones presentadas por el contribuyente, previo el pa-
go de los derechos que en su caso, establezca la Ley.

VI. Derecho a no aportar los documentos que ya se en-
cuentran en poder de la autoridad fiscal actuante.

VII. Derecho al carácter reservado de los datos, infor-
mes o antecedentes que de los contribuyentes y terceros
con ellos relacionados, conozcan los servidores públicos
de la administración tributaria, los cuales sólo podrán
ser utilizados de conformidad con lo dispuesto por el ar-
tículo 69 del Código Fiscal de la Federación.

VIII. Derecho a ser tratado con el debido respeto y con-
sideración por los servidores públicos de la administra-
ción tributaria.

IX. Derecho a que las actuaciones de las autoridades fis-
cales que requieran su intervención se lleven a cabo en
la forma que les resulte menos onerosa.

X. Derecho a formular alegatos, presentar y ofrecer co-
mo pruebas documentos conforme a las disposiciones
fiscales aplicables, incluso el expediente administrativo
del cual emane el acto impugnado, que serán tenidos en
cuenta por los órganos competentes al redactar la co-
rrespondiente resolución administrativa.

XI. Derecho a ser oído en el trámite administrativo con
carácter previo a la emisión de la resolución determi-
nante del crédito fiscal, en los términos de las leyes res-
pectivas.

XII. Derecho a ser informado, al inicio de las facultades
de comprobación de las autoridades fiscales, sobre sus
derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones
y a que éstas se desarrollen en los plazos previstos en las
leyes fiscales.

Se tendrá por informado al contribuyente sobre sus de-
rechos, cuando se le entregue la carta de los derechos
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del contribuyente y así se asiente en la actuación que co-
rresponda.

La omisión de lo dispuesto en esta fracción no afectara?
la validez de las actuaciones que lleve a cabo la autori-
dad fiscal, pero dará lugar a que se finque responsabili-
dad administrativa al servidor público que incurrió en la
omisión.

XIII. Derecho a corregir su situación fiscal con motivo
del ejercicio de las facultades de comprobación que lle-
ven a cabo las autoridades fiscales.

XIV. Derecho a señalar en el juicio ante el Tribunal Fe-
deral de Justicia Fiscal y Administrativa, como domici-
lio para recibir notificaciones, el ubicado en cualquier
parte del territorio nacional, salvo cuando tenga su do-
micilio dentro de la jurisdicción de la Sala competente
de dicho Tribunal, en cuyo caso el señalado para recibir
notificaciones deberá estar ubicado dentro de la cir-
cunscripción territorial de la Sala.”

Sin embargo, al ser el sistema tributario en México tan
complejo en su administración, resulta más difícil que los
contribuyentes cumplan a cabalidad con sus obligaciones y
conozcan y ejerzan sus derechos.

SEXTA. Asimismo, la Comisión que suscribe es conscien-
te de que el sistema fiscal no sólo debe replantearse esque-
mas eficientes y eficaces para la recaudación, sino también
debe incorporar nuevos esquemas de defensa y protección
de los contribuyentes, sobre todo para las personas o los
grupos vulnerables.

Lo anterior implica que el Estado cuente con ciudadanos
instruidos en temas fiscales, no como una mera transmisión
de conceptos técnicos, sino como una visión de construir
una ciudadanía activa, solidaria y responsable, consciente
de sus derechos y de sus obligaciones, que propicie los ele-
mentos para que la sociedad conviva en armonía, paz e
igualdad.

La Comisión que dictamina coincide en que la falta de una
cultura contributiva y fiscal es, sin duda, un indicador de
las carencias legales que puede llegar a tener una nación, al
considerar a las contribuciones como una imposición sin
conocer los beneficios y alcances de la responsabilidad que
como ciudadano se tiene de concurrir al gasto público, por
lo que trabajar la educación fiscal requiere forjar un mayor
conocimiento de la realidad fiscal de cada país, conocer la

cultura fiscal de los ciudadanos, la legitimidad social de las
administraciones fiscales y la valoración ciudadana del
funcionamiento de la democracia y de sus instituciones.

Al respecto, la Comisión que dictamina considera necesa-
rio mencionar que la fracción XV del artículo 5o. de la Ley
Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del Contribu-
yente, establece que se tendrá la atribución de fomentar y
difundir una nueva cultura contributiva realizando campa-
ñas de comunicación y difusión social respecto de los de-
rechos y garantías de los contribuyentes, proponiendo me-
canismos que alienten a éstos a cumplir voluntariamente
con sus obligaciones tributarias, de las atribuciones y lími-
tes de las autoridades fiscales federales, quienes deberán
actuar en estricto apego a la legalidad.

No obstante, dichos esfuerzos no han sido suficientes para
las condiciones demográficas de México; por lo anterior la
Comisión que suscribe está de acuerdo en que es necesario
reforzar la medida dotando a la PRODECON de la atribu-
ción de establecer programas educativos, y de otra índole
en materia de cultura fiscal y contributiva con la intención
de poder llegar a los diferentes sectores y niveles de la po-
blación, principalmente a los jóvenes y niños para efecto
de ir generando una cultura fiscal y contributiva a tempra-
na edad en la cual conozcan perfectamente sus derechos y
obligaciones tributarias.

SÉPTIMA. La Comisión de Hacienda y Crédito Público
reconoce que actualmente no hay una instancia del Estado
que garantice y fomente al ciudadano una cultura contribu-
tiva que efectivamente logre generar una conciencia de pa-
go en los contribuyentes y sobre todo que permita llegar a
temprana edad a influir en la concepción que se tiene sobre
el pago de los impuestos y genere conciencia sobre los be-
neficios intrínsecos en su provecho que esa actividad trae
aparejada, lo que inclusive lo empodera para la exigencia
de respeto irrestricto en sus derechos fundamentales, así
como de la participación equitativa que le corresponda a su
persona y familia dentro de toda política pública y benefi-
cio social derivado de la procuración del Estado Mexicano.

Sobre el particular, la propia Ley Federal de los Derechos
del Contribuyente establece:

“Artículo 6o.- Las autoridades fiscales realizarán cam-
pañas de difusión a través de medios masivos de comu-
nicación, para fomentar y generar en la población mexi-
cana la cultura contributiva y divulgar los derechos del
contribuyente.”
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No obstante lo anterior, los esfuerzos llevados a cabo por
el Servicio de Administración Tributaria no ha cumplido
con la encomienda de conjuntar los esfuerzos de todos los
entes en materia fiscal, tanto públicos como privados, a fin
de generar una población más activa respecto de sus obli-
gaciones y derechos en materia tributaria.

Para ilustrar lo anterior, el estudio Doing Business 2014
elaborado por el Banco Mundial, ubica a México en el lu-
gar 105 de 183 países en cuanto a la facilidad para cumplir
con las obligaciones hacendarias; en México se deben pa-
gar 6 tributos en promedio al año, y el tiempo que se re-
quiere para presentar, preparar y pagar o retener el impues-
to, en horas al año es un promedio mínimo de 334; casi el
doble de las 175 horas que propone la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE).

Esta Comisión que suscribe coincide plenamente en que la
falta de programas educativos en materia fiscal desincenti-
va el pago voluntario y la defensa de los derechos de todos
los pagadores de impuestos, por lo que considera necesario
dotar de dicha facultada la Procuraduría de Defensa del
Contribuyente a efecto de que sea dicha institución la en-
cargada de proponer los programas educativos en materia
de cultura fiscal y contributiva, y presentarlo a las autori-
dades competentes, tanto fiscal como educativa, con la in-
tención de armonizar y coordinar dicha actividad.

Derivado de lo anterior, la Comisión de Hacienda y Crédi-
to Público coincide con la necesidad de facultar a la Pro-
curaduría de Defensa del Contribuyente para que sea la en-
cargada de proponer los programas educativos en materia
de cultura fiscal y contributiva, y presentarlo a las autori-
dades competentes con la intención de armonizar y coordi-
nar el trabajo con las autoridades fiscales, toda vez que de
la cultura contributiva de la sociedad depende en gran me-
dida la eficacia del sistema fiscal de un país; razón por la
cual se adiciona el segundo párrafo a la fracción XV del ar-
tículo 5 de la Ley Orgánica.

Además, la atribución que se pretende dar a la PRODE-
CON propiciaría la armonización en el actuar de los órga-
nos especializados en la defensa de los derechos de los me-
xicanos, como es el caso de la Comisión Nacional para la
Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Finan-
cieros (CONDUSEF), la cual está facultada legalmente pa-
ra elaborar y proponer a las autoridades competentes en
materia financiera programas educativos y de otra índole
en materia de cultura financiera, contribuyendo a eliminar
irregularidades que se cometen en la prestación de los ser-

vicios de este tipo al brindar la información suficiente y ne-
cesaria respecto de sus derechos y obligaciones a los usua-
rios de estos servicios.

Sin embargo, la Comisión que suscribe considera necesa-
rio llevar acabo algunas modificaciones a la redacción
planteada en la iniciativa para darle claridad al texto legal
y evitar duplicidad de esfuerzos por parte de las dependen-
cias de la Administración Pública Federal involucradas en
dicha tarea, por lo que el texto de la fracción XV del artí-
culo 5 de la Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defen-
sa del Contribuyente, quedaría de la siguiente manera:

“Artículo 5.- ...

I.- a XIV.- ...

XV.- ...

La Procuraduría propondrá a las autoridades compe-
tentes, programas para difundir la cultura tributaria, a
partir de las bases que para tales efectos expida su ór-
gano de gobierno.

XVI.- a XVII.- ...

...

...

...”

Asimismo, con el fin de dotar de certeza al proyecto de de-
creto que se propone, se incluye una disposición transitoria
que se apega a los principios establecidos en la Ley Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, en la
que se establece que toda propuesta de aumento o creación
de gasto, deberá acompañarse de la correspondiente inicia-
tiva de ingreso distinta al financiamiento o compensarse
con reducciones en otras previsiones de gasto.

Dicha disposición transitoria pretende evitar que con la en-
trada en vigor del decreto correspondiente, las dependen-
cias encargadas de su aplicación soliciten mayores recursos
a los que les fueron autorizados en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación, obligándolas con ello a ejercer los re-
cursos públicos con mayor eficiencia.

OCTAVA. Respecto de la iniciativa materia del presente
dictamen, esta Comisión considera necesario precisar que
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el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de esta So-
beranía, mediante oficio CEFP/DG/0048/16 de fecha 2 de
febrero de 2016, dio cuenta de la valoración de impacto
presupuestario en términos de lo establecido en el artículo
18 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria, concluyendo que no se genera un impacto presu-
puestario para la dependencia ni para el resto de la Admi-
nistración Pública Federal.

Por las consideraciones anteriores, la Comisión de Hacien-
da y Crédito Público considera adecuado aprobar la pro-
puesta de mérito en el sentido que se ha descrito, por lo que
somete a la consideración de esta Soberanía el siguiente
proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL ARTÍ-
CULO 5 DE LA LEY ORGÁNICA DE LA PROCU-
RADURÍA DE LA DEFENSA DEL CONTRIBUYEN-
TE

Artículo Único. Se adiciona un párrafo segundo a la frac-
ción XV del artículo 5, de la Ley Orgánica de la Procura-
duría de la Defensa del Contribuyente, para quedar como
sigue:

Artículo 5.- ...

I.- a XIV.- ...

XV.- ...

La Procuraduría propondrá a las autoridades competen-
tes, programas para difundir la cultura tributaria, a par-
tir de las bases que para tales efectos expida su órgano
de gobierno.

XVI.- a XVII.- ...

...

...

...

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

SEGUNDO. Las erogaciones que se generen con motivo
de la entrada en vigor del presente Decreto, se cubrirán con
cargo al presupuesto autorizado de las autoridades compe-
tentes.

Dado en la sala de comisiones de la Honorable Cámara de Diputados,
en la Ciudad de México, a los catorce días del mes de abril de dos mil
dieciséis.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Gina An-
drea Cruz Blackledge (rúbrica), presidenta; Mariana Benítez Tiburcio,
Charbel Jorge Estefan Chidiac (rúbrica), Ricardo David García Porti-
lla, Miguel Ángel González Salum (rúbrica), Fabiola Guerrero Aguilar
(rúbrica), Noemí Zoila Guzmán Lagunes (rúbrica), María Esther de Je-
sús Scherman Leaño (rúbrica), Herminio Corral Estrada (rúbrica), Car-
los Alberto de la Fuente Flores (rúbrica), Armando Alejandro Rivera
Castillejos (rúbrica), Fidel Calderón Torreblanca, Waldo Fernández
González, Carlos Hernández Mirón, Lucia Virginia Meza Guzmán,
Adriana Sarur Torre (rúbrica), Juan Romero Tenorio (rúbrica), María
Elena Orantes López, Luis Alfredo Valles Mendoza (rúbrica), Hugo
Eric Flores Cervantes (rúbrica), secretarios; Yerico Abramo Masso (rú-
brica), Marco Polo Aguirre Chávez (rúbrica), Alejandro Armenta Mier
(rúbrica), Pablo Basáñez García (rúbrica), Jesús Ricardo Canavati Ta-
fich (rúbrica), Jorge Enrique Dávila Flores (rúbrica), Federico Döring
Casar, Óscar Ferrer Ábalos (rúbrica), Javier Octavio Herrera Borunda,
Miguel Ángel Huepa Pérez (rúbrica), Fidel Kuri Grajales (rúbrica),
Carlos Lomelí Bolaños (rúbrica), Vidal Llerenas Morales, Rosa Elena
Millán Bueno, Tomás Roberto Montoya Díaz (rúbrica), Matías Naza-
rio Morales, Javier Antonio Neblina Vega, Jorge Carlos Ramírez Ma-
rín, César Augusto Rendón García (rúbrica), José Antonio Salas Va-
lencia (rúbrica), Miguel Ángel Salim Alle (rúbrica), Nancy Guadalupe
Sánchez Arredondo (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Ahora pido a la Secretaría abra el sistema electrónico por
cinco minutos, para proceder a la votación en lo general y
en lo particular del segundo proyecto de decreto por el que
se adiciona un segundo párrafo al artículo 5o de la Ley Or-
gánica de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144,
numeral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados.
Ábrase el sistema electrónico por cinco minutos para pro-
ceder a la votación en lo general y en lo particular.

(Votación)

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Pregunte.
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La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: ¿Alguna diputada o algún diputado que falte de emi-
tir su voto? 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sí.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: ¿Alguna diputada o algún diputado que falte de emi-
tir su voto?

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Allá, va entrando, barriéndose, un diputado. Parece que ya
no se ve entrar a nadie corriendo desesperadamente, enton-
ces…

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Ciérrese el sistema de votación electrónico. Se han
emitido, señor presidente,…

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
A ver, antes, antes. Allá.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Diputada Romero. ¿Está abierto todavía el sistema?

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
No, ya está cerrado. ¿No?

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: ¿Alguien más que falte?

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Allá, la diputada Félix Díaz.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: De viva voz, diputada Paola Félix.

La diputada Sara Paola Galico Félix Díaz (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Diputado Juan Carlos, el sentido de su voto.

El diputado Juan Carlos Ruiz García (desde la curul): A
favor.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Diputada Toledo, el sentido de su voto.

La diputada Wendolin Toledo Aceves (desde la curul): A
favor.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Allá, a la derecha.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Diputada Gretel Culin.

La diputada Gretel Culin Jaime (desde la curul): A favor.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El diputado Felipe Reyes.

El diputado Felipe Reyes Álvarez (desde la curul): A fa-
vor.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Señor presidente, se emitieron 436 votos a favor,
ninguno en contra.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobado en lo general y en lo particular por 43 votos,
unanimidad de los presentes, el proyecto de decreto por
el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 5º de
la Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del
Contribuyente. Pasa al Senado para sus efectos consti-
tucionales.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El siguiente punto del orden del día es la discusión de cua-
tro dictámenes con proyecto de decreto, de la Comisión de
Salud. El primero, por el que se adiciona una fracción XII
al artículo 6º, y un tercer párrafo al artículo 66 de la Ley
General de Salud, en materia de acoso y violencia escolar.
El segundo, por el que se adiciona un párrafo segundo al
artículo 70 de la Ley General de Salud. El tercero, por el
que se reforma la fracción III del artículo 112 de la Ley Ge-
neral de Salud, y el cuarto, por el que se reforma la frac-
ción VIII del artículo 134 de la Ley General de Salud.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de
decreto por el que se adicionan una fracción XII al artícu-
lo 6o. y un tercer párrafo al artículo 66 de la Ley General
de Salud, en materia de acoso y violencia escolares
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HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Salud fue turnada para su estudio, análi-
sis y dictamen correspondiente, la minuta con proyecto de
decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la
Ley General de Salud en materia de acoso y violencia es-
colar.

Esta dictaminadora con fundamento en los artículos 72 y
73, fracción XVI, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 39, numerales 1, 2 fracción XLV y
3, artículo 45, numeral 6 incisos e) y f) de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 1,
6, numeral 1 fracción III, 80, numeral 1, fracción I, 81, nu-
meral 1, 82, numeral 1, 84, 85, 95, 157, numeral 1, fracción
I, 158, numeral 1, fracción IV, 162, 167, 175, 176, 177, 180
y 182 del Reglamento de la Cámara de Diputados; y ha-
biendo analizado el contenido de la minuta de referencia,
somete a consideración de esta honorable asamblea el pre-
sente dictamen, basándose en la siguiente:

METODOLOGÍA:

I. En el capítulo de “ANTECEDENTES” se da constan-
cia del proceso legislativo, en su trámite de inicio, reci-
bo de turno para el dictamen de la referida minuta y de
los trabajos previos de la Comisión.

II. En el Capítulo correspondiente a “CONTENIDO DE
LA MINUTA” se exponen los motivos y alcance de la
propuesta de reforma en estudio.

III. En el capítulo de “CONSIDERACIONES” la Comi-
sión dictaminadora expresa los argumentos de valora-
ción de la propuesta y de los motivos que sustentan la
decisión de respaldar o desechar la minuta en análisis.

I. ANTECEDENTES

1. Con fecha 24 de julio de 2013, la senadora María
Cristina Díaz Salazar, integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional, presentó
Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man diversas disposiciones de la Ley General de Salud
y de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes.

2. Con la misma fecha, en sesión plenaria de la Cámara
de Senadores, la Presidencia de la Mesa Directiva dis-

puso que dicha Iniciativa fuera turnada a las Comisiones
Unidas de Salud y de Estudios Legislativos, para su aná-
lisis y dictamen correspondiente.

3. Con fecha 4 de noviembre de 2015 durante su Reu-
nión Ordinaria de las Comisiones Unidas de Salud y de
Estudios Legislativos se aprobó el proyecto de decreto
que adiciona una fracción XII al artículo 6º y un tercer
párrafo al artículo 66 de la Ley General de Salud, de la
senadora María Cristina Díaz Salazar, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

4. En sesión ordinaria de fecha 18 de noviembre de
2015, la Cámara de Senadores aprobó el proyecto de de-
creto que adiciona una fracción XII al artículo 6º y un
tercer párrafo al artículo 66 de la Ley General de Salud,
de la senadora María Cristina Díaz Salazar, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

5. En sesión ordinaria de fecha 24 de noviembre de
2015, la Cámara de Diputados recibió del Senado de la
Republica la minuta materia del presente dictamen.

6. En la misma fecha la Mesa Directiva de éste órgano
legislativo, turnó la mencionada minuta a la Comisión
de salud para su estudio y posterior dictamen, con nú-
mero de expediente 1000.

II. CONTENIDO DE LA MINUTA

En la exposición de motivos de la minuta se argumenta que
la violencia o acoso escolar, actualmente conocido como
bullying, es un fenómeno que en todas las épocas y en to-
dos los países ha existido. Sin embargo, este problema ha
evolucionado de un modo preocupante, ocasionando que
niños y adolescentes lleguen incluso a recurrir al suicidio
como una forma de escape a las burlas, agresiones y acoso
constante que sufren por parte de sus compañeros.

México no está exento de este fenómeno; para hacer fren-
te a este problema se deben sumar esfuerzos desde todos
los ámbitos: la casa, la escuela y gobierno, toda vez que es
un conflicto de salud pública, pues la tasa de suicidios oca-
sionados por el bullying ha ido en constante incremento,
así como la deserción escolar, depresión, aislamiento de ni-
ños y jóvenes en el entorno social, baja autoestima, etc., si-
tuaciones que devienen en problemas con sus relaciones in-
terpersonales cuando estos niños y jóvenes llegan a la edad
adulta.
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Por ello la minuta propone establecer, dentro de los objeti-
vos del Sistema Nacional de Salud, establece la creación de
programas de atención integral para las víctimas y victima-
rios de acoso y violencia escolar, en coordinación con las
autoridades educativas.

Pretende que en el diseño de las Normas Oficiales Mexica-
nas, las autoridades sanitarias puedan promover mecanis-
mos de atención a las víctimas y victimarios del acoso o
violencia escolar.

La propuesta plantea la regulación de estrategias que ate-
núen el fenómeno de la violencia escolar, que afecta la sa-
lud tanto física como mental de los menores de edad en
cualquier nivel de educación.

Por estas razones se plantea reformar la Ley General de Sa-
lud, para quedar como sigue:
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III. CONSIDERACIONES.

Esta Comisión considera importante resaltar que la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos en, su ar-
tículo 1°, prohíbe toda discriminación motivada por origen
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la
condición social, de salud, la religión, las opiniones, las
preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente con-
tra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menos-
cabar los derechos y libertades de las personas.

Por su parte, el numeral tres del propio ordenamiento obli-
ga a que la educación que imparta el Estado tienda a des-
arrollar armónicamente todas las facultades de los seres hu-
manos y a contribuir a la mejor convivencia, con respeto a
la dignidad de las persona y la integridad de la familia, así
como la convicción de anteponer el interés general de la
sociedad.

Los objetivos del artículo tercero de la misma Carta Mag-
na, son crear un ambiente de desarrollo armónico, de lucha
en contra de los prejuicios, de respeto y la tolerancia. Pre-
ceptos que obligan a conducirse con respeto entre hombres,
mujeres, y entre sí, y que se ven trasgredidos al ejercer aco-
so escolar (bullying).

Es de señalar que el acoso escolar se presenta como una
conducta reiterada negativa, mientras que la violencia se
concibe, de acuerdo con la OMS como el uso intencional
de la fuerza, de hecho o como amenazas; en ambos con-
ceptos los resultados son catastróficos tanto para quien los
recibe como para aquellos que los presencian. Por ello, es
de vital importancia la necesidad de procurar el interés su-
perior de las y los menores y, sobre todo, de quienes se en-
cuentran en situación de vulnerabilidad.

Estos son algunos efectos del acoso escolar:

• Dificultades interpersonales relacionadas con la con-
fianza en las demás personas y el miedo a situaciones
nuevas, que puede favorecer el desarrollo de una ten-
dencia al aislamiento o a comportarse en forma reserva-
da o solitaria.

• Por los motivos citados anteriormente, se pueden pre-
sentar dificultades para hacer nuevas amistades.

• Pueden tener una autoestima más baja en comparación
con las personas que no han vivido el acoso escolar.

• Pueden ser vulnerables a nuevas experiencias de aco-
so en contextos distintos, como el laboral o en sus rela-
ciones de pareja.

• Pueden aparecer ideaciones e intentos suicidas moti-
vados por la situación de acoso escolar, específicamen-
te cuando se torna crónica.

En México, un estudio realizado en 2009 por la UNICEF,
reveló que el 92% de las niñas, niños y adolescentes en-
cuestados, reportó haber sufrido algún tipo de violencia es-
colar, por parte de sus compañeros.

De acuerdo con la Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económicos, México ocupa el primer lugar in-
ternacional de casos de bullying en educación básica con
una afectación a más de 18.5 millones de alumnos de pri-
maria y secundaria, en los ámbitos público y privado de la
educación.

Se estima además, conforme a cifras de la Secretaría de Sa-
lud, que de un total de 4 mil 972 suicidios, más del 59% de
los casos refieren causas que incluyen el acoso físico, psi-
cológico y cibernético, principalmente en nueve entidades
federativas del país: Estado de México, Jalisco, Ciudad de
México, Veracruz, Guanajuato, Chihuahua, Nuevo León,
Puebla y Tabasco.

Derivado de la propuesta de la minuta que nos ocupa se
aprecia un esfuerzo por eliminar cualquier tipo de violen-
cia, mediante la adopción de medidas eficaces para superar
actitudes y prácticas de cualquier tipo de violencia. Los es-
fuerzos del Poder Legislativo deben ir en paralelo, por lo
que es menester adecuar las leyes a fin de combatir el aco-
so escolar o violencia. 

Esta Comisión dictaminadora coincide con el objetivo de la
propuesta, de prevenir y erradicar el acoso o violencia es-
colar. Por ello, aprueba en sus términos la minuta propues-
ta.

Por lo antes expuesto y con fundamento en lo dispuesto por
el artículo 72, fracción A, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, se somete a consideración del
Pleno de la Cámara el siguiente:
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PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADI-
CIONA UNA FRACCIÓN XII ALARTÍCULO 6º Y UN
TERCER PÁRRAFO AL ARTÍCULO 66 DE LA LEY
GENERAL DE SALUD.

Único. Se reforman las fracciones X y XI, y se adiciona la
fracción XII al artículo 6º y un tercer párrafo al artículo 66
de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 6o. ...

I. a IX.

X. Proporcionar orientación a la población respecto de
la importancia de la alimentación, nutritiva, suficiente y
de calidad y su relación con los beneficios a la salud;

XI. Diseñar y ejecutar políticas públicas que propicien
la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, que
contrarreste eficientemente la desnutrición, el sobrepe-
so, la obesidad y otros trastornos de la conducta alimen-
taria, y

XII. Acorde a las demás disposiciones legales aplica-
bles, promover la creación de programas de atención
integral para la atención de las víctimas y victima-
rios de acoso y violencia escolar, en coordinación con
las autoridades educativas.

Artículo 66. ...

...

En el diseño de las Normas Oficiales Mexicanas señala-
das en el primer párrafo del presente artículo, las auto-
ridades sanitarias podrán promover mecanismos de
atención a las víctimas y victimarios del acoso o violen-
cia escolar.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

SEGUNDO. Las acciones que se deban emprender con
motivo de la entrada en vigor del presente decreto, deberán
cubrirse con cargo al presupuesto aprobado por las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Federal
en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejer-

cicio fiscal que corresponda, por lo que no se requerirán
mayores transferencias presupuestarias.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de marzo de 2016.

La Comisión de Salud, diputados: Elías Octavio Íñiguez Mejía (rú-
brica), presidente; Sylvana Beltrones Sánchez (rúbrica), Marco Anto-
nio García Ayala (rúbrica), Rosalina Mazari Espín (rúbrica), María Ve-
rónica Muñoz Parra (rúbrica), Pedro Luis Noble Monterrubio
(rúbrica), Teresa de Jesús Lizárraga Figueroa (rúbrica), Eva Florinda
Cruz Molina (rúbrica), José Guadalupe Hernández Alcalá (rúbrica),
Araceli Madrigal Sánchez (rúbrica), Mariana Trejo Flores (rúbrica),
Rosa Alba Ramírez Nachis (rúbrica), Melissa Torres Sandoval (rúbri-
ca), Rosa Alicia Álvarez Piñones (rúbrica), Jesús Antonio López Ro-
dríguez (rúbrica), secretarios; Xitlalic Ceja García (rúbrica), Román
Francisco Cortés Lugo (rúbrica), Rocío Díaz Montoya (rúbrica), Pablo
Elizondo García (rúbrica), Delia Guerrero Coronado (rúbrica), Rober-
to Guzmán Jacobo (rúbrica), Genoveva Huerta Villegas (rúbrica), Víc-
tor Ernesto Ibarra Montoya, Alberto Martínez Urincho (rúbrica),
Evelyn Parra Álvarez (rúbrica), Carmen Salinas Lozano (rúbrica), Ka-
rina Sánchez Ruiz (rúbrica), José Refugio Sandoval Rodríguez (rúbri-
ca), Adriana Terrazas Porras, Wendolín Toledo Aceves (rúbrica), Yah-
leel Abdala Carmona (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Nos vamos directo al posicionamiento de los distintos gru-
pos parlamentarios. Ya tenemos integrada una lista de di-
putadas y diputados y en consecuencia, estando a discusión
en lo general y en lo particular, tiene la palabra la diputada
Melissa Torres Sandoval, del Grupo Parlamentario de En-
cuentro Social.

La diputada Melissa Torres Sandoval: Con su venia, se-
ñor presidente. Compañeras y compañeros diputados, para
las y los diputados federales de Encuentro Social resulta
prioritario salvaguardar y garantizar la salud física, mental
y social de todos los mexicanos, por tal razón nuestra ban-
cada habrá de votar a favor de cada uno de los cuatro dic-
támenes que presenta la Comisión de Salud para reformar
diversos artículos de la Ley General de Salud.

El primero de ellos adiciona una fracción VI al artículo 6º.
y un tercer párrafo al artículo 66 de la Ley General de Sa-
lud. Con dichas adiciones se busca promover la creación de
programas de atención integral para la atención de las víc-
timas y victimarios de acoso y violencia escolar.

Asimismo se establece que las autoridades sanitarias po-
drán promover mecanismos vía las normas oficiales mexi-
canas para la atención integral del acoso y violencia esco-
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lar. Con dichas medidas legislativas se busca atender el
grave problema de violencia y acoso escolar que padecen
nuestros jóvenes y niños.

El agravamiento de esta situación ha provocado el aumen-
to en la tasa de suicidios entre niños y adolescentes, los
cuales son presas de las burlas, agresiones y acoso por par-
te de sus compañeros.

Por tal razón se propone facultar a la Secretaría de Salud
para crear programas de atención integral para las víctimas
y victimarios de acoso y violencia escolar, así como el di-
seño de las normas oficiales mexicanas para la atención de
los mismos.

El segundo dictamen adiciona un segundo párrafo al artí-
culo 70 de la Ley General de Salud, para establecer que la
Secretaría de Salud, en coordinación con los gobiernos de
las entidades federativas impulsará acciones en materia de
educación sexual y planificación familiar de los adolescen-
tes.

El cambio a la ley tiene por objeto establecer servicios in-
tegrales de atención y educación sexual para la adecuada
planificación familiar de nuestra población adolescente.

En este sentido, resulta alarmante saber que el 97 por cien-
to de las jóvenes que tuvieron un embarazo no deseado de-
clararon conocer los métodos anticonceptivos; es decir, a
pesar de conocerlos no los utilizaron, lo cual refleja la fal-
ta de conciencia de nuestros jóvenes.

Como consecuencia de lo anterior, según datos del Inegi,
en el año 2012 hubo 457 mil 192 partos de adolescentes en-
tre 15 a 19 años, y 10 mil 924 partos de niñas entre 10 y los
14 años de edad, cifras que resultan reveladoras del grave
problema que tiene nuestro sistema de salud en la materia.

El tercer dictamen reforma la fracción III del artículo 112
de la Ley General de Salud, para especificar en dicho or-
denamiento que la Secretaría de Salud deberá establecer
programas públicos con el objeto de orientar y capacitar a
la población en la prevención, diagnóstico y control de en-
fermedades cardiovasculares.

Los padecimientos cardiovasculares son la primera causa
de muerte en nuestro país, en personas mayores de 65 años
de edad, y la cuarta en la población de entre 15 y 64 años.
Como consecuencia a lo anterior, se hace necesario esta-
blecer medidas oportunas que orienten y concienticen a la

población en la prevención, diagnóstico y control de padeci-
mientos cardiovasculares, que afectan de manera muy preo-
cupante a millones de mexicanos, que a causa de las mismas
sufren de discapacidad, morbilidad y muerte prematura.

El último dictamen reforma la fracción VIII del artículo134
de la Ley General de Salud, para establecer la obligación
de la Secretaría de Salud y los gobiernos de los estados, de
realizar actividades de vigilancia epidemiológica en la pre-
vención y control del virus del papiloma humano.

El virus del papiloma humano es causante del cáncer _er-
vicouterino, que de acuerdo con cifras de la Secretaría de
Salud, es la segunda causa de muerte entre mujeres mexi-
canas mayores de 25 años de edad.

Por tal razón, resulta de suma importancia la vigilancia
permanente de la epidemiología del virus del papiloma,
con la finalidad de instaurar mejores campañas de preven-
ción para un control más adecuado del mismo.

Por lo anteriormente expuesto, el Grupo Parlamentario de
Encuentro Social votará a favor de los cuatro dictámenes,
en razón de que con las reformas propuestas se contribuye
a garantizar de mejor manera la salud de todos los mexica-
nos. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Torres. Tiene ahora la palabra la diputada
Karina Sánchez Ruiz, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza.

La diputada Karina Sánchez Ruiz: Con la venia de la
Presidencia. Compañeras y compañeros legisladores, tengo
la oportunidad de fijar la postura del Grupo Parlamentario
de Nueva Alianza sobre los dictámenes que presenta la Co-
misión de Salud, los cuales versan sobre temas de mayor
importancia en la agenda nacional y por lo que en Nueva
Alianza estaremos a favor de los mismos.

Solicito a la Mesa Directiva flexibilidad en el tiempo, para
hablar en lo general de los cuatro dictámenes a discusión.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Adelante.

La diputada Karina Sánchez Ruiz: En primer lugar, me
referiré al dictamen con proyecto de decreto por el que se
adiciona una fracción XII al artículo 6 y un tercer párrafo
al artículo 66 de la Ley General de Salud.
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En esta reforma se propone incorporar como uno de los ob-
jetivos del Sistema Nacional de Salud la promoción de pro-
gramas de atención integral para la atención de las víctimas
y victimarios de acoso y violencia escolar. Así como inte-
grar en el diseño de las normas oficiales mexicanas la pro-
moción de mecanismos de atención a las víctimas y victi-
marios del acoso o violencia escolar.

Para Nueva Alianza la educación constituye el eje articular
de nuestro trabajo legislativo. Sin embargo, para que esa
actividad sea el principal factor de movilidad social es pre-
ciso que se desarrolle en un ambiente de civilidad, de paz,
armonía y respeto absoluto de los derechos humanos.

Lamentablemente, la problemática del acoso escolar pre-
senta un grado de ascenso en los últimos años y ha hecho
que para millones de niños, niñas y adolescentes la escue-
la se convierta en un lugar de violencia y humillación del
que no quieren formar parte.

Las cifras son elocuentes. En 2009 un estudio de la UNI-
CEF en México reveló que el 92 por ciento de niñas, niños
y adolescentes encuestados reportó haber sufrido algún ti-
po de violencia escolar por parte de sus compañeros.

Por su parte, la Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económico coloca a México como el primer lugar
de acoso de bullying en educación básica, más de 18.5 mi-
llones de alumnos de primaria y secundaria lo padecen.

Más grave aún es que de acuerdo a los datos que arroja la
Secretaría de Salud, de un total de 4 mil 972 suicidios, más
del 59 por ciento de los casos refieren causas que incluyen
el acoso físico, psicológico y cibernético.

Es imperativo poner un alto al acoso escolar, ya que se ha
convertido en un tema de salud pública.

En congruencia con lo anterior, en Nueva Alianza hemos
presentado una iniciativa para atender esta problemática
desde el ámbito educativo. Esperemos que pronto podamos
contribuir a la eliminación de este fenómeno social impul-
sando esta iniciativa que hemos presentado.

Otro tema de mayor trascendencia para el presente y futu-
ro de nuestro país es el embarazo adolescente. Por ello vo-
taremos a favor del dictamen que adiciona un párrafo se-
gundo al artículo 70 de la Ley General de Salud, con el
objetivo de que la Secretaría de Salud en coordinación con
los gobiernos de las entidades federativas impulsen accio-

nes en materia de educación sexual y planificación familiar
dirigidas a la población adolescente.

De acuerdo con el Inegi, en el año 2010 se contabilizaron
464 mil 102 embarazos en adolescentes de entre los 15 y
19 años de edad, y 11 mil 682 casos de niñas que se con-
virtieron en madres antes de cumplir los 15 años.

Si bien el embarazo a cualquier edad constituye un hecho
psicosocial de gran trascendencia, en la adolescencia cobra
mayor importancia por los riesgos que puede tener; tanto
para la madre como para el hijo, ya que la adolescente aún
no alcanza la madurez física y mental para tener un bebé y
asumir la responsabilidad tan grande como es la materni-
dad.

Más de 80 por ciento de adolescentes embarazadas aban-
donan la escuela y tan solo 7 por ciento de los adolescen-
tes que se convierten en padres tienen la capacidad econó-
mica para mantener a sus hijos. De ahí la importancia de
fomentar una educación sexual y de planificación familiar
adecuada entre los adolescentes.

Asimismo, votaremos a favor del dictamen de la Comisión
de Salud por el que se reforma la fracción III del artículo
112 de la ley General de Salud, con la finalidad de incluir
la prevención, diagnóstico y control de enfermedades car-
diovasculares de los objetivos de la educación para la sa-
lud.

Para ilustrar la magnitud del daño que originan estas enfer-
medades, basta mencionar que en México son la principal
causa de muerte en personas mayores de 65 años de edad y
la cuarta en la población de entre 15 y 64 años.

Privilegiar los métodos preventivos sobre los curativos es
la razón de ser de la educación para la salud. La mejor for-
ma de contribuir a disminuir las enfermedades cardiovas-
culares es la prevención.

Finalmente, el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza con-
sidera adecuado el dictamen con proyecto de decreto que
reforma la fracción VIII del artículo 134 de la Ley General
de Salud. Dicho precepto se refiere a la obligación de la Se-
cretaría de Salud y los gobiernos de las entidades federati-
vas en materia de vigilancia epidemiológica, de prevención
y control de las enfermedades transmisibles. Esta enferme-
dad afecta a alrededor de 500 mil mujeres y provoca 260
mil muertes en todo el mundo cada año.
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Cabe señalar que el VPH es un virus altamente transmisi-
ble. En 2007 la Secretaría de Salud estimó que 95 por cien-
to de las mujeres menores de 30 años con vida sexual acti-
va ha presentado una infección con virus de papiloma
humano. Ese es el tamaño del reto y el alcance de las me-
didas de la prevención.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, con
la aprobación de estos dictámenes damos un paso más en
la ruta correcta para garantizar el derecho humano a la sa-
lud de las y los mexicanos. 

En Nueva Alianza cumplimos con nuestro compromiso de
legislar a favor de un mayor bienestar de las familias me-
xicanas en un aspecto fundamental como es la salud. Re-
cordemos la comunidad es primero. Es cuanto, diputado
presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Sánchez.

Saludamos la presencia de alumnos del Colegio Ciprés, ni-
vel secundaria, de la delegación Cuajimalpa, de la Ciudad
de México. Invitados por el diputado Renato Josafat Moli-
na Arias. Sean ustedes bienvenidos a este recinto parla-
mentario de San Lázaro.

Tiene ahora la palabra, la diputada Rosa Alba Ramírez Na-
chis, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

La diputada Rosa Alba Ramírez Nachis: Buenas tardes.
Gracias, presidente. Compañeros y compañeras legislado-
ras. Hoy tengo la oportunidad de referirme a ustedes res-
pecto de modificaciones y adiciones que resultaron del
gran trabajo que estamos ejecutando en la Comisión de Sa-
lud. Hoy se discuten cuatro dictámenes que estoy total-
mente segura que cada uno de ustedes aprobará con bene-
plácito, porque son el resultado del quehacer legislativo de
una bancada que se compromete y de una legislación que
se compromete con el pueblo de México.

Respecto del primer dictamen, que nos referiremos a lo que
todos conocemos como bullying. Es de primordial interés
que todos los mexicanos coadyuven en fortalecer y aplicar
cada una de las medidas preventivas que disminuyan este
tipo de fenómeno que ha venido afectando grandemente a
los chiquillos en la escuela, a las niñas, a los niños y que ha
generado en algunas ocasiones problemas graves, incluso
que pueden llegar al suicidio.

Para hacerle frente a este problema se deben sumar esfuer-
zos desde todos los ámbitos: la casa, la escuela, el gobier-
no, ya que es un conflicto grave de salud pública. Se con-
sidera en un estudio de 2009 emitido por la Unicef, que el
92 por ciento de niñas y adolescentes encuestados reportó
haber sufrido algún tipo de agresión.

Por esta razón nosotros vamos a fortalecer que se imple-
menten este tipo de adhesiones y modificaciones para evi-
tar que se siga suscitando este problema.

En cuanto a la adición al artículo 70, es necesario atender
lo que la promovente refiere respecto de que toda mujer
tiene derecho a una sexualidad en cuanto a adoptar ciertas
condiciones y derechos a la procreación, derecho a adición
de igualdad, a la equidad entre hombres y mujeres y a la se-
guridad sexual y la reproducción, incluido el derecho a es-
tar libre de violencia y coacción sexual y sobre todo el de-
recho a la vida.

Impulsar acciones en materia educativa de sexualidad, de
planificación familiar, van dirigidas a la población adoles-
cente y es una acción responsable, por ello Movimiento
Ciudadano fortalece el posicionamiento a favor de este dic-
tamen.

La reforma a la fracción III del artículo 102 de la Ley Ge-
neral de Salud establece que debemos poner especial aten-
ción en los padecimientos cardiovasculares en nuestro pa-
ís, en razón de que como lo comentó la compañera que me
antecedió, se ha venido suscitando un gran problema con
pérdidas humanas generadas por este problema. Por ello es
necesario que fortalezcamos cada una de las acciones de
prevención.

Se considera también de suma importancia que la última
iniciativa que se refiere a la fracción VIII del artículo 134
de la Ley General de Salud en cuanto a las políticas públi-
cas y la conducta que debemos optar respecto del virus de
papiloma humano, debemos considerar que esta enferme-
dad ha generado en las mujeres mexicanas un gran núme-
ro de muertes, por eso es importante participar y promover
políticas públicas que nos ayuden a hacer frente a esta en-
fermedad y que atiendan la problemática de la sífilis, de las
infecciones gonocócicas, del virus del papiloma humano y
de otras enfermedades de transmisión sexual.

Debemos retomar el rumbo. Vamos en la dirección correc-
ta. No más recortes al presupuesto de salud. Es necesario
orientar y capacitar a la población en lo que se refiere a ma-
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teria de nutrición, salud mental, bucal, educación sexual,
planificación familiar, así como la prevención, diagnóstico
y control de enfermedades cardiovasculares, por ello Mo-
vimiento Ciudadano fortalece cada uno de los dictámenes
que redunden en el bienestar de los mexicanos en materia
de salud.

Queridos compañeros y compañeras legisladoras, invertir
en salud es generar ciudadanos productivos con capacidad
de impulsar el desarrollo económico del país lo que nos
permitirá ir en la dirección correcta llevando a nuestro Mé-
xico a donde lo queremos ver, en el estado totalmente de
desarrollo. Muchísimas gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Ramírez. Saludamos la presencia de los
jóvenes Eduardo Hernández Hernández, del Grupo Unidad
Revolucionaria, y de Alberto Casas García, del Grupo Ex-
presión Juvenil, ambos de la Ciudad de México, invitados
por el diputado Carlos Ramírez Marín, Jorge Carlos Ramí-
rez Marín. Bienvenidos a este salón parlamentario.

Y también saludamos la presencia de estudiantes de la Es-
cuela Superior de Intérpretes y Traductores, tercer y cuarto
semestre, de la Ciudad de México, invitados por el dipu-
tado Santiago Torreblanca Engell, sean ustedes bienveni-
das y bienvenidos a este recinto parlamentario.

Tiene ahora la palabra la diputada Mariana Trejo Flores,
del Grupo Parlamentario de Morena.

La diputada Mariana Trejo Flores: Con la venia de la
Presidencia. Compañeras diputadas y diputados, la frac-
ción parlamentaria de Morena por mi conducto aplaude es-
tas iniciativas presentadas el día de hoy, por resolvente de
ocho de cada diez niños en México han declarado sufrir de
acoso escolar y violencia dentro de las escuelas, según los
datos de la Comisión Nacional de Derechos Humanos.

Este es un dato alarmante, es un dato que por sí mismo cau-
sa dolor e indignación. Millones de mexicanos no se sien-
ten seguros en sus escuelas y no hemos logrado implemen-
tar programas que erradiquen esta lamentable situación. Es
necesario que como legisladores asumamos nuestra res-
ponsabilidad y trabajemos por el bienestar de la niñez me-
xicana.

El artículo 4o., constitucional establece en su párrafo sép-
timo y noveno, que “la prioridad del Estado mexicano es la
niñez”. No escatimemos en recursos, no pongamos pretex-

to en el Presupuesto federal. Es anticonstitucional no aten-
der las prioridades del Estado mexicano; tenemos que aten-
der que la niñez es lo más valioso que tenemos como na-
ción.

La reforma planteada de adición a la fracción VII al artícu-
lo 6 y al artículo 66 de la Ley General de Salud, pone de
manifiesto un interés real en materia de combate frontal
contra el acoso escolar.

Trabajemos conjuntamente por escuelas libre de violencia.
Hagamos un esfuerzo mayor y logremos seguridad para
nuestra infancia. Los problemas de nuestra infancia y de
nuestra adolescencia no sólo radican en violencia, sino
también en el abandono.

Quienes dirigen las instituciones de educación pública es-
tás más preocupados por evaluaciones del personal docen-
te y despedir a trabajadores que en buscar soluciones rea-
les a las problemáticas que presentan nuestra adolescencia,
mientras que las prioridades siguen siendo el endosar al pa-
ís a los capitales extranjeros y a los grandes contratos de
corrupción que a las soluciones, que a las necesidades de
nuestro país.

Nuestros adolescentes requieren de un esfuerzo mayor,
nuestros jóvenes a tener la información y el apoyo de edu-
cación a la orientación sexual; México lo necesita. Esta ini-
ciativa presentada que adiciona un párrafo segundo al artí-
culo 70 de la Ley General de Salud, es un buen comienzo.

La minuta con proyecto de decreto que reforma la fracción
III del artículo 112, viene a contribuir en materia de pre-
vención. Es importante señalar que las enfermedades car-
diovasculares son un alto riesgo para la población en gene-
ral. Morena apoya esta iniciativa y votaremos a favor de la
construcción de un marco legal que apoya la cultura de la
prevención.

Hoy se presenta ante este pleno un dictamen de la iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma la fracción VIII al
artículo 134 de la Ley General de Salud, que les pido a to-
dos los diputados presentes que nos sumemos a esta inicia-
tiva, ya que es necesario enfrentar al virus del papiloma hu-
mano con acciones contundentes y precisas.

El cáncer cervicouterino es una de las principales causas de
muerte de la población femenina en nuestro país, y este ti-
po de cáncer es causa de la mayoría de los casos del virus
del papiloma humano.
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No cerremos los ojos ante esta epidemia, el 80 por ciento
de la población sexualmente activa, según estudios recien-
tes, estos datos son nuevamente alarmantes. Es necesario
incluir este virus como una enfermedad sexual, hagamos lo
propio para que el marco legislativo federal contemple a
esta grave amenaza de salud como una prioridad de aten-
ción. Si hablamos de una cultura de prevención, comence-
mos a tomar cultura previniendo miles de casos de cáncer
cervicouterino.

Diputadas y diputados, Morena se suma el día de hoy a
cambios reales en materia de salud; seremos promotores de
marcos legislativos que garanticen el bienestar del pueblo
de México. Sabemos que ustedes también se sumarán a los
retos. Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Trejo. Tiene ahora la palabra la diputada
Rosa Alicia Álvarez Piñones, del Grupo Parlamentario del
Verde Ecologista.

La diputada Rosa Alicia Álvarez Piñones: Con la venia
de la Presidencia. El día de hoy abordamos la discusión de
cuatro dictámenes de la Comisión de Salud, que hacen re-
ferencia a temas verdaderamente preocupantes para nues-
tra nación: el virus del papiloma humano, la salud repro-
ductiva, las enfermedades cardiovasculares y el bullying o
acoso escolar.

Daré inicio señalando que en la actualidad enfrentamos pa-
decimientos graves que cobran la vida de millones de per-
sonas al año, como es el caso del virus del papiloma hu-
mano, el cual es una infección sexual muy común, con una
de las tasas de contagio más altas entre las enfermedades
virales.

Una de las características de este virus es la ausencia de
signos y síntomas para el portador, lo cual magnifica su pe-
ligrosidad, sobre todo para las mujeres, pues éste puede
propiciar la aparición del cáncer cervicouterino.

El carcinoma de cérvix, como también se le conoce a este
tipo de cáncer, se ha posicionado como la segunda causa de
muerte entre las mujeres mexicanas mayores de 25 años, lo
cual se traduce en aproximadamente 4 mil muertes anuales
que se pueden evitar, dado que se trata de un padecimiento
totalmente prevenible y tratable.

Es un hecho comprobado que las acciones de prevención
inciden positivamente en la reducción de riesgo de casi

cualquier enfermedad; por ello debemos actuar de manera
proactiva antes que reactiva, dado que esta postura nos per-
mite anticiparnos a los peores escenarios que pudieran pre-
sentarse y que tienen un impacto negativo en las finanzas
tanto públicas como personales.

Incluir al virus del papiloma humano dentro de las accio-
nes encaminadas a vigilar, prevenir y controlar enfermeda-
des transmisibles sin duda abonará al combate de este pa-
decimiento que impide ejercer plenamente los derechos
sexuales y reproductivos de las mujeres, debido al daño
que provoca en la fisiología femenina.

Ahora bien, en concordancia al tema planteado, en el Par-
tido Verde estamos convencidos que disponer de mayor
cantidad de información en el tema de salud reproductiva y
sexual, además de prevenir enfermedades, como el virus
del papiloma humano, logrará reducir los niveles de emba-
razos no planeados principalmente en adolescentes, pues
no podemos perder de vista la tendencia en aumento de es-
te fenómeno en nuestro país.

El dictamen al que nos referimos tiene como objetivo que
se incluyan en los servicios de planificación familiar la
orientación sexual específica a la adolescencia, sin distin-
go ni discriminación, lo cual se logrará a través de progra-
mas de difusión y acceso a métodos de planificación fami-
liar de manera eficiente y no discrecional.

Las cifras de embarazos no planeados en adolescentes son
muy altas, según el Consejo Nacional de Población, el 40.6
por ciento de las adolescentes en edad reproductiva han te-
nido un hijo. Asimismo, señala que durante el periodo
2003-2012 hubo un total de 25.9 millones de nacimientos,
de los cuales el 17.3 por ciento son de madres menores a
19 años, lo cual representa 448 mil alumbramientos anua-
les, o sea mil 227 nacimientos a diario y uno cada 70 se-
gundos en nuestro país.

Sabemos que el gobierno de la república está poniendo es-
pecial atención en este tema. Ejemplo de ello es la campa-
ña del Consejo Nacional de Población dirigida a este gru-
po de la sociedad. No obstante, siempre hay algo más por
hacer y por ello el Poder Legislativo pretende que se redo-
blen los esfuerzos para atender puntualmente los proble-
mas en materia de salud que afectan a los mexicanos.

Coincidimos en que impulsar acciones viables en materia
de educación sexual y planificación familiar enfocadas ha-
cia la población adolescente logrará disminuir, y en el me-
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jor de los casos erradicar los embarazos en las adolescen-
tes, lo cual les permitirá enfocar su atención en sus estudios
y con ello acceder a mejores oportunidades de vida.

Continuando con el análisis de los dictámenes presentados
por la Comisión de Salud, abordaremos un padecimiento
que va en aumento en nuestro país: las enfermedades car-
diovasculares. Desafortunadamente dicho padecimiento
hoy en día se posiciona como la principal causa de muerte
a nivel mundial, por lo que hace a sus principales causas
encontramos el consumo de tabaco, la falta de actividad fí-
sica y una alimentación poco saludable. Según… Presiden-
te, es que son cuatro dictámenes.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Adelante, diputada. Yo sé que son cuatro dictámenes.

La diputada Rosa Alicia Álvarez Piñones: Bueno. Según
datos de la Organización Mundial de la Salud, se calcula
que en 2012 murieron más de 17 millones de personas, lo
cual representa el 31 por ciento de todas las muertes regis-
tradas en el mundo.

En su mayoría, las enfermedades cardiovasculares pueden
prevenirse, para ello es indispensable reforzar las políticas
sanitarias existentes e impulsar nuevas líneas de acción pa-
ra motivar a las personas a que adopten y mantengan com-
portamientos saludables.

Es por ello que coincidimos con la propuesta planteada, cu-
ya finalidad es incluir dentro de los objetivos de la educa-
ción para la salud, la prevención, diagnóstico y control de
enfermedades cardiovasculares, pues estamos convencidos
que ello brindará elementos suficientes para que las perso-
nas estén informadas y así se disminuya el acelerado creci-
miento de pacientes con este tipo de enfermedades.

Por último, abordaré un tema que parecería ajeno al tema
de la salud, pero que sin duda es una lamentable realidad
que incide en la vida cotidiana de muchos mexicanos.

Según la Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económico, México ocupa el primer lugar a nivel interna-
cional de casos de bullying en educación básica, lo cual re-
presenta que casi 19 millones de alumnos de primaria y se-
cundaria han sufrido de algún tipo de maltrato en la
escuela.

El bullying genera baja autoestima, disminución en el ren-
dimiento escolar y problemas de sueño. Quienes lo pade-

cen dejan de comer y sufren de ansiedad. En algunos casos
provoca depresión, la cual llega a ser tan grave, que puede
orillarlos al suicidio.

Según estadísticas de la Secretaría de Salud, al año fallecen
en nuestro país 13 mil 856 personas por suicidio, de los
cuales el 59 por ciento tienen un origen en el acoso físico,
psicológico y cibernético entre los estudiantes. Dichas ci-
fras además de vergonzosas resultan alarmantes, por lo que
resulta indispensable ejecutar medidas determinantes para
poner un alto definitivo a estos abusos, siendo necesaria la
intervención de las autoridades para lograrlo.

Así pues requerimos enfocar nuestras labores al diseño de
mejores políticas públicas que otorguen herramientas sufi-
cientes para poder atacar el bullying y coincidimos plena-
mente en la urgencia de establecer dentro de los objetivos
del sistema nacional de salud la creación de programas de
atención integral para las víctimas de acoso y violencia es-
colar.

Por todo lo manifestado, los integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde votaremos a favor de los cuatro
dictámenes que la Comisión de Salud pone hoy a nuestra
consideración. Es cuanto, presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Álvarez.

Saludamos la presencia de estudiantes de la Universidad
Univer, plantel Nayarit, de la licenciatura en derecho, se-
gundo cuatrimestre, invitados por el diputado Gianni Raúl
Ramírez Ocampo. Sean ustedes bienvenidos a este recinto
parlamentario.

Tiene ahora la palabra la diputada Araceli Madrigal Sán-
chez, del Grupo Parlamentario del PRD.

La diputada Araceli Madrigal Sánchez: Con su permiso,
diputado presidente. A nombre del Grupo Parlamentario
del PRD presento a consideración los dictámenes que ana-
lizamos y consensamos en la Comisión de Salud.

El primer dictamen considerar adicionar un párrafo segun-
do al artículo 70, relativo a impulsar acciones en materia de
educación sexual y planificación familiar, dirigida a la po-
blación adolescente.

El segundo, propone reformar la fracción III del artículo
112, a fin de incluir, en el modelo educativo para la salud,
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la prevención, diagnóstico y control de enfermedades car-
diovasculares.

El tercer dictamen incorpora a la fracción VIII del artículo
134 el virus del papiloma humano al catálogo de enferme-
dades transmisibles, a fin de considerarla en las actividades
de vigilancia epidemiológica de prevención y control.

Y el cuarto dictamen, que se adiciona la fracción XII al ar-
tículo 6o. y un tercer párrafo al artículo 66 en materia de
acoso y violencia escolar.

Llevar a cabo acciones de educación sexual y planificación
familiar dirigidas a la población adolescente resulta perti-
nente, debido a que México experimenta una alta tasa de
embarazos en adolescentes.

Las últimas cifras refieren que anualmente se registran más
de 400 mil alumbramientos de madres menores de edad, lo
que representa el 20 por ciento del total de los nacimientos
en el país.

Esta situación actualmente permea, no sólo en los estados
del sur, sino en todo México. De acuerdo a cifras de Cona-
po, 40 por ciento de las adolescentes tuvieron un embarazo
no planeado. No obstante, que la mayoría conocía los mé-
todos anticonceptivos.

El embarazo temprano tiene como consecuencia el aumen-
to de mujeres en pobreza, no sólo en términos de ingreso,
sino también en el de salud y educación, pues generalmen-
te al dejar los estudios se complica su acceso al trabajo.

Por ello, consideramos que se requiere impulsar un mode-
lo de cultura y educación sexual y planificación familiar
entre la población adolescente.

En otro tema se considera pertinente considerar la preven-
ción, diagnóstico y control de enfermedades cardiovascu-
lares en los objetivos de la educación para la salud. Por el
alza en obesidad, malos hábitos alimenticios, tabaquismo y
sedentarismo que se registran en México, al ser la primera
causa de muerte en personas mayores de 65 años de edad,
y la cuarta causa de muerte en población de personas entre
15 y 64 años de edad.

Reconocer que este problema se puede prevenir y contra-
rrestar con la educación a la población en materia de pre-
vención, diagnóstico y control en sustentar políticas públi-

cas en salud que privilegien procesos preventivos sobre los
curativos.

En la tercera iniciativa, relativa a incluir el virus del papi-
loma humano al catálogo de enfermedades transmisibles, a
fin de considerarla en las actividades de vigilancia epide-
miológica de prevención y control resulta atinado, toda vez
que el virus del papiloma humano, más conocido como
VPH, es una infección de transmisión sexual muy común
en personas que practican relaciones sexuales sin protec-
ción.

Existen aproximadamente 200 tipos de este virus, de los
cuales tres, por sus rasgos característicos son muy agresi-
vos y causantes del cáncer cervicouterino.

México ocupa uno de los primeros lugares de mortalidad
entre las mujeres que sufren el cáncer cervicouterino. De
acuerdo con las cifras de la Secretaría de Salud es la se-
gunda causa de muerte en mujeres mexicanas mayores de
25 años.

Por eso, es importante insistir que toda mujer con vida se-
xual activa practique una prueba de Papanicolaou con cier-
ta periodicidad, y que a la mujer desde su adolescencia se
le aplique la vacuna para prevenirla por infección del virus
del papiloma humano.

Por último, la violencia o acoso escolar es el fenómeno que
en todas las épocas ha existido. Este problema tiene una
trayectoria preocupante para niños, niñas y adolescentes
que sufren agresiones y acoso constante por parte de los
compañeros.

México no está exento de esta problemática. Según la OC-
DE ocupamos los primeros lugares. Tabasco no es la ex-
cepción, pues en mi estado algunos casos de bullying han
llegado a tener consecuencias fatales.

Para hacer frente a este problema se deben sumar esfuerzos
desde todos los ámbitos, principalmente en la casa, la es-
cuela, la sociedad y el gobierno.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, el derecho
a la protección de la salud significa que los gobiernos de-
ben crear las condiciones que permitan a todas las personas
gozar de la calidad de vida superior a la estimada. El Gru-
po Parlamentario del PRD votará a favor de estos cuatro
dictámenes. Es cuanto, presidente.
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Presidencia del diputado 
Edmundo Javier Bolaños Aguilar

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputada Madrigal. Tiene el uso de la palabra el
diputado Víctor Ernesto Ibarra Montoya, del Grupo Parla-
mentario de Acción Nacional, hasta por tres minutos.

El diputado Víctor Ernesto Ibarra Montoya: Con su ve-
nia, señor presidente. Compañeras diputadas y compañeros
diputados, no cabe duda que la Comisión de Salud es una
de las comisiones más productivas de esta soberanía, de es-
ta legislatura; por lo que felicito a todos los integrantes, a
los secretarios y a mi presidente, Elías.

Son cuatro dictámenes que el día de hoy presenta la comi-
sión más productiva de esta legislatura. 

Primero. El acoso escolar es de cualquier forma un maltra-
to psicológico, verbal o físico, producido entre los escola-
res en forma reiterada a lo largo de un tiempo determinado,
tanto en el aula como a través de las redes sociales. 

De acuerdo a la Organización para la Cooperación del De-
sarrollo Económico, México ocupa el primer lugar interna-
cional en el caso de acoso escolar en educación básica, lo
cual afecta a 18 millones y medio de alumnos de primaria
y secundaria.

El artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece el derecho de toda persona a
la protección de salud. Asimismo, el artículo 1o. de la Ley
General de Salud prescribe que se entiende por salud un es-
tado completo de bienestar físico, moral, mental y social;
no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades. 

El dictamen que hoy presenta la Comisión de Salud propo-
ne establecer los objetivos del Sistema Nacional de Salud, el
de promover la creación de programas de atención integral
para la atención de víctimas o victimarios y acoso y violen-
cia escolar, en coordinación con autoridades educativas. 

Asimismo, propone el diseño de normas oficiales mexica-
nas para proteger la salud educando a la comunidad esco-
lar, las autoridades sanitarias y podrá promover mecanis-
mos de atención a las víctimas y victimarios del acoso o
violencia escolar. 

Segundo dictamen. Es sobre infección de virus del papilo-
ma humano, es una enfermedad de trasmisión sexual que

ha ido aumentando en nuestro país, tanto hombres como
mujeres están involucrados en la reproducción de la infec-
ción pudiendo ser trasmisores y también víctimas. Se trata
de una infección relacionada con el comportamiento se-
xual, como la edad de inicio de vida sexual, un número ele-
vado de parejas sexuales o de contacto sexual con indivi-
duos de alto riesgo.

El dictamen propone que se reforme la fracción VIII del ar-
tículo 134 de la Ley General de Salud, que tiene como ob-
jetivo establecer a la Secretaría de Salud y a los organismos
de entidades federativas en sus respectivos ámbitos de
competencia que realicen actividades de vigilancia epide-
miológica, de prevención y control del virus de papiloma
humano y con ello evitar muertes de mujeres a causa del
cáncer cervicouterino.

En tercer lugar hablamos de los padecimientos cardiovas-
culares en México, que son la primera causa de muerte en
personas de 65 años y cuarto lugar de personas a 15 a 64,
por lo tanto también representa para su aprobación el dic-
tamen, para que se propone reformar la fracción III, del ar-
tículo 112 de la Ley General de Salud, para establecer uno
de los objetos de la educación de salud en la prevención,
diagnóstico y control de enfermedades cardiovasculares. 

Y por último se aborda un tema que afecta de manera muy
importante al crecimiento de la población, como es el em-
barazo en adolescentes. Se trata de una situación que invo-
lucra a diversos derechos de los ciudadanos y pone a prue-
ba la efectividad política pública instrumentadas por el
gobierno mexicano.

Es por esto, como sociedad, debemos de asumir el com-
promiso e instrumentar medidas para evitar embarazos que
comprometan el futuro de jóvenes y de sus hijos. Un ele-
mento fundamental para prevención de embarazos en ado-
lescentes es la educación sexual y reproductiva que resulta
indispensable y urgente que garantice a los jóvenes un ac-
ceso educativo sobre esta materia. 

Este dictamen que ponemos a discusión al pleno, que pro-
pone reformar el artículo 70 de la Ley General de Salud pa-
ra establecer –la Secretaría de Salud en coordinación con
los gobiernos de las entidades federativas–, impulsar, entre
otras acciones en materia de educación sexual y planifica-
ción familiar, dirigidas a la población adolescente. 

Los diputados del Grupo Parlamentario de Acción Nacio-
nal apoyamos estos dictámenes con nuestro voto a favor
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por considerar urgente que se instrumente intervención
educativa y políticas públicas, con el fin de crear concien-
cia entre la población, ya que la importancia de la salud es
tomar medidas preventivas para reducir riesgo de padeci-
mientos comunes o situaciones que pudieran poner en ries-
go la salud tanto física como mental o emocional. Es cuan-
to, señor presidente.

Presidencia del diputado 
José de Jesús Zambrano Grijalva

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Ibarra. Saludamos la presencia de un
grupo de estudiantes y padres de familia mexiquenses del
Instituto Cumbres México, invitados por el diputado Car-
los Iriarte Mercado. Sean ustedes bienvenidos a este recin-
to parlamentario.

Tiene ahora la palabra la diputada Xitlalic Ceja García, del
Grupo Parlamentario del PRI. Que la pongan nerviosa tan-
tos aplausos.

La diputada Xitlalic Ceja García: Con su permiso, dipu-
tado presidente. Compañeras y compañeros diputados. Al
inicio de la presente Legislatura el Partido Revolucionario
Institucional se propuso promover leyes que aseguren la
calidad de los servicios de salud, así como fortalecer la co-
ordinación entre los distintos órdenes de gobierno y orga-
nismos públicos dedicados a la salud para ampliar los pro-
gramas de prevención y detección de enfermedades con
oportunidad, a fin de reducir los riesgos de salud y costos
sociales. 

No podemos excusar la urgencia de los servicios públicos
de salud para brindar un trato digno y respetuoso a niñas y
adolescentes embarazadas e información materno infantil,
atención médica y hospitalaria.

Es urgente ofrecer programas sobre salud sexual y repro-
ductiva que permitan a las niñas y mujeres contar con in-
formación precisa y así reducir los niveles de embarazos no
deseados y violencia contra las mujeres.

Los cuatro dictámenes que presenta la Comisión de Salud
contribuyen a la consolidación de los instrumentos y polí-
ticas necesarias para una integración efectiva.

Hoy en especial me dirijo a ti que has sido víctima de vio-
lencia y acoso escolar. Quiero decirte que las diputadas y
los diputados del PRI nos manifestamos a favor de adicio-

nar a la Ley General de Salud los mecanismos que garanti-
cen que tengas atención, tú que has sido víctima; pero tam-
bién a ti que has sido generador de violencia, quiero decir-
te que no estás solo, quiero decirte que no estás sola, que
los diputados del PRI haremos todo lo que esté en nuestras
manos para erradicar este problema social y de salud pú-
blica que tanto daño le han hecho a nuestro país.

Aunado a la preocupación por nuestros jóvenes y al incre-
mento en casos de embarazos en adolescentes, es urgente
que la Secretaría de Salud impulse acciones en materia de
educación sexual y planificación dirigido a la población
adolescente. Lo mismo en materia de prevención, diagnós-
tico y control de enfermedades cardiovasculares que afec-
ta a un gran número de habitantes de nuestro país.

Votar el siguiente dictamen representa la voluntad para lu-
char contra este cáncer silencioso que representa la segun-
da causa de muerte en mujeres mayores a 25 años. Por lo
anterior el Grupo Parlamentario del PRI votará a favor,
porque luchamos por un México que cuente con un sistema
nacional de salud universal, equitativo, integral, sustenta-
ble, efectivo y de calidad, con especial atención a los gru-
pos de población más vulnerables.

Queremos un México en donde el derecho a la salud pue-
da ser una realidad para todos los mexicanos, a tener un sis-
tema de salud preventivo y de atención digna y oportuna
para todos a lo largo de todas las etapas de su vida. Es
cuanto. Muchísimas gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Ceja. Agotada la lista de oradores, con-
sulte la Secretaría a la asamblea en votación económica si
los dictámenes se encuentran suficientemente discutidos en
lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
Por instrucciones de la Presidencia en votación económica
se consulta a la asamblea si los dictámenes se encuentran
suficientemente discutidos en lo general y en lo particular.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa,
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa, sírvanse manifestarlo. Señor presi-
dente, mayoría por la afirmativa. Señor presidente, mayo-
ría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico al consi-
derarse suficientemente discutido en lo general y en lo par-
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ticular. Abra el sistema electrónico, por cinco minutos,
para proceder a la votación en lo general y en lo particular
del primer proyecto de decreto por el que se adiciona una
fracción XII al artículo 6o y un tercer párrafo al artículo 66
de la Ley General de Salud en materia de acoso y violen-
cia escolar.

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo…

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
A ver, permítame, permítame, porque teníamos por aquí y
fue una omisión de un servidor para hablar en pro a un
diputado más. Una disculpa, diputado, es el diputado Ma-
cedonio Salomón Tamez Guajardo, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano.

El diputado Macedonio Tamez Guajardo: Con su venia,
señor presidente. Vamos a hablar de sexo, vamos a hablar
de sexo porque es momento de hacerlo. Los jóvenes de
México tienen vida sexual activa. Los muchachos y las
muchachas están teniendo vida sexual activa. Cada vez co-
mo más frecuencia, cada vez más temprano en sus vidas,
cada vez con menos información.

Lo de la frecuencia y la precocidad no es asunto nuestro,
no es asunto del Estado corresponde a la intimidad. Es un
tema que se discute y se resuelve habitualmente en el seno
de cada familia, en el mundo de cada denominación reli-
giosa, en el entorno de cada una de las cosmovisiones que
existen en este país. Lo que sí es asunto nuestro es la in-
formación, porque la falta de ella repercute gravemente en
la salud pública. Es por eso que los convoco, compañeros
y compañeras, a votar a favor de esta iniciativa, que a tra-
vés de una modificación a la Ley General de Salud pro-
mueve el apoyo a la educación sexual y en particular al im-
portantísimo capítulo de planificación familiar.

Es necesario diseñar políticas públicas, destinar presupues-
to, preparar a maestros y maestras para que enseñen a los
muchachos, prepararlos científica y éticamente porque
ciencia-cinética es monstruosa, y permitir así que los edu-
cadores con material adecuado, enseñen a los muchachos y
muchachas los elementos básicos de la anatomía y fisiolo-
gía del sistema reproductor.

Les enseñan también, partiendo de que la sexualidad es al-
go colectivo por necesidad, de que su práctica genera com-
promisos, derechos y obligaciones, que es preciso por lo
tanto involucrarse en esas actividades respetando al com-

pañero o a la compañera, evitando así algo tan grave, como
es la seducción malsana o el acoso sexual del cual sufren
muchas mujeres y también varones en nuestro país.

Por lo tanto, debemos preparar maestros, maestras y mate-
rial para que a los jóvenes de nuestro país les enseñen evi-
tar enfermedades físicas y mentales. La falta de informa-
ción y de formación lleva a cosas gravísimas en salud, por
ejemplo: lleva a algo que se lleva disfunción sexual, que es
más común de lo que la gente cree o de lo que la gente
quiera reconocer, que en pocas palabras significa que lo
que debería ser el placer de los placeres se convierte en el
peor de los suplicios y lleva a la falta de seguridad, a la ba-
ja autoestima, a la depresión y a la ansiedad, y arruina vi-
das completas.

Y qué decir de las infecciones de transmisión sexual, cuan-
do se está en un coloquio amoroso la gente no se acuerda
que virus, bacterias, protozoarios y hongos cambian de pie-
les y de mucosas con una facilidad increíble y pueden pro-
vocar infecciones tan inocuas como un prurito pasajero
hasta tan inicuas como el Síndrome de Inmuno Deficiencia
Adquirida o el mismo cáncer.

Y por qué no hablar del embarazo de adolescentes, que es un
embarazo por naturaleza de alto riesgo. Y por qué no men-
cionar los embarazos no deseados que tienen a este país lle-
no de hijos e hijas no deseados y que, cuando no llevan a la
dramática práctica del aborto, llevan a dar origen a vidas que
son un verdadero fracaso y generan sufrimiento.

Y finalmente, compañeros, ya voy a acabar, el tema de la
sobrepoblación. Decía con sorna Jorge Luis Borges que ha-
bría que prohibir la cópula de los espejos, porque reprodu-
cen infinitamente el número de seres humanos. Obviamen-
te no se trata de prohibir nada, pero sí se trata de enseñar
para que se hagan bien las cosas y, con esta iniciativa que
genera información y formación, se arruinen menos la vida
de nuestros muchachos y de nuestras muchachas. Es cuan-
to tengo que decir. Muchas gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Tamez.

Ahora sí pido a la Secretaría que abra el sistema electróni-
co por cinco minutos para proceder a la votación en lo par-
ticular del proyecto de decreto por el que se adiciona una
fracción XII al artículo 6o y un tercer párrafo al artículo 66
de la Ley General de Salud, en materia de acoso y violen-
cia escolar.
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Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase
el sistema electrónico por cinco minutos para proceder a la
votación en lo general y en lo particular.

(Votación)

Se les recuerda que son cuatro dictámenes los que vamos a
votar uno tras otro, para que no se nos desesperen y no se
nos vayan, no se nos dispersen alejándose del salón de se-
siones, para que hagamos más expedita, más rápida la vo-
tación.

Aprovechamos para saludar la presencia de alumnos y pa-
dres de familia del Centro Pedagógico Tomás Alva Edison,
invitados por la diputada Olga Catalán Padilla. Igualmente
saludamos la presencia de un grupo de amigos de Tulan-
cingo, Hidalgo, invitados por el diputado Cesáreo Jorge
Márquez Alvarado. Sean todas y todos ustedes bienveni-
dos.

A nuestros visitantes les decimos que ahorita estamos, co-
mo se habrán a lo mejor percatado, votando en el tablero
electrónico y se vota cada diputado o diputada lo hace po-
niendo la huella y aplastando un botón, a favor o en contra,
en su propia curul y tiene identificada su huella dactilar, y
en ese proceso estamos ahorita de votación.

Por cierto, para nuestros estudiantes, niños, aquí presentes,
el dictamen que estamos votando se trata precisamente de
modificar la Ley General de Salud, en materia de acoso y
violencia escolar, en beneficio directo de ustedes.

¿Falta algún compañero diputado o diputada por emitir su
voto?

Ya parece que no.

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
Ciérrese el sistema de votación electrónico. Se emitieron a
favor 444 votos y 1 voto en contra.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobado en lo general y en lo particular por 444 votos
el proyecto de decreto por el que se adiciona una frac-
ción XII al artículo 6o. y un tercer párrafo al artículo 66
de la Ley General de Salud, en materia de acoso y vio-
lencia escolar. Pasa al Ejecutivo para sus efectos consti-
tucionales.

LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de de-
creto por el que se adiciona un párrafo segundo al artículo
70 de la Ley General de Salud

HONORABLE ASAMBLEA:

La Comisión de Salud de la LXIII Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45, nu-
meral 6, incisos e) y f), y demás relativos de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos; 80, 81, 82 numeral 1, 85, 157, numeral 1, fracción I y
158 numeral 1 fracción IV, y 167, numeral 4 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados y demás relativos de di-
cho ordenamiento, somete a consideración de ésta honora-
ble asamblea el presente dictamen, basándose en la
siguiente:

METODOLOGÍA

La Comisión de Salud encargada del análisis y dictamen de
la minuta en comento, desarrolló los trabajos correspon-
dientes conforme al procedimiento que a continuación se
describe:

I. En el apartado denominado “ANTECEDENTES”, se
da constancia del trámite de inicio del proceso legislati-
vo, así como de la recepción y turno para el dictamen de
la minuta.

II. En el apartado “CONTENIDO”, se exponen los ob-
jetivos y se hace una descripción de la minuta en la que
se resume su contenido, motivos y alcances.

III. En las “CONSIDERACIONES”, los integrantes de
la comisión dictaminadora expresan los razonamientos
y argumentos por cada una de las adiciones planteadas,
con base en los cuales se sustenta el sentido del presen-
te dictamen. 

I. ANTECEDENTES

1. Con fecha 14 de noviembre de 2013, los senadores
María Cristina Díaz Salazar, Miguel Romo Medina, Lu-
cero Saldaña Pérez integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional y la senadora
Luisa María Calderón Hinojosa, integrante del Grupo
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Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentaron
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adicio-
na una fracción II Bis al artículo 68 de la Ley General
de Salud, en materia de educación sexual y planifica-
ción familiar.

2. Con la misma fecha, en sesión plenaria de la Cámara
de Senadores, la Presidencia de la Mesa Directiva dis-
puso que dicha Iniciativa fuera turnada a las Comisiones
Unidas de Salud y de Estudios Legislativos, para su aná-
lisis y dictamen correspondiente.

3. Con fecha 18 de septiembre de 2015, se aprobó en la
Cámara de Senadores el dictamen emitido por las Co-
misiones Unidas de Salud y Estudios legislativos sobre
la iniciativa en comento.

4. El 24 de septiembre de 2015, se recibió la Minuta en
la Cámara de Diputados.

5. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados, la turnó a la Comisión
de Salud de la LXIII Legislatura, con número de expe-
diente 225/LXIII para su estudio, análisis y dictamen
correspondiente.

II. CONTENIDO DE LA MINUTA

La iniciativa en estudio tiene como objetivo que dentro de
los servicios de planificación familiar se incluya: la aten-
ción sexual específica a la adolescencia sin distingo ni dis-
criminación, garantizando programas de difusión y el ac-
ceso a métodos de planificación familiar asegurando su
suministro, considerando que la atención de la salud repro-
ductiva y la anticoncepción, para los adolescentes, debe ser
eficiente y no discrecional, tal como se propone en el si-
guiente:

III. CONSIDERACIONES

A. Los integrantes de la Comisión de Salud coincidimos
con la colegisladora respecto de la aprobación de la minu-
ta en sus términos, toda vez que de acuerdo con la Organi-
zación Mundial de la Salud, el derecho a la protección de
la salud significa que los gobiernos deben crear las condi-
ciones que permitan a todas las personas vivir saludable-
mente. Para ello mediante el Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales, de 1966, se
establece que entre las medidas que se deberán adoptar a
fin de asegurar la plena efectividad del derecho a la pro-
tección de la salud, figurarán:

• La reducción de la mortalidad infantil y garantizar
el sano desarrollo de los infantes;

• El mejoramiento de la higiene del trabajo y del medio
ambiente;

• La prevención y el tratamiento de las enfermedades
epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y
la lucha contra ellas;

• La creación de condiciones que aseguren el acceso de
todos a la atención de la salud.

Aunado a lo anterior, en el 2000, dicho Pacto adoptó una
Observación General, donde se afirma que el derecho a
la salud no sólo abarca la atención de salud oportuna si-
no también, los factores determinantes de la salud, como
el acceso al agua limpia potable y a condiciones sanitarias
adecuadas, el suministro adecuado de alimentos sanos, una
nutrición adecuada, una vivienda adecuada, condiciones
sanas en el trabajo y el medio ambiente, y acceso a la edu-
cación e información sobre cuestiones relacionadas con
la salud, incluida la salud sexual y reproductiva.

B. De acuerdo con el Fondo de Población de las Naciones
Unidas, UNFPA, la salud sexual y la reproducción consti-
tuye un derecho de hombres y mujeres, los derechos repro-
ductivos se basan en el reconocimiento del derecho básico
de todas las parejas e individuos a decidir libre y responsa-
blemente el número de hijos, el espaciamiento de los naci-
mientos y el intervalo entre estos, a disponer de la infor-
mación y los medios para ello; y el derecho a alcanzar
el nivel más elevado de salud sexual y reproductiva.

Al respecto son importantes los 4 elementos que destaca el
UNFPA y que se han reiterado por estas Comisiones dicta-
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minadoras en materia de prevención de embarazos no pla-
neados en adolescentes y reducción de mortalidad mater-
no-infantil, además de la prevención de enfermedades de
transmisión sexual, y son:

1. Derecho a la salud sexual y de la reproducción: co-
mo componente de la salud general, a lo largo de todo el
ciclo vital de las personas;

2. Derecho a adoptar decisiones con respecto a la pro-
creación: incluidos la elección voluntaria de cónyuge,
la formación de una familia y la determinación del nú-
mero, el momento de nacer y el espaciamiento de los
propios hijos; y el derecho de tener acceso a la infor-
mación y los medios necesarios para ejercer una opción
voluntaria;

3. Derecho a condiciones de igualdad y equidad de
hombres y mujeres:a fin de posibilitar que las personas
efectúen opciones libres y con conocimiento de causa en
todas las esferas de la vida, libres de discriminación por
motivos de género;

4. Derecho a la seguridad sexual y de la reproducción:
incluido el derecho a estar libres de violencia y coac-
ción, sexual y el derecho a la vida privada.

Asimismo, se han señalado en diversas ocasiones los obje-
tivos de Desarrollo del Milenio en el que se incluye redu-
cir la mortalidad de los niños menores de 5 años; mejorar
la salud materna; y combatir el VIH/SIDA, la malaria y
otras enfermedades.

Al respecto, específicamente en el Objetivo que correspon-
de a mejorar la salud materna, los indicadores señalan:

• Que el progreso para reducir la cantidad de embarazos
de adolescentes se ha estancado, lo cual deja a más ma-
dres jóvenes en situación de riesgo.

• Que la pobreza y la falta de educación perpetúan las al-
tas tasas de alumbramientos entre adolescentes.

• Que el progreso en la ampliación del uso de métodos
anticonceptivos por parte de las mujeres se ha estanca-
do.

• Que el uso de métodos anticonceptivos es menor entre
las mujeres más pobres y las que no tienen educación.

• La escasez de fondos para la planificación familiar es
una enorme falla en el cumplimiento del compromiso de
mejorar la salud reproductiva de las mujeres.

C. En México, de acuerdo con el Consejo Nacional de Po-
blación, en 2009 se detectó que las mujeres generalmente
tienen su primera relación sexual antes de unirse o casarse,
a una edad promedio de 18 años; asimismo, se observó que
del total de las mujeres que tuvieron su primer relación se-
xual entre los 15 y 19 años de edad, sólo el 38.5% utiliza-
ron algún método anticonceptivo para prevenir un embara-
zo o una enfermedad de transmisión sexual.

Lo anterior ha llevado a que 40.6% de las adolescentes tu-
vieron un embarazo no planeado, a pesar de que el 97% de
ellas declaró conocer los métodos anticonceptivos.

D. Por ello deben asumir roles como la maternidad, casar-
se o unirse e incluso el abandono de sus estudios, todo du-
rante la adolescencia, etapa en la que no se encuentran ni
física ni mentalmente preparadas para afrontar esta situa-
ción con la madurez necesaria y que, además, les conlleva
riesgos en la salud que pueden llevar a la muerte.

E. Entre las consecuencias que derivan de lo anterior, se
encuentra un crecimiento poblacional acelerado ya que, de
acuerdo con las proyecciones que en 2005 realizó el Con-
sejo Nacional de Población, CONAPO, durante el censo
del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, INEGI,
se comprobó un crecimiento de 4 millones de personas
más, de lo que se había proyectado.

Ahora bien, en el mismo sentido el INEGI estima que, en
promedio, entre los años 2003 y 2012, ocurrieron 2.59 mi-
llones de nacimientos anuales, lo cual implica el nacimien-
to de 25.9 millones de infantes.

De ellos, ocurrieron 5.76 millones de nacimientos con ma-
dres menores de 19 años de edad, que equivale a 448 mil
nacimientos anuales o bien, mil 227 nacimientos diarios.

En el año 2010 se alcanzaron los números más altos cuan-
do el INEGI contabilizó 464 mil 102 embarazos en adoles-
centes entre los 15 y los 19 años de edad y 11 mil 682 ca-
sos de niñas que se convirtieron en madres antes de
cumplir los 15 años.

Para el año 2012 la situación no se modificó sustantiva-
mente pues, de acuerdo con los datos del INEGI, ese año
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hubo 457 mil 192 partos en adolescentes de 15 a 19 años y
10 mil 924 en niñas entre los 10 y los 14 años de edad.

F. Por las consideraciones vertidas con anterioridad, los in-
tegrantes de esta Comisión consideran aprobar la presente
minuta en los términos establecidos por la colegisladora.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta dictamina-
dora ratifica el sentido de la minuta enviada por el Senado,
por lo que para los efectos de lo dispuesto en el apartado A
del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, somete a la consideración de la Hono-
rable Asamblea, el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN PÁ-
RRAFO SEGUNDO AL ARTÍCULO 70 DE LA LEY
GENERAL DE SALUD.

Único. Se adiciona un párrafo segundo al artículo 70 de la
Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 70. ...

Para efectos del párrafo anterior, la Secretaría de Salud
en coordinación con los gobiernos de las entidades fe-
derativas, en sus respectivos ámbitos de competencia,
impulsará, entre otras, acciones en materia de educa-
ción sexual y planificación familiar dirigidas a la pobla-
ción adolescente.

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, Ciudad de México, a 9 de marzo de
2016.

La Comisión de Salud, diputados: Elías Octavio Íñiguez Mejía (rú-
brica), presidente; Sylvana Beltrones Sánchez (rúbrica), Marco Anto-
nio García Ayala (rúbrica), Rosalina Mazari Espín (rúbrica), María Ve-
rónica Muñoz Parra (rúbrica), Pedro Luis Noble Monterrubio
(rúbrica), Teresa de Jesús Lizárraga Figueroa (rúbrica), Eva Florinda
Cruz Molina (rúbrica), José Guadalupe Hernández Alcalá (rúbrica),
Araceli Madrigal Sánchez (rúbrica), Mariana Trejo Flores (rúbrica),
Rosa Alba Ramírez Nachis (rúbrica), Melissa Torres Sandoval (rúbri-
ca), Rosa Alicia Álvarez Piñones (rúbrica), Jesús Antonio López Ro-
dríguez (rúbrica), secretarios; Xitlalic Ceja García (rúbrica), Román

Francisco Cortés Lugo (rúbrica), Rocío Díaz Montoya (rúbrica), Pablo
Elizondo García (rúbrica), Delia Guerrero Coronado (rúbrica), Rober-
to Guzmán Jacobo (rúbrica), Genoveva Huerta Villegas (rúbrica), Víc-
tor Ernesto Ibarra Montoya (rúbrica), Alberto Martínez Urincho (rú-
brica), Evelyn Parra Álvarez (rúbrica), Carmen Salinas Lozano
(rúbrica), Karina Sánchez Ruiz (rúbrica), José Refugio Sandoval Ro-
dríguez (rúbrica), Adriana Terrazas Porras, Wendolín Toledo Aceves
(rúbrica), Yahleel Abdala Carmona (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Abra ahora el sistema electrónico por cinco minutos, a la
Secretaría le pido, para proceder a la votación en lo gene-
ral y en lo particular del segundo proyecto de decreto por
el que se adiciona un párrafo segundo al artículo 70 de la
Ley General de Salud.

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nu-
meral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábra-
se el sistema electrónico por cinco minutos para proceder a
la votación en lo general y en lo particular.

(Votación)

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Saludamos la presencia de alumnos del Cecytem, munici-
pio de San Salvador, del estado de Hidalgo. Invitados por
la diputada Rosa Guadalupe Chávez Acosta.

Igualmente a los alumnos de la escuela primaria Francisco
González Bocanegra, de San Luis Potosí. Invitados por el
diputado Marco Antonio Gama Basarte. Y parece que por
el momento. Sean ustedes bienvenidas, bienvenidos a este
recinto parlamentario.

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
Algún compañero o alguna compañera que falte por emitir
su voto? Ciérrese el sistema de votación electrónico. Se
emitieron 433 votos a favor, 0 en contra.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Cuatrocientos treinta y nueve.

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
Cuatrocientos treinta y nueve votos a favor, cero en contra.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobado... Allá todavía la diputada María Esther Scher-
man.
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La diputada María Esther de Jesús Scherman Leaño
(desde la curul): A favor. 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
A favor. Entonces son 440 votos. Allá todavía nos llegó la
diputada Edith Villa Trujillo.

La diputada Edith Villa Trujillo (desde la curul): A favor.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
A favor. Gracias. Y ya no vamos a recibir más votacio-
nes ahorita. Entonces, aprobado en lo general y en lo
particular por 441 votos, unanimidad de los presentes,
el proyecto de decreto por el que se adiciona un párra-
fo segundo al artículo 70 de la Ley General de Salud.
Pasa al Ejecutivo para sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de de-
creto por el que por el que se reforma la fracción III, del ar-
tículo 112 de la Ley General de Salud

HONORABLE ASAMBLEA:

La Comisión de Salud de la LXIII Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45, nu-
meral 6, incisos e) y f), y demás relativos de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos; 80, 81, 82 numeral 1, 85, 157, numeral 1, fracción I y
158 numeral 1 fracción IV, y 167, numeral 4, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados y demás relativos de di-
cho ordenamiento, somete a consideración de ésta honora-
ble asamblea el presente dictamen, basándose en la
siguiente:

METODOLOGÍA

La Comisión de Salud encargada del análisis y dictamen de
la minuta en comento, desarrolló los trabajos correspon-
dientes conforme al procedimiento que a continuación se
describe:

I. En el apartado denominado “ANTECEDENTES”, se
da constancia del trámite de inicio del proceso legislati-

vo, así como de la recepción y turno para el dictamen de
la minuta.

II. En el apartado “CONTENIDO”, se exponen los ob-
jetivos y se hace una descripción de la minuta en la que
se resume su contenido, motivos y alcances.

III. En las “CONSIDERACIONES”, los integrantes de
la comisión dictaminadora expresan los razonamientos
y argumentos por cada una de las adiciones planteadas,
con base en los cuales se sustenta el sentido del presen-
te dictamen.

I. ANTECEDENTES

1. En sesión celebrada el 21 de mayo de 2014, en la Cá-
mara de Senadores del Honorable Congreso de la
Unión, se dio cuenta al Pleno de la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma la fracción III del
artículo 112 de la Ley General de Salud presentada por
la senadora Hilda Esthela Flores Escalera, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

2. Con esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva de la LXII Legislatura de la Cámara de Senado-
res del Honorable Congreso de la Unión, dispuso que
dicha Iniciativa fuera turnada a las Comisiones Unidas
de Salud y de Estudios Legislativos, para efectos de su
estudio, análisis y dictamen correspondiente.

3. Con fecha 1o de julio de 2014 la Mesa Directiva de
la LXII Legislatura de la Cámara de Senadores del Ho-
norable Congreso de la Unión, emitió excitativa para
que las Comisiones Unidas de Salud y de Estudios Le-
gislativos presentaran el dictamen correspondiente.

4. Con fecha 6 de octubre de 2014 las Comisiones de
Salud y de Estudios Legislativos solicitaron a la Mesa
Directiva, prórroga para la presentación del dictamen.

5. Con fecha 14 de octubre de 2014 la Mesa Directiva
de la LXII Legislatura de la Cámara de Senadores del
Honorable Congreso de la Unión, autoriza la prórroga
hasta por la mitad del plazo que marca el párrafo I del
artículo 212 del Reglamento del Senado, como lo per-
mite el párrafo 3 del mismo artículo, para la elaboración
del dictamen.

6. Mediante Oficio No. DGPL-1P1A.-5093 de fecha 8
de diciembre de 2015, la Mesa Directiva de la Cámara
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de Senadores del Honorable Congreso de la Unión, re-
mitió el dictamen a la Cámara de Diputados para efec-
tos del artículo 72 Constitucional.

7. El 10 de diciembre de 2015, la Mesa Directiva de la
Cámara de diputados de la LXIII Legislatura del Hono-
rable Congreso de la Unión, turna la Minuta que refor-
ma la fracción III del artículo 112 de la Ley General de
Salud a la Comisión de Salud, para dictamen, con nú-
mero de expediente 1244/LXIII.

II. CONTENIDO DE LA MINUTA

De acuerdo con la Minuta, cuyo contenido se reproduce ín-
tegramente, la senadora proponente, formuló una iniciativa
mediante la cual pretende reformar la fracción III del artí-
culo 112 de la Ley General de Salud, con el objetivo de in-
cluir la prevención, diagnóstico y control de enfermedades
cardiovasculares dentro de los objetivos de la educación
para la salud, para quedar de la siguiente manera:

III. CONSIDERACIONES

1. Esta Comisión coincide con los argumentos de la co-
legisladora y considera la necesidad de establecer la
educación para la orientación y capacitación de la po-
blación en materia de prevención, diagnóstico y control
de las enfermedades cardiovasculares, en virtud de que
estos padecimientos constituyen una importante causa
de discapacidad, morbilidad y muerte prematuras. La
hipertensión afecta a 3 de cada 10 adultos mexicanos y
es más alta en adultos con obesidad y/o diabetes.

2. Se reconoce que los padecimientos cardiovasculares
en México, son la primera causa de muerte en personas
mayores de 65 años de edad y la cuarta en la población

de entre 15 y 64 años, pero este problema de salud pú-
blica se puede prevenir y contrarrestar con educación a
la población, en materia de prevención, diagnóstico y
control, privilegiando los procesos preventivos sobre
los curativos. 

3. Respecto a la congruencia normativa, la reforma a la
fracción III del artículo 112 de la Ley General de Salud,
no contraviene ni duplica ninguna disposición del orden
jurídico que rige al sector salud. Se trata de establecer la
obligación educativa para este propósito específico y de
alinear la normatividad vigente con las directrices cons-
titucionales del derecho a la protección de la salud.

4. Por las consideraciones expuestas, esta Comisión
consciente de la situación que se vive en nuestro país
respecto del tema de la minuta, coincide con los argu-
mentos establecidos por la colegisladora y con las mo-
dificaciones propuestas, toda vez que es menester del
Estado mexicano salvaguardar el derecho a la protec-
ción de la salud, como lo estipula el artículo 4º consti-
tucional.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la Comisión de
Salud de la Cámara de Diputados ratifica el sentido de la
minuta enviada por el Senado por lo que, para los efectos
de lo dispuesto en la fracción A del artículo 72 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, somete
a la consideración de la Honorable Asamblea, el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRAC-
CIÓN III DEL ARTÍCULO 112 DE LA LEY GENE-
RAL DE SALUD

Único. Se reforma la fracción III del artículo 112 de la Ley
General de Salud para quedar como sigue:

Artículo 112. ...

I. y II. ...

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente
en materia de nutrición, salud mental, salud bucal, edu-
cación sexual, planificación familiar, cuidados paliati-
vos, riesgos de automedicación, prevención de farmaco-
dependencia, salud ocupacional, salud visual, salud
auditiva, uso adecuado de los servicios de salud, pre-
vención de accidentes, prevención de la discapacidad y
rehabilitación de las personas con discapacidad y detec-
ción oportuna de enfermedades, así como la preven-
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ción, diagnóstico y control de enfermedades cardio-
vasculares.

TRANSITORIO

Artículo Único. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 9 días del mes de marzo de
2016.

La Comisión de Salud, diputados: Elías Octavio Íñiguez Mejía (rú-
brica), presidente; Sylvana Beltrones Sánchez (rúbrica), Marco Anto-
nio García Ayala (rúbrica), Rosalina Mazari Espín (rúbrica), María Ve-
rónica Muñoz Parra (rúbrica), Pedro Luis Noble Monterrubio
(rúbrica), Teresa de Jesús Lizárraga Figueroa (rúbrica), Eva Florinda
Cruz Molina (rúbrica), José Guadalupe Hernández Alcalá (rúbrica),
Araceli Madrigal Sánchez (rúbrica), Mariana Trejo Flores (rúbrica),
Rosa Alba Ramírez Nachis (rúbrica), Melissa Torres Sandoval (rúbri-
ca), Rosa Alicia Álvarez Piñones (rúbrica), Jesús Antonio López Ro-
dríguez (rúbrica), secretarios; Xitlalic Ceja García (rúbrica), Román
Francisco Cortés Lugo (rúbrica), Rocío Díaz Montoya (rúbrica), Pablo
Elizondo García (rúbrica), Delia Guerrero Coronado (rúbrica), Rober-
to Guzmán Jacobo (rúbrica), Genoveva Huerta Villegas (rúbrica), Víc-
tor Ernesto Ibarra Montoya, Alberto Martínez Urincho (rúbrica),
Evelyn Parra Álvarez (rúbrica), Carmen Salinas Lozano (rúbrica), Ka-
rina Sánchez Ruiz (rúbrica), José Refugio Sandoval Rodríguez (rúbri-
ca), Adriana Terrazas Porras, Wendolín Toledo Aceves (rúbrica), Yah-
leel Abdala Carmona (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico, por
cuatro minutos, para proceder a la votación en lo general y
en lo particular del tercer proyecto de decreto por el que se
reforma la fracción III del artículo 112 de la Ley General
de Salud.

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el
sistema electrónico, por cuatro minutos, para proceder a la
votación en lo general y en lo particular. 

(Votación)

¿Algún compañero o compañera, diputado, que falte por
emitir su voto? Ciérrese el sistema electrónico de votación.
Se emitieron 437 votos a favor, 0 en contra.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobado en lo general y en lo particular por 437 votos,
438 votos, se sumó uno al final. Treinta y ocho, ¿ver-
dad? Unanimidad de los presentes, el proyecto de de-
creto por el que se reforma la fracción III, del artículo
112 de la Ley General de Salud. Pasa al Ejecutivo, para
sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
«Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de de-
creto por el que se reforma la fracción VIII, del artículo
134 de la Ley General de Salud

HONORABLE ASAMBLEA:

A ésta Comisión de Salud fue turnada para su estudio, aná-
lisis y dictamen correspondiente, la Minuta con Proyecto
de Decreto por el que se reforma la fracción VIII del ar-
tículo 134 de la Ley General de Salud.

Ésta dictaminadora con fundamento en los artículos 72 y
73 fracción XVI de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 39 numerales 1, 2 fracción XLV y 3,
artículo 45, numeral 6, incisos e) y f) de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 1,
6, numeral 1, fracción III, 80 numeral 1 fracción I, 81, nu-
meral 1, 82, numeral 1, 84, 85, 95, 157 numeral 1 fracción
I, 158 numeral 1 fracción IV, 162, 167, 175, 176, 177, 180
y 182 del Reglamento de la Cámara de Diputados; y ha-
biendo analizado el contenido de la minuta de referencia,
somete a consideración de esta honorable asamblea el pre-
sente dictamen, basándose en la siguiente:

METODOLOGÍA

I. En el capítulo de “ANTECEDENTES” se da constan-
cia del proceso legislativo, en su trámite de inicio, reci-
bo de turno para el dictamen de la referida minuta y de
los trabajos previos de la Comisión.

II. En el Capítulo correspondiente a “CONTENIDO DE
LA MINUTA” se exponen los motivos y alcance de la
propuesta de reforma en estudio.
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III. En el capítulo de “CONSIDERACIONES” la Comi-
sión dictaminadora expresa los argumentos de valora-
ción de la propuesta y de los motivos que sustentan la
decisión de respaldar o desechar la minuta en análisis.

I. ANTECEDENTES

1. En sesión celebrada el 6 noviembre de 2014, las se-
nadoras María Cristina Díaz Salazar, Diva Hadamira
Gastélum Bajo, Hilda Esthela Flores Escalera, Lilia
Guadalupe Merodio Reza, Claudia Pavlovich Arellano,
Leticia Herrera Ale, Itzel Sarahí Ríos de la Mora inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional y la senadora María Elena Barrera
Tapia del Partido Verde Ecologista de México, presen-
taron ante el pleno de la Cámara de Senadores del H.
Congreso de la Unión, la Iniciativa con Proyecto de De-
creto por el que se reforma la fracción VIII del artículo
134 y el artículo 144 de la Ley General de Salud, refe-
rente al Virus del Papiloma Humano.

2. En la misma fecha, la Mesa Directiva de ese órgano
legislativo mediante oficio número D.G.P.L.-1P3A.-
4289 turnó la citada iniciativa a las Comisiones Unidas
de Salud y Estudios Legislativos para su estudio y pos-
terior dictamen, con número de expediente 7738.

3. El proceso de dictamen en las Comisiones Unidas del
Senado de la República fue el siguiente:

a. Con fecha 25 de marzo de 2015 durante la XII
Reunión Ordinaria de la Comisión de Salud es apro-
bado el dictamen de las Comisiones Unidas de la
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se re-
forman diversos preceptos de la Ley General de Sa-
lud, en materia del Virus del Papiloma Humano.

b. En sesión celebrada el 22 de abril de 2015 duran-
te la XVII Reunión Ordinaria de la Comisión de Es-
tudios Legislativos es aprobado el dictamen de las
Comisiones Unidas de la Iniciativa con Proyecto de
Decreto por el que se reforman diversos preceptos
de la Ley General de Salud, en materia del Virus del
Papiloma Humano.

4. Durante la sesión ordinaria del Senado de la Repúbli-
ca de fecha 18 de septiembre de 2015, fue aprobado por
el Pleno, el Dictamen de las Comisiones Unidas de Sa-
lud y de Estudios Legislativos, que contiene el proyecto

de decreto por el que se reforma la fracción VIII del ar-
tículo 134 de la Ley General de Salud.

5. Mediante oficio número DGPL-1P1A-1289 de la Me-
sa Directiva del Senado de la República, el día 18 de
septiembre de 2015, fue turnado a esta Cámara de Dipu-
tados el expediente que contiene el Proyecto de Decre-
to por el que se reforma la fracción VIII del artículo 134
de la Ley General de Salud.

6. El día 22 de septiembre de 2015, en sesión ordinaria
se recibió en la Cámara de Diputados la Minuta con Pro-
yecto de Decreto por el que reforma la fracción VIII del
artículo 134 y el artículo 144 la Ley General de Salud
referente al Virus del Papiloma Humano, enviada por el
Senado de la República.

7. Con fecha 24 de septiembre de 2015, la Presidencia
de ésta Cámara de Diputados, mediante oficio número
D.G.P.L.63-II-2-37 con número de expediente 224, dis-
puso que dicha Minuta fuese turnada a la Comisión de
Salud para dictamen.

II. CONTENIDO

La minuta motivo del presente dictamen expresa la refor-
ma de las senadoras promoventes en el siguiente cuadro:
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III. CONSIDERACIONES

PRIMERA. Esta Comisión, en cumplimiento al artículo
4° Constitucional que establece el derecho a la protección
de la salud que tienen todos los mexicanos, considera de
suma importancia el contenido de la Minuta, debido a que
el Virus de Papiloma Humano (VPH) es una infección de
transmisión sexual muy común, incluso se puede afirmar
que algunos tipos de VPH pueden convertirse en cáncer
cérvicouterino de no ser tratados a tiempo.

SEGUNDA. El cáncer cervicouterino, es el más frecuente
en mujeres de los países en desarrollo y es causado por la
infección persistente del VPH, de los genotipos llamados
de alto riesgo. Los genotipos oncogénicos más frecuentes
son el 16 y el 18, que causan aproximadamente un 70% de
los cánceres cervicouterinos. Los tipos 6 y 11 no contribu-
yen a la incidencia de las displasias de alto grado (lesiones
precancerosas) ni del cáncer cervicouterino, pero causan
papilomas laríngeos y la mayoría de las verrugas genitales.
Estos virus son altamente transmisibles y su incidencia má-
xima se registra poco después del inicio de la actividad se-
xual. El cáncer cérvicouterino es la segunda causa de
muerte en mujeres mexicanas mayores de 25 años, lo ante-
rior de acuerdo con cifras de la Secretaría de Salud.

Actualmente existen dos métodos para la prevención del
VPH, el uso del condón y la aplicación de la vacuna contra
éste virus. 

TERCERA. Asimismo los objetivos establecidos en la
Meta Nacional “México Incluyente” del Plan Nacional de
Desarrollo, en la Estrategia 2.3.2 nos conminan a llevar a
cabo las acciones de protección, promoción y prevención
como eje prioritario para el mejoramiento de la salud; por
lo que debemos legislar con el objetivo de controlar las en-
fermedades de transmisión sexual, y promover una salud
sexual y reproductiva satisfactoria y responsable; así como
fortalecer programas de detección oportuna de distintos ti-
pos de cáncer, incluido el cáncer cervicouterino.

Por lo anterior es prioritario fomentar la prevención y tra-
tamiento oportuno de infecciones por VPH, que como ha
sido establecido en el presente documento es un padeci-
miento de atención prioritaria, con la finalidad de evitar la
mortalidad y morbilidad de mujeres en nuestro país.

CUARTA. Cabe señalar que en el Programa Sectorial de
Salud 2013-2018, se expresa la necesidad de mejorar el
proceso para la detección y atención de neoplasias malig-

nas, principalmente cáncer cervicouterino, de mama y
próstata (Estrategia 2.5) estableciendo las siguientes líneas
de acción:

• Establecer acciones de comunicación de riesgos de ne-
oplasias malignas.

• Promover la detección temprana de neoplasias malig-
nas.

• Focalizar acciones de prevención y detección de cán-
ceres, particularmente cervicouterino y de mama.

• Elaborar y difundir evaluaciones de desempeño de los
programas de tamizaje de cáncer cervicouterino y de
mama.

QUINTA. Establecido como un problema de salud pública
por la Secretaría de Salud, se llevó a cabo la implementa-
ción del Programa de Acción Específico “Prevención y
Control del Cáncer de la Mujer 2013-2018” donde se plan-
teó en la necesidad de fomentar acciones de prevención y
detección de cáncer del cuello uterino y de mama en gru-
pos en situación de desventaja social, para contribuir en las
acciones de prevención primaria mediante la vacunación
contra serotipos de VPH asociados a cáncer del cuello ute-
rino (Estrategia 2.2, línea de acción 2.2.1).

SEXTA. El control y manejo epidemiológico del VPH se
encuentra establecido en la Norma Oficial Mexicana
NOM-014-SSA2-1994, que es la Norma para la preven-
ción, detección, diagnóstico, tratamiento, control y vigilan-
cia epidemiológica del cáncer cervicouterino, de la cual su
modificación más reciente (publicada en el Diario Oficial
el 31 de mayo de 2007) ha establecido que en los países
con programas de detección masiva adecuados a través del
estudio citológico cervical, se ha observado una importan-
te disminución de la mortalidad por cáncer cervicouterino,
atribuible a la detección de lesiones precursoras y preinva-
soras, para las que el diagnóstico oportuno ofrece la posi-
bilidad de tratamiento exitoso a un menor costo social y de
servicios de salud.

SÉPTIMA. Es de destacar que desde el año 2008 con el
establecimiento de la Estrategia 100 x 100 en los 125 mu-
nicipios con menor índice de desarrollo humano para la de-
tección de cáncer de cuello uterino se incluyó la vacuna-
ción contra la infección por VPH asociados a cáncer de
cuello uterino en adolescentes de 12 a 16 años de los mu-
nicipios más pobres del país; asimismo, en 2009 se esta-
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bleció la política de vacunación con esquema extendido (0-
6-60 meses) en niñas de 9 años y se amplió el universo a 161
municipios distribuidos en siete entidades. Ya en el año 2010
se extendió la estrategia a 189 municipios de 12 entidades y
en 2011 se aplicó la vacuna en mujeres sin seguridad social
de las 32 entidades federativas, lo que finalmente, en 2012,
logró que la vacuna contra VPH fuese integrada al esquema
nacional de vacunación, adquiriendo carácter universal para
las niñas que cursan el 5º año de primaria, así como para las
no escolarizadas de 11 años.

OCTAVA. Por lo anterior, la Minuta considera pertinente la
propuesta de las promoventes para reformar la fracción VIII
del artículo 134 de la Ley General de Salud, a fin de que se
incluya dentro de las acciones de vigilancia epidemiológica,
de prevención y control de enfermedades al VPH, toda vez
que debido a su incidencia es causante de miles de muertes
al año en México.

NOVENA. Por lo respecta a la modificación al artículo 144
de la Ley General de Salud, misma que pretende que la va-
cunación del VPH sea obligatoria en el Cuadro Básico de
Vacunación se estima inadecuada, en virtud de que la vacu-
na ya referida, se encuentra contemplada dentro del Esque-
ma Nacional de Vacunación vigente desde el año 2012.

DÉCIMA. Esta dictaminadora ha hecho el análisis de las
modificaciones al texto de las promoventes que aquí se ex-
presa:

Por lo expuesto y fundado esta dictaminadora ratifica el
sentido de la minuta enviada por el Senado de la Repú-
blica objeto de este dictamen en sus términos, con funda-
mento en las atribuciones que le otorgan los artículos 39,
párrafo 1, fracción XLV del párrafo 2, párrafo 3; párrafo 6
inciso f de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 80 frac-
ción I, 80 párrafo 1, 85, del Reglamento de la Cámara de
Diputados; con la finalidad de combatir la segunda causa
de mortalidad en mujeres mayores a 25 años y por tanto
contribuir a la reducción de la mortalidad materna y hacer
efectivo el derecho a la protección de la salud, de confor-
midad con lo establecido en nuestra Carta Magna.

Por lo antes expuesto y con fundamento en lo dispuesto por
el artículo 72, apartado A de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, se somete a consideración del
Pleno de ésta Cámara el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMA LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 134
DE LA LEY GENERAL DE SALUD.

ÚNICO.- Se reforma la fracción VIII del artículo 134 de la
Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 134. ...

I. a VII. ...

VIII. Sífilis, infecciones gonocóccicas, virus del papi-
loma humano y otras enfermedades de transmisión se-
xual;

IX. a XIV. ...

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Palacio Legislativo de San Lázaro; a los 9 días del mes de marzo de
2016.

La Comisión de Salud, diputados: Elías Octavio Íñiguez Mejía (rú-
brica), presidente; Sylvana Beltrones Sánchez (rúbrica), Marco Anto-
nio García Ayala (rúbrica), Rosalina Mazari Espín (rúbrica), María Ve-
rónica Muñoz Parra (rúbrica), Pedro Luis Noble Monterrubio
(rúbrica), Teresa de Jesús Lizárraga Figueroa (rúbrica), Eva Florinda
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Cruz Molina (rúbrica), José Guadalupe Hernández Alcalá (rúbrica),
Araceli Madrigal Sánchez (rúbrica), Mariana Trejo Flores (rúbrica),
Rosa Alba Ramírez Nachis (rúbrica), Melissa Torres Sandoval (rúbri-
ca), Rosa Alicia Álvarez Piñones (rúbrica), Jesús Antonio López Ro-
dríguez (rúbrica), secretarios; Xitlalic Ceja García (rúbrica), Román
Francisco Cortés Lugo (rúbrica), Rocío Díaz Montoya (rúbrica), Pablo
Elizondo García (rúbrica), Delia Guerrero Coronado (rúbrica), Rober-
to Guzmán Jacobo (rúbrica), Genoveva Huerta Villegas (rúbrica), Víc-
tor Ernesto Ibarra Montoya, Alberto Martínez Urincho (rúbrica),
Evelyn Parra Álvarez (rúbrica), Carmen Salinas Lozano (rúbrica), Ka-
rina Sánchez Ruiz (rúbrica), José Refugio Sandoval Rodríguez (rúbri-
ca), Adriana Terrazas Porras, Wendolín Toledo Aceves (rúbrica), Yah-
leel Abdala Carmona (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
cuatro minutos, para proceder a la votación en lo general y
en lo particular, del cuarto proyecto de decreto por el que
se reforma la fracción VIII, del artículo 134 de la Ley Ge-
neral de Salud.

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el
sistema electrónico por cuatro minutos, para proceder a la
votación en lo general y en lo particular.

(Votación)

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Saludamos la presencia de alumnos y personal docente de
la Escuela de Bachilleres, Unidad y Trabajo Diurna del es-
tado de Veracruz. Invitados por la diputada Heidi Salazar
Espinosa. Sean ustedes bienvenidos a este recinto.

Pregunte, pregunte.

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
¿Algún compañero o compañera diputada que falte por
emitir su voto?

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Todavía está abierto el sistema electrónico, diputado Jack-
son. Ya no se ve movimiento de nadie. Ya.

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
Ciérrese el sistema de votación electrónico. Se emitieron
437 votos a favor, 0 en contra.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobado en lo general y en lo particular por 437 votos
el proyecto de decreto por el que se reforma la fracción
VIII del artículo 134 de la Ley General de Salud. Pasa
al Ejecutivo para sus efectos constitucionales.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL
PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El siguiente punto del orden del día es la discusión de dos
dictámenes de la Comisión de Defensa Nacional. El pri-
mero, con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
tículo 7o. de la Ley del Instituto de Seguridad Social para
las Fuerzas Armadas Mexicanas. El segundo, con proyecto
de decreto por el que se adiciona el artículo 108 de la Ley
del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas
Mexicanas.

La Secretaria diputada María Eugenia Ocampo Bedolla:
«Dictamen de la Comisión de Defensa Nacional, con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el artículo 7o. de la
Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Ar-
madas Mexicanas

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Defensa Nacional, le fue turnada para su
estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondien-
te, la iniciativa que reforma el artículo 7o. de la Ley del
Instituto de Segundad Social para las Fuerzas Armadas
Mexicanas.

Con fundamento a lo dispuesto en los artículos 39 y 45, nu-
meral 6, incisos e) y f), ambos de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
los artículos 80, numeral 1, fracción II; 82, 85, 157 nume-
ral 1, fracción I; 176; 177; 180, numeral 1 y numeral 2,
fracción II; 182, numeral 1, y demás relativos y aplicables
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta Honorable Asamblea el presente dic-
tamen, con los siguientes apartados:

I. ANTECEDENTES:

a) En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados del 16
de marzo de 2016, la diputada Edith Anabel Alvarado
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Várela, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentó la iniciativa ma-
teria del presente dictamen.

b) Con oficio D.G.P.L. 63-II-6-0653, del 16 de marzo de
2016 y con número de expediente 2230, la Mesa Direc-
tiva turnó a la Comisión de Defensa Nacional, para su
estudio y dictaminación la iniciativa que reforma el ar-
tículo 7o. de la Ley del Instituto de Seguridad Social pa-
ra las Fuerzas Armadas Mexicanas.

II. OBJETO Y DESCRIPCIÓN DE LA INICIATIVA:

La iniciativa contiene una exposición de motivos que se
desarrolla en dos apartados: las consideraciones históricas
y las consideraciones orgánicas.

El apartado de consideraciones históricas destaca los si-
guientes momentos fundamentales para la creación de un
sistema de seguridad social para nuestras Fuerzas Arma-
das:

• La aprobación por Guadalupe Victoria en 1829 del Re-
glamento General de la Gran Casa Nacional de Inváli-
dos.

• La publicación, el 15 de marzo de 1926, de la Ley de
Retiros y Pensiones del Ejército Nacional

• La publicación, el 21 de enero de 1936, del Decreto
que crea el Fondo de Ahorro del Ejército.

• La publicación, el 31 de diciembre de 1955, del De-
creto que crea con el carácter de organismo descentra-
lizado federal, la Dirección de Pensiones Militares y de
la Ley de Retiros y Pensiones Militares.

• La publicación, el 30 de diciembre de 1961, de la Ley
de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas.

• La publicación, el 9 de julio de 2003, de la nueva Ley
de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexica-
nas.

La Ley de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas de
2003 es el texto vigente. En él se establece la integración
de los órganos directivos del Instituto de Seguridad Social
para las Fuerzas Armadas Mexicanas (ISSFAM).

En lo relativo a la parte orgánica, la proponente señala que
el ISSFAM es un organismo público descentralizado, tal
como se establece en el artículo 5o. de la Ley vigente. De
ahí que tenga una Junta Directiva conformada por tres ci-
viles y seis militares.

Señala que varios cargos de subdirección son ocupados por
civiles quienes no tienen posibilidades de ascender en la
estructura orgánica para ocupar puestos directivos, ya que
la interpretación literal del artículo 7o. hace que este as-
censo no sea posible.

Para la proponente, este criterio tiene dos consecuencias:

• Muchas actividades administrativas sólo pueden ser
desarrolladas por civiles a los cuales se les niega la po-
sibilidad de aspirar a un mejor cargo dentro de la es-
tructura del ISSFAM.

• Se atenta contra la equidad de género, ya que se nie-
gan posibilidades de ascenso a mujeres civiles.

De ahí que el objetivo de la iniciativa sea: “reformar los pá-
rrafos primero y tercero del artículo 7o., de la Ley del Ins-
tituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexi-
canas, a efecto de que tanto los civiles como los militares
puedan ocupar cargos directivos en el ISSFAM”.

III. METODOLOGÍA:

La Comisión de Defensa Nacional realizó el análisis y va-
loración de la iniciativa en comento, mediante el análisis
armónico de la legislación vigente para determinar la con-
veniencia de realizar las reformas.

IV. CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN:

Para efecto de realizar una valoración detallada de la ini-
ciativa se desarrolló el siguiente cuadro comparativo:
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Primera. Esta Comisión comparte las inquietudes que ani-
man la presentación de la iniciativa, ya que como señala la
proponente, el espíritu de la primera ley que reguló las ac-
tividades del ISSFAM era el de no limitar las posibilidades
de ascenso de los civiles al interior de la estructura del or-
ganismo, tal como se colige del artículo 7o, el cual se trans-
cribe a continuación:

ARTICULO 7o.- El Ejecutivo Federal designará al Di-
rector General, al Subdirector General y a los Subdi-
rectores que estime necesarios para el eficaz funciona-
miento del Instituto, debiendo tener el primero de
preferencia, la jerarquía de General de División.

Los demás funcionarios y empleados serán designados
por la Junta Directiva, a propuesta del Director del Ins-
tituto.

Serán considerados trabajadores de confianza los que
desempeñen funciones similares a las señaladas por las
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, mencionadas en la fracción V,
Inciso a) del artículo 5° de la Ley Federal de los Tra-
bajadores al Servicio del Estado.

Como se desprende del análisis literal de la Ley publicada
en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 29 de junio
de 1976, se dejaba abierta la posibilidad de que civiles ocu-
paran cargos directivos, salvo en lo relativo a la Dirección

General, para la cual se debería tener el rango de General
de División.

La nueva Ley del ISSFAM, publicada en el DOF el 9 de ju-
nio de 2003, cambió esta situación al preverse en el primer
párrafo del artículo 7o. lo siguiente “El Subdirector Gene-
ral y los directores de área podrán ser tanto de la Secreta-
ría de la Defensa Nacional como de la de Marina”.

La interpretación literal del texto lleva a concluir que los di-
rectores de área deberán ser miembros de las Fuerzas Arma-
das. Esto también se colige del párrafo tercero del artículo
antes citado, que dice a la letra: “Los demás funcionarios y
empleados serán designados por la Junta Directiva, a pro-
puesta del Director General del Instituto, procurando la pro-
porcionalidad de acuerdo a los efectivos de cada Fuerza Ar-
mada”.

Segunda. Como señala la proponente es contrario al espí-
ritu de la profesionalización de la administración pública
federal, el que las leyes establezcan limitaciones para que
las personas aptas para ocupar un cargo puedan ascender
en la jerarquía organizacional.

De la exposición de motivos de la iniciativa de Ley para el
Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pú-
blica Federal, presentada el 10 de abril de 2003, se des-
prende con claridad que uno de los criterios que la anima-
ban era la profesionalización del servicio público:

El largo y difícil tránsito en la protección efectiva de los de-
rechos de los trabajadores al servicio del Estado, y los me-
canismos para mejorar su capacidad técnica y profesional,
así como la ética en su comportamiento y actitud, para bien
de la nación y sus instituciones, podrá culminar con esta ley,
que contiene el espíritu del Constituyente, en el sentido de tu-
telar las relaciones de trabajo y las nuevas percepciones de
una actividad productiva que requiere de seguridad, profe-
sionalización y apego a la ley, para consolidar la confianza
de la ciudadanía en los servidores públicos federales.

De ahí que desde la iniciativa se propusiera como principios
rectores del Sistema de Servicio Profesional de Carrera la im-
parcialidad, la equidad, la competencia por mérito y la leal-
tad a las instituciones. Estos principios se plasman en el ter-
cer párrafo del artículo 2 de la Ley, que a la letra dice:

Serán principios rectores de este Sistema: la legalidad,
eficiencia, objetividad, calidad, imparcialidad, equidad,
competencia por mérito y equidad de género.
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Si bien es comprensible que los cargos de Dirección y Sub-
dirección General sean ocupados por integrantes de las
Fuerzas Armadas, en los restantes cargos se debe garanti-
zar que se cumplan con principios como la imparcialidad,
la competencia por mérito y la equidad de género.

Tercera. La proponente señala que en diversos cargos del
ISSFAM hay personal civil y que las instituciones que con-
forman el sistema educativo militar no prevén determina-
das carreras. Con respecto al primer señalamiento, la Co-
misión realizó una búsqueda de los perfiles del personal
con base en el organigrama disponible en la página de
transparencia y los confrontó contra sus cédulas profesio-
nales, pudiéndose constatar que en varios cargos de mando
hay profesionistas egresados de las siguientes carreras:

• Licenciatura en Administración de Empresas

• Licenciatura en Ciencias de la Informática

• Licenciatura en Comunicación y Relaciones Públicas

• Licenciatura en Diseño de la Comunicación Gráfica

• Licenciatura en Relaciones Industriales

• Maestría en Administración

Del análisis del plan de estudios del sistema educativo mi-
litar, se colige que estas carreras no forman parte de la ofer-
te académica para las Fuerzas de Tierra, Aire y Mar y que
este tipo de perfiles es requerido en áreas técnicas de insti-
tuciones como el ISSFAM.

Cuarta. La iniciativa abre la posibilidad de que todos los
cargos, salvo el de Director General y Subdirector General
sean ocupados por civiles en función de perfiles de pues-
tos. Con respecto a esta propuesta, cabe señalar que el di-
seño y descripción de perfiles de puestos es una metodolo-
gía de la administración que garantiza que el cargo sea una
unidad impersonal, esto es, que sea ocupado por quien tie-
ne la formación y los méritos suficientes para estar en él, lo
que es un importante respaldo a la profesionalización.

Cabe señalar que tanto el Reglamento Interior de la Secre-
taría de la Defensa Nacional como el de la Secretaría de
Marina consideran la elaboración de perfiles de puestos.

Quinta. En lo que se refiere a la técnica legislativa, debe
considerarse que la propuesta de reformas al primer párra-

fo es ambigua, ya que al preverse que tanto el Subdirector
General como los directores podrán ser civiles, se produce
una antinomia, ya que el párrafo segundo de la Ley prevé
expresamente que “Cuando el Director General sea de los
propuestos por la Secretaría de la Defensa Nacional, el
Subdirector General será de los propuestos por la Secreta-
ría de Marina, o viceversa”.

De lo anterior se concluye que el Subdirector General tam-
bién pertenece a las Fuerzas Armadas y no puede ser civil,
en consecuencia, se propone ajustar la oración final del pri-
mer párrafo para quedar en los siguientes términos:

Los directores de área podrán ser civiles o militares en
activo de las tres Fuerzas Armadas; en ambos casos de-
berán cumplir con los perfiles establecidos.

De esta forma, se garantiza el control que tienen las fuer-
zas armadas de la Dirección y Subdirección del ISSFAM,
a la vez que se abre la posibilidad que los restantes cargos
puedan ser ocupados por civiles.

V. CONCLUSIONES

En función de lo antes analizado, la Comisión de Defensa
Nacional considera que la iniciativa presentada representa
un paso importante para que el ISSFAM transite, con las
modificaciones propuestas por la Comisión, hacia un es-
quema administrativo inspirado en el espíritu del servicio
profesional de carrera, haciéndose valer entre otros los
principios de imparcialidad, ascenso con base en el mérito
y equidad de género.

Por las consideraciones antes expuestas, los integrantes de
la Comisión de Defensa Nacional proponen a esta Honora-
ble Asamblea, el siguiente proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍ-
CULO 7o. DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGU-
RIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS
MEXICANAS.

ÚNICO. Se REFORMAN los párrafos primero y tercero
del artículo 7o. de la Ley del Instituto de Seguridad Social
para las Fuerzas Armadas, para quedar como sigue:

Artículo 7o. El Ejecutivo Federal designará al Director
General y al Subdirector General, así como a los directores
de área que estime necesario para el eficaz funcionamiento
del Instituto, debiendo tener el primero, de preferencia, la
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jerarquía de General de División o Almirante. Los directo-
res de área podrán ser civiles o militares en activo de
cualquiera de las tres Fuerzas Armadas; en ambos ca-
sos deberán cumplir con los perfiles establecidos.

...

Los demás funcionarios y empleados serán designados por
la Junta Directiva, a propuesta del Director General del
Instituto, y podrán ser civiles o militares en activo de
cualquiera de las tres Fuerzas Armadas; en ambos ca-
sos deberán cumplir con los perfiles establecidos.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de abril de 2016.

La Comisión de Defensa Nacional, diputados: Virgilio Daniel Mén-
dez Bazán (rúbrica), presidente; Edith Anabel Alvarado Varela (rúbri-
ca), Luis Alejandro Guevara Cobos, Carlos Sarabia Camacho, Luis Fe-
lipe Vázquez Guerrero (rúbrica), J. Apolinar Casillas Gutiérrez
(rúbrica), Claudia Sánchez Juárez, Cristina Ismene Gaytán Hernández
(rúbrica en contra), Sara Paola Galico Félix Díaz (rúbrica), Alfredo Ba-
surto Román (rúbrica), Manuel de Jesús Espino Barrientos (rúbrica),
secretarios; Fidel Almanza Monroy (rúbrica), César Alejandro Domín-
guez Domínguez (rúbrica), Otniel García Navarro, Jesús Enrique Jack-
son Ramírez, Carlos Federico Quinto Guillén (rúbrica), Dora Elena
Real Salinas (rúbrica), Enrique Pérez Rodríguez (rúbrica), Patricia
Sánchez Carrillo (rúbrica), Elva Lidia Valles Olvera (rúbrica), Guada-
lupe Acosta Naranjo (rúbrica), Armando Soto Espino (rúbrica), Sasil
Dora Luz de León Villard (rúbrica), Wendolín Toledo Aceves.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se informa a la asamblea que la fundamentación de ambos
dictámenes se hará en un solo acto, así como el posiciona-
miento de los grupos parlamentarios. Tiene la palabra la
diputada Edith Anabel Alvarado Varela, para fundamentar
los dictámenes, de conformidad con el Reglamento de la
Cámara de Diputados.

La diputada Edith Anabel Alvarado Varela: Con su ve-
nia, señor presidente; compañeras y compañeros diputados,
el día de hoy sometemos a consideración de esta soberanía,
dos dictámenes. El primero de ellos es la iniciativa que re-
forma el artículo 7o., de la Ley del Instituto de Seguridad
Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas. Esta modifica-

ción radica en que los directores de área del ISSFAM pue-
dan ser civiles o militares o de cualquiera de las tres fuer-
zas armadas. Con ello de manera creciente y paulatina va-
mos a proponer y a sumar a la profesionalización, porque
esta debe constituirse en un pilar fundamental de la arqui-
tectura institucional del Estado mexicano del siglo XXI.

Los principales objetivos de esta profesionalización son: la
legalidad, la eficiencia, la objetividad, la calidad, la equi-
dad y la promoción e igualdad de género. Esta iniciativa
abre la posibilidad de que todos los cargos, salvo el direc-
tor y subdirector de ISSFAM sea que serán militares, y los
demás, nos permitirá garantizar que el control de las fuer-
zas armadas está en la dirección y subdirección, a la vez
que abre la posibilidad que los restantes cargos puedan ser
ocupados por civiles.

La Comisión de la Defensa Nacional considera que la pre-
sente iniciativa representa un paso importante para que el
ISSFAM transite hacia un esquema administrativo inspira-
do en el espíritu del servicio profesional de carrera.

Por otra parte, el segundo dictamen que nos encontramos
dictaminando, tiene que ver con reformar el artículo 108 de
la Ley del Instituto de Seguridad para las Fuerzas Armadas.
Esta iniciativa tiene como propósito mancomunar los cré-
ditos de los cónyuges que no pertenezcan a las fuerzas ar-
madas y que por su actividad laboral sean beneficiados de
crédito del fondo de la Vivienda del Instituto del Fondo
Nacional de la Vivienda para los trabajadores de la Comi-
sión Nacional de Vivienda o de cualquier otra institución
de seguridad social, ya que esto potencia de manera positi-
va una mejor calidad de vida para los militares derechoha-
bientes y sus familias.

La actual administración federal tiene como uno de sus
principales objetivos, generar esquemas óptimos de crédi-
tos y subsidios para una vivienda adecuada. En consecuen-
cia les invito a votar a favor de estos dictámenes.

Hoy, aquí refrendamos nuestro compromiso con las Fuer-
zas Armadas de México, que con su lealtad, trabajo y en-
trega, son una pieza clave en las tareas de preservar la paz
y la seguridad de los mexicanos. Es cuanto, señor presi-
dente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Alvarado. 
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Están a discusión en lo general y en lo particular los dictá-
menes. Y ya se han registrado para fijar la posición de sus
respectivos grupos parlamentarios diputadas y diputados.
Por lo tanto, tiene la palabra el diputado Carlos Gutiérrez
García, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza.

El diputado Carlos Gutiérrez García: Mejorar las condi-
ciones laborales de nuestras Fuerzas Armadas es un com-
promiso ineludible que tenemos con las mujeres y hombres
que tienen la gran responsabilidad de velar por la soberanía
de la nación.

Con el permiso de la Presidencia, compañeras y compañe-
ros legisladores, en esta ocasión, la Comisión de la Defen-
sa Nacional ha puesto a consideración de la asamblea dos
dictámenes por los cuales Nueva Alianza votará a favor.

El primero de ellos busca reformar los párrafos primero y
tercero del artículo 7o de la Ley del Instituto de Seguridad
Social para las Fuerzas Armadas, con la finalidad de que
tanto los civiles como los militares puedan ocupar cargos
directivos en dicho Instituto.

En el segundo dictamen, se adiciona un párrafo segundo a
la fracción IV del artículo 108 de la Ley del Instituto de Se-
guridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, a fin
de otorgar la posibilidad de mancomunar los créditos de
cónyuges que no pertenezcan a las Fuerzas Armadas y que
sean beneficiarios de créditos de cualquier otra institución
de seguridad social que otorgue dicha prestación para ad-
quirir vivienda.

En Nueva Alianza estamos convencidos de que es necesa-
rio adecuar las normas contenidas en la Ley del Instituto de
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas, mejor conoci-
do como ISSFAM, para otorgar mejores oportunidades de
desarrollo a quienes prestan sus servicios de las Fuerzas
Armadas del país.

El objetivo que se persigue es el de abrir la posibilidad de
que civiles puedan ocupar cargos directivos en el ISSFAM,
ya que con la ley vigente éstas solo están reservadas para
los miembros de las Fuerzas Armadas.

En este sentido, la reforma propuesta por la comisión bus-
ca armonizar la Ley del ISSFAM con las disposiciones de
la Ley para el Servicio Profesional de Carrera en la Admi-
nistración Pública Federal, particularmente por lo que se
refiere a su artículo 2, en el que se establece claramente: se
debe garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso a

la función pública con base en el mérito, a fin de impulsar
el desarrollo de la función para beneficio de la sociedad.

Por lo que se refiere al segundo dictamen, es importante re-
ferir que la fracción XIII del artículo 123, en su apartado B,
señala que el Estado proporcionará a los miembros en acti-
vos del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, las prestaciones
para adquirir vivienda en términos similares y a través del
organismo encargado de la seguridad social de los compo-
nentes de dichas instituciones.

Para Nueva Alianza la reforma es positiva, toda vez que es
complementaria de una de las metas planteadas en el Plan
Nacional de Vivienda 2014-2018, que es precisamente ge-
nerar esquemas óptimos de créditos y subsidios para accio-
nes de vivienda. En este sentido, en Nueva Alianza consi-
deramos que la consolidación de los créditos adquiridos
por los cónyuges es una manera de ayudar a la economía
familiar y garantizar que los trabajadores cuenten con una
vivienda digna.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, las
Fuerzas Armadas conforma una institución fundamental de
nuestra nación. Más allá de asuntos coyunturales y mediá-
ticos, en Nueva Alianza aprovechamos la ocasión para re-
conocer a las mujeres y a los hombres que integran las
Fuerzas Armadas porque siempre están presos de servir a
la patria, ya sea en los casos de desastres naturales o reali-
zando funciones que los gobiernos no pueden cumplir.

Con este tipo de reformas, dirigidas a mejorar las condi-
ciones de vida de los miembros de las Fuerzas Armadas,
asumimos nuestro compromiso con quienes velan por la
soberanía de la nación. Por su atención, muchas gracias. Es
cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Gutiérrez. 

Saludamos la presencia de estudiantes de la Escuela Prima-
ria Ignacio Allende, 5o. y 6o. grado, quienes son ganadores
del segundo lugar a nivel estatal de Bandas de Guerra, de
Guanajuato, provenientes de San Miguel de Allende, Gua-
najuato, invitados por la diputada María Verónica Agundis
Estrada, que está ahorita acá con nosotros en la Presidencia.
Y desde luego sean ustedes bienvenidos, y síganle echando
muchas ganas para que sigan adelante.

Tiene ahora la palabra el diputado Manuel de Jesús Espino,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.
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El diputado Manuel de Jesús Espino: Con su permiso,
diputado presidente. Compañeras y compañeros legislado-
res, con la pretendida reforma a los artículos 7o y 108 de la
Ley del Instituto de Seguridad para las Fuerzas Armadas, al
ISSFAM, se contribuye fundamentalmente a dos avances
de la mayor importancia para nuestros soldados.

Por un lado abre la posibilidad de que personal profesional
civil que labora para esta institución tenga la oportunidad
de ascensos desde el punto de vista laboral hasta nivel de
dirección general, pero también por otra parte, abre la po-
sibilidad de que nuestros militares puedan mancomunar
sus posibilidades de acceso a un crédito de vivienda con el
de sus cónyuges o concubinos, y por cierto, es de celebrar
que en la Ley se abra la posibilidad de que el concubinato
sea reconocido como parte del nuevo esquema de familia
en nuestro país, más allá de limitaciones por razone de or-
den religioso o ideológico.

Esta reforma es congruente con el espíritu de los artículos
4o y 123 de nuestra Carta Magna. Nuestros soldados son
parte, como ya se ha dicho, son parte fundamental para la
seguridad nacional. El cuestionable comportamiento que
en esta sala se ha hecho de algunos militares no impide que
el desempeño de la gran mayoría de ellos merezca el reco-
nocimiento también de la enorme mayoría de las y los me-
xicanos.

Nuestra sociedad reconoce a nuestras fuerzas armadas por
su lealtad y disciplina al servicio de México. También por
la fidelidad a su papel constitucional y el respeto que pro-
fieren al poder civil, lo cual es digno de reconocimiento.

Los dictámenes a consideración de esta soberanía los vota-
remos a favor en la banca de Movimiento Ciudadano, lo
haremos no por gratitud ni por reconocimiento, sino lo ha-
remos en razón de justicia, porque los soldados también
merecen, como todos, tener a mejores condiciones de se-
guridad social, a mejores condiciones de vivienda digna
para ellos y sus familias.

Esperamos, por lo antes dicho, coincidir con todas y todos
ustedes en el voto en favor de estos dictámenes. Muchas
gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Espino. Tiene ahora la palabra la dipu-
tada Norma Edith Martínez Guzmán, del Grupo Parlamen-
tario de Encuentro Social.

La diputada Norma Edith Martínez Guzmán: Muy bue-
nas tardes. Saludo con aprecio a la Mesa Directiva, dipu-
tado presidente y, por supuesto, a todos mis compañeros de
esta honorable asamblea.

Para Encuentro Social resulta de la mayor relevancia im-
pulsar la aprobación de reformas legales que contribuyan a
promover los principios rectores del sistema profesional de
carrera.

La elección transparente y justa de los mejores perfiles pa-
ra ocupar cada uno de los cargos de la administración pú-
blica federal debe ser una tarea prioritaria para nuestro go-
bierno y, de hecho, así lo han solicitado con insistencia
diversas organizaciones de la sociedad civil.

En ese sentido, el dictamen que presenta la Comisión de
Defensa Nacional para reformar el artículo 7o. de la Ley
del ISSFAM busca corregir los excesos en los que incurre
dicha normatividad al establecer que el Ejecutivo federal
designará al director general y al subdirector general, así
como a los directores de área que estime necesario para el
eficaz funcionamiento del instituto.

Esta ley establece también que los demás funcionarios y
empleados serán designados por la Junta Directiva a pro-
puesta del director general del instituto, procurando la pro-
porcionalidad de acuerdo a los efectivos de cada fuerza ar-
mada.

De ahí se deduce que directores, subdirectores y demás
funcionarios deben pertenecer a las Fuerzas Armadas y ahí
es justo en donde esta propuesta, esta iniciativa toma la
mayor relevancia.

Esta situación que se ha dado resulta contradictorio, sobre
todo porque en el sistema educativo militar no se presentan
todas las carreras que demanda el organigrama y la opera-
ción de estas Fuerzas Armadas; por tanto, el ISSFAM ter-
mina contratando personal civil en puestos para los cuales
nuestras Fuerzas Armadas no tienen actualmente personal
calificado.

En este sentido es que resulta injusta la redacción actual de
la ley, pues atenta contra la profesionalización del servicio
público federal al impedir a los civiles que laboran dentro
de esta institución, beneficiarse de un esquema administra-
tivo laboral que privilegie la imparcialidad y, sobre todo,
que dé atención a los méritos en su sistema de ascensos la-
borales.
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Con la reforma que discutimos los directores de área po-
drán entonces ser civiles o militares, siempre que unos y
otros cumplan con el perfil idóneo para el cargo que pre-
tenden ocupar.

Por otro lado, con la reforma que se presenta al artículo 108
de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas
Armadas Mexicanas, estamos garantizando de mejor ma-
nera el derecho a vivienda del personal de nuestras Fuerzas
Armadas, con este cambio se posibilita la obtención de cré-
ditos mancomunados para los derechohabientes del ISS-
FAM, independientemente de que ellos cuenten con otro ti-
po de obtención de crédito, como Fovissste, Infonavit,
Conavi.

Por lo antes expuesto, los diputados de Encuentro Social
habremos de votar a favor de los dos dictámenes que pre-
senta la Comisión de Defensa Nacional, pues considera-
mos justo que el personal civil que trabaja dentro de este
instituto pueda acceder a ascensos laborales, como recono-
cimiento a su labor. Y al mismo tiempo también creemos
muy acertada la medida para posibilitar los créditos man-
comunados del ISSFAM con otras instituciones. Es cuanto,
diputado presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Martínez. Tiene ahora la palabra el dipu-
tado Alfredo Basurto Román, del Grupo Parlamentario de
Morena.

El diputado Alfredo Basurto Román: Buenas tardes a las
legisladoras y legisladores, por cierto pocos, que nos
acompañan. Con su venia, presidente de la Mesa Directiva.
Hoy se presentan dos dictámenes de la Comisión de la De-
fensa Nacional.

El primero nos habla sobre la modificación al artículo 7 del
Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas. En
ese dictamen, y es de hacer como antecedentes que, aun y
que hoy se le está dando la legalidad, es un dictamen, es
una práctica que ya incluso de mucho tiempo atrás se venía
dando, que los profesionales civiles y civiles vengan parti-
cipando en actividades profesionales y administrativas
dentro de las Fuerzas Armadas, y no precisamente dentro
del Instituto de Seguridad Social, sino sabemos que hay
muchas enfermeras doctores, abogados, ingenieros que es-
tán adscritos a varias dependencias meramente profesiona-
les y administrativas de las Fuerzas Armadas y lo vienen
haciendo bien.

De ahí pues que el Grupo Parlamentario de Morena, el cual
me honro en representar en esta tribuna, vemos con agrado
que las Fuerzas Armadas, de mucho tiempo atrás vienen
abriendo sus puertas al servicio profesional de carrera. Es
por ello que en lo que se refiere a este dictamen no tendre-
mos ninguna objeción y daremos nuestro voto a favor.

Por otro lado, en cuanto a la modificación del artículo 108
de la misma ley, establece por demás un derecho funda-
mental, que tanto el artículo 123, fracción XI, inciso f) de
nuestra Carta Magna, en correlación con el artículo 4, pá-
rrafo noveno, si no me equivoco, establecen el derecho
también, fundamental, y por qué no decir, un derecho hu-
mano, como un derecho a la vivienda.

Antiguamente creo que la ley militar, los militares se han
venido actualizando a las exigencias que la sociedad hoy
requiere. Antiguamente nada más tenían derecho a la ad-
quisición de vivienda y prestaciones de créditos hipoteca-
rios, modificación, ampliación y mejoramiento de vivienda
los titulares que eran activos en el Ejército.

Posteriormente ese derecho se le cedió a la pareja. Y aquí
es donde hacer una observación que en el dictamen, un ser-
vidor, hice la modificación que no únicamente fuera para
las esposas, que se abriera el ámbito para la figura jurídica
que existe, que es el concubinato. Y tal parece que viene ín-
tegro ese dictamen en ese sentido, esa modificación.

Tanto la Constitución como los tratados internacionales es-
tablecen que el derecho a la vivienda es un derecho funda-
mental. Sin embargo, en este aspecto yo creo que falta mu-
cho por hacer, porque si nos preguntamos cuántos
mexicanos que prestan sus servicios a las Fuerzas Armadas
o incluso sus familiares directos, como ya lo mencioné, re-
almente gozan de una vivienda digna. Yo creo que ahí fal-
ta mucho qué hacer, porque en eso sí hay mucho rezago.

Esperemos que una vez que entre en vigor la siguiente mo-
dificación se les haga justicia plena a los militares y fami-
liares de estos y concubinos.

Es por ello y sin abundar más, que en Morena votaremos a
favor de estos dos dictámenes por ser algo que beneficia a
la sociedad y, sobre todo, a las Fuerzas Armadas y a sus fa-
miliares directos. Es cuanto, presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Basurto. Tiene ahora la palabra la dipu-
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tada Wendolin Toledo Aceves, del Grupo Parlamentario del
Verde Ecologista.

La diputada Wendolin Toledo Aceves: Con la venia de la
Presidencia. El sistema de seguridad social constituye un
elemento esencial y una aspiración fundamental en las so-
ciedades modernas, puesto que a través de este mecanismo
se busca garantizar el derecho humano a la salud, a la pro-
tección de los medios de subsistencia; así como el acceso a
los servicios públicos necesarios para el bienestar indivi-
dual y colectivo.

El sistema de seguridad social en nuestro país está confor-
mado por diversas instituciones, que son principalmente el
IMSS, esquema que atiende a la gran mayoría de los mexi-
canos. El ISSSTE, que cumple la función de amparar al
personal que labora en el servicio público.

En este sentido, para el caso de las Fuerzas Armadas se
cuenta con un organismo específico para cuidar la salud,
así como para otorgar pensiones y préstamos para vivien-
das a sus miembros. Dicho organismo es el Instituto de Se-
guridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, insti-
tución que tiene la importante función de brindar bienestar
en materia de salud y vivienda a los militares en activo o
situación de retiro, y a sus familiares.

Dicha institución atiende a miles de hombres y mujeres que
realizan todos los días un gran esfuerzo para proteger la so-
beranía nacional y garantizar la seguridad de la población
en aquellas zonas donde se requiere su intervención.

Al cierre de 2013 el ISSFAM atendió a una población apro-
ximada de un millón de personas, de los cuales casi una
cuarta parte fueron militares en activo; mientras que el res-
to correspondió a militares en retiro y derechohabientes.

Para atender adecuadamente a la población objetivo en el
trámite de las diversas prestaciones y servicios, el ISSFAM
contaba en 2013 con una plantilla de 900 servidores públi-
cos y 75 comisionados de la Secretaría de la Defensa Na-
cional y Marina.

Con la reforma al artículo 7o. se pretende el siguiente or-
denamiento. Se establece que el Ejecutivo federal designa-
rá al director general y al subdirector general, así como a
los directores de área que estime necesarios para el buen
funcionamiento del instituto, debiendo tener el primero de
preferencia, la jerarquía de general de división o almirante,
con la aclaración expresa de que los directores de área po-

drán ser civiles o militares en activo de las Fuerzas Arma-
das, además de que en ambos casos se deberá cumplir con
los perfiles específicos.

Lo anterior armonizará una situación que como se dijo, ya
se sucede en el instituto y también permitirá gozar de un
esquema administrativo sustentado en la idea del Servicio
Profesional de Carrera, destacando con ello los principios
de imparcialidad y ascenso con base en el mérito.

Por otra parte, el derecho a la vivienda es un derecho hu-
mano consagrado en la Carta Magna y los tratados interna-
cionales. Por tal motivo, contar con un patrimonio propio
se convierte en uno de los más grandes anhelos de una per-
sona.

En ese sentido el Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, apoyamos el dictamen con proyec-
to de decreto, por el que se reforma el artículo 108 de la
Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Ar-
madas Mexicanas, cuyo objeto es prever que en otorga-
miento de los créditos a militares en activo, se tomará en
cuenta que el caso de cónyuges, cuando estos últimos no
pertenezcan a las Fuerzas Armadas y que por su actividad
laboral serán beneficiarios con créditos de Fovissste, Info-
navit, Fonavi, Conavi o cualquiera de otra institución de
seguridad social puedan mancomunarse para adquirir una
vivienda, lo que indudablemente facilitará el ascenso a un
hogar y a un patrimonio para los militares y sus familias.

Por lo anteriormente expuesto, votaremos a favor de ambos
dictámenes, a fin de contribuir a modernizar la calidad de
los servicios brindados por el ISSFAM, beneficiando con
ello a las miles de personas que todos los días arriesgan su
vida por el bien de la nación, como son los integrantes de
las Fuerzas Armadas. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Toledo. Tiene ahora la palabra, el dipu-
tado Julio Saldaña Morán, del Grupo Parlamentario del
PRD.

El diputado Julio Saldaña Morán: Con su venia, dipu-
tado presidente, con el permiso de las diputadas y dipu-
tados. Los dictámenes que hoy se ponen a nuestra conside-
ración fueron aprobados por unanimidad en la Comisión de
la Defensa Nacional y fueron discutidos conforme el Re-
glamento, esto habla de la madurez y la responsabilidad
que cada uno de los diputados pudieron emitir su voto.
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Todos los grupos parlamentarios expresamos nuestro voto
afirmativo porque estamos conscientes no solo de la im-
portancia que revisten la labores que hoy desarrollan las
Fuerzas Armadas nacionales, sino porque los militares, pi-
lotos y marinos, son trabajadores que deben contar con to-
dos los beneficios que la seguridad social brinda a los me-
xicanos.

El primero de estos dictámenes tiene que ver con las ca-
racterísticas y requisitos que debe cumplir una persona pa-
ra ser director de área en el Instituto de Seguridad Social de
nuestras Fuerzas Armadas, lo cual representa un avance
significativo en términos de la apertura hacia la sociedad
que han manifestado tanto la Secretaría de Marina como la
Secretaria de la Defensa Nacional en estos últimos tiem-
pos.

El segundo de ellos tiene que ver con un derecho funda-
mental de todas aquellas personas que son beneficiadas con
un crédito de vivienda en el propio instituto y que, con-
temporáneamente, también sus parejas o cónyuges tienen
asignado otro de alguna otra institución que brinde el cré-
dito.

Esta situación ya se encontraba contemplada en la legisla-
ción correspondiente para el ISSSTE y para el Instituto
Mexicano del Seguro Social, y lo único que se está hacien-
do es extensivo este beneficio a las Fuerzas Armadas Me-
xicanas.

Es por lo anterior que el Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática expresa su voto a favor de
ambos dictámenes, no sin antes señalar que reiteramos
nuestro reconocimiento a todas las personas que integran el
Ejército, la Marina Armada y la Fuerza Aérea su compro-
miso con los mexicanos y con la seguridad de toda la so-
ciedad.

Sin embargo también hacemos un llamado para que, en
cumplimiento de lo que ofreció desde el primer día de su
presidencia, el Mando Supremo de nuestras Fuerzas Arma-
das diseñe e implemente la estrategia para que todas y todos
los soldados, marinos y pilotos, regresen a sus cuarteles.

No hacemos de lado las labores que desarrollan. Sabemos
que en muchos lugares del territorio nacional constituye el
último bastión del Estado y la última defensa de la patria;
pero después de librar una encarnizada lucha contra la de-
lincuencia organizada por más de 20 años, el desgaste que
ha sufrido es mucho; por reiteradas las violaciones a los de-

rechos humanos, constituyen un verdadero problema para
el país. Los casos de tortura y desaparición forzada, son ca-
da vez más frecuentes, y la filtración de la delincuencia en
sus filas, deben cesar.

Concluyo. Reconocemos los esfuerzos, pero debemos, tan-
tos años, después de tanto tiempo, somos los civiles quie-
nes debemos de empeñarnos en solucionar lo que durante
tanto tiempo hemos dejado de lado: la construcción de ins-
tituciones fuertes, limpias y profesionales que atiendan los
intereses de los ciudadanos.

Y por último, refrendamos el compromiso que, como gru-
po parlamentario y como partido PRD, tenemos con los de-
rechos humanos de todas y todos quienes habitamos en es-
te noble país.

Y concluyo. Desde luego que el Grupo Parlamentario del
PRD brinda todo el respaldo a las Fuerzas Armadas Mexi-
canas. Muchas gracias por su atención.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Saldaña. Tiene ahora la palabra la dipu-
tada Claudia Sánchez Juárez, del Grupo Parlamentario del
PAN.

La diputada Claudia Sánchez Juárez: Con su veía, dipu-
tado presidente. Quiero iniciar mi intervención agradecien-
do a los integrantes de la Comisión de Defensa Nacional
por el apoyo a esta reforma, a esta iniciativa del artículo
108 de la Ley del ISSFAM.

Quiero asimismo agradecer el apoyo y los trabajos que se
han venido dando al seno de esta comisión que encabeza el
diputado Virgilio Méndez Bazán, y asimismo quiero agra-
decer el apoyo que ha dado a este grupo parlamentario el
diputado Marko Cortés, quien es coordinador de la banca-
da panista.

Compañeras y compañeros, en sesiones anteriores se han
dado muy nutridas discusiones sobre derechos humanos, y
me parece que es una forma afortunada de que se den en
este recinto legislativo, puesto que es aquí en donde se tie-
nen que dar estas discusiones para defender los diferentes
puntos de vista y las diferentes tesis en esta materia de de-
rechos humanos.

Y me parce que hoy los diputados de esta legislatura esta-
mos haciendo parte de la tarea. Con este artículo 108 de la
Ley del ISSFAM en donde se adiciona un párrafo a la frac-
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ción IV, estamos dándole seguridad y certeza, además de la
posibilidad de incrementar el patrimonio a los soldados que
sirven a nuestro México.

Decía yo, que este es un derecho universal, puesto que es-
tá fundamentado en la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos. Asimismo al Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales, documentos que
por supuesto México signó y de los cuales forma parte.

Asimismo en nuestra Carta Magna este derecho a la vi-
vienda está contemplado en el artículo 4o constitucional y
123. Esta reforma me parece que da la posibilidad a nues-
tras fuerzas castrenses de mancomunar sus créditos para
que no sólo se puedan fusionar con los que tienen sus pa-
rejas o sus cónyuges pertenecientes también al Ejército o
Fuerzas Armadas.

Me parece que también es importante que se pueda abrir la
posibilidad de que se amplíen y se mejoren las posibilida-
des de obtener una mejor vivienda y un mejor incremento
a patrimonio por parte de nuestros elementos castrenses,
aprobando la posibilidad de que se mancomunen los crédi-
tos a través de ISSFAM con otras instituciones como lo son
del Infonavit, el Fovissste, la Conavi o algunos otros insti-
tutos de seguridad social que pertenezcan a los diferentes
estados de las diferentes entidades del país.

Me parece que formar un hogar también es parte del lega-
do que dejan nuestros elementos en un activo. Nuestros
elementos en activo apoyan a la población civil, que es de
los desastres naturales, hacen también tareas que tienen
que ver con seguridad pública y, por supuesto, cuidan de
nuestra soberanía nacional.

Por lo anteriormente expuesto, compañeros, pido el voto a
favor para reformar el artículo 108, anexando un segundo
párrafo a la fracción IV, quedando como dice:

IV. También podrán mancomunarse los créditos de cónyu-
ges que no pertenezcan a las Fuerzas Armadas y que por su
actividad laboral sean beneficiarios de créditos del Fondo
de la Vivienda del Instituto de Seguridad Social y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado, del Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, de la
Comisión Nacional de Vivienda o de cualquier otra institu-
ción de seguridad social que otorgue esta prestación a cón-
yuges o concubinos de militares para adquirir vivienda; así
como para la adquisición, construcción, reparación, am-

pliación o mejoramiento de sus habitaciones o al pago de
los pasivos que tengan por conceptos anteriores.

Para concluir, compañeras diputadas y compañeros dipu-
tados, quiero compartirles una reflexión. Me parece que la
vivienda comienza con cuatro paredes y se convierte en
nuestro hogar, nuestro refugio, el lugar en donde se pueden
atesorar sueños y se forman familias.

Estoy cierta, compañeros, que facilitar el acceso a la vi-
vienda digna y decorosa a nuestras Fuerzas Armadas lo ha-
cemos como un reconocimiento a la férrea tarea que des-
empeñan los elementos en activo, ya sea por aire, de costa
a costa, en la sierra o en la ciudad, sin regatearle nada a
nuestro México, siempre con patriotismo, siempre con dig-
nidad y tesón, porque las Fuerzas Armadas Mexicanas son
siempre leales. Muchas gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Sánchez. Y tiene ahora la palabra el
diputado Fidel Almanza Monroy, del Grupo Parlamentario
del PRI.

El diputado Fidel Almanza Monroy: Con su permiso,
diputado presidente. Compañeras diputadas y compañeros
diputados, vengo con mucho orgullo a posicionar a nombre
del Partido Revolucionario Institucional los dictámenes de
la Comisión de Defensa Nacional. En primer lugar quisie-
ra referirme al dictamen que adiciona los párrafos primero
y tercero del artículo 7o. de la Ley del Instituto de Seguri-
dad Social para las Fuerzas Armadas.

Toda institución que forma parte del gobierno federal tiene
como objetivo el coadyuvar para que el Estado mexicano
funcione de la manera más eficientemente posible, garanti-
zando que la población pueda ejercer sus derechos y cum-
plir con sus obligaciones.

El Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas
Mexicanas tiene como objetivo el proporcionar las presta-
ciones sociales y económicas de los miembros de las fuer-
zas armadas mexicanas y a sus beneficiarios, pero parte
importante de su mística de servicio, de su compromiso
institucional es la de brindar una atención integral a un sec-
tor fundamental de nuestra sociedad, a las Fuerzas Arma-
das Mexicanas, quienes a diario realizan su mejor esfuerzo
para asegurar nuestra soberanía y seguridad, elementos in-
dispensables en la conformación de cualquier Estado mo-
derno.

Año I, Segundo Periodo, 26 de abril de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados278



El presente dictamen brinda la posibilidad para que los ci-
viles, siempre y cuando cumplan con los perfiles de pues-
tos, puedan ocupar cargos directivos en el Instituto de Se-
guridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas. Con
estas reformas y adiciones es notable nuestro interés por
fortalecer la eficacia de nuestras instituciones.

Otro avance sin duda es el dictamen que adiciona el artícu-
lo 108 de la Ley del ISSFAM. En primer lugar quisiera des-
tacar que el derecho a una vivienda digna es una garantía
constitucional, por tal motivo el Partido Revolucionario
Institucional a lo largo de su historia siempre ha priorizado
la atención integral de toda la población impulsando pro-
gramas de vivienda nueva y el mejoramiento de las vivien-
das existentes, que propicien mejores condiciones de vida
a sus habitantes. Hoy la administración del gobierno fede-
ral también trabaja para que los mexicanos gocen de una
vivienda digna y decorosa en su entorno ordenado, seguros
y sustentables.

En lo que va de la gestión del presidente Enrique Peña Nie-
to los organismos nacionales y estatales de vivienda, entre
otros, han otorgado 734 mil 350 millones de pesos en cré-
ditos y subsidios, a 2 millones 900 mil familias.

El posicionar el dictamen de la Comisión de Defensa Na-
cional, con proyecto de decreto por el que se adiciona un
párrafo segundo a la fracción IV del artículo 108 de la Ley
del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas
Mexicanas es un gran paso para que los miembros del ser-
vicio activo y en situación de retiro, del Ejército, Fuerza
Aérea o Armada de México, accedan de manera expedita a
una vivienda digna y decorosa.

El presente dictamen posibilita, al mancomunarse los cré-
ditos de los cónyuges que no pertenezcan a las Fuerzas Ar-
madas y que por su actividad laboral sean beneficiarios de
créditos del Fondo de Vivienda del Instituto de Seguridad
Social y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado,
del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los
Trabajadores, de la Comisión Nacional de Vivienda o de
cualquier otra institución de seguridad social.

Aprobar el anterior texto en la fracción IV del artículo 108
de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas
Armadas Mexicanas potencializa de manera positiva una
mejor calidad de vida para los militares derechohabientes y
sus familias.

Compañeras y compañeros diputados, estamos seguros que
con estas acciones coadyuvaremos de manera sustantiva a
resolver las necesidades de vivienda del personal militar.
Con la aprobación de este dictamen que hoy se nos presen-
ta estaremos contribuyendo a que el personal militar tenga
acceso a una vivienda digna, decorosa, en cumplimiento a
lo establecido en nuestra Constitución.

Es una oportunidad para que desde la Cámara de Diputados
se promueva el acceso a la vivienda, que favorezca el bien-
estar del personal militar y sus familias. Hoy en México te-
nemos que avanzar en la construcción de un país con ma-
yor igualdad y oportunidad para todas y todos.

Por ello, en el Grupo Parlamentario del PRI nos pronun-
ciamos a favor de los presentes dictámenes, que pretenden
servir como incentivos a nuestros soldados, marinos y pi-
lotos, que demuestran todos los días que son mexicanos ex-
cepcionales, que cuentan con una formación de excelencia
y un alto sentido del deber. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Almanza. Agotada la lista de oradores,
consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económi-
ca, si los dictámenes se encuentran suficientemente discu-
tidos en lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Por instrucciones de la Presidencia, en votación eco-
nómica se consulta a la asamblea si los dictámenes se en-
cuentran suficientemente discutidos en lo general y en lo
particular. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Se-
ñor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Suficientemente discutidos en lo general y en lo particular. 

Antes de entrar a la votación, saludamos la presencia de un
grupo de alumnos destacados de la Escuela Secundaria Lá-
zaro Cárdenas del Río, provenientes del estado de Morelos
e invitados por la diputada María Eugenia Ocampo Bedo-
lla, que es secretaria de la Mesa Directiva y ahora está aquí
a un lado de la Presidencia. Bienvenidas, bienvenidos y si-
gan echándole muchas ganas.

Se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico por cin-
co minutos para proceder a la votación en lo general y en
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lo particular del primer proyecto de decreto por el que se
reforma el artículo 7o de la Ley del Instituto de Seguridad
Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144,
numeral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados.
Ábrase el sistema electrónico por cinco minutos, para pro-
ceder a la votación en lo general y en lo particular.

(Votación)

¿Alguna diputada o diputado que falte de emitir su voto?

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Saludamos la presencia de estudiantes y docentes de la ca-
rrera de Derecho, Ciencias Políticas y Humanidades de la
Facultad de Estudios Superiores de Acatlán. Invitados por
el diputado Alejandro Juraidini Villaseñor. Sean ustedes
bienvenidos a este recinto parlamentario. Vuelva a pregun-
tar.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: ¿Alguna diputada o diputado que falte de emitir su
voto?

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Acá viene una diputada por la izquierda.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: ¿Falta alguna diputada o diputado de emitir su voto?

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Parece que ya no se mueve. Espérese. Córrale. Córrale
diputada Ortega. Parece que ya, ahora sí. Ya votó la dipu-
tada Ivonne Ortega, entonces ya podemos cerrar el sistema
electrónico. Estábamos esperándola ansiosamente. Ya.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Ciérrese el sistema de votación electrónico. Se han
emitido 441 votos a favor, ninguno en contra, señor presi-
dente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobado en lo general y en lo particular por 441 votos,
unanimidad de los presentes, el proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 7o. del Instituto de Seguri-
dad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas. Pasa
al Senado para sus efectos constitucionales.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL
PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: «Dictamen de la Comisión de Defensa Nacional, con
proyecto de decreto por el que se adiciona el artículo 108
de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas
Armadas Mexicanas

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Defensa Nacional, le fue turnada para su
estudio, análisis y elaboración del dictamen correspondien-
te, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo 108 de la Ley del Instituto de Seguridad
Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas.

Con fundamento a lo dispuesto en los artículos 39 y 45, nu-
meral 6, inciso e) y f), ambos de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, así como
los artículos 80, numeral 1, fracción II; 82, 85, 157 nume-
ral 1 Fracción I; 176; 177; 180 numeral 1 y numeral 2 frac-
ción II; 182 numeral 1, y demás relativos y aplicables del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta Honorable Asamblea el presente dicta-
men, con los siguientes apartados:

I. ANTECEDENTES:

a) En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados del 1
de marzo de 2016, la diputada Claudia Sánchez Juárez,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, presentó la iniciativa objeto del presente dic-
tamen.

b) Con oficio D.G.P.L. 63-II-2-575, del 1 de marzo de
2016 y con número de expediente 1877, la Mesa Direc-
tiva turnó la iniciativa a la Comisión de Defensa Nacio-
nal, para su estudio y dictaminación.

c) Con oficio D.G.P.L. 63-II-2-663, del 31 de marzo de
2016 y con número de expediente 1877, la Mesa Direc-
tiva, modifica el trámite dictado a la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el Artículo 108 de la Ley
del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Ar-
madas Mexicanas, turnando para opinión a la Comisión
de Marina. El Oficio se recibió en la Comisión el 1 de
abril de 2016.
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II. OBJETO Y DESCRIPCIÓN DE LA INICIATIVA:

La proponente hace un recuento histórico de las institucio-
nes que antecedieron al Instituto de Seguridad Social para
las Fuerzas Armadas Mexicanas, destacando los siguientes
momentos:

• El establecimiento de la Gran Casa Nacional de Invá-
lidos en 1829.

• La consagración de las garantías individuales en la
Constitución de 1917.

• La creación de la Dirección General de Pensiones Ci-
viles y de Retiro en 1925.

• El establecimiento del Sistema de Seguros Obligatorio
en 1929.

• La creación de la Dirección de Pensiones Militares en
1955.

• La publicación de la Ley del Instituto de Seguridad
Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas en 1976.

A continuación señala que instrumentos internacionales
como la Declaración Universal de los Derechos Humanos,
en su artículo 25.1, y el Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, en su artículo 11.1 es-
tablecen diversos derechos y entre ellos a la vivienda. Tam-
bién refiere que el artículo 123, apartado B, fracción XI, in-
ciso f) prevé lo siguiente:

Se proporcionarán a los trabajadores habitaciones ba-
ratas, en arrendamiento o venta, conforme a los pro-
gramas previamente aprobados. Además, el Estado me-
diante las aportaciones que haga, establecerá un fondo
nacional de la vivienda a fin de constituir depósitos en
favor de dichos trabajadores y establecer un sistema de
financiamiento que permita otorgar a éstos crédito ba-
rato y suficiente para que adquieran en propiedad ha-
bitaciones cómodas e higiénicas, o bien para construir-
las, repararlas, mejorarlas o pagar pasivos adquiridos
por estos conceptos. 

Las aportaciones que se hagan a dicho fondo serán en-
teradas al organismo encargado de la seguridad social
regulándose en su Ley y en las que corresponda, la for-
ma y el procedimiento conforme a los cuales se admi-

nistrará el citado fondo y se otorgarán y adjudicarán
los créditos respectivos

En referencia a este precepto cita el quinto párrafo de la
fracción XIII del referido artículo 123 en su apartado B,
que a la letra dice:

El Estado proporcionará a los miembros en el activo del
Ejército, Fuerza Aérea y Armada, las prestaciones a que
se refiere el inciso f) de la fracción XI de este apartado,
en términos similares y a través del organismo encar-
gado de la seguridad social de los componentes de di-
chas instituciones.

En consecuencia concluye que: 

[…] tanto por mandato internacional, como constitu-
cional se establecen instrumentos y apoyos necesarios a
fin de alcanzar el objetivo consistente en que toda fami-
lia goce de una vivienda digna y adecuada, ubicada en
espacios equipados, en localidades dotadas de servicios
urbanos, accesibles, con espacios intermedios de rela-
ción que permita la comunicación vecinal, donde sea
posible el desarrollo familiar y personal a todos los ni-
veles que la sociedad demanda.

Señala que en el ámbito castrense, el precepto constitucio-
nal se cumple con el Fondo de Vivienda Militar del Insti-
tuto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexi-
canas (ISSFAM).

A continuación presenta los montos de los créditos hipote-
carios, que van de un rango de $331,500.00 para soldado o
marinero, hasta $1,287,000.00 para General de División o
Almirante, los cuales considera que no son “muy sustan-
ciosos para adquirir vivienda digna y adecuada”.

La proponente señala que la fracción IV del artículo 108 de
la Ley del ISSFAM sólo prevé que se otorguen créditos de
forma mancomunada cuando ambos cónyuges sean milita-
res, lo que no permite utilizar créditos del cónyuge que no
pertenece a la milicia otorgados por el FOVISSSTE, el FO-
NACOT, la CONAVI o alguna otra institución que otorgue
esta prestación para sus trabajadores.

También señala que en la actual administración se ha pre-
visto como objetivo de la política nacional de vivienda ge-
nerar esquemas óptimos de créditos y subsidios para vi-
vienda, por lo que en congruencia con este ideal propone
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que se adicione un párrafo a la fracción IV del artículo 108
de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las fuerzas
Armadas “a efecto de que se permita la acumulación de
créditos hipotecarios, que cada uno de los cónyuges en el
desempeño de sus actividades laborales ha alcanzado como
prestación y de esa forma adquirir un solo crédito que mer-
me en ambas partes la economía del hogar”. Considera por
último que “desde esta perspectiva estarían los cónyuges
contribuyendo para la adquisición de una vivienda digna y
decorosa”.

III. METODOLOGÍA:

La Comisión de Defensa Nacional realizó el análisis y va-
loración de la Iniciativa en comento, mediante un análisis
sistemático de legislación vigente, así como el análisis de
técnica legislativa.

IV. CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN:

Para mejor comprensión de la iniciativa, se elaboró un
cuadro comparativo con la propuesta citada y el texto vi-
gente.

Del análisis de las propuestas del Diputado iniciante, esta
Comisión de Defensa Nacional extrae las siguientes consi-
deraciones:

Primera. La Comisión valora la propuesta de la Diputada
y se adhiere al espíritu de su iniciativa, ya que el objetivo
de esta es que los militares puedan tener acceso a una vi-
vienda digna y decorosa.

Segunda. La reforma constitucional publicada en el Diario
Oficial de la Federación (DOF) el 7 de febrero de 1983
adicionó un párrafo a la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, estableciéndose que:

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda dig-
na y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y
apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.

Esta reforma fue reglamentada con la expedición, el 27 de
junio de 2006, de la Ley de Vivienda. Con la nueva Ley se
estableció que la vivienda es un área prioritaria para el de-
sarrollo nacional y se definió la vivienda digna y decorosa
en los siguientes términos: 

Se considerará vivienda digna y decorosa la que cum-
pla con las disposiciones jurídicas aplicables en mate-
ria de asentamientos humanos y construcción, salubri-
dad, cuente con espacios habitables y auxiliares, así
como con los servicios básicos y brinde a sus ocupantes
seguridad jurídica en cuanto a su propiedad o legítima
posesión, y contemple criterios para la prevención de
desastres y la protección física de sus ocupantes ante
los elementos naturales potencialmente agresivos.

También es importante señalar, como ya lo hizo la propo-
nente, que la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos prevé, en su artículo 123, apartado B, fracción
XIII, párrafo quinto que el Estado proporcionará a los inte-
grantes del Ejército, Fuerza Aérea y Armada crédito barato
y suficiente para que adquieran en propiedad habitaciones
cómodas e higiénicas, o bien para construirlas, repararlas,
mejorarlas o pagar pasivos adquiridos por estos conceptos.

Tercera. Como señala la proponente, el Programa Nacio-
nal de Vivienda 2014-2018 prevé, como uno de sus objeti-
vos: “Generar esquemas óptimos de créditos y
subsidios para acciones de vivienda”.

De ahí la importancia de consolidar los créditos adquiridos
por los cónyuges, con lo que no sólo se apoya la economía
familiar, sino que también se posibilita la obtención de vi-
viendas que garanticen que la familia cuente con los espa-
cios habitables y auxiliares, así como los servicios básicos
que constituyen una vivienda digna. 

Cuarta. La mancomunación es una figura jurídica prevista
en nuestro orden positivo. El Capítulo IV, del Título segun-
do, de la Primera Parte, del Libro Cuarto del Código Civil
Federal se titula “De las Obligaciones Mancomunadas”. 
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En este Capítulo se prevé en el artículo 1984 que la man-
comunidad existe cuando hay pluralidad de deudores o de
acreedores, tratándose de una misma obligación. Entre los
aspectos más importantes de la relación de mancomunidad
están los siguientes: 

• Hay solidaridad pasiva “cuando dos o más deudores
reporten la obligación de prestar, cada uno de por sí, en
su totalidad, la prestación debida” (artículo 1987).

• La solidaridad resulta de la ley o de la voluntad de las
partes (artículo 1988).

• “Cada uno de los acreedores o todos juntos pueden
exigir de todos los deudores solidarios o de cualquiera
de ellos, el pago total o parcial de la deuda” (artículo
1989).

• “El pago hecho a uno de los acreedores solidarios ex-
tingue totalmente la deuda” (artículo 1990).

• “El deudor solidario es responsable para con sus co-
obligados si no hace valer las excepciones que son co-
munes a todos” (artículo 1996).

• “Si muere uno de los deudores solidarios dejando va-
rios herederos, cada uno de éstos está obligado a pagar
la cuota que le corresponda en proporción a su haber
hereditario, salvo que la obligación sea indivisible”
(artículo 1998).

• “Cualquier acto que interrumpa la prescripción en fa-
vor de uno de los acreedores o en contra de uno de los
deudores, aprovecha o perjudica a los demás” (artícu-
lo 2001).

Quinta. La Ley del Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas prevé la mancomunidad en la
fracción IV que se pretende adicionar, por lo que el segun-
do párrafo que se agrega armoniza con el espíritu de la dis-
posición, que es la posibilidad de que se otorguen y fijen
créditos a militares en activo de forma mancomunada.

Sexta. En el ámbito administrativo ya se prevé la figura de
préstamos mancomunados. Así por ejemplo, el Instituto del
Fondo de la Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT)
establece los requisitos y los procedimientos para el acce-
so a este tipo de crédito. También el Fondo de la Vivienda
del Instituto de Seguridad Social y Servicios Sociales de

los Trabajadores del Estado (FOVISSSTE) prevé los crédi-
tos conyugales en el caso de derechohabientes casados cu-
yo cónyuge cotiza al INFONAVIT.

Cabe señalar que la Comisión Nacional de Vivienda (CO-
NAVI) ha desarrollado la modalidad de créditos con subsi-
dio para derechohabientes del FOVISSSTE, con un ingre-
so individual de hasta 5 Veces el Salario Mínimo General
Vigente en el Distrito Federal, con el cual, se puede otor-
gar un crédito tradicional del FOVISSSTE, que se comple-
menta con el Subsidio que otorga el Gobierno Federal a
través de la CONAVI.

Séptima. La Comisión sugiere realizar adecuaciones al
proyecto de decreto a efecto de realizar las correcciones
que son necesarias para dar mayor claridad a la reforma.
Estas adecuaciones son:

a) Se sustituye la expresión “ejército o las fuerzas ar-
madas” por “Fuerzas Armadas”, esto con base en la
fracción IV del artículo 4o. de la Ley que se pretende re-
formar, en el que se define “Fuerzas Armadas” por el
Ejército, la Fuerza Aérea y la Armada.

b) Se considera que la expresión “beneficiarios de cré-
ditos” es la que se debe utilizar.

c) Se desglosan las siglas de los organismos menciona-
dos.

d) Se propone reemplazar la expresión “al cónyuge del
o la militar” por: “a cónyuges de militares”.

Octava. Se propone modificar el artículo segundo transito-
rio para establecer qué disposición deberá ser reformada
por el Ejecutivo, esto es, el Reglamento de la Ley del Ins-
tituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas, así
como para clarificar el plazo máximo contabilizado en dí-
as naturales.

Novena. Durante la discusión del dictamen de la iniciativa
con proyecto de decreto de fecha 12 de abril de 2016, la
Comisión de Defensa Nacional, aprueba las siguientes adi-
ciones al texto propuesto:

a). “… o concubinos”.

b) “…para la adquisición, construcción, reparación,
ampliación o mejoramiento de sus habitaciones o al
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pago de los pasivos que tengan por los conceptos an-
teriores.”

Por las consideraciones antes expuestas, los integrantes de
la Comisión de Defensa Nacional proponen a esta Honora-
ble Asamblea, el siguiente:

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA LEY
DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA
LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS.

ARTÍCULO ÚNICO. Se ADICIONA un párrafo segun-
do, a la fracción IV, del artículo 108 de la Ley del Instituto
de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas,
para quedar como sigue:

Artículo 108. …

I a III. …

IV. …

También podrán mancomunarse los créditos de cón-
yuges que no pertenezcan a las Fuerzas Armadas y
que por su actividad laboral sean beneficiarios de
créditos del Fondo de la Vivienda del Instituto de Se-
guridad Social y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado, del Instituto del Fondo Nacional de la
Vivienda para los Trabajadores, de la Comisión Na-
cional de Vivienda o de cualquier otra institución de
seguridad social que otorgue esta prestación a cón-
yuges o concubinos de militares para adquirir vi-
vienda; así como para la adquisición, construcción,
reparación, ampliación o mejoramiento de sus habi-
taciones o al pago de los pasivos que tengan por los
conceptos anteriores.

V. y VI. …

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

SEGUNDO. Dentro del término de 45 días posteriores a la
entrada en vigor del presente Decreto, el Ejecutivo Federal
y la Secretaría del ramo competente, deberán realizar las
adecuaciones normativas al Reglamento de la Ley del Ins-
tituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de abril de 2016.

La Comisión de Defensa Nacional, diputados: Virgilio Daniel Mén-
dez Bazán (rúbrica), presidente; Edith Anabel Alvarado Varela (rúbri-
ca), Luis Alejandro Guevara Cobos (rúbrica), Carlos Sarabia Camacho
(rúbrica), Luis Felipe Vázquez Guerrero (rúbrica), J. Apolinar Casillas
Gutiérrez (rúbrica), Claudia Sánchez Juárez (rúbrica), Cristina Ismene
Gaytán Hernández (rúbrica), Sara Paola Galico Félix Díaz (rúbrica),
Alfredo Basurto Román (rúbrica), Manuel de Jesús Espino (rúbrica),
secretarios; Fidel Almanza Monroy (rúbrica), César Alejandro Domín-
guez Domínguez (rúbrica), Otniel García Navarro (rúbrica), Jesús En-
rique Jackson Ramírez (rúbrica), Carlos Federico Quinto Guillén (rú-
brica), Dora Elena Real Salinas (rúbrica), Enrique Pérez Rodríguez
(rúbrica), Patricia Sánchez Carrillo (rúbrica), Elva Lidia Valles Olvera
(rúbrica), Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), Armando Soto Espino
(rúbrica), Sasil Dora Luz de León Villard, Wendolín Toledo Aceves
(rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se pide ahora a la Secretaría que abra el sistema electróni-
co, por cinco minutos, para proceder a la votación en lo ge-
neral y en lo particular del segundo proyecto de decreto por
el que se adiciona el artículo 108 de la Ley del Instituto de
Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144,
numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados.
Ábrase el sistema electrónico, por cinco minutos, para pro-
ceder a la votación en lo general y en lo particular.

(Votación)

El sentido de su voto, diputado Cortés. 

El diputado Marko Antonio Cortés Mendoza (desde la
curul): A favor.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: A favor, el diputado Cortés. ¿Alguna diputada o
diputado que falte de emitir su voto? Sigue abierto. ¿Falta
alguna diputada o diputado de emitir su voto? 

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Parece que ya no.

La Secretaria diputada Alejandra Noemí Reynoso Sán-
chez: Ciérrese el sistema de votación electrónico. Señor
presidente, se han emitido 439 votos a favor, ninguno en
contra.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobado en lo general y en lo particular por 439 votos,
unanimidad de los presentes, el proyecto de decreto por
el que se adiciona el artículo 108 de la Ley del Instituto
de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas Mexica-
nas. Pasa al Senado, para sus efectos constitucionales.

INICIATIVAS DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
El siguiente punto del orden del día es la presentación de
iniciativas de diputadas y diputados. Y tiene la palabra por
cinco minutos la diputada Mariana Benítez Tiburcio, del
Grupo Parlamentario del PRI, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 73 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La diputada Mariana Benítez Tiburcio: Con su permiso,
señor presidente. Honorable asamblea. Permítanme traer a
esta, la más alta tribuna de la nación, un tema de la mayor
relevancia para todos y todas como sociedad, porque el
problema que vivimos en nuestro país de la violencia con-
tra las mujeres no es ni debe ser causa únicamente de mu-
jeres, sino como esta mañana le escuché decir a mi coordi-
nador de los diputados del PRI, al doctor César Camacho,
debe ser una causa de seres humanos.

Indudablemente en los últimos años México ha dado pasos
importantes en pro de la igualdad de género; esos son in-
discutibles y no se pueden regatear. Sin embargo la reali-
dad nos demuestra día a día que las mujeres, las jóvenes,
las niñas en este país seguimos enfrentando grandes retos
en el ámbito educativo, político, laboral y económico, y no
se diga en el ámbito de la justicia, lo que aun nos impide
vivir una vida plena en igualdad de derechos y sobre todo
libre de violencia.

Mujeres que callan desde hace años o desde siempre algún
maltrato, violación o abuso sexual durante la infancia por
parte de algún familiar o amigo. Mujeres que osan retar por
su capacidad y talento en la política a quienes siempre se
han sentado en la mesa de las decisiones y que como con-
secuencia de esa osadía reciben insultos, son violentadas y

discriminadas en su pueblo o comunidad o, ahora tan co-
mún, en las redes sociales.

Mujeres que por el solo hecho de serlo han crecido creyen-
do que es normal que el marido las golpee, que no tienen
derecho a adquirir propiedades o a recibir una retribución
justa por su trabajo en la comunidad o en el propio hogar.

Mujeres que han cometido la estupidez de creer que pue-
den viajar solas sin que nada les pase, que pueden vestirse
como ellas prefieren sin ser agredidas en la calle o que
pueden ambicionar un desarrollo en la vida profesional sin
creer que para ello tienen que tolerar el acoso de su jefe o
compañeros de trabajo.

¿Desde cuándo –yo pregunto– las mexicanas lo permiti-
mos? Desde siempre no puede ser una respuesta, pero des-
graciadamente estos patrones han sido una constante en la
dinámica social de nuestro país. Lo que sí sabemos es que
antes se apelaba a la costumbre machista o a la cultura pa-
triarcal. Hoy sabemos que no es cultura. Se llama: violen-
cia contra las mujeres, y es delito.

En la última Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las
Relaciones en los Hogares de 2011, por el Inegi, se señala
que casi el 50 por ciento de las mexicanas han sufrido vio-
lencia por parte de su pareja. Lo que me parece más preo-
cupante de estas cifras, es que de acuerdo con la misma en-
cuesta sólo el 9.5 por ciento de las mujeres violentadas
pidió ayuda a las autoridades.

Para quien se pregunte ¿Por qué las mexicanas no denun-
cian? La respuesta es muy simple: todavía vivimos en un
entorno social que normaliza la violencia de género, que
cuestiona la palabra y el actuar de las mujeres, y que man-
tiene estereotipos que las disuades de denunciar, y con ello
las disuaden de defender la legalidad y el ejercicio pleno de
sus derechos.

El pasado domingo 24 de abril, más de 6 mil personas mar-
charon en la Ciudad de México, y otras miles en el interior
de la República para exigir un alto a la violencia contra las
mujeres. Hay que reconocerlo, hay un gran movimiento en
las calles, en los medios y en las redes sociales, al que no
podemos permanecer indolentes. Es momento de hacer un
replanteamiento profundo en materia legislativa, si lo que
quereos es atacar de raíz el problema.

No podemos permitirnos que la deficiente regulación penal
de este tipo de violencia alimente la impunidad y la perpe-
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túe en el tiempo. Es por esta razón que hoy vengo ante es-
ta honorable tribuna para presentarles una iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el inciso a) de la
fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política pa-
ra facultar a este Congreso y expedir legislación única en
materia de violencia contra las mujeres y con ello estable-
cer una ley general que contenga tipos penales y sus san-
ciones, que por un lado permita homologar todos los tipos
penales de violencia en esa materia, entre los que deberán
incluirse la violencia física, sexual, económica, política y
moral. Esto facilitará la efectiva persecución e investiga-
ción de los delitos sin que las autoridades investigadoras
tengan que acreditar la concurrencia de diversas situacio-
nes subjetivas que en las legislaciones estatales se han in-
corporando dificultando todavía más la sanción de dichos
delitos.

Actualmente no todos los códigos penales de las entidades
federativas contemplan, por ejemplo, el delito de feminici-
dio, y los que sí lo tipifican, lo conceptualizan de manera
abismalmente diferente y con imprecisiones sustanciales
que repercuten en la investigación y en la eficacia en la
aplicación de la justicia. Esto evidencia que existen entida-
des federativas con un gran rezago en su legislación penal
en materia de violencia contra las mujeres.

Por ello es necesario que el Congreso de la Unión tenga la
facultad para expedir una ley nacional en la materia. Con-
sidero que así daríamos un primer paso para formular una
política nacional homogénea con la que podamos enfrentar
el problema de la violencia contra las mujeres, articulando
una estrategia común entre todas las entidades federativas
y la propia Federación, para prevenir la violencia de géne-
ro, pero también acciones articuladas para la efectiva in-
vestigación de los delitos de violencia de género, como por
ejemplo, contar con un protocolo nacional de investigación
en estos delitos, un programa nacional de capacitación pa-
ra peritos, jueces, policías y ministerios públicos, entre
otras acciones concertadas.

Señoras y señores legisladores, la violencia que se comete
en contra de las mujeres es violencia contra la sociedad en-
tera. Confío en que la voluntad por la que se ha distingui-
do esta legislatura se demuestre actuando en favor de todas
las mexicanas, independientemente de la región o entidad
en la que se encuentren, para que la justicia sea igual y pa-
ra que la injusticia nunca más tenga rostro de mujer. Mu-
chas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Mariana Benítez Tiburcio, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

Mariana Benítez Tiburcio diputada federal, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás
aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta asamblea la presente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforma y adicio-
na el artículo 73 fracción XXI inciso a) de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del problema que la iniciativa preten-
de resolver

La violencia contra las mujeres por cuestiones de género ha
existido desde antaño y tiene origen en la cultura patriarcal,
de estereotipos de género y de falta de equidad entre hom-
bres y mujeres que se encuentra inmersa en los ámbitos
económicos, sociales, políticos y religiosos. Esta violencia
limita el desarrollo de las mujeres individual y socialmen-
te y puede ser de diversos tipos: física, psicológica, emo-
cional, económica e inclusive política. Además puede ejer-
cerse en dos ámbitos, en el privado y el público (ámbitos
que no deben confundirse con la afectación en el desarro-
llo individual y social de la mujer). El ámbito privado está
conformado por la pareja de la mujer y sus familiares,
mientras que el ámbito público abarca la esfera escolar, la-
boral y comunitaria.

La cultura misógina en la que se gesta la violencia contra
la mujer, aún caracteriza a nuestra sociedad y, en general a
la cultura latina.

Aunque siempre ha existido esta violencia, fue a mediados
de la década de los años 70 cuando nuestro país, influen-
ciado por las tendencias internacionales de igualdad de gé-
nero, incorporó en una reforma constitucional la igualdad
entre el hombre y la mujer en el artículo 4o. de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En la dé-
cada de los 80 se firmó y ratificó la Convención sobre la
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra
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la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés) y el 12 de ene-
ro de 2001 se publicó en el Diario Oficial de la Federación
la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres que permitió
la creación del Instituto Nacional de las Mujeres (enfocado
al adelanto de las mujeres mexicanas).1 En 2007 nuestro
país emitió la Ley General de Acceso de las Mujeres a una
vida Libre de Violencia y en 2008 sus reglamentos.

Pero no fue sino hasta 2009 con el caso González y otras,
(también conocido como “Campo algodonero”) que se hi-
zo patente a nivel internacional el alcance que tenía aún la
situación de violencia contra las mujeres en nuestro país.
Como resultado, la Corte Interamericana pidió que el Esta-
do mexicano emprendiera acciones para que, además de re-
parar los daños ocasionados, contrarrestara, desincentivara
y sancionara estas conductas violentas.

El caso “Campo algodonero” ha sido emblemático, puesto
que en él se manifestaron las omisiones y negligencias de
las autoridades, la falta de voluntad política para enfrentar
la violencia contra las mujeres y la impunidad; situaciones
que quebrantan los principios del estado de derecho y cons-
tituyen un problema de carácter estructural reflejado en la
ausencia de investigación y sanción de la mayoría de los
actos de violencia contra las mujeres; lo que contribuye al
fracaso de la función disuasoria y sancionadora del sistema
penal y a la consecuente perpetuación de un contexto de
violencia contra la mujer.

Lo anterior demuestra que el trabajo en materia de violen-
cia contra las mujeres tiene aún un largo trecho por reco-
rrer y es un tema cuya legislación penal aún es susceptible
de mejora.

La importancia de disminuir la violencia contra las muje-
res a través de una mejor legislación no radica únicamente
en cumplir con lo requerido por la Corte Interamericana ni
con los compromisos internacionales suscritos por México,
sino en la necesidad de proteger a las mujeres mexicanas
estableciendo tipos penales claros y homogéneos que per-
mitan a las víctimas y a los ministerios públicos encuadrar
al sujeto activo en la conducta típica sin necesidad de com-
probar la concurrencia de diversas situaciones subjetivas.

Debemos saber que cualquier tipo de violencia atenta con-
tra los derechos humanos y menoscaba los derechos uni-
versales de libertad, justicia y paz, necesarios para una vi-
da digna2, pero este menoscabo de derechos es
especialmente grave en el caso de la violencia de género.3

Por ello, para continuar trabajando por la igualdad sustan-
tiva entre hombres y mujeres, así como en la lucha por
erradicar la violencia de género, la presente iniciativa pro-
pone que el Congreso de la Unión tenga la facultad para le-
gislar en materia de violencia contra las mujeres, como ba-
se para establecer en una ley general los elementos básicos
que deberán tener los tipos penales de violencia contra las
mujeres tanto a nivel estatal como a nivel federal.

Esto con el objetivo final de emprender acciones coordina-
das con un marco normativo que sirva de guía y de están-
dar para combatir con mayor eficacia la violencia contra
las mujeres desde el ámbito penal. Con esto se podría for-
mular una política nacional homogénea para enfrentar el
problema de la violencia contra las mujeres con una estra-
tegia común a todas las entidades federativas, como se ex-
plicará más adelante.

II. Argumentos que sustentan la iniciativa

i. Contexto y alcance de la violencia de género en México

En nuestro país la última Encuesta Nacional sobre la Diná-
mica de las Relaciones en los Hogares (Endireh) realizada
en 2011 por el Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (Inegi) señaló que casi 50 por ciento de las mujeres me-
xicanas han sufrido violencia por parte de su pareja. A ni-
vel estatal, en Oaxaca, 43.1 por ciento de las mujeres ha
sufrido esta violencia.4 Si bien el índice de Oaxaca es me-
nor al nacional, resalta que, casi 51 por ciento de las oaxa-
queñas violentadas ha experimentado violencia extrema
por su pareja (ser pateadas, amarradas, les hayan intentado
asfixiar o ahorcar, las hayan agredido con un cuchillo o na-
vaja o les hayan disparado con un arma de fuego); nivel
más alto que el índice nacional en violencia extrema. Si po-
nemos esta información en términos prácticos, 5 de cada
10 mujeres mexicanas son violentadas por su pareja. Com-
prendiendo dentro de la violencia privada ofensas, abusos,
extorsión, hostigamiento, acoso, agresiones sexuales; entre
otras. Además, de estas 5 mujeres violentadas, la mitad su-
fre de violencia extrema.5

De acuerdo con esta misma encuesta, de las mujeres vio-
lentadas a nivel nacional solo el 9.5 por ciento pidió ayu-
da, en su mayoría al Ministerio Público o a la policía. Sien-
do la violencia física o sexual la mayormente denunciada
debido a que es la que deja huellas que sirven de sustento
para probarla.6 Únicamente 19.5 por ciento de la violencia
denunciada fue por agresiones emocionales y económicas.
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Por su parte, las mujeres que no denunciaron declararon
que las razones por las que se abstuvieron fueron en primer
lugar, porque consideraron que la violencia sufrida fue “al-
go sin importancia”, en segundo lugar por temor o amena-
zas de su ex pareja, en tercer lugar porque su familia las di-
suadió de denunciar o bien, porque la mujer victimizada
creía que el agresor tenía derecho a reprenderla. Un por-
centaje de 13.9 por ciento de las mujeres respondió que no
denunció porque desconocía que podía hacerlo.

Como se demuestra, las razones para no denunciar en su
mayoría, apelan a un entorno social que normaliza esta
conducta de violencia de género que, incluso, mantiene los
estereotipos de género en los que se le atribuye a las pare-
jas de estas mujeres “un derecho a reprenderlas” o a la fa-
milia de éstas el poder para disuadirlas de denunciar el
maltrato y, en consecuencia, disuadirlas de defender su dig-
nidad y derechos.

De las mujeres entrevistadas, alrededor de 30 por ciento es-
tá de acuerdo con el rol de género que señala que “si hay gol-
pes o maltrato en la casa es asunto de familia y ahí debe que-
dar”. Esta situación no sólo manifiesta una de las razones
por las que no se denuncia esta violencia sino que, señala
una tendencia de las mujeres violentadas a aceptar la violen-
cia como algo típico de la familia mexicana, como algo que
más vale lidiar o aceptar sin ayuda. Situación que, lamenta-
blemente, arraiga más la violencia en la cultura mexicana y
difumina el acceso de las mujeres a una vida de paz.

Ahora bien, respecto a la violencia que se ejerce contra las
mujeres en el ámbito público, en la Ciudad de México 49.9
por ciento de las encuestadas afirmó que ha sido violenta-
da en la esfera comunitaria. A nivel nacional, la media de
esta violencia es de 31.8 por ciento. De estas mujeres vio-
lentadas casi el 90 por ciento señalan que han sido víctimas
de intimidaciones (disuasiones; etcétera), casi 40 por cien-
to de abuso sexual y 8.7 por ciento víctimas de agresiones
físicas.

Dentro de los índices de mujeres violentadas de los esta-
dos, Chiapas posee el menor índice de violencia hacia las
mujeres en el ámbito público, con un porcentaje de 17.8
por ciento, que equivale a casi 18 mujeres violentadas por
cada 100. Proporción que aún sigue siendo muy alta e in-
aceptable.

Dentro de esta esfera pública también se encuentra la vio-
lencia laboral y escolar. Respecto a esto, la Endireh de
2011 determinó que 22.6 por ciento de las mujeres trabaja-

doras han sufrido violencia ya sea por parte de un compa-
ñero de trabajo o de su jefe. De estas mujeres casi 100 por
ciento considera que han sido víctimas de discriminación.
En su mayoría la violencia laboral se presenta como discri-
minación en el trabajo (tener menores oportunidades sala-
riales o de ascenso en el trabajo) o bien, como acoso se-
xual. Cualquiera de estas dos agresiones afecta el
desarrollo profesional y personal de la mujer trabajadora y
encuentra su origen en el abuso de poder de los superiores
o de los compañeros de la víctima.

Respecto a la violencia escolar, en las escuelas y espacios
educativos las niñas y mujeres fueron violentadas en 70 por
ciento con violencia emocional y en 43.7 por ciento en el
ámbito físico o sexual. Los agresores de estas mujeres y ni-
ñas violentadas fueron en su mayoría sus compañeros y en
45 por ciento de los casos fueron las autoridades escolares
(entendidos como maestros, directores u otros).

Grosso modo, en el ámbito público el agresor es en casi 90
por ciento de los casos un desconocido, sólo en 11 por
ciento de los casos un vecino, en 10 por ciento un amigo y,
en 1.2 por ciento de los casos un policía o militar.

Ahora bien, en contraste con estos datos de 2011, la Endi-
reh de 2006 a nivel nacional reveló que, en ese entonces,
40 por ciento de las mujeres eran violentadas por su pare-
ja. Esta cifra, en comparación con los datos recabados de
2011 demuestran que de 2006 a 2011 incrementó el núme-
ro de mujeres violentadas a nivel nacional.

Con estas cifras expuestas se ejemplifica que, no obstante
los avances en derechos humanos, la violencia contra las
mujeres sigue siendo una realidad lamentablemente gene-
ralizada en nuestro país.

Como se desprende de la encuesta, la violencia contra las
mujeres no sólo afecta a las mujeres de una determinada
condición social y aparece tanto en el trabajo, el hogar, la
escuela, como de una forma u otra en la vida de todas las
mujeres.

Al exponer estos datos queremos insistir en que la lucha
contra la violencia de género no ha terminado y aún hay
mucho por hacer en la materia. Por ello el contexto e índi-
ces de mujeres violentadas, en nuestro país son una de las
razones que nos insta a modificar la legislación para desin-
centivar la violencia y tipificar correctamente los delitos de
violencia contra la mujer. Pero, ¿qué entender con el con-
cepto de violencia de género?
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De acuerdo con la declaración de la Organización de las
Naciones Unidas sobre la eliminación de la violencia de la
mujer, podemos definir esta violencia contra las mujeres
como

“todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo
femenino que tenga o pueda tener como resultado un da-
ño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mu-
jer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o
la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen
en la vida pública como en la vida privada.”7

Esta definición es la que se utilizará en la presente iniciati-
va. Como puede leerse, es una definición general que abar-
ca la violencia física, económica y sexual. En ello está el
propósito de elegir esta definición, pues permite situar a la
violencia de género en varios contextos y, en consecuencia,
permitirá al legislador abordarla en distintos tipos penales.
Por ejemplo, sentando las bases de los tipos penales de fe-
minicidio, violencia sexual, política, económica y moral
contra la mujer.

Conclusión

Cuantificar las cifras de mujeres violentadas en nuestro pa-
ís tiene como fin ejemplificar la prevalencia, magnitud y
frecuencia de esta violencia en los distintos ámbitos de la
vida de las mujeres. Además pone de relieve que, tanto la
legislación penal como la política pública para desincenti-
var, prevenir, combatir y sancionar estas conductas no han
sido las correctas. En este sentido, como parte del Poder
Legislativo debemos avocarnos a perfeccionar la tipifica-
ción penal de los delitos que refieren a la violencia contra
las mujeres.

ii. Los tipos penales que regulan la violencia de género
no son homogéneos en los elementos que se deben veri-
ficar para que haya delito

El caso del feminicidio

Como mencionamos en el apartado anterior, la violencia de
género abarca muchos tipos de violencia como son la físi-
ca, sexual, política, económica, laboral, psicológica o emo-
cional. Como se señaló párrafos arriba, el facultar al Con-
greso a legislar sobre este tema abre las puertas para que se
pueda legislar en delitos específicos de violencia contra las
mujeres, siendo uno de ellos la violencia feminicida. Este
tipo de violencia (feminicida) es considerada la forma más
extrema de violencia contra las mujeres. 

a) Omisión estatal de tipificar el feminicidio

Actualmente no todos los Códigos Penales de las entidades
federativas contemplan el delito de “feminicidio”, ejemplo
de ello es el Código Penal de Chihuahua. Si bien este Có-
digo contempla como agravante del delito de homicidio el
homicidio de una mujer, esto se encuentra lejos de ser una
correcta tipificación del feminicidio. Ello debido a que el
feminicidio se define como el homicidio de una mujer por
razones de género, es decir, que la causa por la que la víc-
tima fue violentada fue por ser mujer. No por azar o por es-
tar en el lugar equivocado, sino sólo por su género. 

Un segundo ejemplo de esta omisión es el estado de Naya-
rit, pues no contempla el delito de feminicidio como tal, si-
no que aborda esta violencia extrema contra la mujer en el
tipo penal de homicidio por misoginia y también dentro del
tipo penal de homicidio por odio. Situación alarmante
puesto que de acuerdo con la RAE la misoginia es “la aver-
sión a las mujeres”8, es decir su rechazo o repugnancia. Lo
que es mucho más acotado que el feminicidio (homicidio
de una mujer por ser mujer), pues en el caso de Nayarit se
tiene que probar que a la vícitma no solo se le violentó por
ser mujer, sino también que esta violencia tenía base en el
odio, rechazo o repugnancia.

La situación ejemplificada tanto por el estado de Chihua-
hua como el de Nayarit demuestra que, aún en estados don-
de existen o han existido históricamente altas cifras de vio-
lencia contra las mujeres, no hay aún una comprensión de
lo que debe contener el tipo penal de feminicidio y menos
aún un conocimiento de cómo ésta violencia de género
afecta la igualdad entre hombres y mujeres.

b) Distintas conceptualizaciones del delito de feminicidio

Los estados han conceptualizado el feminicidio de diversas
maneras, siendo la definición más constante la del homici-
dio de una mujer por razones de género. No obstante, esta
definición varía en algunos estados a tal grado que modifi-
ca el sexo del activo y las causas del delito, es decir, por ra-
zones de odio, género o por conductas de género.

A manera de ejemplo a continuación señalamos algunas de
las distintas conceptualizaciones que existen de feminici-
dio en los Códigos Penales de las entidades federativas.

En primer lugar, el Código Penal del estado de Aguasca-
lientes establece en su artículo 113 que el feminicidio se
verifica “cuando un hombre prive de la vida a una mujer

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Segundo Periodo, 26 de abril de 2016289



por razones de género”. Situación que es compartida por el
Código Penal de Tamaulipas que, en su artículo 337 bis se-
ñala que “Comete delito de feminicidio, el hombre que do-
losamente, y con uso extremo de violencia, prive de la vi-
da a una mujer por razones de género.”

La conceptualización del feminicidio en estos dos estados
evidencia una incorrecta identificación de los elementos
del tipo penal. Pues un feminicidio lo puede cometer cual-
quier individuo sin importar su sexo, es decir, sin importar
si es hombre o mujer.

Además, el Código de Tamaulipas añade otra característica
a este delito, es decir que sea cometido con “extrema vio-
lencia”. Lo que implica un elemento más a probar para que
se verifique el feminicidio.

En segundo lugar, el estado de Guanajuato señala en el ar-
tículo 153 que “habrá feminicidio cuando la víctima de ho-
micidio sea mujer y sea incomunicada o violentada sexual-
mente, vejada o mutilada o haya existido violencia
intrafamiliar del activo contra ella”.

En dicho párrafo, el Código de Guanajuato señala el con-
cepto de feminicidio como el homicidio de una mujer que
cumpla con ciertas características. Lo distinto aquí en com-
paración con otros Códigos es que no se determina si para
que haya feminicidio basta probar una sola de estas carac-
terísticas o si, por el contrario, es necesario que se verifi-
quen todas. 

De una interpretación literal del artículo entendemos que se
verifica el feminicido cuando la víctima 1) sea mujer la
víctima del homicidio, 2) haya sido incomunicada o vio-
lentada sexualmente y; 2) haya sido vejada, mutilada o su-
frido violencia intrafamiliar por el activo. 

De esta forma, en Guanajuato no constituiría feminicidio el
homicidio de una mujer cuyo cuerpo fuera expuesto en la
vía pública después de haber sufrido violencia física. Lo
que ejemplifica la necesidad de establecer elementos míni-
mos y características que sirvan de base para cada tipo pe-
nal de violencia contra la mujer.

En tercer lugar, Nuevo León, señala en su artículo 331 Bis
que “el homicidio será considerado feminicidio cuando por
conductas de género, ya sea por acción u omisión, se pri-
ve de la vida a una mujer”. La diferencia en esta concep-
tualización es que no alude a “razones de género” y sí a
“conductas” de género. Lo que implica una variación en el

concepto de feminicidio debido a que estas palabras no son
sinónimos. Por un lado, la palabra “conducta” refiere a la
manera de comportarse en la vida y acciones y; por el otro,
las “razones” aluden al motivo o causa del actuar. Con es-
ta modificación de terminos se deja en incertidumbre al
ciudadano respecto a qué conductas son conductas de gé-
nero.

Finalmente, el Código de Puebla conceptualiza al femini-
cidio como el “homicidio de una mujer cometido por odio
en razón de género”. Con esto, la víctima además de com-
probar alguna de las razones de género, debe constatar que
hubo odio del activo hacia la víctima. Situación que, en vez
de simplificar la acreditación del feminicidio lo complica
al añadir requisitos subjetivos (odio) que deben compro-
barse para que se verifique el delito.

Con este subapartado se pretende ejemplificar que no exis-
te en los estados un entendimiento básico a nivel estatal del
concepto de feminicidio pues, en las entidades federativas
no hay un nivel mínimo de homogeneidad en los elemen-
tos que constituyen este delito. Además, se ejemplifica la
práctica recurrente de los estados de añadir requisitos sub-
jetivos al tipo penal.

c) Falta de homogeneidad en las circunstancias o “razones
de género” que se deben verificar para que exista feminici-
dio

Debido a la ausencia de consenso entre los estados respec-
to a la conceptualización del feminicidio, se fomenta que
existan mayores diferencias de entidad en entidad, sobre
qué circunstancias constituyen razones de género.

Prueba de ello es el Código Penal de Oaxaca que señala
que uno de los requisitos para que se constituya el femini-
cidio es que haya existido “desprecio u odio a la víctima
motivado por discriminación o misoginia” entendiendo por
misoginia las conductas de odio contra la mujer que se ma-
nifiestan mediante actos violentos o crueles contra ella.

Si comparamos la alusión del Código de Oaxaca y la del de
Nayarit al odio del activo hacia la víctima nos damos
cuenta que, en el primero esta característica solo constitu-
ye una circunstancia (o una de las razones) para que exista
el feminicidio y, en el segundo, esta característica da vida
a un tipo penal distinto al feminicido. Lo que ejemplifica
no sólo que la legislación de Nayarit tiene una menor pro-
tección a la mujer en comparación con Oaxaca sino que,
hay un desconocimiento de cuándo una conducta es un ti-
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po penal autónomo y cuándo es parte de un delito como el
de feminicidio. 

Continuando con la diversidad de “razones de género”, ca-
be señalar que varios estados contemplan como razones de
género circunstancias extraordinarias que no son requisitos
en la mayoría de los códigos.

Por ejemplo el estado de Quintana Roo señala como razón
de género que “el activo haya obligado a la víctima a ejer-
cer la prostitución, o haya ejercido actos de trata de per-
sonas en agravio de la víctima” y el estado de Puebla seña-
la que “el sujeto activo cometa (el feminicidio) por celos
extremos respecto a la víctima”. Así, también el Código de
Yucatán señala como razón de género “La pretensión in-
fructuosa del sujeto activo de establecer o restablecer una
relación de pareja o de intimidad con la víctima”. Situa-
ciones que sin duda, aluden a una mala técnica legislativa
de las entidades federativas.

Debemos señalar que, como existen razones de género po-
co frecuentes también existen otras que sí están previstas
en la mayoría de los Códigos Penales de las entidades fe-
derativas. Así, la mayoría de los estados contemplan como
una “razón de género”, el que existan datos o anteceden-
tes de violencia contra la víctima previo a su homicidio.

Por ejemplo el Código de Michoacán señala que “existan
antecedentes de violencia psicológica o abuso sexual del
sujeto activo contra la mujer”; el Código de Baja Califor-
nia que “existan antecedentes de amenazas, acoso o lesio-
nes del sujeto activo en contra de la víctima”; el Código
Penal de Baja California Sur que “exista antecedente de
violencia en el ámbito familiar, laboral, vecinal, escolar del
sujeto activo en contra de la víctima y; así los Códigos de
Campeche, Coahuila de Zaragoza, Colima, Chiapas, esta-
do de México, Guerrero, Jalisco, Morelos, Puebla, Queré-
taro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco, Ta-
maulipas, Yucatán y Zacatecas.

El requisito de “antecedentes de violencia” se erige como
obstáculo a la protección de la esencia del tipo penal que es
evitar se violente a la mujer por el hecho de ser mujer. Au-
nado a esto, los Códigos no son claros en señalar qué se en-
tiende por “antecedente”, pudiendo comprender desde visi-
tas previas al médico o psicólogo, testigos que
presenciaron violencia anterior o bien, que la víctima haya
presentado previamente una denuncia por violencia. Esta
situación lejos de proteger a la víctima la deja en una si-
tuación de vulnerabilidad si consideramos que de acuerdo

a la Endireh de 2011 a nivel nacional sólo 9.5 por ciento de
las mujeres que sufrían violencia pidió ayuda a la policía o
ante un Ministerio Público, cifras que ni siquiera refieren al
porcentaje mucho menor, de mujeres que denunció.

Otra circunstancia que debemos subrayar, es que algunas
entidades federativas prevén como razón de género que ha-
ya existido una relación sentimental, laboral, familiar o de
subordinación con el activo, mientras que otros códigos
prevén esta circunstancia como agravante del delito de fe-
minicidio y no como requisito.

Contemplar esta característica como requisito facilita que
no se encuadre dentro del tipo penal de feminicidio los ca-
sos en los que la mujer sea asesinada por un desconocido
por razones de género. Lo que fomenta mayor impunidad
para el agresor. Esto debido a que, de acuerdo con la Endi-
reh de 2011 en el ámbito público el agresor es en casi 90
por ciento de los casos un desconocido y sólo en 11 por
ciento de los casos un conocido.

d) Diverso margen de punibilidad en cada estado

Ahora bien, otra situación que varía en cada estado es la
punibilidad de este delito. El margen de punibilidad oscila
en un mínimo de 20 años hasta un máximo de 70.

La diferencia entre esta punibilidad es de 50 años, situa-
ción que demuestra una importante diferencia en la pena
privativa de la libertad y, en consecuencia, una manera dis-
tinta de entender la racionalidad de la pena. 

Respecto a los márgenes de punibilidad, cabe hacer men-
ción especial al Código Penal de Baja California, que en
casos de feminicidio, impone la misma sanción con inde-
pendencia de cuál sea el número de mujeres víctimas:

Artículo 129. Feminicidio: Comete el delito de Femini-
cidio el que dolosamente prive de la vida a una o varias
mujeres por razones de género.

Esto, aunado a la falta de tipificación en algunos estados y
las diversas situaciones que configuran el feminicidio, re-
fuerza la necesidad de mejorar la legislación en materia de
violencia contra las mujeres.

Ahora bien, la importancia de facultar al Congreso para le-
gislar en materia de violencia de género y no sólo en femi-
nicidios se debe a que la primera engloba la segunda. Es
decir, la violencia de género vela por múltiples bienes pro-
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tegidos como son la integridad física, psicológica, emocio-
nal, sexual, la vida y, además, abarca ámbitos más amplios
como el familiar, laboral, docente, comunitario, institucio-
nal, patrimonial y político. Mientras que, la violencia fe-
minicida o los feminicidios tienen alcances más limitados
y, por tanto, solo abordan una parte del problema de vio-
lencia contra las mujeres. Si bien la violencia feminicida es
la violencia más extrema contra las mujeres por llegar cau-
sar su muerte, no debemos pasar por alto que la violencia
de género también afecta otros ámbitos de la vida de las
víctimas sin necesidad de que esta violencia culmine en la
muerte. 

Además, este tipo de violencia extrema se desarrolla en un
ambiente de fecundidad para otros tipos de violencia con-
tra las mujeres. Por lo que, combatiendo la violencia física
o sexual se puede desincentivar el ambiente propicio y evi-
tar que una violencia “menor” escale hasta configurarse en
violencia feminicida.

Conclusión

Este apartado ejemplifica que existe una regulación des-
igual en la materia, especialmente en los márgenes de pu-
nibilidad establecidos en los Códigos Penales y en la des-
cripción y conceptualización de las conductas típicas.
Situación que aunada a los altos índices de violencia con-
tra las mujeres, demuestra la necesidad de que el Congreso
tenga la facultad de legislar en materia de violencia de gé-
nero y no sólo en el ámbito de la violencia feminicida. Por
lo expuesto se considera razonable que una Ley General en
Materia de Violencia Física, Sexual, Económica, Política y
Moral en contra de las Mujeres, homologue tanto los tipos
como las sanciones de los tipos de violencia contra las mu-
jeres

Además, el apartado ejemplifica que, si bien hay entidades
muy avanzadas en la regulación penal y en el combate a la
violencia de género, existen otras donde hay un gran reza-
go en su legislación penal. De ahí la necesidad de que sea
el Congreso de la Unión quien tenga la facultad para legis-
lar en la materia y, así se combatan con una política nacio-
nal los delitos de violencia de género.

III. Recomendaciones internacionales

En este apartado se exponen tres recomendaciones interna-
cionales, la primera de ellas dirigida de forma indirecta y
las subsecuentes realizadas de forma directa al Estado me-
xicano en materia de violencia contra las mujeres. 

Por un lado, la Organización Mundial de la Salud (OMS)
recomendó a los países que introdujeran los cambios nece-
sarios en las legislaciones, las políticas y los programas na-
cionales para promover la igualdad de género y los dere-
chos humanos de las mujeres. Además señaló que es
necesario reforzar la defensa de la igualdad entre los géne-
ros y los derechos humanos en general y vigilar los avan-
ces realizados en el ámbito nacional en relación con los
compromisos internacionales.

En este sentido la OMS realizó una segunda recomenda-
ción para “Establecer, ejecutar y supervisar planes de ac-
ción multisectoriales para abordar la violencia contra la
mujer.” En la que se determina que

Los gobiernos deben comprometerse a reducir la violencia
contra la mujer, ya que se trata de un importante problema
de salud pública que debe prevenirse. La prevención de la
violencia contra la mujer debería ser una prioridad en los
programas nacionales de salud pública, sociales y normati-
vos tanto de los países industrializados como en desarro-
llo.9

En segundo lugar, el 7 de agosto de 2012, después de exa-
minar los informes periódicos séptimo y octavo, el Comité
de la Convención para la Eliminación de la Discriminación
contra la Mujer (CEDAW) realizó las observaciones fina-
les a los Estados Unidos Mexicanos.

En esta recomendación el comité señaló su preocupación
por que las mujeres y niñas mayores de 15 años cada vez
se enfrentan a mayores niveles de violencia por motivos de
género “como la doméstica, desapariciones forzosas, tortu-
ras y asesinatos, en particular el feminicidio”.

En el documento el Comité expresa “especial preocupa-
ción por que la estructura federal del Estado acarree una
aplicación diferenciada de la ley y por la falta de armoni-
zación sistemática de la legislación del Estado parte, por
ejemplo, las leyes civiles, penales y procesales en los pla-
nos federal y estatal, con la Ley General o las leyes locales
sobre el acceso de las mujeres a una vida libre de violencia
y con la CEDAW”.

En este tenor, el Comité insta a las autoridades del Estado
a acelerar la armonización de su legislación penal, procesal
y civil con la Ley General de acceso de la mujer a una vi-
da libre de violencia y con la Convención.10
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Además, recomienda que el Estado adopte las medidas ne-
cesarias para garantizar que la codificación del feminicidio
se base en elementos objetivos que permitan su adecuada
calificación en los códigos penales locales; que se acelere
su codificación en esos códigos penales permanentes y se
normalicen los protocolos de investigación policial para el
feminicidio en todo el país.

Finalmente, la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos señaló en los documentos enviados a la Corte Inter-
americana en el caso de “Campo algodonero” la necesidad
de que el Estado mexicano garantizara “que los casos de vio-
lencia contra las mujeres sean adecuadamente prevenidos,
investigados, sancionados y sus víctimas reparadas.11” Esto
mediante 

…una evaluación de los marcos normativos que previe-
nen y sancionan la violencia contra las mujeres, así co-
mo de las políticas y modelos de atención a víctimas de
violencia de género y en particular de las familias de
mujeres víctimas de homicidio…12.

En concordancia con estas recomendaciones internaciona-
les la ENDIREH de 2006 inclusive señala que la modifica-
ción de la legislación y la creación de nuevos marcos nor-
mativos son una forma de avanzar en el cumplimiento de
las recomendaciones internacionales.13

Conclusión

Las tres recomendaciones realizadas al Estado mexicano
convergen en que se necesita modificar o evaluar la legis-
lación y la política sobre violencia de género, para que és-
ta sea homogénea y más eficaz. La OMS, por un lado, se-
ñala que el Estado debe introducir cambios en las
legislaciones, las políticas y los programas nacionales en
materia de violencia contra las mujeres. El Comité de la
CEDAW, por su parte, expresa que el Estado debe armoni-
zar su legislación para que nuestra estructura federal no sea
una excusa que permita una aplicación diferenciada de de-
rechos y de regulación en materia de violencia contra las
mujeres. Finalmente, la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos insta al Estado mexicano a que evalúe sus
marcos normativos en materia de violencia de género.

Con esto, las recomendaciones internacionales hacia nues-
tro país dan pauta para que se realice una reforma constitu-
cional y más tarde legal que permita al Congreso legislar
en materia de violencia contra las mujeres. En este sentido,
las recomendaciones concuerdan con la presente iniciativa.

Si el Congreso legisla en la materia se podrían sentar los
mínimos necesarios de los tipos penales y los máximos en
las sanciones. Esto iría de acuerdo con la postura de la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos y permitiría
que el Estado mexicano cumpliera con la consideración de
revisión normativa propuesta por la Comisión en comento.

iv. Insuficiencia de las políticas y reformas para desincen-
tivar la violencia contra las mujeres

Como se expuso en el contexto de violencia contra las mu-
jeres, en una comparación de la Endireh de 2006 con la En-
direh de 2011, las cifras de violencia contra las mujeres le-
jos de haber disminuido se han incrementado. Esto
evidencia que tanto la legislación en materia de violencia
contra las mujeres como las políticas en la materia no han
logrado mitigar esta problemática.

Si la violencia contra las mujeres ha empeorado con una ti-
pificación sin mínimos y máximos en el tipo penal, es ne-
cesario emprender una política jurídica distinta que dote al
Congreso con facultades para legislar en la materia. Si bien
hasta ahora 30 estados de la república han tipificado el de-
lito de feminicidio, esto no ha sido suficiente para desin-
centivar la violencia de género pues sólo se avoca a una
parte de ella. Si el Congreso adquiere la facultad de legis-
lar en materia de violencia contra las mujeres podrá sentar
una base de la que partan las entidades federativas; lo que
permitiría aumentar la eficiencia de los procesos penales y
dar una mejor protección a los bienes jurídicos de vida, li-
bertad, integridad corporal y sexual de las mujeres. Ade-
más, esta facultad permite las siguientes ventajas:

1) En todo el país, independientemente del fuero del que
se trate, serán delito las conductas tipificadas en la ley
general;

2) La punibilidad y conformación típica de dichas con-
ductas será homogénea; 

3) Existirán las normas básicas de protección y derechos
de las víctimas de esos delitos;

4) Se establecerán reglas claras para la distribución de
competencias entre los distintos órdenes de gobierno,
así como respecto a la manera en la que habrán de coor-
dinarse los esfuerzos en la investigación y persecución
de los delitos en materia de violencia de género entre
Federación, entidades federativas y municipios; y
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5) Se cumplirán los compromisos y recomendaciones
internacionales del Estado mexicano.

Por lo expuesto, someto a su consideración la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el inciso a), fracción XXI
del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para legislar en materia de tipos pe-
nales y sus sanciones respecto de violencia contra las
mujeres

Único. Se reforma el inciso a, fracción XXI del artículo 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
no, para quedar como sigue:

Artículo 73.

I. a XX. …

XXI. Para expedir:

a) Las leyes generales que establezcan como míni-
mo, los tipos penales y sus sanciones en las materias
de secuestro, desaparición forzada de personas, otras
formas de privación de la libertad contrarias a la ley,
trata de personas, tortura y otros tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes, así como electoral y
en materia de violencia contra las mujeres.

b)…

c)…

…

…

XXII. a XXX. …

Transitorios

Primero. El presente acuerdo entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir la Ley
General en Materia de Violencia Física, Sexual, Económi-
ca, Política y Moral en contra de las Mujeres de acuerdo

con la facultad que adquiere para legislar en materia de
violencia contra las mujeres en el artículo 73, fracción
XXI, inciso a), de esta Constitución, así como las reformas
y adiciones para la implementación del presente decreto en
un plazo no mayor a 90 días siguientes a su entrada en vi-
gor.

Tercero. Las legislaciones en materia de violencia de gé-
nero de las entidades federativas, continuarán en vigor has-
ta en tanto el Congreso de la Unión expida la ley general
referida en el artículo 73, fracción XXI, inciso a), de esta
Constitución. Los procesos penales iniciados con funda-
mento en dichas legislaciones, así como las sentencias emi-
tidas con base en las mismas, no serán afectados por la en-
trada en vigor de la legislación general. Por lo tanto,
deberán concluirse y ejecutarse, respectivamente, confor-
me a las disposiciones vigentes antes de la entrada en vigor
de ésta última.

Cuarto. Al momento en que entren en vigor las reformas a
que alude el artículo segundo transitorio del presente de-
creto, quedarán derogados los tipos penales de las entida-
des federativas que se opongan a lo previsto en las leyes
generales que expida en la materia el Congreso de la
Unión.

Notas:

1 Fechas conmemorativas. Una visión de género, Instituto Nacional de
las Mujeres, segunda edición: abril 2012, página 10.

2 Endireh (2006), página 137.

3 Si bien la violencia de género refiere a la violencia ejercida contra
una persona por el hecho de ser hombre o por ser mujer en esta inicia-
tiva el término de “violencia de género” refiere únicamente a la vio-
lencia ejercida contra las mujeres por ser mujeres. 

4 La Endireh (2011) señaló que 44.9 por ciento de las mujeres mayo-
res de 15 años sufrió violencia por parte su pareja. La Endireh (2011)
“Panorama de violencia contra las mujeres en Oaxaca”, Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía, página 8, gráfica 1.1.

5 La Endireh (2011) Panorama de violencia contra las mujeres en Oa-
xaca”, Instituto Nacional de Estadística y Geografía, página 16, gráfi-
ca 1.12.

6 La Endireh 2011 señala que el 80.5 por ciento de las denuncias de
violencia de género aluden a la violencia física o sexual.
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7 Artículo 1 de la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia
contra la Mujer.

8 Diccionario de la lengua española de la Real Academia Española,
consultado en http://dle.rae.es/?id=PP4dmnK el 18/04/16.

9 Recomendaciones en género y salud de la mujer para reforzar el
compromiso y la acción en el ámbito nacional. Para más información
visitar la siguiente página web: http://www.who.int/gender/violen-
ce/who_multicountry_study/summary_report/chapter6/es/index1.html
. Consultado el 10 de marzo de 2016.

10 Recomendaciones CEDAW/C/ MÉXICO/ 7- 8, realizadas el 7 de
agosto de 2012 en “Observaciones finales del Comité para la Elimina-
ción de la Discriminación contra la Mujer”, página 5 inciso c) del pá-
rrafo decimocuarto.

11 Sentencia de Campo Algodonero de la CIDH, párrafo 474.

12 Sentencia Campo Algodonero de la CIDH, párrafo 475.

13 Sentencia Campo Algodonero de la CIDH, página 133.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de abril de 2016.— Diputadas
y diputados: Mariana Benítez Tiburcio, Adriana del Pilar Ortiz Lanz,
Cándido Ochoa Rojas, Cecilia Guadalupe Soto González, Edith Ana-
bel Alvarado Varela, Edith Yolanda López Velasco, Erika Araceli Ro-
dríguez Hernández, Esthela de Jesús Ponce Beltrán, Eva Florinda Cruz
Molina, Jasmine María Bugarín Rodríguez, Laura Nereida Plascencia
Pacheco, Laura Valeria Guzmán Vázquez, Lia Limón García, María
Bárbara Botello Santibáñez, María Esther Guadalupe Camargo Félix,
María Gloria Hernández Madrid, Maricela Contreras Julián, Miriam
Dennis Ibarra Rangel, Montserrat Alicia Arcos Velázquez, Nancy Gua-
dalupe Sánchez Arredondo, Natalia Karina Barón Ortiz, Rosa Guada-
lupe Chávez Acosta, Rosalina Mazari Espín, Susana Corella Platt, Xi-
tlalic Ceja García, Yarith Tannos Cruz (rúbricas).»

Presidencia del diputado 
Edmundo Javier Bolaños Aguilar

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputada Benítez Tiburcio. Túrnese a la Comi-
sión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

La diputada Maricela Contreras Julián (desde la curul):
Presidente.

La diputada Edith Anabel Alvarado Varela (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sonido en la curul de la diputada Maricela Contreras.

La diputada Edith Anabel Alvarado Varela (desde la cu-
rul): Señor presidente, soy la diputada Anabel Alvarado,
quisiera solicitarle a mi compañera Mariana Benítez, si nos
permitiera suscribir esta iniciativa a un grupo de diputadas
de diferentes entidades de la fracción parlamentaria del
PRI.

La diputada Mariana Benítez Tiburcio (desde la curul):
Adelante.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
La diputada promovente acepta la adhesión, estará a su dis-
posición aquí en la Secretaría. Ofrezco una disculpa, habí-
amos cedido la palabra originalmente a la diputada Mari-
cela. Adelante, por favor.

La diputada Maricela Contreras Julián (desde la curul):
Diputado, me parece una iniciativa muy importante, toda
vez que en términos de la armonización legislativa estamos
muy lejos de alcanzar estándares aceptables, y que a pesar
de que existen diferentes instituciones que deberían hacer
parte de lo que propone la diputada han sido omisas. Por lo
que le solicito a la diputada me permita suscribir su inicia-
tiva.

La diputada Mariana Benítez Tiburcio (desde la curul):
Adelante.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Igualmente da su aceptación, la compañera diputada. Ade-
lante, está a su disposición aquí en la Secretaría. 

Esta Presidencia saluda a las autoridades del ejido Laguna
Om, del estado de Quintana Roo, invitados por el diputado
Carlos Gutiérrez García, del Grupo Parlamentario de Nue-
va Alianza. Bienvenidos.
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LEY PARA EL DESARROLLO DE LA COMPETITI-
VIDAD DE LA MICRO, PEQUEÑA Y MEDIANA
EMPRESA

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra hasta por cinco minutos el diputado Ariel
Enrique Corona Rodríguez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 3o. y 10 de la
Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa.

El diputado Ariel Enrique Corona Rodríguez: Con la
venia de la Presidencia. Estimadas diputadas y estimados
diputados, en México según Inegi tenemos poco más de 4
millones de empresas, de éstas 99 por ciento por su tama-
ño se pueden catalogar como micro, pequeñas y medianas
empresas.

Las Mipymes, como solemos llamarlas, emplean al 72 por
ciento del total de los trabajos remunerados en nuestro pa-
ís. Aunque solamente genera el 52 por ciento del producto
interno bruto que se sigue concentrando en las grandes em-
presas, 3 de 47 mexicanos producen, idean, sueñan, traba-
jan y obtienen su sustento en una de estas empresas Mipy-
mes.

Las Mipymes suelen enfrentar retos solas, desde dificulta-
des para obtener acceso al crédito, mercados restringidos,
sobrerregulaciones, hasta la tóxica reforma fiscal, que es-
tancan aún más el crecimiento económico, el dinamismo
del mercado nacional y las fuentes de empleos de cada uno
de los mexicanos.

En este contexto son las Mipymes las empresas que suelen
ser más vulnerables ante las externalidades, concepto que
usan los economistas para referirse a los factores ajenos a
la economía que impactan en ella.

Cada que una ciudad, una región o una comunidad enfren-
ta una catástrofe natural, una tormenta, un huracán, una in-
undación, una sequía, nuestro país se moviliza solidaria-
mente. Se activan los canales de ayuda, los programas de
emergencia, los recursos del Fonden del Plan DNIII y una
serie de loables esfuerzos que nos han permitido hacer
frente a las grandes tragedias que hemos enfrentado los úl-
timos años.

En unas horas los albergues se han instalado; los alimentos
llegan, agua embotellada, medicinas, artículos de higiene

personal son repartidos; en los primeros días inician la re-
construcción de la infraestructura dañada; carreteras, ante-
nas, claves eléctricos son reparados a una velocidad excep-
cional.

Se revisan los daños a las escuelas, los hospitales, con ma-
yor lentitud, pero con mucha certeza se realizan las repara-
ciones a estas instalaciones. Las grandes empresas cobran
sus seguros e inician la reconstrucción de cualquier daño
que hubieran sufrido.

Sin embargo, las Mipymes, así como están a merced de las
inclemencias del tiempo con mayor defensa y posibilida-
des que las que se pueden dar, están a merced de las deci-
siones políticas porque si bien existe un fondo especial pa-
ra Mipymes siniestradas, este puede ser víctima de un uso
discrecional. Es por eso que, comprometido con los ciuda-
danos que nos dan su confianza a esta soberanía, conven-
cido de que es la libre empresa la que construye los mejo-
res caminos de desarrollo en nuestro país, hoy vengo a
proponer una iniciativa que modifica la Ley para el Desa-
rrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Media-
na Empresa, adicionando una fracción al artículo 3o y el
artículo 10, promoviendo la creación de políticas públicas
para apoyar a las Mipymes siniestradas, con la única inten-
ción de que sean reconocidas en ley y dejen de ser víctimas
de esta discrecionalidad.

Soy un convencido que nuestro país es tan fuerte como su
eslabón más débil. El bien común o es de todos o deja de
ser común y deja de ser bien. Por eso es necesario acom-
pañar las reconstrucciones de nuestras ciudades poniendo
medios certeros para reconstruir la economía, las fuentes
de empleo, las fuentes de riqueza, las fuentes de alimentos,
de servicios, los consumibles, la ropa, los muebles que usa-
mos todos los días.

Es cierto y espero que este fondo de use poco, pero más va-
le prevenir, más vale estar preparados para volver a sem-
brar cuando salga el sol después de la tempestad y más va-
le hacer justo con esos temas porque abandonar a nuestras
empresas pequeñas y medianas es abandonar la fuente de
sustento de más de la mitad de las familias mexicanas. Es
cuanto, señor presidente. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma los artículos 3o. y 10 de la Ley pa-
ra el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña
y Mediana Empresa, a cargo del diputado Ariel Enrique
Corona Rodríguez, del Grupo Parlamentario del PAN
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Ariel Enrique Corona Rodríguez, integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional en la LXIII Legis-
latura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto
de decreto que adicionan las fracciones IV al artículo 3o.,
recorriendo las subsecuentes, y IV Bis al artículo 10 de la
Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Últimamente, el país ha sufrido el embate de fenómenos
meteorológicos que han dejado graves pérdidas humanas y
materiales; en materia económica, uno de los sectores que
sufre mayor afectación son las micro, medianas y pequeñas
empresas, conocidas comúnmente como Mipyme, este sec-
tor productivo del país es el más vulnerable a los daños
producidos por los efectos meteorológicos, muchos de
ellos, no logran reabrir sus puertas después de padecer el
paso de un fenómeno natural como huracanes, inundacio-
nes, deslaves, sismos o incendios forestales.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece en el artículo 25 que corresponde al Estado la
rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea
integral y sustentable, mediante el fomento del crecimien-
to económico.

Una de las metas establecidas en el Plan Nacional de De-
sarrollo 2013-2018 es un México Próspero, cuyo objetivo
4.8 establece el desarrollo de los sectores estratégicos del
país y, específicamente en la estrategia 4.8.4., “Impulsar a
los emprendedores y fortalecer a las micro, pequeñas y me-
dianas empresas”. Las autoridades han avanzado de mane-
ra significativa en materia de seguridad civil, hoy conta-
mos con efectivos protocolos para la atención de la
mayoría de los posibles eventos naturales que podrían re-
percutir en el territorio nacional, incluso contamos con un
mapa de riesgo al que puede acceder cualquier ciudadano
para conocer los riesgos que pueden afectar a su comuni-
dad, escuela, casa o lugar de trabajo.

Sin embargo, poco se ha avanzado en la creación de políti-
cas y lineamientos públicos que garanticen la estabilidad
económica de los lugares que han sido afectados por el im-
pacto de algún fenómeno natural.

El efecto de los desastres naturales es muy distinto entre las
Mipyme y las grandes empresas, estas últimas tienen con-
tratados seguros de cobertura amplia que les permiten sor-
tear el imprevisto; además, de que cuentan con recursos
económicos que les permiten aseguran su subsistencia.

Lo anterior no ocurre con la mayoría de las Mipyme, las
cuales, en muchos de los casos no cuentan con un seguro
contra desastres naturales, y en no pocos casos, su capital
se circunscribe a la mercancía y materias primas que tienen
en sus existencias. La mayoría de las Mipyme no soporta
un cierre técnico, pues su viabilidad se reduce a su opera-
ción diaria.

Las pérdidas económicas que sufrido el sector productivos
nacional ha sido cuantiosa, año tras año, resultan insufi-
cientes los recursos que se destinan al Fondo de Desastres
Naturales; esta situación se ve agravada, si tomamos en
cuenta que la actividad económica se ve paralizada en gran
medida debido a la falta de programas y fondos públicos
que se destinen a la reconstrucción y apoyo para la rehabi-
litación de las Mipyme. En el Fondo Nacional Emprende-
dor se tienen contemplado el apoyo de las Mipyme sinies-
tradas mediante asignación directa y en base al
presupuesto existente.

La estabilidad económica y social debe ser el principal ob-
jetivo de la etapa posterior a un desastre natural, con la fi-
nalidad de levantar el ánimo de la población afectada y
buscar volver a la normalidad. Al respecto, las micro, pe-
queñas y medianas empresas (agrícolas, industriales o co-
merciales) son el vehículo que puede permitir que la mayor
parte de la población afectada se reincorpore en actividades
productivas que le permitan superar el estado de crisis en
el que se encuentre e iniciar el proceso de recuperación
personal y familiar.

Se hace necesario destinar recursos para apoyar a las Mipy-
me, para impulsar el crecimiento económico y social de la
región afectada, y promover políticas que faciliten y pro-
muevan el consumo local y regional.

Resulta primordial el apoyo inmediato de las Mipyme para
evitar su quiebra y el estancamiento de la actividad econó-
mica, lo que traerá consigo pobreza y desesperanza en las
regiones afectadas. Y más un apoyo sustentado en la ley,
que no sea sólo una conducta ética o moral de las institu-
ciones hacia las Mipyme siniestradas sino un compromi-
so el cual una ley lo respalde.
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En atención de lo expuesto, el que suscribe somete a con-
sideración de la Cámara de Diputados la siguiente iniciati-
va con proyecto de

Decreto que adiciona las fracciones IV al artículo 3o.,
recorriendo las subsecuentes, y IV Bis al artículo 10 de
la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Mi-
cro, Pequeña y Mediana Empresa

Único. Se adicionan las fracciones IV al artículo 3o., re-
corriendo las subsecuentes, y IV Bis al artículo 10 de la
Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa, para quedar como sigue:

Artículo 3o. …

I. a III. …

IV. Mipyme siniestradas: Las micro, pequeñas y me-
dianas empresas, sean personas físicas con actividad
empresarial, régimen de incorporación fiscal o socie-
dades mercantiles legalmente constituidas, afectadas
en sus instalaciones, maquinaria, equipo o arreos de
trabajo o sus insumos, a consecuencia de un fenóme-
no natural o una emergencia ocurrido en las zonas
geográficas con declaratoria de emergencia o decla-
ratoria de desastre natural emitida por la Secretaría
de Gobernación y publicada en el Diario Oficial de la
Federación.

V. a XVIII. …

Artículo 10. (…)

I. a IV. (…)

IV Bis. Promover la creación de políticas públicas
para apoyar a las Mipyme siniestradas.

V. a XI. (…)

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de abril de 2016.—
Diputados y diputadas: Ariel Enrique Corona Rodríguez, Alejandra
Noemí Reynoso Sánchez, Cándido Ochoa Rojas, Gerardo Gabriel
Cuanalo Santos, Jesús Antonio López Rodríguez, José Everardo López
Córdova, Katia Berenice Burguete Zúñiga, Leonel Gerardo Cordero
Lerma, María de los Ángeles Rodríguez Aguirre, María del Rosario
Rodríguez Rubio, Mayra Angélica Enríquez Vanderkam, Pedro Garza
Treviño, Rene Mandujano Tinajero (rúbricas).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado Corona Rodríguez. Túrnese a la Co-
misión de Competitividad para dictamen.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene el uso de la tribuna hasta por cinco minutos, el dipu-
tado José Santiago López, del Grupo Parlamentario del
PRD, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Se-
guro Social.

El diputado José Santiago López: A todos, buenas tardes.
Con su permiso, presidente. La seguridad social es un re-
quisito ineludible para acceder a la verdadera justicia so-
cial, respetar los derechos humanos y dar a las clases so-
ciales más desfavorecidas oportunidades de desarrollo.

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos de 1917 fue donde se elevaron a rango constitucional
por primera vez los derechos sociales, pese a que en las úl-
timas décadas se ha pretendido desdibujar la línea protec-
tora y... de derechos sociales que imperó durante gran par-
te del México postrevolucionario.

Instituciones como el IMSS o el ISSSTE, aun y con todas
sus deficiencias y las pocas posibilidades legales y presu-
puestales, acotadas por el modelo económico imperante,
siguen brindando ayuda a miles de familias mexicanas.

Un tema que a últimas fechas ha adquirido relevancia, no
solo en el IMSS e ISSSTE, sino entre esas instituciones y
los trabajadores es el que tiene que ver con la denominada
portabilidad de derechos, que consiste en poder hacer efec-
tivo el tiempo y el monto que un trabajador cotizó en una
institución de seguridad social en otra diferente.

El 17 de febrero de 2009, se firmó el convenio de portabi-
lidad entre el IMSS y el ISSSTE, el objetivo de este fue es-
tablecer que el derecho está asociado a la persona y no al
tipo de patrón que lo emplea. Además de aplicar a los tra-
bajadores sujetos a los regímenes de seguridad social del
IMSS, cualquiera que sea la fecha de su ingreso a este ré-
gimen o al ISSSTE, que se encuentre bajo el sistema de
cuotas individuales, que coticen al fondo de seguro de reti-

Año I, Segundo Periodo, 26 de abril de 2016 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados298



ro, cesantía en edad avanzada o/y vejez. Esto fue un avan-
ce, pero desafortunadamente por cuestiones operativas,
desconocimiento de este convenio, e incluso por falta de
precisión en la ley, muchos trabajadores aun no pueden go-
zar del fruto de su esfuerzo laboral.

La Ley del ISSSTE en la sección llamada De la transferen-
cia de derechos entre el Instituto y el IMSS, señala que los
trabajadores que hayan cotizado al ISSSTE y que por vir-
tud de una nueva ley, relación laboral se inscriban al ISS-
STE, podrán transferir a este último los derechos de los
años de cotización del ISSSTE y a la inversa.

Esta disposición es de avanzada y comparto su esencia, pe-
ro considero que el margen de protección para el trabajador
debe ampliarse, mejorarse y ser más clara.

Actualmente las disposiciones que figuran en la Ley del
ISSSTE respecto a la portabilidad de derechos no tiene un
reflejo en la Ley del Seguro Social, por eso el objetivo de
esta iniciativa es adicionar en la Ley del IMSS el Título
Sexto, denominado De la transferencia de los derechos, cu-
yo capítulo único es sobre la transferencia de derechos en-
tre el Instituto y el ISSSTE.

Esta iniciativa se inscribe en el denominado derecho al mí-
nimo vital, que deriva de los principios de dignidad huma-
na, solidaridad, libertad, igualdad y estado social, así como
de las disposiciones jurídicas de los artículos 1, 3, 4, 6, 13,
25, 27, 31 y 123 de la Carta Magna, y del 25 de la Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos, y del 11 del
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales.

Para el Grupo Parlamentario del PRD es de primera im-
portancia evitar a toda costa dejar en estado de indefensión
a miles de trabajadores, por lo que con esta iniciativa se da-
rá certeza jurídica a un tema tan importante como el de los
derechos laborales de la clase trabajadora y sus respectivas
prestaciones. Gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Seguro Social, a cargo del diputado José San-
tiago López, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema

La Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, en el Título Segundo, referen-
te al Régimen Obligatorio, capítulo VIII de la Transferen-

cia de los Derechos, Sección I De la Transferencia de De-
rechos entre el Instituto y el Instituto Mexicano del Seguro
Social, IMSS, en el artículo 141 señala que los trabajado-
res que hubieren cotizado al Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado, ISSSTE, y
que por virtud de una nueva relación laboral se inscribieran
al IMSS, podrán transferir a este último los derechos de los
años de cotización al ISSSTE, y de igual forma, los traba-
jadores inscritos en el IMSS que inicien una relación labo-
ral que los sujete al régimen de la Ley del ISSSTE, podrán
transferir a éste los derechos de sus semanas de cotización.
Para efectos de la transferencia de estos derechos se consi-
derará que 1 año de cotización en el ISSSTE, equivale a 52
semanas de cotización del régimen de la Ley del IMSS.

Esta disposición es de avanzada y comparto su esencia, pe-
ro considero que el margen de protección para el trabajador
debe ampliarse y mejorarse. Actualmente las disposiciones
que figuran en la Ley del ISSSTE, respecto a la portabili-
dad de derechos, no tienen un “reflejo” en la Ley del Se-
guro Social, y aunque estén reconocidos mediante el con-
venio de 2009signado entre ambas instituciones, es
necesario adicionar en la Ley del IMSS el Título Sexto de-
nominado “De la Transferencia de los Derechos”, cuyo Ca-
pítulo Único sea sobre “la transferencia de derechos entre
el instituto y el ISSSTE”, recorriéndose en su orden los
subsecuentes títulos, para que las disposiciones similares a
las contenidas en la Sección Segunda del Capítulo VIII del
Título Segundo de la Ley del ISSSTE, estén normadas me-
diante convenios de portabilidad en la Ley del Seguro So-
cial.

Argumentos

La seguridad social es “…un sistema general y homogéneo
de prestaciones, de derecho público y supervisión estatal,
que tiene como finalidad garantizar el derecho humano a la
salud, la asistencia médica, la protección de los medios de
subsistencia y los servicios sociales necesarios para el
bienestar individual y colectivo, mediante la redistribución
de la riqueza nacional, especialmente dirigida a corregir
supuestos de infortunio”.1

Se trata, tal y como lo establece la Declaración de la Orga-
nización Internacional del Trabajo, OIT, adoptada por la
Conferencia Internacional del Trabajo en la 97 reunión
(2008), de un requisito ineludible para acceder a la verda-
dera justicia social, respetar los derechos humanos y dar a
las clases sociales más desfavorecidas oportunidades de
desarrollo.
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Aunque desde mediados del siglo XIX en Europa se co-
menzó a vislumbrar y a hablar de la justicia social, fue en
el siglo XX y en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos de 1917, donde se elevó a rango cons-
titucional los derechos sociales y, con ello, el anhelo de jus-
ticia social en México.

A partir de aquí comenzó en el país la construcción de un
diseño institucional y legal que hiciera posible la puesta en
marcha del mandato constitucional en materia de justicia y
prestaciones sociales, y así, el Estado fuera capaz de cum-
plir con una premisa fundamental y una de las más grandes
responsabilidades insoslayable para cualquier gobierno: la
protección a su población.

Pese a que en las últimas décadas se ha pretendido desdi-
bujar la línea protectora y concesionaria de derechos socia-
les que imperó durante gran parte del México posrevolu-
cionario. Instituciones como el Instituto Mexicano del
Seguro Social o el Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado, aun con todas sus de-
ficiencias y las pocas posibilidades legales y presupuesta-
les acotadas por el modelo económico imperante, siguen
brindando ayuda a miles de familias mexicanas a través de
la prestación de servicios de salud, el pago de pensiones al
término de la actividad productiva, el acceso a créditos pa-
ra la vivienda y demás prerrogativas que por derecho le co-
rresponden al trabajador.

Un tema que a últimas fechas ha adquirido gran relevancia
no sólo entre el IMSS e ISSSTE, sino entre éstas institu-
ciones y los trabajadores, es el que tiene que ver con la de-
nominada “portabilidad de derechos”, la cual consiste en
poder hacer efectivo el tiempo y el monto que un trabaja-
dor cotizó en una institución de seguridad social, en otra
diferente, y así acceder a una pensión y a un retiro digno. 

El 17 de febrero de 2009, se firmó el Convenio de Portabi-
lidad entre el IMSS y el ISSSTE, el objetivo de éste es es-
tablecer puntualmente que el derecho está asociado a la
persona y no al tipo de patrón que lo emplea.2

“El convenio aplica a los trabajadores sujetos a los regí-
menes de seguridad social del IMSS, cualquiera que sea
la fecha de su ingreso a ese régimen, o del ISSSTE, que
se encuentren bajo el sistema de cuentas individuales
que coticen al fondo del seguro de retiro, cesantía en
edad avanzada y vejez”.3

También establece que el trabajador deberá solicitar al ins-
tituto del régimen que corresponda su última relación labo-
ral antes de pensionarse, la transferencia de derechos de
sus periodos de cotización, y en su caso, los recursos acu-
mulados en la Cuenta Individual. Si cotizó en forma si-
multánea al IMSS y al ISSSTE, podrá solicitarlo a cual-
quiera de los dos institutos.

Esto fue un avance en la protección de los derechos del tra-
bajador, pero desafortunadamente por cuestiones operati-
vas, desconocimiento de este convenio, e incluso por falta
de precisión en la ley, muchos trabajadores aun no pueden
gozar del fruto de su esfuerzo laboral.

Por ejemplo, en la Ley del Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado, en el Título
Segundo, referente al Régimen Obligatorio, Capítulo VIII
de la Transferencia de los Derechos, Sección I de la Trans-
ferencia de Derechos entre el Instituto y el IMSS, en el ar-
tículo 141 se señala que los trabajadores que hubieren co-
tizado al ISSSTE y que por virtud de una nueva relación
laboral se inscribieran al IMSS, podrán transferir a este úl-
timo los derechos de los años de cotización al ISSSTE, y
de igual forma, los trabajadores inscritos en el IMSS que
inicien una relación laboral que los sujete al régimen de la
Ley del ISSSTE, podrán transferir a éste los derechos de
sus semanas de cotización. Para efectos de la transferencia
de estos derechos se considerará que 1 año de cotización en
el ISSSTE, equivale a 52 semanas de cotización del régi-
men de la Ley del IMSS. 

Aun cuando esta disposición es de avanzada y comparto su
esencia, considero que el margen de protección para el tra-
bajador debe ampliarse y mejorarse. Actualmente las dis-
posiciones que figuran en la Ley del ISSSTE, respecto a la
portabilidad de derechos, no tienen un “reflejo” en la Ley
del Seguro Social, y aunque estén reconocidos mediante el
convenio de 2009 que ya se comentó, es necesario adicio-
nar en la Ley del IMSS el Título Sexto denominado “De la
Transferencia de los Derechos”, cuyo Capítulo Único sea
sobre “la transferencia de derechos entre el Instituto y el
ISSSTE”, recorriéndose en su orden los subsecuentes títu-
los, para que las disposiciones similares a las contenidas en
la Sección Segunda del Capítulo VIII del Título Segundo
de la Ley del ISSSTE, estén normadas mediante convenios
de portabilidad en la Ley del Seguro Social.

La propuesta pareciera mínima, pero no lo es. Para el Gru-
po Parlamentario del PRD, es de primera importancia evi-
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tar a toda costa dejar en estado de indefensión a miles de
trabajadores, por lo que con esta iniciativa, se dará certeza
jurídica, ello, en atención al principio de seguridad jurídi-
ca, en un tema tan importante como el de los derechos la-
borales de la clase trabajadora y de sus consecuentes pres-
taciones.

Esta iniciativa se inscribe en el denominado derecho al mí-
nimo vital, que deriva de los principios de dignidad huma-
na, solidaridad, libertad, igualdad material y Estado social,
al considerar que las personas necesitan un mínimo de se-
guridad económica y de la satisfacción de sus necesidades
básicas. Por ende, constituye el derecho a gozar de unas
prestaciones e ingresos mínimos que aseguren a toda per-
sona su subsistencia y un nivel de vida digno, así como la
satisfacción de las necesidades básicas.4

Si bien este es un derecho fundamental no consagrado ex-
presamente en la Carta Magna, se colige que es a partir de
la interpretación sistemática de los derechos fundamentales
consagrados en sus artículos 1o., 3o., 4o., 6o., 13, 25, 27,
31, fracción IV y 123 y de los derechos a la vida, a la inte-
gridad física, a la igualdad, a la salud, al trabajo y a la se-
guridad social, entre otros, a través del cual se garantizan
los requerimientos básicos indispensables para asegurar
una subsistencia digna del individuo y su familia, no sola-
mente en lo relativo a alimentación y vestuario, sino tam-
bién en lo referente a salud, educación, vivienda, seguridad
social y medio ambiente.5

Por lo que hace al derecho interno, la Primera Sala de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, estableció en la
ejecutoria que dio origen a la tesis aislada 1a. XCVII/2007,
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, mayo de 2007, página
793, de rubro: “Derecho al mínimo vital en el orden
constitucional mexicano” que el objeto del derecho al mí-
nimo vital abarca todas las medidas positivas o negativas
imprescindibles para evitar que la persona se vea inconsti-
tucionalmente reducida en su valor intrínseco como ser hu-
mano, por no contar con las condiciones materiales que le
permitan llevar una existencia digna.6

En el ámbito internacional podemos encontrar algunas nor-
mas que incluyen el derecho al mínimo vital, aunque no
con esa denominación. La Declaración Universal de los
Derechos Humanos reconoce el derecho de toda persona a
un nivel de vida adecuado que le asegure, a ella y a su fa-
milia, la salud y el bienestar, en especial, la alimentación,
el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios

sociales necesarios (artículo 25, numeral 1); de igual ma-
nera, prevé el derecho de los trabajadores a una remunera-
ción equitativa y satisfactoria, que asegure a la persona y a
su familia una existencia conforme a la dignidad humana,
y que dicha remuneración debe completarse con cualquier
otro medio de protección social (artículo 23, numeral 3).7

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales, contiene elementos de la prerrogativa indica-
da, por una parte, desarrolla el derecho de toda persona a
un nivel de vida adecuado para sí y su familia, y a una me-
jora continua de las condiciones de existencia (artículo 11,
numeral 1), por la otra, establece que la remuneración de
los trabajadores como mínimo debe garantizar condiciones
de existencia dignas para ellos y para sus familias [artículo
7, inciso a), subinciso ii)].8

A continuación se muestra un cuadro comparativo entre el
texto actual de la Ley del Seguro Social y lo que se propo-
ne:

Texto vigente de la Ley del Seguro Social

No hay correlativo

Propuesta

Título Sexto
De la Transferencia de los Derechos

Capítulo Único
De la transferencia de derechos 
entre el instituto y el ISSSTE

Artículo 303. Los trabajadores que hubieren cotizado al
instituto y que por virtud de una nueva relación laboral
se inscriban al ISSSTE, podrán transferir a este último
los derechos de los años de cotización al instituto. De la
misma manera los trabajadores inscritos en el ISSSTE
que inicien una relación laboral que los sujete al régi-
men de esta ley podrán transferir al Instituto los dere-
chos de sus semanas de cotización.

Para efectos de la transferencia de derechos prevista en
el presente artículo se considerará que cincuenta y dos
semanas de cotización del instituto son el equivalente a
un año de cotización al ISSSTE. Asimismo, el instituto
deberá señalar en las constancias de baja que expida a
los Trabajadores el número de años de cotización inclu-
yendo, en su caso, la última fracción de año cotizado.
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En caso de que la fracción de año cotizado sea equiva-
lente a más de seis meses, se considerará cotizado el año
completo.

Artículo 304. La asistencia médica a que tienen derecho
los pensionados por el seguro de retiro, cesantía en edad
avanzada y vejez que hayan cotizado al instituto y al
ISSSTE, será prestada siempre y cuando hubieren coti-
zado cuando menos durante quince años en alguna de
estas dos entidades o veinticuatro años en conjunto, de
acuerdo con lo previsto en el artículo anterior.

En este caso, la asistencia médica deberá ser prestada
por aquél Instituto en el que el Pensionado hubiere coti-
zado durante mayor tiempo.

El instituto donde hubiere cotizado por menor tiempo el
pensionado, deberá transferir las reservas actuariales co-
rrespondientes al seguro de salud, a aquél que prestará
el servicio de salud de conformidad con los lineamien-
tos que, al efecto, acuerden el instituto y el ISSSTE.

Artículo 305. Los trabajadores que por tener relación
laboral con dos o más patrones coticen simultáneamen-
te al instituto y al ISSSTE, tendrán derecho a recibir
atención médica y demás servicios del seguro de salud
por parte de ambos.

Artículo 306. Los trabajadores que lleguen a la edad de
pensionarse bajo los supuestos del seguro de retiro, ce-
santía en edad avanzada y vejez previsto en esta ley y
que a su vez tengan recursos acumulados en su cuenta
individual, podrán solicitar que estos últimos se acumu-
len para la contratación de su seguro de pensión o retiro
y el seguro de sobrevivencia para sus familiares dere-
chohabientes.

El pensionado tendrá derecho a recibir el excedente de
los recursos acumulados en su Cuenta Individual en una
o varias exhibiciones, sin distinguir si fueron acumula-
dos conforme al régimen de la Ley del ISSSTE o del de
la presente ley, solamente si la pensión que se le otorgue
es superior en más del treinta por ciento de la pensión
garantizada, una vez cubierta la prima del seguro de so-
brevivencia para sus familiares derechohabientes.

Para tener derecho a la pensión garantizada, los trabaja-
dores deberán tener reconocidos un mínimo de mil dos-
cientas cincuenta cotizaciones semanales, exclusiva-
mente en el Instituto. Tratándose de trabajadores que se

encuentren cotizando al instituto, que hayan transferido
al mismo los derechos de sus semanas de cotización del
ISSSTE y que éstas, conjuntamente con sus años de co-
tización al Instituto, acumulen mil doscientas cincuenta
cotizaciones semanales, tendrán derecho a recibir la
pensión garantizada establecida en la Ley del ISSSTE.

Artículo 307. Los trabajadores que lleguen a la edad pa-
ra pensionarse por cesantía en edad avanzada o vejez,
podrán transferir sus periodos de cotización no simultá-
neos al ISSSTE y al Instituto, en los términos de lo pre-
visto por los artículos 141 y 148 de la presente ley, a
efecto de cumplir con el mínimo de semanas de cotiza-
ción requeridas.

En este caso, además de sus periodos de cotización, se
sumarán los recursos acumulados en sus subcuentas del
seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, pa-
ra integrar el monto con el que se financiará su pensión
y el seguro de sobrevivencia para sus familiares dere-
chohabientes.

Artículo 308. Los trabajadores que tengan derecho a
pensionarse bajo los supuestos del seguro de retiro, ce-
santía en edad avanzada y vejez previsto en esta ley y
que, a su vez, coticen conforme al régimen de la Ley del
ISSSTE, podrán continuar cotizando bajo este último
régimen, y una vez al año, en el mismo mes calendario
en el que adquirió el derecho a la pensión, podrá el pen-
sionado transferir a la aseguradora que le estuviera pa-
gando la renta vitalicia, al Pensionissste o a la adminis-
tradora que estuviere pagando sus retiros programados,
el saldo acumulado de su cuenta individual, convinien-
do el incremento en su pensión, o retirar dicho saldo en
una sola exhibición.

Artículo 309. El pensionado que goce de una pensión de
retiro, cesantía en edad avanzada y vejez bajo el régi-
men de la Ley del ISSSTE no podrá obtener otra pen-
sión de igual naturaleza bajo el régimen de la presente
ley. Asimismo, el pensionado que goce de una pensión
de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez en los tér-
minos del presente ordenamiento, no podrá obtener otra
pensión de igual naturaleza bajo el régimen de la Ley
del ISSSTE, en ambos casos el trabajador tendrá dere-
cho a incrementar el monto de su Pensión de acuerdo
con el procedimiento señalado en el artículo anterior.

Artículo 310. Tratándose de los periodos de cotización
para tener derecho a pensionarse bajo cualquier régimen
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o a recibir servicios médicos, no se acumularán aquellos
periodos en los que el trabajador hubiera cotizado si-
multáneamente al instituto y al ISSSTE.

Se entenderá por periodo de cotización simultáneo
aquél en el que al mismo tiempo se enteren cuotas y
aportaciones correspondientes al trabajador bajo el régi-
men obligatorio de esta ley y el de la Ley del ISSSTE.

Fundamento legal

El suscrito, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6 numeral 1,
fracción I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta honorable asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona el Título Sexto, reco-
rriéndose en su orden los subsecuentes, a la Ley del Se-
guro Social

Único. Se adiciona el Título Sexto, recorriéndose en su or-
den los subsecuentes, a la Ley del Seguro Social, para que-
dar como sigue:

Título Sexto
De la Transferencia de los Derechos

Capítulo Único
De la transferencia de derechos 
entre el instituto y el ISSSTE

Artículo 303. Los trabajadores que hubieren cotizado
al instituto y que por virtud de una nueva relación la-
boral se inscriban al ISSSTE, podrán transferir a este
último los derechos de los años de cotización al Institu-
to. De la misma manera los trabajadores inscritos en el
ISSSTE que inicien una relación laboral que los sujete
al régimen de esta ley podrán transferir al Instituto los
derechos de sus semanas de cotización.

Para efectos de la transferencia de derechos prevista en
el presente artículo se considerará que cincuenta y dos
semanas de cotización del instituto son el equivalente a
un año de cotización al ISSSTE. Asimismo, el Instituto
deberá señalar en las constancias de baja que expida a
los Trabajadores el número de años de cotización inclu-
yendo, en su caso, la última fracción de año cotizado. 

En caso de que la fracción de año cotizado sea equiva-
lente a más de seis meses, se considerará cotizado el año
completo.

Artículo 304. La asistencia médica a que tienen derecho
los pensionados por el seguro de retiro, cesantía en edad
avanzada y vejez que hayan cotizado al instituto y al
ISSSTE, será prestada siempre y cuando hubieren coti-
zado cuando menos durante quince años en alguna de
estas dos entidades o veinticuatro años en conjunto, de
acuerdo con lo previsto en el artículo anterior.

En este caso, la asistencia médica deberá ser prestada
por aquél instituto en el que el Pensionado hubiere co-
tizado durante mayor tiempo.

El instituto donde hubiere cotizado por menor tiempo
el pensionado, deberá transferir las reservas actuaria-
les correspondientes al seguro de salud, a aquél que
prestará el servicio de salud de conformidad con los li-
neamientos que, al efecto, acuerden el Instituto y el ISS-
STE.

Artículo 305. Los trabajadores que por tener relación
laboral con dos o más patrones coticen simultáneamen-
te al instituto y al ISSSTE, tendrán derecho a recibir
atención médica y demás servicios del seguro de salud
por parte de ambos.

Artículo 306. Los trabajadores que lleguen a la edad de
pensionarse bajo los supuestos del seguro de retiro, ce-
santía en edad avanzada y vejez previsto en esta ley y
que a su vez tengan recursos acumulados en su cuenta
individual, podrán solicitar que estos últimos se acu-
mulen para la contratación de su seguro de pensión o
retiro y el seguro de sobrevivencia para sus familiares
derechohabientes.

El pensionado tendrá derecho a recibir el excedente de
los recursos acumulados en su cuenta individual en una
o varias exhibiciones, sin distinguir si fueron acumula-
dos conforme al régimen de la Ley del ISSSTE o del de
la presente ley, solamente si la pensión que se le otorgue
es superior en más del treinta por ciento de la pensión
garantizada, una vez cubierta la prima del seguro de
sobrevivencia para sus familiares derechohabientes.

Para tener derecho a la pensión garantizada, los traba-
jadores deberán tener reconocidos un mínimo de mil
doscientas cincuenta cotizaciones semanales, exclusiva-
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mente en el instituto. Tratándose de trabajadores que se
encuentren cotizando al instituto, que hayan transferi-
do al mismo los derechos de sus semanas de cotización
del ISSSTE y que éstas, conjuntamente con sus años de
cotización al instituto, acumulen mil doscientas cin-
cuenta cotizaciones semanales, tendrán derecho a reci-
bir la pensión garantizada establecida en la Ley del
ISSSTE.

Artículo 307. Los trabajadores que lleguen a la edad
para pensionarse por cesantía en edad avanzada o ve-
jez, podrán transferir sus periodos de cotización no si-
multáneos al ISSSTE y al instituto, en los términos de
lo previsto por los artículos 141 y 148 de la presente ley,
a efecto de cumplir con el mínimo de semanas de coti-
zación requeridas.

En este caso, además de sus periodos de cotización, se
sumarán los recursos acumulados en sus Subcuentas
del seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez,
para integrar el monto con el que se financiará su pen-
sión y el seguro de sobrevivencia para sus familiares de-
rechohabientes.

Artículo 308. Los trabajadores que tengan derecho a
pensionarse bajo los supuestos del seguro de retiro, ce-
santía en edad avanzada y vejez previsto en esta ley y
que, a su vez, coticen conforme al régimen de la Ley del
ISSSTE, podrán continuar cotizando bajo este último
régimen, y una vez al año, en el mismo mes calendario
en el que adquirió el derecho a la pensión, podrá el pen-
sionado transferir a la aseguradora que le estuviera pa-
gando la renta vitalicia, al Pensionissste o a la adminis-
tradora que estuviere pagando sus retiros
programados, el saldo acumulado de su cuenta indivi-
dual, conviniendo el incremento en su pensión, o retirar
dicho saldo en una sola exhibición.

Artículo 309. El pensionado que goce de una pensión de
retiro, cesantía en edad avanzada y vejez bajo el régi-
men de la Ley del ISSSTE no podrá obtener otra pen-
sión de igual naturaleza bajo el régimen de la presente
ley. Asimismo, el pensionado que goce de una pensión
de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez en los tér-
minos del presente ordenamiento, no podrá obtener
otra pensión de igual naturaleza bajo el régimen de la
Ley del ISSSTE, en ambos casos el Trabajador tendrá
derecho a incrementar el monto de su pensión de acuer-
do con el procedimiento señalado en el artículo ante-
rior.

Artículo 310. Tratándose de los periodos de cotización
para tener derecho a pensionarse bajo cualquier régi-
men o a recibir servicios médicos, no se acumularán
aquellos periodos en los que el trabajador hubiera coti-
zado simultáneamente al instituto y al ISSSTE. 

Se entenderá por periodo de cotización simultáneo
aquél en el que al mismo tiempo se enteren cuotas y
aportaciones correspondientes al trabajador bajo el ré-
gimen obligatorio de esta ley y el de la Ley del ISSSTE.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a partir de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Macías Santos, Eduardo; Moreno Padilla, Javier; Milanés García,
Salvador; Martínez Martínez Velasco, Arturo; y Hazas Sánchez, Ale-
jandro. El sistema de pensiones en México dentro del contexto inter-
nacional, Editorial Confederación Patronal de la República Mexicana,
México, 1993, página 1.

2 Barra Ochoa, Patricia Fernanda. Como jubilarse del IMSS Y DEL
ISSSTE, Colegio de Contadores Públicos de México, página 2. Dispo-
nible en:

http://www.ccpm.org.mx/veritas/agosto2010/images/como_jubilarse/c
omo_jubilarse_del_IMSS_y_del_ISSSTE.pdf (Última consulta: 26 de
enero de 2016)

3 Ídem.

4 Tesis Aislada I.9 o.A.1 CS (10a.), publicada en el Semanario Judicial
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 18 de marzo de 2016, re-
gistro 2011316, Tribunales Colegiados de Circuito, de rubro: “Mínimo
vital. Conforme al derecho constitucional mexicano y al interna-
cional de los derechos humanos, se encuentra dirigido a salva-
guardar los derechos fundamentales de las personas físicas y no de
las jurídicas”.

5 Ibídem.

6 Ibídem.

7 Ibídem.
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8 Ibídem.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de abril de 2016.—
Diputado José Santiago López (rúbrica).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputado José Santiago López. Túrnese a la
Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra hasta por cinco minutos la diputada
Evelyng Soraya Flores Carranza, para presentar iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 132 de la
Ley Federal del Trabajo, suscrita por diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México.

La diputada Evelyng Soraya Flores Carranza: Con la
venia de la Presidencia. La Convención sobre los Derechos
de las Personas con Discapacidad establece que las perso-
nas con discapacidad incluyen a aquellas que tienen defi-
ciencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a lar-
go plazo, que al interactuar con diversas barreras pueden
impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en
igualdad de condiciones con los demás.

Los niños que nacen con una deficiencia o un problema de
salud discapacitante tienen afecciones de salud, como pa-
rálisis cerebral, espina bífida, distrofia muscular, lesión
traumática de la médula espinal, síndrome de Down, así
como deficiencias auditivas, visuales, físicas, comunica-
cionales e intelectuales.

La Convención sobre los Derechos del Niño se aplica a to-
dos los niños del mundo, incluidos los que tienen alguna
discapacidad. Esta establece como derechos humanos bási-
cos el derecho a la supervivencia, a desarrollarse plena-
mente, a ser protegidos de influencias perjudiciales, del
abuso y de la explotación, y a participar plenamente en la
vida familiar, cultural y social.

En este sentido, es importante recalcar la importancia de la
asistencia y el apoyo de la familia en el desarrollo del ni-
ño, ya que la mejor forma de cuidar y atender a los meno-

res con discapacidad es dentro de su propio entorno fami-
liar.

Por lo tanto, contar con hogares y relaciones familiares es-
timulantes es vital para el crecimiento, el aprendizaje y el
desarrollo de los niños. La calidad de la interacción entre el
niño y sus cuidadores puede verse comprometida cuando el
niño tiene una discapacidad, ya que algunos niños con dis-
capacidad tienen una gran necesidad de apoyos debido a
sus afecciones de salud y deficiencias.

Esta dependencia, además de otros obstáculos sociales y
económicos puede someter a la madre y al padre a una
atención considerable, de ahí que surge la necesidad de que
ambos progenitores colaboren estrechamente al desarrollo
pleno del infante.

La familia es fundamental para el desarrollo y la protección
de los niños. Los lazos estrechos con los progenitores son
importantes tanto para los niños con discapacidad como sin
discapacidad. La inclusión comienza en el hogar, en los
primeros años de vida y después se amplía a la escuela y la
comunidad.

El padre, por lo tanto, debe cumplir una función importan-
te de cuidado y apoyo al niño con discapacidad. Si este
apoyo se pasa por alto la carga sobre la madre es mayor. Un
enfoque que promueva la participación del padre y el desa-
rrollo de las competencias mejoraría significativamente la
capacidad de la familia de cuidar un niño con discapacidad.

Por lo anteriormente expuesto es que presentamos la pre-
sente iniciativa por la que se agrega una fracción XXVII
Ter al artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo, en donde
se estipule que los padres que tengan hijos con discapaci-
dad tendrán diez días de permiso de paternidad adicionales
a los ya establecidos por la misma ley.

En países como España se contempla dicho supuesto, pues
el gobierno de esa nación ha ampliado el permiso de pater-
nidad de 15 a 20 días a partir del 1 de enero de 2009, en los
casos en el nuevo nacimiento o adopción se produzca en
una familia numerosa o en los núcleos familiares en los que
exista alguna persona con discapacidad.

Con esta reforma se pretende establecer las medidas apro-
piadas no solo para garantizar la igualdad sustantiva entre
hombres y mujeres y desterrar los estereotipos o roles que
prejuzgan por género o sexo, sino también para velar por
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los derechos de los neonatos que sufren algún tipo de vul-
nerabilidad. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 132 de la Ley Federal
del Trabajo, suscrita por integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del PVEM

Quienes suscriben, integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México en la LXIII Legis-
latura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someten a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto,
por el que se adiciona la fracción XXVII Ter al artículo 132
de la Ley Federal del Trabajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La licencia de paternidad consiste en un breve periodo de
tiempo que se concede al padre inmediatamente después
del nacimiento para atender al recién nacido y a la madre.
Según los investigadores hay una relación directa entre la
licencia del padre, la participación de los hombres en las
responsabilidades familiares, y el desarrollo infantil.

Los padres que utilizan la licencia, en especial los que ha-
cen uso de dos semanas o más inmediatamente después del
parto, tienen más posibilidades de interactuar con sus vás-
tagos, lo anterior puede tener efectos positivos sobre la
igualdad de género en el hogar y ser el principio de cam-
bios en las relaciones y en la percepción de los roles de los
progenitores, así como en los estereotipos predominantes.

La Organización Internacional del Trabajo no tiene regula-
ción alguna relativa a la licencia de paternidad. Sin embar-
go, la Resolución sobre Igualdad de Género como Eje del
Trabajo Decente, adoptada por la Conferencia Internacio-
nal del Trabajo, reconoce que las medidas de conciliación
de la vida laboral y familiar interesan a los hombres y a las
mujeres.

La resolución propone a los gobiernos a legislar políticas
adecuadas las cuales posibiliten un mejor equilibrio entre
las responsabilidades laborales y familiares.

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer determina como obliga-
ciones del Estado las de modificar estereotipos y patrones
socioculturales de conducta asignados a cada sexo a partir

del género. Además, la Convención sobre los Derechos del
Niño establece que ambos padres tienen obligaciones co-
munes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del ni-
ño.

Observando los principios anteriores, la concesión de una
licencia para los padres es común en las economías des-
arrolladas y la duración de ésta varia, pero sólo seis países
(Eslovenia, Finlandia, Islandia, Lituania, Noruega y Sue-
cia) conceden periodos de licencia que superan las dos se-
manas, el resto otorga menos de dos semanas, así por ejem-
plo, Bélgica concede 10 días, Dinamarca 15 días y España
15 días.

En el continente, las licencias de paternidad no son bené-
volas: en Bolivia y Paraguay la ley permite 3 días hábiles;
en Perú, 4; en Brasil y Chile se aseguran cinco días de des-
canso; en Colombia, 8 días hábiles; en Uruguay, 10 días
continuos, pero en 2016 serán 13. Por su parte, en Vene-
zuela se otorgan 14 días continuos después del nacimiento
o de la adopción de un menor de 3 años. Lo anterior, según
datos de la Organización Internacional de Trabajo.

Pese a lo anterior, las disposiciones relativas a la licencia
de paternidad son cada vez más habituales y reflejan la
evolución de la visión de la paternidad, por lo tanto, el de-
recho obligatorio a la licencia de paternidad rige en 78 de
los 167 países sobre los que se disponía de información, en
la mayoría de ellos (70) la licencia es remunerada; lo ante-
rior pone de manifiesto la tendencia a una mayor participa-
ción de los padres en torno al nacimiento.

Actualmente, en el país, la Ley Federal del Trabajo, en el
artículo 132, fracción XXVII Bis, dispone que se otorgará
el permiso de paternidad de cinco días laborales con goce
de sueldo, a los hombres trabajadores, por el nacimiento de
sus hijos y de igual manera en el caso de la adopción de un
infante, sin embargo, no se contempla el supuesto de que
un padre tenga un hijo con discapacidad, lo anterior, cons-
tituye una vacío legal el cual debe ser cubierto.

Lo señalado responde a una realidad objetiva, la cual con-
sidera que la presencia de una persona con discapacidad en
la familia, sobre todo en las primeras etapas de la vida, su-
pone un plus de atención, cuidados y desembolso econó-
mico.

Según el documento del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía, con fecha de 2014, Estadísticas a propósito
del… día internacional de las personas con discapacidad
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(3 de diciembre), la discapacidad puede afectar a cualquier
persona de muchas maneras durante su ciclo de vida, y las
causas también son diversas. Existen personas con disca-
pacidad que la tienen desde el nacimiento y otras que la ad-
quieren durante su vida, ya sea por accidente, enfermedad,
proceso de envejecimiento o un hecho violento. Por cada
100 personas con discapacidad, 41 la adquieren por enfer-
medad, 33 por edad avanzada, 11 por nacimiento, nueve
por accidente, cinco por otra causa y uno por violencia.

Si hacemos los cálculos según las cifras de dicho estudio,
encontramos que aproximadamente 700 mil personas na-
cen en el país cada año con alguna tipo de discapacidad.

Las cifras dadas con anterioridad deben ayudarnos a im-
plementar acciones encaminadas a amortiguar las respon-
sabilidades familiares para con el neonato con discapaci-
dad. No podemos perder de vista que la presencia de una
persona con discapacidad en la familia, sobre todo en las
primeras etapas de la vida, supone un plus de atención, cui-
dados y desembolso económico.

En países como España ya se considera dicho supuesto. En
ese país europeo el gobierno ha ampliado el permiso de pa-
ternidad de 15 a 20 días a partir del 1 de enero de 2009 en
los casos en que el nuevo nacimiento o adopción se pro-
duzcan en una familia numerosa o en los núcleos familia-
res en los cuales exista alguna persona con discapacidad.

El objetivo de la presente iniciativa es el de agregar una
fracción XXVII Ter al artículo 132 de la Ley Federal del
Trabajo, a fin de establecer que los padres que tengan hijos
con discapacidad, tendrán diez días más de permiso de pa-
ternidad adicionales a los ya establecidos en la presente
ley.

Con esta reforma se pretende establecer las medidas apro-
piadas no sólo para garantizar la igualdad sustantiva entre
hombres y mujeres y desterrar los estereotipos y roles que
prejuzgan por género o sexo, sino también para velar por
los derechos de las personas que sufren algún tipo de vul-
nerabilidad.

En esta ley, pero en el artículo 170, fracción II, ya se con-
sidera que para las mujeres que hayan tenido un hijo con
discapacidad se ampliará en dos semanas la licencia de ma-
ternidad.

En síntesis, la presente reforma tiene como propósito fun-
damental perfeccionar la normatividad laboral al contem-

plar las disposiciones necesarias las cuales permitan al tra-
bajador varón involucrarse por un periodo de tiempo más
amplio en las actividades de cuidado y atención de un hijo
que tenga algún tipo de discapacidad.

Por lo expuesto sometemos a consideración de esta asam-
blea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona la fracción XXVII Ter al
artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo

Único. Se adiciona la fracción XXVII Ter al artículo 132
de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como a conti-
nuación se presenta:

Artículo 132. Son obligación de los patrones

I. a XXVII Bis. (…)

XXVII Ter. Otorgar a los padres que tengan hijos
con discapacidad diez días adicionales de permiso de
paternidad a los ya establecidos en la presente ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2016.—
Diputadas y diputados: Evelyng Soraya Flores Carranza, Alejandra
Noemí Reynoso Sánchez, Daniela de los Santos Torres, Jesús Sesma
Suárez, José Luis Orozco Sánchez Aldana, Laura Nereida Plascencia
Pacheco, Lia Limón García, María de los Ángeles Rodríguez Aguirre,
Martha Lorena Covarrubias Anaya (rúbricas).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputada Flores. Túrnese a la Comisión de
Trabajo y Previsión Social para dictamen.

Sonido en la curul de la diputada Lia Limón.

La diputada Lia Limón García (desde la curul): Sólo pa-
ra solicitarle a la diputada Soraya que me permita sumarme
a su iniciativa. Me parece que tiene dos temas fundamen-
tales: uno, el de discapacidad, pero también el de equidad
de género.

La diputada Evelyng Soraya Flores Carranza (desde la
curul): Sí.
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El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
La diputada da su consentimiento, así es que está a su dis-
posición aquí en la Secretaría. Adelante, diputada, por 
favor.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la diputada Ma-
ría Antonia Cárdenas Mariscal del Grupo Parlamentario de
Morena, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 116 de la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes.

La diputada María Antonia Cárdenas Mariscal: Buenas
tardes. Con su venia, señor presidente. Compañeras dipu-
tadas y compañeros diputados, la desaparición de menores
es un grave problema. Cada año miles de niñas, niños y
adolescentes en el mundo desaparecen, pocos son los loca-
lizados pero muchos de ellos no son encontrados nunca, o
al menos con vida. 

México no escapa a esta compleja realidad. Actualmente
transitamos por un doloroso problema social de robo, ex-
travío, explotación y desaparición de menores, cuyo para-
dero con el paso del tiempo es muy difícil de ubicar. Vivir
sin saber qué ha sido de un menor es la dura realidad que
enfrentan miles de familias afectadas por esta dolorosa ex-
periencia. 

Los menores de edad son uno de los sectores más afecta-
dos, calculándose que 3 de cada 10 desaparecidos son me-
nores de 19 años. En nuestros países, diversas son las cau-
sas de desaparición de menores, siendo sustraídos de
hospitales, de sus hogares o robados en vía pública con di-
versos fines.

Principalmente la trata o tráfico de personas es con pro-
pósito de esclavitud, explotación sexual, trabajos forza-
dos o extracción de órganos, representando una de las
violaciones más graves de los derechos humanos que
atentan contra la libertad y la dignidad consagradas en el
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Las cifras oficiales sobre menores desaparecidos varían de
una dependencia a otra. Mientras que la Procuraduría Ge-
neral de la República contempla un listado de 4 mil 800 ex-
pedientes, en la Procuraduría de Justicia de la Ciudad de
México, donde se encuentran reportes de toda la Repúbli-
ca Mexicana, tiene un registro de 5 mil 229 personas ex-
traviadas en todo el país. Es decir, 429 más casos que los
que se encuentran citados en primer lugar.

Por otro lado, el Registro Nacional de Personas Extravia-
das o Desaparecidas registró a 6 mil 467 personas desapa-
recidas entre 0 y 19 años. Mientras que las asociaciones ci-
viles especializadas en el tema afirman que las cifras de
menores desaparecidos ascienden a más de 50 mil. En con-
traste, entre las cifras anteriores plantea serias dudas sobre
la credibilidad de los procedimientos que los órganos de
gobierno utilizan para el registro de menores de edad des-
aparecidos.

Un dato muy preocupante que es la problemática de desa-
parición ha evidenciado al factor de género, estimando que
de 2012 a la fecha el número de desaparecidos de niñas y
adolescentes de 0 a 17 años, se incrementó en 191.8 por
ciento. A pesar de que existen mecanismos que pretenden
hacer frente a esta realidad, como el Protocolo Nacional de
Alerta Amber, se estima que de cada 10 menores desapare-
cidos, solo uno es recuperado.

Está claro que el caso de desaparición de menores, las au-
toridades deben acortar el plazo de reporte, actuar con una
oportuna y necesaria, y adoptar medidas especiales que
permitan investigar y localizar el paradero de niños meno-
res, garantizando el principio de prioridad en el ejercicio de
sus derechos establecidos en la Ley General de los Dere-
chos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

Por lo anterior, la presente propuesta pretende reconocer la
obligación que el Estado tiene de coordinar acciones intra
e interinstitucionales que permitan brindar atención inme-
diata de manera exhaustiva y efectiva, cuando se trate de
caso de desaparición de niñas, niños y adolescentes, consi-
derando que las primeras horas tras la desaparición de un
menor son cruciales para encontrarlos dentro del país. En
virtud de lo anterior, someto a su consideración la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto que modifica la frac-
ción X, del artículo 116 de la Ley General de los Derechos
de las Niñas, Niños y Adolescentes. Es cuanto, señor pre-
sidente.
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«Iniciativa que reforma el artículo 116 de la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo
de la diputada María Antonia Cárdenas Mariscal, del Gru-
po Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada María Antonia Cárdenas Maris-
cal, integrante de la LXIII Legislatura del Honorable Con-
greso de la Unión y del Grupo Parlamentario de Morena
con fundamento en los artículos 71, fracción II y 73, frac-
ción XXX de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y por los artículos 6, numeral 1, fracción I
y artículo 77, numeral 1 del Reglamento de la Honorable
Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto que modifica la fracción X del artículo 116 de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.

Exposición de Motivos

Cada año miles de niñas, niños y adolescentes en el mun-
do desaparecen, pocos son localizados, pero muchos de
ellos no son encontrados nunca o al menos con vida. En ge-
neral la desaparición de menores es un problema complejo
y multifacético, difícil de prevenir y que tiene graves con-
secuencias.

Vivir sin saber qué ha sido de un familiar es la dura reali-
dad que conocen cientos de miles de personas afectadas
por la desaparición de algún familiar. En Europa, la Orga-
nización Missing Children1, estimó que cada año desapa-
recen más de 250 mil menores de edad, lo que representa 1
menor cada 2 minutos, y en Estados Unidos alrededor de
800 mil.

En América Latina, el Centro Internacional para Niños
Desaparecidos y Explotados (CINDE) estimó que más de
1.8 millones de niños fueron víctimas de explotación se-
xual a nivel mundial en 2013, una de las principales causas
de desaparición de niñas, niños y adolescentes en la re-
gión2.

La desaparición de menores es un grave problema a nivel
mundial, y aunque se cuenta con instrumentos jurídicos in-
ternacionales como la Convención sobre los Derechos del
Niño de la Organización de las Naciones Unidas o la Con-
vención Internacional para la Protección de todas las Per-
sonas Desaparecidas, aún no se cuenta con una herramien-
ta universal que integre los casos en que los menores
desaparecen.

México, no es la excepción, actualmente transitamos por
una dolorosa problemática social de robo, extravío, explo-
tación y desaparición de menores, cuyo paradero, con el
paso del tiempo es muy difícil de ubicar, aunado al hecho
de que se carece de un registro estricto de las personas que
son reportadas como desaparecidas, extraviadas o ausen-
tes, incluidos los menores.

Se considera persona desaparecida a “toda persona que se
encuentra en paradero desconocido para sus familiares o
que, con base en la información fidedigna, haya sido dada
por ausente de conformidad con el derecho interno en rela-
ción con un conflicto armado internacional o no interna-
cional, una situación de violencia o de disturbios de carác-
ter interno, una catástrofe natural o cualquier situación que
pudiera requerir la intervención de una autoridad pública
competente”3.

Las niñas, niños y adolescentes en nuestro país desapare-
cen por diversos motivos, sustraídos de hospitales, de sus
hogares o robados en la vía pública, con diversos fines, co-
mo la trata o tráfico de personas con propósitos de esclavi-
tud reproductiva, explotación sexual, trabajos forzados, ex-
tracción de órganos, o cualquier forma moderna de
esclavitud; representando una de las violaciones más gra-
ves de los derechos humanos, que atentan contra la libertad
y la dignidad consagradas en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, artículo primero, que estable-
ce que:

“En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en la
Constitución y en los tratados internacionales de los que
el Estado mexicano sea parte, así como de las garantías
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse
ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones
que esta Constitución establece.

…

Las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tie-
nen la obligación de promover, respetar, proteger y ga-
rantizar los derechos humanos de conformidad con los
principios de universalidad, interdependencia, indivisi-
bilidad y progresividad. En consecuencia, el estado de-
berá prevenir, investigar, sancionar y reparar las viola-
ciones a los derechos humanos, en los términos que
establezca la ley. (CPEUM, 2016)4
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Las cifras oficiales sobre menores desaparecidos varían de
una dependencia a otra, mientras que la Secretaría de Se-
guridad Pública federal mantiene un registro de 2 mil 44
casos, esta cifra se duplica en la base de datos de la Procu-
raduría General de la República, que contempla un listado
de 4 mil 800 expedientes.

En contraste la Procuraduría de Justicia de la Ciudad de
México, que concentra reportes de toda la República Me-
xicana, tiene un registro de 5 mil 229 personas extraviadas
en todo el país, es decir, 429 más casos que los contempla-
dos por la Procuraduría General de la República y 3 mil
185 más que los reconocidos por la Secretaría de Seguridad
Pública federal, la cual es la encargada de mantener actua-
lizado el Registro Nacional de Personas Extraviadas o De-
saparecidas (RNDPED); mismo que registró en enero del
año pasado 6 mil 467 personas desaparecidas entre cero y
diecinueve años de edad.

En comparativo, la Fundación Nacional de Investigaciones
de Niños Robados y Desaparecidos IAP5, afirma que la ci-
fra de menores robados asciende a más de 50 mil6.

Por su parte, la Red por los Derechos de la Infancia en Mé-
xico (Redim), reveló que 3 de cada 10 desaparecidos en
México son menores de edad, alertando también que de
2012 a 2014, el número de desapariciones de niñas y ado-
lescentes de 0 a 17 años se incrementó 191.8 por ciento
mientras que el aumento en las desapariciones de la pobla-
ción masculina del mismo grupo de edad fue de 14.6 por
ciento7.

El contraste entre las cifras anteriores, plantea serias dudas
sobre la credibilidad en los procedimientos de los órganos
de gobierno competentes, por ejemplo, cada desaparición o
ausencia está basada en una averiguación previa abierta en
alguna de las 32 procuradurías estatales y la Procuraduría
General de la República (PGR); para la integración de la
base de datos de personas desaparecidas, se tomó como re-
ferencia el año 2007 o anteriores hasta el presente, por lo
que la misma Procuraduría General de la República ha re-
conocido que pudiera darse el caso de duplicidad de regis-
tros.

A pesar de que también existen nuevos mecanismos insti-
tucionales que pretenden responder a esta compleja reali-
dad, tales como el Protocolo Nacional Alerta Amber, im-
plementado en mayo del 2012 por el gobierno federal con
la intención de coadyuvar en la búsqueda y localización de
niñas, niños y adolescentes que se encuentren en riesgo in-

minente de sufrir daño grave a su integridad personal, ya
sea por motivo de ausencia, desaparición, extravío, priva-
ción ilegal de la libertad o cualquier otra circunstancia don-
de se presuma la comisión de algún ilícito, ocurrido en te-
rritorio nacional; todavía no se ha logrado contar con un
procedimiento especializado claro de búsqueda o investi-
gación inmediata en casos de desaparición de niñas, niños
y adolescentes, cifra que lejos de disminuir se incrementa
año con año.

La línea básica de intervención para combatir esta proble-
mática debe encontrarse en la legislación y el asegura-
miento de su aplicación por parte del gobierno en sus tres
niveles, debiendo prestar atención especial y trabajar por
lograr las modificaciones y adiciones necesarias para ga-
rantizar el derecho fundamental a la seguridad de las niñas
niños y adolescentes, enfatizando los casos de desaparición
por cualquier razón o para cualquier fin.

Al respecto, el artículo 35 de la Convención de los Dere-
chos del Niño, establece que “Los estados parte tomarán
las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral
que sean necesarias para impedir el secuestro, la venta o la
trata de niños para cualquier fin o de cualquier forma.”8

Según la Declaración de los Derechos del Niño, por su fal-
ta de madurez física y mental, los niños y niñas necesitan
protección y cuidados especiales, incluida su debida pro-
tección legal; aspectos enunciados también en la Declara-
ción de Ginebra en 1924 sobre los derechos del niño y re-
conocida en la Declaración Universal de los Derechos
Humanos y en los convenios constitutivos de los organis-
mos especializados y de las organizaciones internacionales
que se interesan por el bienestar de la niñez.

En caso de desaparición de menores, las autoridades com-
petentes deben actuar con la oportunidad necesaria y adop-
tar medidas especiales que permitan investigar y, en su ca-
so, localizar el paradero del menor; atendiendo al principio
de prioridad en el ejercicio de sus derechos establecido en
el artículo 17, fracción I, de la Ley General de Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes que al tenor dice: 

Artículo 17. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho
a que se les asegure prioridad en el ejercicio de todos
sus derechos, especialmente a que:

I.  Se les brinde protección y socorro en cualquier cir-
cunstancia y con la oportunidad necesaria; (LGDNNA,
2014).9
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La presente propuesta pretende reconocer la obligación
que el estado tiene de coordinar acciones intra e inter insti-
tucionales que permitan brindar atención inmediata, de ma-
nera exhaustiva y efectiva cuando se trate de casos de de-
saparición de niñas, niños y adolescentes.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta honorable asamblea la presente iniciativa
con proyecto de decreto que modifica la fracción X del ar-
tículo 116 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, para quedar como sigue proyecto de 

Decreto

Primero. Se reforma la fracción X, del artículo 116, de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, para quedar como sigue:

Sección Primera
De la Distribución de Competencias

Artículo 115. …

Artículo 116. Corresponden a las autoridades federales y
locales de manera concurrente, las atribuciones siguientes:

I. a la IX. …

X. Coadyuvar en la implementación de medidas ur-
gentes que permitan la búsqueda inmediata y la lo-
calización de niñas, niños y adolescentes sustraídos,
trasladados o retenidos ilícitamente; 

XI. a la XXV. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Missing Children es una federación europea con el objetivo de des-
arrollar sistemas de protección, prevención y apoyo efectivo para para
niños desaparecidos y aquellos que se encuentran en circunstancias de
conflicto, violencia, abuso o explotados. Representan una red de 30
Organizaciones no gubernamentales en 24 países de Europa, siendo la
única Organización europea que se centra específicamente en niños

desaparecidos. Missing Children, Europa, http://missingchildreneuro-
pe.eu/, 2016.

2 Navas, Ma. Elena. El Drama de los Niños desaparecidos en Améri-
ca Latina. BBC Mundo, noviembre 2013.

3 Ley de Registro Nacional de Datos de Personas Extraviadas o Desa-
parecidas.

4 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 1,
párrafo 1 y 3.

5 La Fundación Nacional de Investigaciones de Niños Robados y Des-
aparecidos I.A.P. Constituida en 1997, nace de la necesidad de brindar
apoyo a las familias que han padecido el robo de un infante, además de
instar a la implementación de una cultura de la seguridad infantil a ni-
vel nacional. http://www.ninosrobados.org.mx/, México, 2016.

6 Martínez, Emma, “50,000 niños robados y desaparecidos en Méxi-
co; al gobierno no le interesa la problemática”, México, enero 2015.

7 Red por los Derechos de la Infancia. Menores, 3 de cada 10 desapa-
recidos: ONG, enero 2016.

8 Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 35.

9 Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, no-
viembre de 2014.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de abril de 2016.— Diputadas
y diputados: María Antonia Cárdenas Mariscal, Ángel Antonio Her-
nández de la Piedra, Blandina Ramos Ramírez, Concepción Villa Gon-
zález, Delfina Gómez Álvarez, Guadalupe Hernández Correa, Irma
Rebeca López López, Mario Ariel Juárez Rodríguez, Sandra Luz Fal-
cón Venegas, Virgilio Dante Caballero Pedraza (rúbricas).»

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Gracias, diputada Cárdenas Mariscal. Túrnese a la Co-
misión de Derechos de la Niñez, para dictamen.

La diputada María Chávez García (desde la curul): Pre-
sidente.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Sonido en la curul de la diputada Chávez, por favor. Ade-
lante, diputada.

La diputada María Chávez García (desde la curul): Se-
ñor presidente, quiero pedirle a la diputada María Antonia
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que nos permita suscribirnos a su iniciativa a toda la frac-
ción de Morena.

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
La diputada Cárdenas da su consentimiento, así es que es-
tá a su disposición aquí en la Secretaría para el trámite co-
rrespondiente.

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A
LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y LEY FEDERAL DE
FOMENTO A LAS ACTIVIDADES REALIZADAS POR
ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL

El Presidente diputado Edmundo Javier Bolaños Aguilar:
Tiene la palabra el diputado Ángel García Yáñez, del Gru-
po Parlamentario de Nueva Alianza, para presentar inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma los artículos 23
de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública y 9o. y 30 de la Ley Federal de Fomento a las
Actividades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad
Civil.

El diputado Ángel García Yáñez: Con el permiso de la
Presidencia. Compañeras y compañeros legisladores. Hace
un año se expidió la Ley General de Transparencia y Acce-
so a la Información Pública, que establece las facultades y
deberes de sujetos obligados como son los entes públicos
de los tres órdenes de gobierno, organismos autónomos,
partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así co-
mo cualquier persona física o moral o sindicato que reciba
o ejerza recursos públicos.

Nueva Alianza respaldó esta ley porque creemos que la
transparencia y rendición de cuentas son fundamentales
para transformar la dinámica de un buen gobierno. No obs-
tante, consideramos que la norma quedó corta e incomple-
ta, pues no incluye en este catálogo de sujetos obligados a
las organizaciones de la sociedad civil que reciben fondos
públicos para desarrollar sus actividades.

Con esta iniciativa que adiciona un párrafo tercero al artí-
culo 23 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la
Información Pública y se adiciona un párrafo al artículo 9
y se reforma la fracción X del artículo 30 de la Ley Fede-
ral de Fomento a las Actividades Realizadas por Organiza-
ciones de la Sociedad Civil, pretendemos corregir dicha
omisión.

El Registro Federal de Organizaciones de la Sociedad Ci-
vil tiene inscritas, hasta agosto de 2015, a 30 mil 674 orga-
nizaciones. El presupuesto asignado para este segmento
muestra un crecimiento del orden de un 500 por ciento al
pasar de mil 232 millones de pesos en 2005 a seis mil 779
millones en 2014.

Es decir que en este periodo el número de grupos que reci-
bió apoyos económicos de la federación creció 64 por cien-
to al pasar de mil 707 a 11 mil 940. Las actividades de las
organizaciones de la sociedad civil por años han contribui-
do al fortalecimiento de la democracia y de la justicia so-
cial en nuestro país al fomentar la transparencia y rendición
de cuentas del gobierno. Defender los derechos humanos y
el Estado de derecho, promover la participación ciudadana
en asuntos de interés público y dar asistencia jurídica.

En Nueva Alianza consideramos conveniente incorporarlas
como sujetos obligados a la Ley General de Transparencia
y Acceso a la Información Pública, a fin de transparentar
los recursos públicos que recibe.

Cabe destacar que la propuesta no pretende que estas orga-
nizaciones abran su información sobre recursos que no tie-
nen su origen de la administración pública, lo que se busca
es establecer la obligación a las organizaciones de la socie-
dad civil a transparentar la información única y exclusiva-
mente sobre el manejo y destino de los apoyos y recursos
públicos que reciben de las distintas dependencias guber-
namentales, descartando todo aquello ingreso privado na-
cional o internacional. Actualmente estamos en un medio
de crisis de credibilidad social generada por la falta de
transparencia y rendición de cuentas, de manera generali-
zada.

La ciudadanía está cansada de la opacidad con la que se
manejan los recursos de los tres niveles de gobierno, pues
no cuentan con información hacia dónde se destinan sus
impuestos y cómo se ejercen.

En Nueva Alianza creemos que las organizaciones de la so-
ciedad civil tienen un valor ético fundamental en la bús-
queda de mejorar las condiciones de vida de las personas y
una construcción de un mejor país.

No obstante ha habido casos en que ha pasado por alto esa
responsabilidad, no ha hecho un mal uso de los recursos,
utilizándolos para fines completamente distintos para los
que fueron otorgados.
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Por ello entendemos que deben transparentarse y abrir su
información a fin de generar confianza y credibilidad, for-
taleciendo su integridad y buen comportamiento. Estamos
convencidos que hoy más que nunca es necesario que to-
dos los actores sociales, políticos, económicos, académi-
cos, culturales, sumemos esfuerzos para luchar contra la
opacidad en el manejo de los recursos públicos.

Compañeras y compañeros, la transparencia contribuye a
la formación de una ciudadanía responsable, sensible,
comprometida con lo que hace y con la sociedad a la que
sirve. Mediante este mecanismo las organizaciones de la
sociedad civil podrán explicar sus acciones, y en caso de
incurrir en alguna anomalía, afrontar la responsabilidad y
consecuencias de las mismas. Sólo así se podrá recobrar la
confianza ciudadana en las instituciones, porque el dinero
es de todos los mexicanos, y cuidar que se aplique de ma-
nera correcta y con transparencia, es una obligación.

En Nueva Alianza estamos comprometidos a recuperar la
confianza de la ciudadanía y sabemos que el mejor camino
es hacer las cosas bien y de cara a la sociedad. Por su aten-
ción y apoyo, muchas gracias. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma los artículos 23 de la Ley General
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y 9o.
y 30 de la Ley Federal de Fomento a las Actividades reali-
zadas por Organizaciones de la Sociedad Civil, a cargo del
diputado Ángel García Yáñez, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza

El que suscribe, Ángel García Yáñez, diputado integrante
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza a la LXIII Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión; con fundamento en los artículos 71.II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y 6.1.I, 77.1 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, presenta ante esta soberanía iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona un párrafo al artí-
culo 23 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la
Información Pública, y se adiciona un párrafo al artículo 9
y se reforma la fracción X del artículo 30 de la Ley Fede-
ral de Fomento a las Actividades Realizadas por Organiza-
ciones de la Sociedad Civil

Planteamiento del problema

El derecho a la información forma parte del conjunto de
derechos humanos consignados en la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y en las leyes que surgen

de la norma suprema. Tal es el caso de la Ley General de
Transparencia y Acceso a la Información Pública1, norma
jurídica de reciente creación que regula una serie de proce-
dimientos y establece facultades y deberes de los sujetos
obligados.

La expresión jurídica de mérito recibió un enorme impulso
por parte de las organizaciones de la sociedad civil, quie-
nes exigían mayor transparencia y rendición de cuentas por
parte de los detentadores del poder público, esfuerzo que
culminó con emisión de la ley en cita.

Sin embargo, la norma legal precitada quedó parcial, am-
bigua e incluso inacabada, pues señala como sujetos obli-
gados a los entes públicos de los tres órdenes de gobierno,
organismos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y
fondos públicos, así como cualquier persona física o moral,
o sindicato que reciba o ejerza recursos públicos.

La técnica legislativa propone que las leyes deben tener co-
mo característica principal ser lo más claras posibles, utili-
zando un lenguaje sencillo, con una redacción que permita
mayor entendimiento por parte de sus destinatarios. En ese
sentido, la presente propuesta de ley tiene por objetivo in-
corporar una redacción que implique mayor precisión al
elenco de sujetos obligados a transparentar la información
y protección de datos, dentro de los cuales habremos de
considerar a las organizaciones de la sociedad civil. De
acuerdo con la ley que regula sus actividades, reciben apo-
yos y recursos públicos, por lo que deben abrirse al escru-
tinio público plenamente las disposiciones de la ley de
transparencia.

La propuesta de ley impone la obligación a las denomina-
das organizaciones no gubernamentales (ONG) a transpa-
rentar la información única y exclusivamente sobre el ma-
nejo y destino de los apoyos y recursos públicos que
reciban de las distintas dependencias gubernamentales, por
lo tanto, se excluye o queda fuera de ese compromiso la de-
más información o donativos que reciban de otros sectores
económicos o sociales nacionales e internacionales. En
otras palabras, no tienen el deber jurídico de abrir la infor-
mación que no esté vinculada o que no tenga un origen de
la administración pública.

Argumentación

Los sistemas democráticos se caracterizan por la construc-
ción de un diálogo permanente entre la sociedad civil y la
autoridad, distinguiéndose por la incorporación y partici-
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pación activa de la primera en los asuntos públicos. Pero
no sólo lo hace con su presencia o a través de la figuras co-
mo el referéndum, plebiscito o iniciativa popular, sino que,
incluso, incide en las determinaciones gubernamentales
porque forma parte integrante de los órganos de gobierno.

Un ejemplo de lo antes dicho se encuentra previsto en el ar-
tículo 12 de la Ley General del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública2, que establece que se podrá invitar a repre-
sentantes de la sociedad civil a las sesiones del Consejo
Nacional. Al respecto es pertinente aducir que Nueva
Alianza promovió una iniciativa que buscaba que el órga-
no rector de la seguridad pública en México contara con
cinco invitados permanentes de la sociedad civil3. 

En los años recientes se ha observado un aumento cuanti-
tativo y cualitativo de las organizaciones de la sociedad ci-
vil (OSC), lo que se refleja en una mayor representación de
las mismas en los asuntos públicos del país. En buena me-
dida, ese fenómeno se atribuye a la creación de la Ley Fe-
deral de Fomento a las Actividades Realizadas por las Or-
ganizaciones de la Sociedad Civil4, la cual sienta las bases
para que se presente un mayor entendimiento entre estas
agrupaciones y el gobierno federal.

El activismo creció también por los incentivos de la entre-
ga de apoyos y estímulos públicos5. El presupuesto asigna-
do para ese segmento de la sociedad también ha presenta-
do una espiral a la alza, pues muestra un crecimiento del
orden de un 500 por ciento, al pasar de mil 232 millones de
pesos en 2005 a seis mil 779 millones en 2014, lo que quie-
re decir que en ese periodo el número de esos grupos que
recibieron apoyos económicos de la federación creció 64
por ciento, al pasar de mil 707 a 11 mil 9406.

Según se desprende, el objetivo principal es estimular nue-
vas formas y canales de comunicación, vinculación y cola-
boración de la sociedad y los distintos órdenes de gobier-
no, y al mismo tiempo, buscar nuevos mecanismos a través
de los cuales se logre la participación efectiva de la socie-
dad civil organizada en la definición, ejecución, vigilancia
y evaluación de las políticas públicas en materia de desa-
rrollo social7.

La supracitada norma legal reconoce derechos y obligacio-
nes de las OSC, entre los que destacan: participar en la pla-
neación, ejecución y seguimiento de las políticas públicas,
en órganos de consulta y en mecanismos de contraloría so-
cial; recibir apoyos y estímulos públicos; gozar de incenti-
vos fiscales; coadyuvar en la prestación de servicios públi-

cos; acceder a los convenios o tratados internacionales; re-
cibir asesoría de dependencias públicas, entre otros8.

De conformidad con la fracción I del artículo 7 de la mul-
ticitada ley, para que las organizaciones de la sociedad ci-
vil puedan acceder a los apoyos y recursos públicos, es me-
nester que se inscriban en el Registro Federal de
Organizaciones de la Sociedad Civil. Dicho organismo te-
nía registradas o inscritas hasta agosto de 2015, 30 mil 674
organizaciones, de las cuales la mayoría se concentra en es-
ta ciudad capital con seis mil doscientas, le siguen el esta-
do de México con 2 mil 653, luego Veracruz con 2 mil 182;
en ese orden se encuentra Oaxaca con 1 mil 948 y Chiapas
con 1 mil 3269.

Las OSC dan asesoría o forman parte preponderantemente
de agrupaciones comunitarias, sindicatos, grupos indíge-
nas, organizaciones filantrópicas, religiosas, asociaciones
profesionales, fundaciones, entre otras. Por lo tanto, para
desarrollar los fines que se proponen, reciben apoyos tanto
del sector privado como del público, de los que se com-
prenden nacionales y extranjeros. Atento a ello, en la pre-
sente iniciativa se plantea que las OSC tengan la obligación
de transparentar sólo el manejo y destinos de los recursos
públicos, descartando todos aquellos ingresos, donativos o
apoyos que logren que no posean esa naturaleza10.

Según el reporte de Donatarias Autorizadas de 2015, pu-
blicado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
establecido en la Ley de Ingresos de la Federación para el
ejercicio fiscal de ese año, los recursos monetarios otorga-
dos se concentraron de la manera siguiente: Distrito Fede-
ral, 15 mil 720 millones; estado de México, 3 mil 319 mi-
llones; Nuevo León, 2 mil 747 millones; Jalisco, 1 mil 761
millones; y Chihuahua, 1 mil veinticuatro millones. Las
donatarias establecidas en la Ciudad de México que más
recursos recaudaron destacan: Cruz Roja Mexicana, 926
millones 37 mil; Fundación BBVA Bancomer, 336 millo-
nes 856 mil; Fundación TV Azteca, 292 millones 519 mil;
Fundación Televisa AC, 204 millones 712 mil; Fundación
Universidad Nacional Autónoma de México AC, 397 mi-
llones 63 mil; Asociación Azteca Amigos de la Cultura y
las Artes AC, 288 millones 332 mil, entre otras11.

Los analistas que se encargan de estudiar el tema de las or-
ganizaciones de la sociedad civil consideran que estas es-
tructuras son muy heterogéneas. Aducen en que las hay pe-
queñas, medianas y grandes, y dentro de ellas podemos
contar aquéllas que tienen una gran capacidad para incidir
en las instancias de gobierno12.
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Otros criterios sostienen que hay organizaciones de la so-
ciedad civil que se crean o constituyen sólo y exclusiva-
mente para conseguir fondos públicos, y en cuanto los con-
siguen, desaparecen o no rinden cuentas sobre el manejo y
destino de esos recursos. También existen aquellas que no
hacen buen manejo del dinero que tiene su origen o pro-
viene del erario público. Es cierto que existe el mecanismo
legal para proceder jurídicamente en contra de esos com-
portamientos anómalos mediante la denuncia ante la Se-
cretaría de Desarrollo Social, para que proceda a la inves-
tigación y auditoría correspondiente.

Para sumar en la lucha contra la opacidad, es oportuno ar-
gumentar que ante ese escenario las modificaciones que se
plantean en el proyecto promovido contribuyen para lograr
los alcances deseados en la reforma constitucional en ma-
teria de transparencia13, por lo que representa un paso im-
portante en el sistema de rendición de cuentas. Sobre todo,
recordemos que uno de los principios que gravitan en tor-
no a los derechos humanos es el de progresividad, que se
traduce en la posibilidad de ir avanzando gradual y cons-
tantemente hacia su más completa realización en función
de sus recursos materiales.

Así, este principio exige que a medida que avance el nivel
de desarrollo de un estado, mejore el nivel de compromiso
de garantizar los derechos económicos, sociales y cultura-
les14. En ese sentido, la expresión legislativa promovida
procura que el derecho a la información se amplíe para fa-
vorecer a un universo social mayor.

La labor o actividad de las organizaciones de la sociedad
civil es bastante noble y loable, pues participan como ins-
tancias de consulta y de apoyo a la alimentación popular;
promueven la participación ciudadana en asuntos de inte-
rés público; de asistencia jurídica; apoyan el desarrollo de
los pueblos y comunidades indígenas; promueven la igual-
dad de género; apoyan a los grupos vulnerables, así como
a las personas que presentan alguna discapacidad; promue-
ven y apoyan la defensa y protección de los derechos hu-
manos; fomentan el deporte, la atención de la salud, cues-
tiones sanitarias; impulsan la protección del ambiente, la
flora, la fauna, la preservación del equilibrio ecológico; la
promoción y fomento educativo, cultural, artístico, cientí-
fico y tecnológico; participan en acciones de protección ci-
vil; impulsan la defensa de los derechos de los consumido-
res, así como acciones que refuercen la seguridad
ciudadana15, entre otras.

De ningún modo es la intención del proyecto que se pro-
mueve someterlas a visiones inquisitoriales. Por el contra-
rio, reconocemos en ellas funciones o actividades que re-
dundan en el interés y beneficio público, pues por años han
sido actores que contribuyen destacadamente al fortaleci-
miento de la democracia y de la justicia social en nuestro
país. En gran parte se debe a su interlocución y al impulso
que dieron para la creación del sistema de rendición de
cuentas y transparencia, materializado en implementos ju-
rídicos. Es en ese sentido, es imperativo que su incorpora-
ción como sujetos obligados a las disposiciones en materia
de transparencia se refuerce con precisiones jurídicas que
otorguen mayor certeza a sus obligaciones dispuestas en la
ley.

En Nueva Alianza estamos convencidos de que hoy más
que nunca es necesario que todos los actores sociales, po-
líticos, económicos, académicos y culturales sumemos es-
fuerzos para luchar contra la opacidad en el manejo de los
recursos públicos, y que cada quien asuma su responsabili-
dad y realice lo que le corresponde para construir métodos
orientados a erradicar el comportamiento contumaz de al-
gunos que se resisten para transparentar sus finanzas públi-
cas.

Fundamento legal 

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de diputado integrante del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza en la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión; con fun-
damento en los artículos 71.II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y 6.1.I, 77.1 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, presento ante esta
soberanía iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo al artículo 23
de la Ley General de Transparencia y Acceso a la In-
formación Pública y; se adiciona un párrafo al artículo
9 y se reforma la fracción X del artículo 30 de la Ley
Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por
Organizaciones de la Sociedad Civil

Artículo Primero. Se adiciona un párrafo al artículo 23 de
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información
Pública, para quedar en los términos siguientes:

Artículo 23. …
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Cuando en el presente ordenamiento se hace mención a
persona moral se entenderán todas aquellas comprendidas,
como las fundaciones, asociaciones civiles, de asistencia
privada o social y de beneficencia social. Quienes deberán
dar cumplimiento a las obligaciones consignadas en las le-
yes aplicables.

Artículo Segundo. Se adiciona un párrafo al artículo 9, y
se reforma la fracción X del artículo 30 de la Ley Federal
de Fomento a las Actividades Realizadas por Organizacio-
nes de la Sociedad Civil para quedar como sigue:

Artículo 9. … 

Atento a lo previsto en el párrafo anterior y por lo que se
refiere a los estímulos y apoyos públicos que reciban, de-
berán facilitar, fomentar, transparentar y permitir el acceso
a su información y proteger los datos personales que obren
en su poder, en los términos previstos por la Ley General
de Transparencia y Acceso a la Información Pública,

…

Artículo 30. …

I. a la IX. …

X. No mantener a disposición de las autoridades com-
petentes, y del público en general, la información que se
les solicite en términos de la Ley General de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública y que es-
té vinculada a las actividades que realicen, así como
aquella que contenga el origen, manejo y destino de
los apoyos y estímulos públicos que hubiesen utilizado.

X. a la XIII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Notas:

1 Artículo 4o. de Ley General de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública, que prescribe que “el derecho humano de acceso a la
información comprende solicitar, investigar, difundir, buscar y recibir
información”.

2 Artículo 12.

El Consejo Nacional estará integrado por: 

I.-IX. 

…

…

El consejo podrá invitar, por la naturaleza de los asuntos a tratar, a las
personas, instituciones y representantes de la sociedad civil que pue-
dan exponer conocimientos y experiencias para el cumplimiento de los
objetivos de la seguridad pública. Dicha participación será con carác-
ter honorífico. Así mismo el Presidente de la Comisión Nacional de
Derechos Humanos será invitado permanente de este Consejo.

3 Fecha: 2013-ABR-29 

Que reforma el artículo 12 de la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública. 

Dictaminada y aprobada en la Cámara de Diputados con 430 votos en
pro, el miércoles 16 de octubre de 2013.

Turnada a la Cámara de Senadores. 

Gaceta Parlamentaria, número 3749-VII, martes 16 de abril de 2013.
(880)

4 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 9 de febrero de
2004.

5 Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por las Orga-
nizaciones de la Sociedad Civil

Artículo 3. Podrán acogerse y disfrutar de los apoyos y estímulos que
establece esta ley, todas las agrupaciones u organizaciones mexicanas
que, estando legalmente constituidas, realicen alguna o algunas de las
actividades a que se refiere el artículo 5 de la presente ley y no persi-
gan fines de lucro ni de proselitismo partidista, político-electoral o re-
ligioso, sin menoscabo de las obligaciones señaladas en otras disposi-
ciones legales.

Artículo 7. Para acceder a los apoyos y estímulos que otorgue la Ad-
ministración Pública Federal, dirigidos al fomento de las actividades
que esta ley establece, las organizaciones de la sociedad civil tienen,
además de las previstas en otras disposiciones jurídicas aplicables, las
siguientes obligaciones
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6 Cuenta Pública 2014. Anexo Informe Anual de las Acciones de Fo-
mento y de los Apoyos y Estímulos Otorgados por las Dependencias y
Entidades de la Administración Pública Federal a Favor de Organiza-
ciones de la Sociedad Civil Correspondiente a 2014. SHCP. Consulta-
ble en www.corresponsabilidad.gob.mx.

7 “Taller Sobre Participación Ciudadana en la Administración Pública
Federal”. Viernes 28 marzo de 2014.

8 Ibídem.

9 Datos proporcionado por el Registro Federal de las Organizaciones
de la Sociedad Civil manejado por el Instituto Nacional de Desarrollo
Social (Indesol).

10 Actividades que conforme a la ley pueden ser autorizadas para reci-
bir donativos deducibles de impuestos son asistencial, educativo, in-
vestigación científica o tecnológica, cultural, becantes, obras-servicio
público. 

11 http://www.shcp.gob.mx/INGRESOS/Reporte_Donatarias/repor-
te_donatarias_autorizadas_2015.pdf

12 Fernanda Somuano, profesora investigadora del Centro de Estudios
Internacionales del Colegio de México. Fernanda Somuano, profesora
investigadora del Centro de Estudios Internacionales del Colegio de
México. Citada por María Elena Zúñiga. Milenio 19 de octubre de
2015. Consultable: sipse.com/mexico/mexico-organizaciones-socie-
dad-civil-reciben-mas-din

13 Fracción I del apartado A, del artículo 6º de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos reformada DOF 07-02-2014

14 Así lo ha determinado el Cuarto Tribunal Circuito en Materia Ad-
ministrativa del Primer Circuito. Amparo en revisión 184/2012. Mar-
garita Quezada Labra. 16 de agosto de 2012. Unanimidad de votos. Po-
nente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Aideé Pineda Núñez.
2003350. I.4o.A.9 K (10a.). Tribunales Colegiados de Circuito. Déci-
ma Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro
XIX, Abril de 2013, Pág. 2254.

15 Artículo 5º de la Ley Federal de Fomento a las Actividades Reali-
zadas por la Organizaciones de la Sociedad Civil.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de abril de 2016.— Diputado
y diputada: Ángel García Yáñez, Alejandra Noemí Reynoso Sánchez,
(rúbricas).»

Presidencia del diputado 
José de Jesús Zambrano Grijalva

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado García. Túrnese a las Comisiones
Unidas de Transparencia y Anticorrupción, y de Go-
bernación, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos el diputado Jorge
Álvarez Maynez, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano.

El diputado Jorge Álvarez Maynez: Con su permiso,
presidente. Quisiera iniciar agradeciéndole al coordinador
Clemente Castañeda, y especialmente a María Elena Oran-
tes, vicecoordinadora de la Fracción de Movimiento Ciu-
dadano, que me permitan presentar esta iniciativa, toda vez
que todo el grupo parlamentario la suscribe. Es una inicia-
tiva que es una de las cinco propuestas para México que
planteó Movimiento Ciudadano en el 2015, y es una de las
propuestas que les hicimos a los ciudadanos para poder re-
presentarlos en esta honorable Cámara de Diputados.

Me gustaría iniciar leyendo algo que ya los legisladores
aquí presentes conocen, pero que me parece que es un tex-
to excepcional, que refleja la grandeza de nuestra Consti-
tución, y la grandeza de quienes la pensaron para los efec-
tos que hoy queremos retomar.

El artículo 39 constitucional señala lo siguiente: la sobera-
nía nacional reside esencial y originariamente en el pueblo,
todo poder público dimana del pueblo y se instituye para
beneficio de este. El pueblo tiene, en todo tiempo, el in-
alienable derecho de alterar o modificar la forma de su go-
bierno.

Creemos en Movimiento Ciudadano que es verdad lo que
aquí se dice, prácticamente cada sesión. La política en Mé-
xico tiene una crisis de representatividad, la clase política
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mexicana, vivimos en una crisis de representación, en una
crisis de desconfianza.

Hay diferentes perspectivas de enfrentar esa crisis: el ci-
nismo, es una; el que nada cambie es una manera que ha es-
cogido prioritariamente la clase política mexicana de en-
frentar esa crisis de representación.

Pero hay un modelo, me gustaría retomar lo que ha dicho
la politóloga Chantal Mouffe, el modelo agonista que dice:
el error del espectro progresista en los últimos años fue ne-
gar el conflicto, aspirar a trascender las hegemonías y a as-
pirar trascender el conflicto. 

Lo que hay que hacer, dice Chantal Mouffe, es una radica-
lización de la democracia. Lo que hay que hacer no es abo-
lir las instituciones, sino hacer instituciones más democrá-
ticas y más igualitarias. Eso es lo que está haciendo y está
lanzando como reto Movimiento Ciudadano.

Y lo que venimos a presentar hoy es realidad en donde Mo-
vimiento Ciudadano gobierna. Movimiento Ciudadano tie-
ne en sus filas al primer presidente municipal que en la his-
toria de este país se sometió a revocación de mandato, que
es Enrique Alfaro Ramírez.

Y también tiene en sus filas a Ismael del Toro, que también
se sometió a revocación de mandato, y a un conjunto de
diputados locales, de regidores, que ahí donde somos go-
bierno, en Jalisco, está siendo de éste un derecho al alcan-
ce de los ciudadanos.

El próximo año, por ejemplo, las ciudadanas y los ciuda-
danos de Guadalajara votarán si quieren que su presidente
municipal continúe o se vaya a su casa. Y lo harán como
planteamos en la iniciativa, después de que haya pasado la
mitad, la primera mitad, de su gobierno.

Antes de concluir el ejercicio en esta iniciativa, y toda vez
que me resta tiempo, quisiera contarles una anécdota. Creo
que quienes estamos aquí también debemos legislar por
amor, por amor a México y por amor a quienes nos rodean.

Les voy a contar la historia de la persona con la que com-
parto la vida, de mi esposa. La conocí a partir de esta his-
toria que les voy a contar y que tiene que ver con la inicia-
tiva. Y leo lo que Karina escribió hace cosa de año y
medio:

Mi hija Sofía me preguntó si podríamos cambiar de presi-
dente, le contesté que suponía que sí, aunque no creía que
fuera fácil. Sofía tenía 11 años en ese momento. Escribió
en un papel: personas que quieren la renuncia del presi-
dente. Me dio su pluma, firmé. Agarró su diccionario esco-
lar para apoyarse, y me dijo: me voy a juntar firmas.

Salí con ella, acompañándola en su proyecto. Empezó to-
cando las puertas de nuestros vecinos. Estoy juntando fir-
mas para que renuncie el presidente, ¿usted quiere firmar?
Luego llegamos a la avenida y ahí le pidió su firma a la
gente que pasaba. Fuimos a la papelería, a la tiendita, a la
estética, llegamos al parque y ahí abordó a todos los adul-
tos que encontró.

Mi firma no cuenta porque tengo 11 años, pero si junto
muchas firmas de adultos tal vez eso sí cuente. Debí ha-
berla grabado. Este texto está en la plataforma change.org,
que muchos de ustedes conocen y hasta ahora ha sido fir-
mado por más de 89 mil ciudadanos, con el título de pro-
yecto Sofía.

Hoy está aquí Sofía presente, tiene 13 años y por gente co-
mo ella que aspira nada más a tener el derecho que ya les
da el artículo 39 constitucional, la iniciativa que hoy pre-
senta Movimiento Ciudadano debe de ser una realidad, que
los mexicanos tengan el derecho de poner a sus gobiernos,
pero también de quitarlos. Muchas gracias, presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

Los suscritos, diputados integrantes del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como el Artículo 6, fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del
H. Congreso de la Unión, someten a consideración del ple-
no de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa que
reforma diversas disposiciones de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos para establecer la figura
de revocación de mandato, conforme a la siguiente:

Exposición de Motivos

I. Nuestro actual sistema político emergió de la Revolución
Mexicana, suscitada en gran medida por un régimen de pri-
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vilegios y opresión ejercido por Porfirio Díaz, quien se
mantuvo en la máxima magistratura del país durante 38
años. Este ejercicio monopólico del poder llevó a que Fran-
cisco I. Madero, entonces candidato presidencial por el
Partido Nacional Antirreelecccionista, convocara mediante
el Plan de San Luis a un levantamiento armado nacional el
20 de noviembre de 1910, dando así inicio la Revolución
Mexicana, que tuvo como bandera inicial la eliminación de
la reelección y el consecuente sufragio efectivo, sintetiza-
da en su principal lema: Sufragio efectivo, no reelección.

A pesar de lo anterior, nuestra actual Carta Magna, elabo-
rada por el Constituyente de Querétaro en 1917, y que pre-
tendía cristalizar el conjunto de los ideales revolucionarios,
no consignó en su articulado la revocación de mandato co-
mo uno de los instrumentos ideales para acotar el ejercicio
monopólico del poder por parte de los gobernantes de elec-
ción popular.

Ante un escenario de incapacidad y desconfianza por el au-
mento generalizado de la inseguridad, el incremento de la
pobreza, el crimen organizado y el descubrimiento de actos
de corrupción e impunidad por parte de autoridades de los
tres niveles de gobierno, así como las constantes violacio-
nes a los derechos humanos, civiles y políticos que pade-
cen diariamente miles de mexicanos, se ha convertido en
un auténtico clamor popular la instrumentación de herra-
mientas de participación ciudadana y rendición de cuentas
que permitan el reencauzamiento del estado de derecho, a
través por ejemplo de la revocación de mandato, que esta-
blece la posibilidad de que la ciudadanía ejerza su juicio
sobre el desempeño de los titulares de los poderes.

II. El filósofo griego Aristóteles señaló en la Política que
el Estado, como una gran casa común, tiene como finalidad
el “buen vivir” de la comunidad, y añade que el espíritu de
ese Estado es su constitución política, que debe ser funda-
da en la justicia, y por eso escribe: “todas las constitucio-
nes son una especie de justicia, pues son comunidades, y
todo lo común se funda en la justicia1”. Es decir que sólo
la justicia conduce el buen vivir, y de ello podemos dedu-
cir que un Estado que no es justo y que por lo tanto no con-
duce al buen vivir, no puede ser considerado un buen Esta-
do, sino una especie de corrupción de la idea de Estado y
de su primera finalidad.

Sin embargo, hace ya demasiado que México dejó de ser
una comunidad del “buen vivir”, y hoy nos debatimos en
un continuo baño de sangre y en un océano de sistémica
corrupción. Y es por eso que resulta urgente preguntarnos

si acaso es nuestra Constitución la que debe ser cambiada
o si son en cambio las personas que han detentado el poder
quienes nos han escamoteado ese “buen vivir” para el que
todo Estado existe, quienes han corrompido la finalidad de
nuestro Estado y traicionado el espíritu de nuestra Consti-
tución: la justicia. Y resulta urgente porque debemos tomar
nota de lo que señaló poco después Teofrasto, el más in-
signe de los discípulos de Aristóteles: “si los hombres no
pueden alcanzar este fin (del buen vivir), la comunidad se
disuelve2”.

En todo caso, resulta evidente que los ciudadanos precisan
de mayores garantías constitucionales para cambiar, para
remover a aquellos políticos que hubieren traicionado el
sentido del servicio público y considerado a las institucio-
nes nacionales como un mero patrimonio personal. Pues
debemos preguntarnos cómo eliminar de la vida pública de
México, la idea de que la clase política tiene por patrimo-
nio personal a las institucionales nacionales, esa idea que
Octavio Paz tan brillantemente señaló en El ogro filantró-
pico como uno de los grandes males nacionales. En pocas
palabras, México no puede tener una de las constituciones
más reformadas del mundo, sin que al mismo tiempo no es-
temos procurando darle un sentido de comunidad, y por lo
tanto de justicia, a la norma fundamental de los mexicanos.

En ese sentido, resulta primordial fomentar la participación
ciudadana y la rendición de cuentas para atajar de una vez
por todas ese patrimonialismo político que es el cáncer fun-
damental de la nación, y es por ello que antes que permitir
que nuestra Carta Magna considerase tan prolijamente los
criterios en materia de alcantarillado o de telecomunicacio-
nes, debería contener el fortalecimiento de la idea de co-
municar, que es la esencia de una constitución, como seña-
ló Aristóteles. ¿Y qué herramientas conducen a fortalecer
la idea de comunidad sino aquellas que llevan a la ciuda-
danía en general a tomar parte activa en la vida pública?
por lo anterior, es necesario que el sistema político debe
elevar la revocación de mandato a rango constitucional y
hacer verdaderamente viable la consulta popular, entre
otros instrumentos de participación ciudadana.

El mismo Aristóteles señala en la Política que “el funda-
mento básico del sistema democrático es la libertad3”, y es
evidente que no hay libertad sin justicia, pues nadie que vi-
va mal puede ser libre de elegir su buen vivir. De forma que
la corrupción del estado es también la corrupción de la de-
mocracia y un atentado a la libertad fundamental de los in-
dividuos.
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Sólo la participación ciudadana en la toma de las decisio-
nes fundamentales pueden contribuir a crear ese necesario
sentimiento de comunidad, y por lo tanto a restaurar la jus-
ticia y la libertad. En el actual horizonte de corrupción, la
revocación de mandato puede convertirse en uno de los
instrumentos ideales de participación ciudadana que res-
taure el sentido de comunidad y destierre de la vida políti-
ca la asunción patrimonialista de las instituciones y de los
órganos de poder republicanos, al colocar al profesional de
la política institucional en la continua observancia ciuda-
dana, que ante cualquier violación al espíritu de su manda-
to, podrá revocárselo.

En este sentido, vale la pena recordar que el artículo 39 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
reconoce como principio democrático fundamental de
nuestro  orden político el de otorgarle a los ciudadanos el
derecho de alterar su forma de gobierno:

Artículo 39. La soberanía nacional reside esencial y ori-
ginariamente en el pueblo. Todo poder público dimana
del pueblo y se instituye para beneficio de éste. El pue-
blo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alte-
rar o modificar la forma de su gobierno.

Es por que en el Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano, siempre hemos considerado que el espíritu funda-
mental para renovar la vida pública de México y para con-
ducir por lo tanto a nuestra comunidad hacia la justicia, la
libertad y el digno buen vivir, tiene que consistir en darle a
los ciudadanos un poder de decisión cada vez mayor, y en
quitar por lo tanto a la clase política la idea de que el poder
es algo que exclusivamente detentan los políticos profesio-
nales. La revocación de mandato constituye la espina dor-
sal del andamiaje institucional que debemos construir para
erradicar la corrupción de nuestro país.

Por lo expuesto se somete a consideración la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto qué reforman diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
para establecer la figura de revocación de mandato

Artículo Único. Se adiciona una fracción IX al artículo 35,
un inciso q) a la fracción IV del artículo 116, un sexto pá-
rrafo al artículo 108, y se reforman la fracción III del artí-
culo 36, la fracción XXIX-Q del artículo 73, el artículo 83,
la fracción I del artículo 115, la fracción I del artículo 116,
las fracciones II, III y VI del artículo 122 de la Constitu-

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como sigue:

Artículo 35. …

I. a VIII. …

IX. Votar en las consultas sobre revocación de man-
dato.

La revocación de mandato se entenderá como un medio
de control constitucional de participación ciudadana,
para destituir a los representantes de elección popular
cuando lo soliciten los ciudadanos y haya transcurrido
la mitad de su gestión, y se sujetará a lo siguiente:

1o. Podrán ser sujetos de revocación de mandato me-
diante consulta ciudadana el presidente de la Repú-
blica, los diputados federales, senadores, gobernado-
res de las entidades federativas, diputados locales,
los integrantes de los ayuntamientos, el jefe de go-
bierno de la Ciudad de México y los integrantes de
las alcaldías de la Ciudad de México.

2o. Podrán solicitar la aplicación de una consulta de
revocación de mandato el equivalente al 2 por ciento
de los ciudadanos inscritos en la lista nominal de
electorales en la demarcación territorial correspon-
diente, conforme a lo establecido en el párrafo ante-
rior.

3o. El Instituto Nacional Electoral recibirá las solici-
tudes de revocación de mandato para verificar el
cumplimiento de los requisitos establecidos en esta
Constitución y en las leyes en la materia. Adicional-
mente, tendrá a su cargo la organización y desarro-
llo de las consultas ciudadanas de revocación de
mandato, así como del cómputo y declaración de los
resultados.

4o. El resultado de la consulta de revocación de
mandato será vinculatorio cuando participen al me-
nos un tercio de los ciudadanos inscritos en la lista
nominal de electores.

Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la Repú-
blica:

I. y II. …
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III. Votar en las elecciones, en las consultas populares y
las de revocación de mandato, en los términos que se-
ñale la ley;

IV. a V. …

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XXIX-P. …

XXIX-Q. Para legislar sobre la iniciativa ciudadana, la
revocación de mandato y consultas populares.

XXIX-R. a XXX. …

Artículo 83. El presidente entrará a ejercer su encargo el 1
de octubre y durará en él seis años, salvo que le sea revo-
cado el mandato en términos de esta Constitución. El
ciudadano que haya desempeñado el cargo de Presidente
de la República, electo popularmente, o con el carácter de
interino o sustituto, o asuma provisionalmente la titulari-
dad del Ejecutivo Federal, en ningún caso y por ningún
motivo podrá volver a desempeñar ese puesto.

Artículo 108. …

…

…

…

…

Los servidores públicos que ocupen los cargos de presi-
dente de la República, de diputados federales, senado-
res, gobernadores de las entidades federativas, dipu-
tados locales, los integrantes de los ayuntamientos, el
jefe de gobierno de la Ciudad de México y los integran-
tes de las alcaldías de la Ciudad de México, podrán ser
removidos de sus puestos mediante consulta de revoca-
ción de mandato en los términos de esta Constitución y
las leyes aplicables, independientemente de las respon-
sabilidades en las que hayan podido incurrir durante el
periodo de su encargo.

Artículo 115. …

I. …
…

Las legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras
partes de sus integrantes, podrán suspender ayuntamien-
tos, declarar que éstos han desaparecido y suspender o
revocar el mandato a alguno de sus miembros, por algu-
na de las causas graves que la ley local prevenga, siem-
pre y cuando sus miembros hayan tenido oportunidad
suficiente para rendir las pruebas y hacerlos (sic DOF
03-02-1983) alegatos que a su juicio convengan. Los
ciudadanos podrán solicitar una consulta para la re-
vocación del mandato de los ayuntamientos o de al-
guno de sus miembros, en los  términos de esta Cons-
titución y la legislación aplicable.

…
…

II. a X. …

Artículo 116. …

…

I. …

…

Los gobernadores de los estados, cuyo origen sea la
elección popular, ordinaria o extraordinaria, en ningún
caso y por ningún motivo podrán volver a ocupar ese
cargo, ni aun con el carácter de interinos, provisionales,
sustitutos o encargados del despacho. Podrán ser re-
movidos de su cargo por medio de consulta de revo-
cación de mandato, en términos de la presente Cons-
titución.

…

a) y b)…

…

II. y III. …

IV. …

a) a p)…

q) Se regulen los procesos de revocación de man-
dato en los términos de esta Constitución y la le-
gislación general aplicable.
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V. a IX. …

Artículo 122. …

A. …

I. …

II. El ejercicio del Poder Legislativo se deposita en la
Legislatura de la Ciudad de México, la cual se integrará
en los términos que establezca la Constitución Política
de la entidad. Sus integrantes deberán cumplir los re-
quisitos que la misma establezca y serán electos me-
diante sufragio universal, libre, secreto y directo, según
los principios de mayoría relativa y de representación
proporcional, por un periodo de tres años. Podrán ser
removidos de su cargo por medio de consulta de re-
vocación de mandato, en términos de la presente
Constitución.

…

…

…

…

…

…

…

…

III. El titular del Poder Ejecutivo se denominará Jefe de
Gobierno de la Ciudad de México y tendrá a su cargo la
administración pública de la entidad; será electo por vo-
tación universal, libre, secreta y directa, y no podrá du-
rar en su encargo más de seis años. Quien haya ocupa-
do la titularidad del Ejecutivo local designado o electo,
en ningún caso y por ningún motivo podrá volver a ocu-
par ese cargo, ni con el carácter de interino, provisional,
sustituto o encargado del despacho. Podrá ser sujeto de
revocación de mandato mediante consulta ciudada-
na en los términos de la presente Constitución.

IV. a V. …

VI. …

…

a) Las alcaldías son órganos político administrativos
que se integran por un alcalde y por un Concejo
electos por votación universal, libre, secreta y direc-
ta, para un periodo de tres años. Los integrantes de
la alcaldía se elegirán por planillas de entre siete y
diez candidatos, según corresponda, ordenadas en
forma progresiva, iniciando con el candidato a alcal-
de y después los Concejales con sus respectivos su-
plentes, en el número que para cada demarcación te-
rritorial determine la Constitución Política de la
Ciudad de México. En ningún caso el número de
Concejales podrá ser menor de diez ni mayor de
quince. Los integrantes de los concejos serán electos
según los principios de mayoría relativa y de repre-
sentación proporcional, en la proporción de sesenta
por ciento por el primer principio y cuarenta por
ciento por el segundo. Ningún partido político o co-
alición electoral podrá contar con más del sesenta
por ciento de los concejales. Los alcaldes y conce-
jales podrán ser removidos de su cargo por medio
de consulta de revocación de mandato en los tér-
minos de la presente Constitución.

b) a f) …

VII. a XI. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Una vez publicado el decreto en el Diario Oficial
de la Federación, el Congreso de la Unión tendrá un plazo
de 90 días para emitir la legislación general que regule la
figura de revocación de mandato. 

Tercero. En la legislación general que emita el Congreso
de la Unión se deberán contemplar los procedimientos y re-
quisitos para solicitar las consultas de revocación de man-
dato, así como los medios de impugnación y la resolución
de controversias. Adicionalmente, con respecto al numeral
2o. de la fracción IX del artículo 35 del presente decreto,
se deberán diseñar las fórmulas correspondientes para soli-
citar la revocación de mandato de los representantes elec-
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tos mediante el principio de representación proporcional,
mismos que deberán equitativos y accesibles.

Notas:

1 Aristóteles, Ética Eudemia, traducción de Julio Pallí Bonet, editorial
Gredos, Madrid, 1985, página 516.

2 Aristóteles, La Constitución de los atenienses, traducción de Manue-
la García Valdés, Editorial Gredos, Madrid, 1984, página 250.

3 Aristóteles, Política, traducción de Manuela García Valdés, Editorial
Gredos, Madrid, 1988, página 370.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 26 de abril de 2016.—
Diputados y diputadas: Jorge Álvarez Maynez, Clemente Castañeda
Hoeflich, Macedonio Salomón Tamez Guajardo, María Candelaria
Ochoa Ávalos, María de los Ángeles Rodríguez Aguirre, Mirza Flores
Gómez, Verónica Delgadillo García, Víctor Manuel Sánchez Orozco,
Salvador Zamora Zamora (rúbricas.»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Álvarez. Túrnese a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen. Sonido en la
curul del diputado Jonadab Martínez, por favor. 

El diputado Jonadab Martínez García (desde la curul):
Con su venia, señor presidente. Además de felicitar al pro-
ponente de esta iniciativa, creo que es una reflexión que to-
dos los diputados debemos tomar ya que no solamente la
revocación de mandato es para aquellos malos gobiernos,
sino también para los bienes, porque tendrían una ratifica-
ción a la mitad de su administración, tanto presidentes mu-
nicipales como el presidente de México, y también los
diputados locales, federales y los senadores.

Creo que es una buena oportunidad de abrir las puertas pa-
ra que los ciudadanos tengan a bien opinar y decidir si es-
tá haciendo bien su trabajo ese representante o lo está ha-
ciendo de mala manera. Es cuanto señor presidente,
solamente quería ratificar la felicitación al diputado Jorge
Álvarez Maynez y a todo el Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano. Muchas gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputado Martínez. Sonido en la curul del dipu-
tado Eric Juárez, por favor.

El diputado Erik Juárez Blanquet (desde la curul): Gra-
cias, presidente. Solamente para solicitarle igual a Movi-

miento Ciudadano, al diputado proponente, la posibilidad
de suscribir esa iniciativa, un tema sin duda que a muchos
no nos gusta escuchar de repente, pero que no está muy le-
jos o lejana la posibilidad de que con el avance en la vida
democrática de nuestro país esto pudiera ser posible.

Quiero agregar que iniciativas como esa, propuestas como
ésta, de alguna manera van generando conciencia en la cla-
se política y ayuda a que cuidemos bien lo que hacemos en
nuestras administraciones o en nuestros niveles de gobier-
no cuando somos representantes populares. Así que felici-
tar a la fracción de Movimiento Ciudadano y suscribirme
es lo que busco con mi participación. Gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Diputado Álvarez, le solicitan su aquiescencia para… Ma-
nifiesta su disposición, entonces está a disposición aquí pa-
ra que quienes quieran suscribirla lo hagan en la Secretaría
de la Mesa Directiva.

LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN
INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra por cinco minutos la diputada Rosa
Elena Millán Bueno, del Grupo Parlamentario del PRI, pa-
ra presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 96 de la Ley General para la Prevención y Ges-
tión Integral de los Residuos. 

La diputada Rosa Elena Millán Bueno, del Grupo Parla-
mentario del PRI, también presentará en una misma inter-
vención una iniciativa con proyecto de decreto que reforma
el artículo 48 de la Ley General para la Prevención y Ges-
tión Integral de los Residuos, dos artículos de la misma ley.
Adelante, diputada, por favor.

La diputada Rosa Elena Millán Bueno: Muchas gracias,
ciudadano presidente de la Mesa Directiva. Compañeras
diputadas y diputados integrantes de esta legislatura, mu-
cho se ha dicho sobre las necesidades y demandas en ma-
teria de medio ambiente que nuestro país tiene, innumera-
bles políticas y diversas acciones, unas más efectivas que
otras se han ejecutado para la defensa y protección de nues-
tros recursos naturales.

Pero debemos reconocer, sin duda, que el trabajo debe ser
diario y permanente, a fin de poder salvaguardar ese dere-
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cho fundamental, a lo que todos nosotros, como mexica-
nos, tenemos.

¿Cuántas veces no hemos escuchado de la muerte de espe-
cies debido a la contaminación? ¿De poblaciones enfermas
por causas del mal manejo de residuos peligrosos, o la ven-
ta ilegal de estos? ¿De contaminación de suelos y subsue-
los y de mantos acuíferos? ¿Cuántas veces? Sin duda, creo
que son incontables.

Y no se trata de ser pesimistas, pero sí conscientes de la
realidad de nuestro país y de los retos que enfrenta día con
día, ya que si bien es cierto existen obstáculos en nuestro
presente y en nuestro futuro inmediato, también es cierto
que existe gente comprometida a dar la batalla para la con-
servación del medio ambiente.

Nuestro país ha crecido y ha evolucionado, somos una so-
ciedad madura, inteligente y, sobre todo, consciente de los
problemas que en materia de medio ambiente aqueja y da-
ña nuestro territorio.

Es por ello que atendiendo al espíritu que el artículo 4o.
constitucional guarda, nosotros como legisladores tenemos
la gran responsabilidad de dar voz a quienes representa-
mos, generando las iniciativas necesarias para adecuar el
marco normativo que nos rige a la realidad que vivimos.
De tal forma que en materia ambiental nos permita salva-
guardar el entorno natural a quienes habitamos este gran
país.

Como consecuencia de lo anterior, es que se presentan es-
tas dos iniciativas a la Ley General para la Prevención y
Gestión Integral de los Residuos, en particular a sus artícu-
los 48 y 96, las cuales pretenden dar, no solo un mayor con-
trol en el manejo de los residuos de manejo especial y resi-
duos peligrosos, sino también procuran, por un lado,
generar mayor certidumbre y certeza jurídica reforzando la
prevención del mal manejo de los residuos que se generan
en nuestro país y, por otro lado, generando incentivos que
promuevan el buen manejo y disposición de los mismos.

Al proponer una mejor regulación en el tema de generación
y manejo de residuos, las iniciativas aquí presentadas tie-
nen como finalidad hacer frente a los nuevos retos origina-
dos por la creciente actividad y desarrollo industrial y ur-
bano que tiene México.

Estas reformas tienen que ver con ampliar el espectro re-
gulatorio de la generación de residuos de manejo especial,

obligando a autoridades estatales y municipales a contar
con un censo actualizado de los centros de disposición fi-
nal, sean estos locales o regionales, buscando con ello te-
ner certeza de su viabilidad ambiental.

Asimismo, se incluye a los generadores dentro de los pro-
gramas para incentivar la reducción en la generación de re-
siduos, de la misma manera someterlos a un manejo inte-
gral de los mismos.

Por otro lado y no menos importante, la iniciativa de refor-
ma al artículo 48 de la citada ley, busca regular de una ma-
nera más eficiente a los microgeneradores, lo cual se tra-
duce en inscribir de manera voluntaria su propio plan de
manejo de residuos peligrosos.

Ambas iniciativas contribuirán a la generación de trabajos
de análisis encaminados al continuo perfeccionamiento de
la normatividad que en materia ambiental requiere nuestro
país, en específico en materia de residuos, su manejo y su
disposición.

Como integrante de la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales y del Grupo Parlamentario del PRI solici-
to a ustedes su apoyo, para que iniciativas como esta con-
tribuyan, sin duda, a un mejor manejo de la contaminación
ambiental que se genera por este tipo de residuos.

Por su atención, muchísimas gracias. Les voy a agradecer
mucho, que si así lo tiene a bien la Mesa Directiva turnar-
las a las comisiones correspondientes, poder contar, en su
momento, con su voto aprobatorio. Muchísimas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 96 de la Ley General pa-
ra la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, a car-
go de la diputada Rosa Elena Millán Bueno, del Grupo Par-
lamentario del PRI

La que suscribe, diputada federal Rosa Elena Millán Bue-
no, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, de la Sexagésima Tercera Legisla-
tura del Honorable Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, 72, inciso H, y demás relativos de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 6, y numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, se permite presentar a la conside-
ración de esta Honorable Cámara de Diputados, la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto, por el que se reforma
y adiciona la fracción XIV del artículo 96 de la Ley Gene-
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ral para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos,
con el propósito de dar mayor certeza jurídica y operativa
en el manejo integral de los residuos urbanos y de manejo
especial, al tenor de lo siguiente:

Exposición de Motivos

México cuenta con 2,454 municipios donde los ayunta-
mientos son responsables del manejo y disposición de la
basura, así como del manejo integral de los residuos de ma-
nejo especial y de su correspondiente  padrón de generado-
res.

Los basureros causan graves riesgos ambientales que afec-
tan de manera directa y en ocasiones definitiva al suelo,
subsuelo, mantos freáticos, así como a la atmósfera. Como
consecuencia directa de dicha actividad, se genera un im-
portante efecto de erosión del suelo, contaminando a su vez
la atmósfera con materiales inertes y microorganismos, que
provocan daños en la salud de la población que colinda con
dichos centros de disposición final, siendo la población
más vulnerable, la correspondiente a la tercera edad, infan-
tes y mujeres embarazadas. Esto en razón de que con el
tiempo, una parte importante de los elementos físico – quí-
micos de éstos residuos tienden a descomponerse, dando
lugar a reacciones diversas y provocando un daño al medio
ambiente por la generación de  biogases, lixiviados, meta-
no, entre otros. 

En cuanto al metano, resulta importante el destacar que es
un gas tipo invernadero, que se llega a producir en grandes
cantidades, el cual es liberado a la atmósfera contaminan-
do de manera importante y grave la atmósfera, situación
que debe ser considerada de manera primordial, toda vez
que nuestro país es parte activa en las políticas internacio-
nales de reducción de gases de tipo invernadero, sólo tene-
mos que voltear y analizar nuestra propia Ley General de
Cambio Climático, o las modificaciones que sufrió este
año la cédula de operación anual en el tema de emisiones.
Esto es, que el mal manejo integral de los residuos urbanos
o de manejo especial y su inter-relación con otros recursos
naturales como el agua y la atmósfera, por sí mismo gene-
ran un pico de gran importancia en el tema de contamina-
ción en nuestro país que debe seguir siendo atendido de
manera permanente y frontal, buscando en todo momento
no sólo las acciones de sancionatorios o restitutorias del
bien ambiental, sino acciones claras de prevención. Es por
ello, que se presenta la siguiente iniciativa, que busca dar
mayor certeza no sólo jurídica sino operativa en el manejo
integral de los residuos.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea, el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforman y adiciona la fracción
XIV del artículo 96 de la Ley General para la Preven-
ción y Gestión Integral de los Residuos

Único. Se adiciona la fracción XIV al artículo 96, de la
Ley General para la Prevención Integral de los Residuos,
para quedar como sigue:

Artículo 96. Las entidades federativas y los municipios, en
el ámbito de sus respectivas competencias, con el propósi-
to de promover la reducción de la generación, valorización
y gestión integral de los residuos sólidos urbanos y de ma-
nejo especial, a fin de proteger la salud y prevenir y con-
trolar la contaminación ambiental producida por su mane-
jo, deberán llevar a cabo las siguientes acciones:

I. El control y vigilancia del manejo integral de residuos
en el ámbito de su competencia. Cada entidad federati-
va podrá coordinarse con sus municipios para formular
e implementar dentro de su circunscripción territorial un
sistema de gestión integral de residuos que deberá ase-
gurar la valorización de los residuos a que se refiere es-
te artículo, respecto al manejo, almacenamiento pro-
visional, recolección, transportación, entrega a
centros de acopio y disposición final. Asimismo, di-
chas autoridades podrán convenir entre sí el estableci-
miento de centros de disposición final local o regional
que den servicio a dos o más entidades federativas;

II. Las entidades federativas y municipios, deberán
contar con un censo actualizado de los centro de dis-
posición final sean locales o regionales, con el fin de
dar certeza jurídica y operativa respecto del buen es-
tado de funcionamiento de dichos centros, aseguran-
do su viabilidad ambiental.  

III. Diseñar e instrumentar programas para incentivar a
los generadores y grandes generadores de residuos a re-
ducir su generación y someterlos a un manejo integral; 

IV. Promover la suscripción de convenios con los gran-
des generadores de residuos, en el ámbito de su compe-
tencia, para que formulen e instrumenten los planes de
manejo de los residuos que generen; 

V. Integrar el registro de generadores y grandes gene-
radores de residuos en el ámbito de su competencia y de
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empresas prestadoras de servicios de manejo de esos re-
siduos, así como la base de datos en la que se recabe la
información respecto al tipo, volumen y forma de ma-
nejo de los residuos; 

VI. Integrar la información relativa a la gestión integral
de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, al
Sistema Nacional de Información Ambiental y Recursos
Naturales; 

VII. Elaborar, actualizar y difundir el diagnóstico bási-
co para la gestión integral de residuos sólidos urbanos y
de manejo especial; 

VIII. Coordinarse con las autoridades federales, con
otras entidades federativas o municipios, según proceda,
y concertar con representantes de organismos privados
y sociales, para alcanzar las finalidades a que se refiere
esta Ley y para la instrumentación de planes de manejo
de los distintos residuos que sean de su competencia; 

IX. Establecer programas para mejorar el desempeño
ambiental de las cadenas productivas que intervienen en
la segregación, acopio y preparación de los residuos só-
lidos urbanos y de manejo especial para su reciclaje; 

X. Desarrollar guías y lineamientos para la segregación,
recolección, acopio, almacenamiento, reciclaje, trata-
miento y transporte de residuos; 

XI. Organizar y promover actividades de comunicación,
educación, capacitación, investigación y desarrollo tec-
nológico para prevenir la generación, valorizar y lograr
el manejo integral de los residuos; 

XII. Promover la integración, operación y funciona-
miento de organismos consultivos en los que participen
representantes de los sectores industrial, comercial y de
servicios, académico, de investigación y desarrollo tec-
nológico, asociaciones profesionales y de consumido-
res, y redes intersectoriales relacionadas con el tema,
para que tomen parte en los procesos destinados a clasi-
ficar los residuos, evaluar las tecnologías para su pre-
vención, valorización y tratamiento, planificar el desa-
rrollo de la infraestructura para su manejo y desarrollar
las propuestas técnicas de instrumentos normativos y de
otra índole que ayuden a lograr los objetivos en la ma-
teria; 

XIII. Realizar las acciones necesarias para prevenir y
controlar la contaminación por residuos susceptibles de
provocar procesos de salinización de suelos e incremen-
tos excesivos de carga orgánica en suelos y cuerpos de
agua, y 

XIV. Identificar los requerimientos y promover in-
centivos que impulsen la inversión para el desarrollo
de infraestructura y equipamiento, a fin de garanti-
zar el manejo integral de los residuos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de abril de 2016.—
Diputadas y diputados: Rosa Elena Millán Bueno, Elías Octavio Iñi-
guez Mejía, Erika Araceli Rodríguez Hernández, Fidel Almanza Mon-
roy, Jesús Antonio López Rodríguez, Jesús Enrique Jackson Ramírez,
José De Jesús Galindo Rosas, Laura Nereida Plascencia Pacheco, Ma-
ría del Rosario Rodríguez Rubio, Mirza Flores Gómez, Olga María Es-
quivel Hernández, Pedro Garza Treviño, Pedro Luis Noble Monterru-
bio, Próspero Manuel Ibarra Otero, Ricardo del Rivero Martínez,
Susana Corella Platt (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Millán. Se Turna a la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.

LEY GENERAL PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN
INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

La diputada Rosa Elena Millán Bueno: «Iniciativa que
reforma el artículo 48 de la Ley General para la Prevención
y Gestión Integral de los Residuos, a cargo de la diputada
Rosa Elena Millán Bueno, del Grupo Parlamentario del
PRI

La que suscribe, diputada federal Rosa Elena Millán Bue-
no, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, de la Sexagésima Tercera Legisla-
tura del Honorable Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, con fundamento en los artículos 71
fracción II, 72, inciso H, y demás relativos de la Constitu-
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ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del reglamento de la
Cámara de Diputados, me permito presentar a la conside-
ración de esta Honorable Cámara de Diputados, la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto, por el que se reforma
y adiciona el artículo 48 de la Ley General para la Preven-
ción y Gestión Integral de los Residuos, con el propósito de
dar mayores elementos de control en la generación y ma-
nejo integral de residuos peligros por parte de los microge-
neradores, al tenor de lo siguiente:

Exposición de Motivos

Que la Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos, que fue publicada en el Diario Oficial de
la Federación el 8 de octubre de 2003, de conformidad con
su artículo primero es reglamentaria de las disposiciones de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
que refieren a la protección al ambiente en materia de pre-
vención y gestión integral de residuos, en el territorio na-
cional.

Que conforme al espíritu de esta ley, uno de sus principa-
les fines es la prevención de la contaminación al medio am-
biente, como consecuencia del mal manejo de los residuos
y lograr un manejo integral de los mismos, entre los cuales
se encuentran los denominados “peligrosos”, de conformi-
dad con las definiciones que la propia normatividad otorga.
Es por ello, que se propone la presente iniciativa mediante
la cual se incorpora la figura del registro voluntario para
los microgeneradores de residuos peligrosos, con el fin de
tener mayor certeza en la cadena de resguardo, respecto al
manejo y disposición final de los residuos peligrosos gene-
rados.

Con el objeto de contar con una visión clara y profunda de
las causales que dan origen a esta iniciativa, se debe tener
presente que nuestro país genera anualmente aproximada-
mente ocho millones de toneladas de residuos peligrosos,
generadas por diversas actividades productivas ya sean in-
dustriales, agrícolas o ganaderas, de las cuales un gran por-
centaje se pierde en el camino antes de llegar a su disposi-
ción final, en donde será reciclado, tratado, confinado o
destruidas, a esto debemos sumar los montos totales que
los microgeneradores generan anualmente y que no están
sujetos a un registro de plan de manejo, por lo que no se
tiene un control claro de su manejo desde su generación
hasta el destinatario final, pasando por el recolector y en
ocasiones centro de acopio, esto en razón de que el propio
artículo 48 de la ley en comento, determina que los micro-

generadores serán regulados por las entidades federativas,
de conformidad con lo establecido los artículos 12 y 13 de
dicho ordenamiento, los cuales determinan la definición de
convenios entre la federación y los estados, sin embargo el
mencionado artículo 48 es omiso respecto al estatus jurídi-
co de los mencionados microgeneradores durante el tiem-
po en el cual no existan tales instrumentos jurídicos. 

Resulta claro, que las actividades productivas no tienden a
disminuir, sino por el contrario éstas seguirán teniendo un
crecimiento en relación directa a las necesidades de la po-
blación, lo cual genera y generará un aumento en el monto
total de dichos residuos, lo que obedece a contar con ma-
yores elementos de control que den certeza a la autoridad y
que al mismo tiempo proteger los derechos fundamentales
de la población contenido en el artículo 4° constitucional y
sus respectiva leyes reglamentarias en esta materia. Es por
ello, que se presenta esta iniciativa que reforma y adiciona
el artículo 48 de la Ley General para la Prevención y Ges-
tión Integral de los Residuos.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 48
de la Ley General para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos

Único. Se reforma el artículo 48 de la Ley General para la
Prevención y Gestión Integral de los Residuos, para quedar
como sigue:

Artículo 48. Las personas consideradas como microgene-
radores de residuos peligrosos están obligadas a registrarse
ante las autoridades competentes de los gobiernos de las
entidades federativas o municipales, según corresponda;
sujetar a los planes de manejo los residuos peligrosos que
generen y que se establezcan para tal fin y a las condicio-
nes que fijen las autoridades de los gobiernos de las enti-
dades federativas y de los municipios competentes; 

Así como llevar sus propios residuos peligrosos a los cen-
tros de acopio autorizados o enviarlos a través de transpor-
te autorizado, de conformidad con las disposiciones legales
aplicables. 

El control de los microgeneradores de residuos peligrosos,
corresponderá a las autoridades competentes de los gobier-
nos de las entidades federativas y municipales, de confor-
midad con lo que establecen los artículos 12 y 13 del pre-
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sente ordenamiento. En tanto la situación jurídica de los
microgeneradores de residuos peligrosos no se encua-
dre dentro de la hipótesis normativa de los artículos 12
y 13 de este ordenamiento, podrán inscribir su plan de
manejo ante la Secretaría, conservando su calidad de
microgenerador, siempre y cuando su registro determi-
ne dicho carácter. 

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de abril de 2016.—
Diputadas y diputados: Rosa Elena Millán Bueno, Erika Araceli Ro-
dríguez Hernández, Fidel Almanza Monroy, Jesús Enrique Jackson Ra-
mírez, José De Jesús Galindo Rosas, Laura Nereida Plascencia Pache-
co, Mirza Flores Gómez, Olga María Esquivel Hernández, Pedro Luis
Noble Monterrubio, Próspero Manuel Ibarra Otero, Susana Corella
Platt (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Se remite a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

El diputado José de Jesús Galindo Rosas (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Sonido en la curul del diputado Galindo Rosas, por favor.

El diputado José de Jesús Galindo Rosas (desde la cu-
rul): Diputado presidente, solicitarle a la promovente Rosa
Elena Millán Bueno, me permita adherirme a sus iniciati-
vas.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Diputada Millán, ya, ya la apapachó su coordinador, ahora
atiéndame a mí, el diputado Galindo Rosas pide adherirse
a su iniciativa, solicita permiso. Manifiesta su disposición
para ello, diputado. Entonces, está aquí a su disposición.
Bien.
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